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LA DEFINICIÓN DEL CRIMEN DE AGRESIÓN EN

EL ESTATUTO DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL

INTRODUCCIÓN

El crimen contra la paz constituye el mayor de los crímenes
internacionales según el Tribunal Militar Internacional, que afirmó en su
sentencia del proceso de Nüremberg que “Iniciar una guerra de agresión,
por tanto, no es solamente un crimen internacional; es el crimen supremo

internacional que se diferencia sólo de otros crímenes de guerra en que
contiene en sí mismo la maldad acumulada de todos”.1

El objetivo del presente ensayo es efectuar un análisis de la
evolución político-jurídica del concepto de crimen contra la paz o crimen
de agresión en el Derecho Internacional moderno y presentar su definición
jurídico-internacional.

Para cumplir con tal finalidad se ha dividido este trabajo en las
siguientes partes: comenzaremos por la definición del crimen de agresión,
continuaremos con la evolución política, seguiremos con el desarrollo
jurídico-histórico del crimen de agresión, proseguiremos el status jurídico
de este crimen internacional en el Estatuto de la Corte Penal Internacional,

(Exposición del Doctor Augusto Hernández Campos en el Acto Académico

de su incorporación como Miembro Asociado de la Sociedad Peruana

de Derecho Internacional, realizado en el Aula Magna “Alberto Ulloa

Sotomayor” de la Academia Diplomática del Perú, el martes 11 de octubre

de 2011)

1 Sentencia del TMI en Nüremberg del 30 de setiembre - 1 de octubre de 1946.
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y terminaremos con la definición académica del crimen de agresión en el
Derecho Internacional moderno.

1. DEFINICIÓN DEL CRIMEN DE AGRESIÓN

La agresión por un Estado contra otro Estado en quebrantamiento
de tratados internacionales ya estaba prohibida por el Derecho
Internacional antes de la Segunda Guerra Mundial. Aquí el Estado que
cometiera agresión cometía un acto ilícito internacional lo que conducía
a la responsabilidad internacional del Estado.2

La agresión fue por vez primera vista como un crimen internacional
que involucraba la responsabilidad penal individual internacional según
el Acuerdo de Londres del 8 de agosto de 1945, que creó el TMI (Tribunal
Militar Internacional de Nüremberg).3

Los crímenes contra la paz son crímenes internacionales. Fueron
reconocidos como tal por vez primera después de la Segunda Guerra
Mundial. Estos crímenes fueron establecidos mediante el anexo al Acuerdo

de Londres para el enjuiciamiento de los criminales de guerra del Eje

europeo de 1945, el anexo incluye el Estatuto del Tribunal Militar
Internacional de Nüremberg. También, esta noción sería incluida en la
Carta de las Naciones Unidas, en el sentido que las guerras sin legalidad
internacional, i.e. no sancionadas por el Consejo de Seguridad y por la
Carta de la ONU, pueden ser consideradas guerras de agresión.

Esta definición jugaría un papel importante al definir a la agresión
como un crimen contra la paz.

En el Artículo 6, párrafo a, del Estatuto del Tribunal Militar Internacional
de Nüremberg, los crímenes contra la paz fueron definidos como:

2 CASSESE, Antonio. International Criminal Law (Oxford: Oxford University
Press, 2003), p. 111. Como los tratados de alianzas, o el Convenio de la SDN
de 1919 o el Pacto Briand-Kellogg de 1928.

3 CASSESE, ibíd.
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“planificación, preparación, inicio o el sostenimiento de una
guerra de agresión, o una guerra en violación de tratados
internacionales, acuerdos o garantías, o participación en un
plan o conspiración común para el cumplimiento de
cualquiera de los anteriores”.4

El último párrafo de ese artículo dice:

“Los líderes, organizaciones, instigadores y cómplices que
participen en la formulación o ejecución de un plan o
conspiración común para cualquiera de los anteriores
crímenes son responsables por todos los actos efectuados
por cualquier persona en ejecución de dicho plan”.5

El artículo 5 del Estatuto del Tribunal Militar Internacional para el
Lejano Oriente (Tribunal de Tokio) contiene una definición similar.
Ligeramente diferente es la definición en la Ley No. 10 del Consejo Aliado
de Control del 20 de diciembre de 1945 que forma la base de los procesos
contra grupos especiales de acusados. El art. II, pár. 1 (inc. a) de la Ley
No. 10 define el crimen contra la paz  para incluir:

“Inicio de invasiones de otros países y guerras de agresión
en violación de leyes y tratados internacionales, incluyendo
pero no limitados a planeación, preparación, inicio o
sostenimiento de una guerra de agresión, o una guerra en
violación de tratados internacionales, acuerdos o garantías,
o participación en un plan o conspiración común para el
cumplimiento de cualquiera de los anteriores”.6

En aquella base fueron dadas sentencias respecto a crímenes contra
la paz en los casos I.G. Farben (Caso 6), Krupp (Caso 10), Ministerio del
Exterior (Caso 11) y Alto Mando (Caso 12).

4 Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nüremberg, art. 6, pár. a.
5 Ibíd.
6 Ley N° 10 del Consejo Aliado de Control de 1945, art. II, pár. 1, inc. a.
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En el proceso de Helsinki, estadistas finlandeses fueron hallados
culpables por un tribunal soviético por cometer crímenes contra la paz.

En el Lejano Oriente, un tribunal chino de Shanghai procesó y
condenó al general japonés Takashi Sakai por crímenes contra la paz.

La CDI (Comisión de Codificación de Derecho Internacional) en
su informe de 1950 define este crimen de la siguiente manera:

“(i) Planeamiento, preparación, inicio o sostenimiento de
una guerra de agresión o una guerra en violación de tratados
internacionales, acuerdos o garantías;
(ii) Participación en un plan o conspiración común para el
cumplimiento de cualquiera de los actos mencionados bajo (i)”.7

2. EVOLUCIÓN POLÍTICA

Antecedentes

La historia de los crímenes contra la paz es extremadamente
compleja. Después de las Guerras Napoleónicas en 1815, el general
prusiano August Von Gneisenau sugirió que el emperador Napoleón
fuese sometido a juicio por las guerras que él había iniciado, pero razones
políticas impidieron que esto sucediera. Inglaterra prefería exiliarlo a la
isla de Elba, y después a Santa Helena, en base a que él era un hombre
peligroso para la paz de Europa.8

Después de la Primera Guerra Mundial, se planteó que el Kaiser
Guillermo II debía ser juzgado por haber iniciado aquella guerra. Los
miembros americanos de la “Comisión sobre Responsabilidades” se
oponían a esta propuesta pues no tenía sustento en el Derecho
Internacional. Como un compromiso, el Tratado de Paz de Versalles

7 YILC-Yearbook of the International Law Commission, 1950-II, p. 376.
8 V.A. RÖLING, Bert. “Crimes against Peace”, en: R. Bernhardt (ed.), Encyclopedia

of Public International Law, vol. 1 (Amsterdam: Elsevier, 1992), p. 872.
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incluía el dispositivo que Guillermo II sería juzgado “por ofensa suprema
contra la moral internacional y la santidad de los tratados”, y el tribunal
especial debía guiarse “por los más altos motivos de política
internacional”9. El juicio no tuvo lugar porque Holanda rehusó extraditar
al antiguo emperador. Dicho tribunal especial sólo podía en cualquier
caso emitir en su decisión a una conclusión política, en la forma de una
sentencia jurídica.

La Segunda Guerra Mundial

Durante la Segunda Guerra Mundial, algunos académicos10

consideraron el juicio de los jefes de la Alemania Nazi como ilegales.
Pero, sus argumentos no convencieron a la Comisión de las Naciones
Unidas para Crímenes de Guerra (UNWCC, United Nations War
Crimes Commission), creada en 1943 con la tarea de formular los crímenes
por los cuales los vencidos debían ser procesados y castigados. La
UNWCC redactó una lista de sólo crímenes de guerra convencionales.11

En los primeros años de la Segunda Guerra Mundial sólo se habían
considerado crímenes de guerra convencionales, p.e. en la Declaración
de Churchill y Roosevelt (25 de octubre de 1941), en la Declaración del
Palacio de St. James (Declaración Inter-Aliada sobre el Castigo de los
Crímenes de Guerra, 13 de enero de 1942), y en la Declaración de Moscú
sobre Atrocidades (30 de octubre de 1943), la mano de Churchill es visible
en este párrafo de la última declaración citada:

“Aquellos que hasta ahora no hayan manchado sus manos
de sangre inocente quedan advertidos para que no se unan a
las filas de los culpables, ya que pueden tener por seguro

9 Art. 227, Tratado de de Paz de Versalles de 1919.
10 GLUECK, Sheldon G.; Georg, SCHWARZENBERGER; Hermann, MANNHEIM, inter

alia.
11 La Comisión fue creada el 20 de octubre de 1943 por EEUU, GB y otros 15

gobiernos aliados. Funcionó hasta el 31 de marzo de 1948. El objetivo de la
Comisión era investigar y registrar evidencia de crímenes de guerra e identificar
a los individuos responsables.



Revista Peruana de Derecho Internacional20

que las tres potencias aliadas les perseguirán con toda
seguridad hasta el último confín de la tierra y los entregarán
a sus acusadores para que se haga justicia. La anterior
declaración se hace sin perjuicio de que pueda haber casos
de destacados criminales cuyos delitos no tengan una
ubicación geográfica determinada y que sean condenados
por decisión conjunta de los gobiernos aliados”.12

También, se declaró que los “principales criminales de guerra cuyos
delitos no tienen un lugar geográfico particular” serían castigados bajo
una decisión conjunta de los gobiernos Aliados.

Inclusión de crímenes contra la paz

Fue Stalin, el zar rojo, quien, con ocasión del vigésimo sexto
aniversario de la Revolución Bolchevique, el 7 de noviembre de 1943,
solemnemente declaró “que todos los criminales fascistas que son
responsables por esta guerra” serían juzgados y castigados. Esta idea fue
desarrollada en el tratado de Aron Naumovich Trainin, La responsabilidad

criminal de los hitlerianos (Moscú, 1944).13

La opinión entre los gobiernos y juristas estaba dividida en la
cuestión si la responsabilidad individual penal por la guerra era reconocida
en el Derecho Internacional.

12 Declaración en Relación con las Atrocidades que se están Cometiendo, aprobada
en la conferencia de Moscú del 30 de octubre de 1943. Esta declaración fue
suscrita por EEUU, GB y la URSS en el marco de la Conferencia de Moscú
(18 octubre-11 noviembre 1943) que contó con la participación de Anthony
Eden, Cordell Hull y Viaceslav Molotov.

13 Traducción al inglés: A.N. Trainin, Hitlerite Responsibility Under Criminal Law
(Londres: Hutchinson, 1945). Aron Naumovich Trainin (1883-1957) fue
professor de Derecho Penal en la Universidad de Moscu desde 1921 y fue
cosignatario del Acuerdo de Londres del 8 de agosto de 1945. Fue consultor
académico de la delegación soviética ante el Tribunal Internacional de
Nüremberg.
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Después de un vivo debate, la UNWCC aconsejó a la Conferencia
de San Francisco en junio de 1945 que la guerra de agresión debía ser
considerada como un crimen internacional en el futuro. La UNWCC
cambió su opinión respecto a la posición legal existente sólo en su
resolución del 30 de enero de 1946 después que había sido adoptada la
Carta de Londres (8 de agosto de 1945) para el juicio internacional de los
criminales de guerra nazis de Nüremberg.

3. EVOLUCIÓN JURÍDICA DE LA FORMULACIÓN DEL
CRIMEN CONTRA LA PAZ

3.1. ORÍGENES HISTÓRICOS DEL CRIMEN DE AGRESIÓN Y LA
ILEGALIZACIÓN DE LA GUERRA AGRESIVA

La Teoría de la guerra justa

La doctrina de la “guerra justa” (bellum iustum) se originó como
una reacción contra el pacifismo cristiano de los primeros siglos después
de Cristo, y se convirtió en la doctrina oficial de la iglesia católica en el
Medioevo.14

Describía las condiciones para una guerra legítima. Estas eran,
inter alia, una causa justa en defensa de intereses legítimos, imposibilidad
de solución pacífica, y proporcionalidad entre el acto ilícito y la guerra
planeada. La doctrina sirvió como una legitimación para las guerras
iniciadas por príncipes cristianos.

Los escritos de Aristóteles, Cicerón, San Agustín y Santo Tomás
establecieron la premisa filosófica de la legitimidad de la guerra en sus

14 Sobre los orígenes de la teoría de la guerra justa, vid. Augusto HERNÁNDEZ

CAMPOS, “Uso de la fuerza en el Derecho Internacional: Aplicación en conflictos
internos”, Revista de Derecho y Ciencia Politica (Lima), vols. 54 (no. 2), 55 (no.
1), 1997-1998, pp. 313-335; y en Agenda Internacional (Lima), año VII, no.
15 (julio-diciembre 2000), pp. 161-181.
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intentos para distinguir entre guerras justas e injustas15. Las antiguas

ciudades-Estado griegas, a pesar de su alto nivel de civilización, se

destruyeron a sí mismas en las Guerras del Peloponeso. Los romanos

promulgaron códigos de “Derecho Natural” que ordenaban que las guerras

pudieran ser legítimas sólo si eran legalmente declaradas y tenían una causa

justa, tales como la protección del territorio o en defensa del honor. Aquellos

que sostenían una guerra sin aprobación del Senado podrían ser entregados

al enemigo para el castigo.

Teólogos como San Agustín (354-430 d.C.) y el arzobispo Isidoro

de Sevilla (530-636) revivieron las consideraciones romanas respecto a la

guerra justa. El Papa Urbano II, en el Concilio de Clermont-Ferrand en

noviembre de 1095, proclamó la “Paz de Dios” que prohibía la guerra en

ciertas fiestas religiosas bajo pena de excomunión y anatema.16

En el modernismo, con el desarrollo de la teoría de la soberanía
del Estado, ha sido generalmente reconocido que el Estado soberano era

la única autoridad facultada para decidir si las condiciones para un bellum

iustum habían sido cumplidas. En la práctica, esto significaba que los

Estados soberanos consideraban el derecho de ir a la guerra (ius ad bellum)

como una de las prerrogativas de la soberanía nacional.

Francisco de Vitoria

Francisco de Vitoria (c. 1480-1546), un teólogo español

ampliamente visto como uno de los fundadores del Derecho Internacional

(DI), argumentó que las guerras legítimas tenían que ser moralmente

justificables, como en la auto-defensa o corregir un daño recibido.17 Los

15 Un resumen de estos escritos se hallan en Hugo GROCIO, De Iure Belli ac Pacis
(Libro II, 1625). También, Charles Von Elbe, “The Evolution of the Concept
of Just War in International Law”, American Journal of International Law (vol.
33, 1939), p. 665.

16 COYAU, Georges. “L`Eglise Catholique et le Droit des Gens”, Recueil des Cours
de l’Academie de Droit International (vol. 6, 1925), pp. 127-137.

17 TRUYOL Y SERRA, Antonio. Historia del Derecho Internacional Público (Madrid:
Tecnos, 1995), p. 60.
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agresores injustos estaban legalmente bajo la obligación “de hacer bien a
expensas de la guerra”, y que ningún sujeto estaba obligado a sostener
una guerra injusta “incluso a través de sus mandos soberanos”. Los escritos
de Vitoria proporcionan las raíces de una definición de agresión, una
verificación de los parámetros de la autodefensa permisible, la idea de
proporcionalidad, los límites de la necesidad militar, la responsabilidad
de los jefes de Estado, y la no disponibilidad de las órdenes superiores
como excusa por actos de agresión. Vitoria señala “que las guerras de
agresión no deben ser condenadas sólo por ser tales, ya que al mismo
tiempo pueden tener su origen en una causa justa de guerra”.18

Estas doctrinas iniciales fueron precursoras de los principios de
Derecho Penal Internacional que serían reconocidos y ampliamente
aprobados cuatro siglos después, en el siglo XX.

Esfuerzos para controlar la guerra existieron en otras civilizaciones.
Las civilizaciones china, hindú, egipcia, y asirio-babilonia también
diseñaron normas de legitimidad de la guerra. La civilización islámica
basada en el Corán también estableció reglas específicas respecto a la
legitimidad de la guerra. Estas reglas y prácticas tenían alguna influencia
en el desarrollo de la civilización occidental en virtud de los contactos
del Islam en la Edad Media con las cruzadas y con España e Italia
meridional, y Francia meridional cuando estas áreas estaban bajo control
musulmán. Tal influencia aparece en los escritos de ciertos canonistas.
Así, hacia el siglo XVII, un fuerte fundamento filosófico había sido
establecido particularmente en la civilización occidental, para las
limitaciones de la guerra (y su conducta).

Hugo Grocio y la era moderna

Hugo de Groot, conocido más comúnmente con su nombre
latinizado de Hugo Grocio (1583-1645), quien es generalmente

18 Vid., NUSSBAUM, Arthutr. Historia del Derecho Internacional (Madrid: Editorial
Revista de Derecho Privado, 1947), p. 66.
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considerado como el padre del Derecho Internacional, escribió en su tercer
libro sobre El Derecho de la Guerra y la Paz de 1625 que incluso en
tiempo de guerra, la justicia y el honor eran obligatorios. Aquellos que
desencadenaban una guerra ilegalmente sería personalmente responsables
por su agresión, e incluso oficiales militares que podrían haber prevenido
el daño serían responsables personalmente.19 Era ilegal llevar a cabo una
guerra contra una parte que estaba deseosa de aceptar arbitraje, y Grocio
recordó el dictum de Cicerón quien dijo que los hombres solucionaban
conflictos mediante argumentos mientras que la fuerza era característica
de las bestias. Él apeló a la conducta humana incluso en la guerra, pues
“por imitar a las bestias salvajes demasiado olvidamos ser humanos”.

La siguiente fase histórica involucraba prescripciones normativas
contra estas formas de guerra que habían comenzado a ser rechazadas
por los valores compartidos de la comunidad mundial.20 Desde tiempo
inmemorial, reyes y otros gobernantes menores han entrado en tratados
bilaterales y multilaterales como medios de regular sus relaciones para la
prevención de la guerra. Desde el Tratado de Westfalia de 1648, la
práctica de formular tratados o pactos de no agresión se expandió y
contribuyó al desarrollo de lo que podría ser llamado la conciencia de un
mundo emergente para la prevención de la guerra. En este contexto, el
control de la guerra es mejor ilustrado por aquellos compromisos
multilaterales cuyo objetivo es controlar, regular, prevenir y prohibir la
guerra como la reflexión de un esfuerzo de la comunidad mundial basado
en valores compartidos de la comunidad mundial.21

Los esfuerzos por ilegalizar la guerra como un instrumento de
política nacional e inhibir actos de agresión hallaron expresión en varios

19 Grocio sigue de cerca a Vitoria en cuanto a las condiciones de la guerra justa,
pero confiere a la doctrina un giro formalista. Vid., Truyol, op. cit., p. 68.

20 BASSIOUNI, Cherif. “The Proscribing Function of International Criminal Law
in the International Protection of Human Rights”, Yale Journal of World Public
Order (vol. 9, 1982), p. 193.

21 BASSIOUNI, Cherif.  (ed.), International Criminal Law, vol. 1 (Nueva York:
Transnational, 1999), p. 314.
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planes, reestructurando el prevaleciente orden (o desorden) internacional.
El Gran Proyecto del Rey Enrique IV en 1603, los escritos del cuáquero
William Penn, hacia fines del siglo XVII, propuestas por el Abad de Saint
Pierre en 1713, de J.J. Rousseau en 1782, e Immanuel Kant en 179522,
son muestra de los esquemas por la cual el uso legítimo de la fuerza sería
determinado por un parlamento y judicatura internacionales respaldado
por un ejército internacional para mantener o restaurar la paz23.
Desafortunadamente, ninguno de estos planes tuvo aceptación, aunque
las ideas básicas fueron incorporadas en la constitución de una nueva
confederación de Estados en 1777 llamada Estados Unidos de America.

El siglo XX: Hacia la proscripción de la guerra

En tiempos más recientes, 49 tratados multilaterales, desde 1899
hasta la actualidad, han tratado con la prohibición de la guerra, y la
preservación de la paz. Entre éstos, los principales tratados son:

1. Las Convenciones de La Haya de 1899 y 1907 sobre Solución
Pacífica de Controversias Internacionales.

2. El Tratado de Versalles de 1919 que condena la guerra de
agresión.

3. El Convenio de la Sociedad de las Naciones que prohibía las
guerras de agresión en 1920.

4. El Pacto Briand-Kellogg de 1928 sobre renuncia de la guerra
como instrumento de política nacional.

5. La Carta de Londres de 1945 que criminalizaba la guerra.

6. La Carta de las Naciones Unidas de 1945 que prohibía la guerra
excepto en auto-defensa.

22 Tambien cabe citar el “proyecto de paz universal y perpetua de Jeremy Bentham
de 1789”. Truyol, ibíd., pp. 97-98.

23 BASSIOUNI, op. cit., p. 315.
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A través de toda la historia, los esfuerzos por definir y codificar la
agresión también han tenido lugar en círculos oficiales y académicos, y
finalmente en 1974, el Comité Especial de las Naciones Unidas sobre
Definición de Agresión produjo una definición aceptada. Por implicación
y con referencia al contexto histórico de prevenir y castigar la guerra
agresiva, aquella definición podría ser usada como base para la
criminalización de agresión. Pero, eso requeriría una convención
específica sobre la materia similar a los existentes en otros aspectos de
los crímenes internacionales. Esto es aparentemente uno de los propósitos
del Proyecto de Código de Crímenes contra la Paz y Seguridad de la
Humanidad, que fue adoptado en 1996.

3.2. LAS CONVENCIONES DE LA HAYA DE 1907

La I Convención de La Haya de 1907 para la Solución Pacífica
de Controversias Internacionales claramente refleja esta opinión. De
acuerdo al Art. 2, las potencias contratantes “en caso de serios desacuerdos
o conflictos” acuerdan “recurrir, en tanto las circunstancias lo permitan,
a los buenos oficios o mediación de una o más potencias amigas […]
antes que se apele a las armas”.24

Este dispositivo hace eco del artículo 2 de la I Convención de La
Haya de 1899 cuando dice que: “En caso de serio desacuerdo o conflicto,
antes de apelar a las armas, las Potencias Signatarias acuerdan recurrir,
tanto como las circunstancias lo permitan, a los buenos oficios o mediación
de una o más Potencias amigas”.25

La primera restricción de la libertad para ir a la guerra podría ser
hallada en la Convención Drago-Porter (II Convención de La Haya de
1907, art. 1), que fue concluida como consecuencia de la acción militar
de algunas potencias europeas contra Venezuela en conexión con la
eliminación de sus deudas. Pero la Convención no prohibía el uso de la

24 I Convención de La Haya de 1907, art. 2.
25 I Convención de La Haya de 1899, art. 2.
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fuerza militar en caso que el deudor rehusara aceptar el arbitraje u honrar
el laudo arbitral.

3.3. EL TRATADO DE VERSALLES Y LA SOCIEDAD DE LAS
NACIONES (SDN, 1919)

Después que terminó la Primera Guerra Mundial, varios factores
indicaron que el desencadenamiento de una guerra agresiva ya no sería
tolerado. Durante la guerra misma, varios planes fueron producidos y la
formación de la SDN fue una parte integral de la solución de paz. Hubo
un esfuerzo hecho para dar significado legal al concepto de
responsabilidad de la guerra. Brownlie consigna el siguiente texto que
fue respuesta de los Aliados a la Delegación Búlgara en la Conferencia
de Paz26 el 3 de noviembre de 1919:

“Bulgaria indudablemente tendrá pesadas responsabilidades
que soportar. Sin embargo, éstas no serán el resultado de las
Condicionesde Paz, sino de la guerra de agresión en la cual
voluntariamente tomó parte […] en un espíritu de
dominación y conquista. Bulgaria fracasó en un plan llevado
a cabo contrario a la ley de las naciones y de libertad, en la
esperanza de ganancias territoriales y materiales ilícitas”.27

Esta cita es un indicador del espíritu con el cual los Aliados
participaron en la Conferencia de Paz de 1919. Ellos esperaban
verdaderamente que esta guerra, la “Gran Guerra”, haya sido la “guerra
para acabar con todas las guerras”.

La Sociedad de las Naciones

El objetivo de eliminar las guerras de agresión fue desarrollado
ulteriormente en la SDN. Mientras, la única referencia explícita a la

26 La Conferencia de Paz con Bulgaria culminó con la firma del Tratado de Paz de
Neuilly el 27 de noviembre de 1919.

27 BROWNLIE, Ian. International Law and the Use of Force by States (Londres:
Clarendon Press, 1963), pp. 1-65.
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agresión aparece en el Artículo 10, inferencias posteriores al concepto
fueron hechas en las discusiones de los otros artículos del Convenio de la
SDN. El Artículo 10 dice lo siguiente:

“Los miembros de la SDN se comprometen a respetar y
preservar contra la agresión externa la integridad territorial
y la independencia política existente de todos los miembros
de la Sociedad. En caso de cualquier agresión o en caso de
cualquier amenaza o peligro de tal agresión, el Consejo
aconsejará sobre los medios por los cuales esta obligación
será cumplida”.28

El Artículo 10, sin embargo, tendía a perder significado a la luz de
la preocupación central del momento, la proscripción de la guerra. La
importancia del concepto de agresión aún no había emergido.

Aún cuando la noción de agresión empezó a llegar al frente, fue a
través del Artículo 11 (que facultaba al Consejo a intervenir en caso de
guerra, amenaza de guerra, o llevar un cese al fuego a hostilidades ya
iniciadas) lo que ganó reconocimiento. A este respecto la idea surgió que
la negativa de un país a cumplir con una directiva del Consejo,
particularmente ante un cese al fuego, podría ser considerado agresión.
Esta noción fue apoyada por el Profesor Quincy Wright29, pero rechazada
por Julius Stone.

Como puede observarse, ni siquiera el Convenio de la Sociedad de
las Naciones de 191930 contenía una prohibición de la guerra. El Convenio
declaraba en su artículo 11 que la guerra era “una cuestión de interés a
toda la Sociedad”. Por tanto, cada miembro de la Sociedad estaba facultado
para llevar ante el Consejo cualquier circunstancia que amenazara la paz.

28 Convenio de la SDN de 1919, art. 10.
29 WRIGHT, Quincy. “The Concept of Aggression in International Law”, American

Journal International Law (vol. 29, 1935), p. 381. También, Q. Wright, “The
Prevention of Aggression”, American Journal of International Law (vol. 50,
1956), p. 532.

30 El Convenio de la SDN formaba parte (Parte I) del Tratado de Paz de Versalles
de 1919.
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Asimismo, en el artículo 12 se señalaba que en el caso que un
conflicto pueda conducir a la guerra, las partes estaban obligadas a someter
la cuestión a arbitraje o solución judicial o investigación por el Consejo.
Ellas estaban impedidas de ir a la guerra dentro de los 3 meses siguientes
después del laudo arbitral, la decisión judicial o el informe del Consejo.

El artículo 15, párrafo 7, indicaba que si el informe del Consejo
era adoptado unánimemente, la guerra estaba prohibida y la parte tenía
que cumplir con el informe. Si el informe no era aceptado unánimemente,
los miembros de la Sociedad tenían el derecho “de tomar las acciones
que considerasen necesarios para el mantenimiento del derecho y la
justicia”. La unanimidad dentro del Consejo no era obtenida fácilmente.

Mientras que el artículo 15, párrafo 8, decía que, más aún, el
Consejo no estaba facultado para hacer recomendaciones si el conflicto
surgía de una cuestión exclusivamente dentro de la jurisdicción interna
de una parte. A corto plazo no existía una proscripción del uso de la
fuerza, sino sólo algunas restricciones antes que el camino a la guerra
estuviera abierto.

Los tratados de Ginebra y Locarno

Ulteriores intentos por expandir y definir lo que constituía agresión
fueron hechos en el Proyecto del Protocolo de Ginebra de 1924 y los
Tratados de Locarno de 1925.

El Proyecto de Protocolo de Ginebra de 1924 intentó establecer
un supuesto de agresión, en ausencia de una decisión del Consejo de la
SDN, cuando las hostilidades hayan estallado y el Estado haya rehusado
someter el conflicto a una solución pacífica, o cumplir con un laudo de la
recomendación del Consejo, o ha rehusado o quebrantado un armisticio
propuesto por el Consejo. Sin embargo, el Protocolo no recibió aprobación
cuando llegó ante el Consejo y nunca entró en efecto.

Los tratados concluidos en la Conferencia de Locarno de 1925
entre Alemania, Bélgica, Francia, Gran Bretaña e Italia estipulaban que
aquellos países “en ningún caso invadirá al otro o recurrirá a la guerra
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contra otra” a menos que esté en “ejercicio del derecho de legítima
defensa” o acción como resultado de una decisión tomada por la Asamblea
o por el Consejo de la SDN.31

3.4.  EL PACTO BRIAND-KELLOGG DE 1928

El Pacto Briand-Kellogg de 1928 llevó algunos cambios. Proscribía
a la guerra como medio de política nacional, i.e., guerra en el sentido de
la definición de Clausewitz: continuación de una política con medios
militares. La guerra claramente agresiva fue declarada ilegal. Pero, aparece
de los trabajos preparatorios que todas las partes se reservaban el derecho
de ir a la guerra en autodefensa. Y la opinión predominante era que la
autodefensa comprendía no sólo defensa contra ataque militar, sino
también defensa contra violaciones de los intereses vitales que habían
sido efectuados a través de medios no militares.

Sólo el Estado en sí mismo estaba facultado para decidir si la acción
en autodefensa estaba justificada. Como Frank Kellogg declaró ante el
Senado de los EEUU, el pacto nunca podría ser invocado ante un tribunal.
La opinión prevaleciente respecto al pacto era que la guerra agresiva era
ilegal. Pero, el concepto que la guerra agresiva era un crimen internacional,
por el cual los individuos serían responsables, todavía no había madurado.

Un elemento confuso en la definición de la guerra agresiva fue
introducido por algunos tratados (el proyecto de Tratado de Asistencia
Mutua de la SDN de 1923, y el proyecto del Protocolo de Ginebra de
Solución Pacífica de Controversias Internacionales de 1924) los cuales

31 Los Acuerdos de Locarno fueron 7 tratados negociados en Locarno (Suiza), el
5-16 de octubre de 1925, y suscritos en Londres el 1 de diciembre de 1925.
Fueron suscritos en el marco de la política de acercamiento de Stresemann para
la normalización de relaciones de Alemania con las potencias occidentales, a
cambio Alemania aceptaría las fronteras occidentales impuestas por el Tratado
de Versalles de 1919. Estos acuerdos fueron fundamentales para mejorar el
clima internacional en 1925-1930 y permitir el ingreso de Alemania a la SDN
en 1926 y el retiro aliado de Renania en 1930.
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nunca fueron ratificados. Estos tratados hablaban de una guerra agresiva
como un crimen internacional. Una resolución de la Sexta Asamblea
General (1925) de la SDN declaró que “una guerra de agresión debería
ser vista como un crimen”.32

El 24 de setiembre de 1927, fue adoptada una resolución, la
Declaración de la SDN en la cual la guerra agresiva era declarada un
crimen. En ese momento no se consideraba que la resolución fuese
formuladora de reglas jurídicas obligatorias. La redacción tenía la
intención de cubrir el hecho que el propósito original de la resolución
(determinar las fronteras de ciertos Estados europeos orientales de forma
similar a los Tratados de Locarno de 1925) fracasó en llevarse a cabo.

Estos y otros argumentos, así como el temperamento de los tiempos,
condujeron a la firma del Tratado General para la Renuncia de la Guerra,
suscrito el 27 de agosto de 1928; mejor conocido como el Pacto Briand-
Kellogg. Las estipulaciones del tratado están expresadas brevemente como
sigue:

“Artículo 1: Las Altas Partes Contratantes solemnemente
declaran en nombre de sus respectivos pueblos que ellos
condenan el recurso a la guerra para la solución de
controversias internacionales, y renuncian a ella como
instrumento de política nacional en sus relaciones con los
demás.
Artículo 2: Las Altas Partes Contratantes acuerdan que la
solución de todos los litigios o conflictos, de cualquier
naturaleza o de cualquier origen que pudieran ser, que
pudieran surgir entre ellas, jamás deberán solucionarse
excepto por medios pacíficos”.33

32 Vid., RÖLING, Bert V. A. “Crimes against Peace”, en: R. Bernhardt (ed.),
Encyclopedia of Public International Law, vol. 1 (Amsterdam: Elsevier, 1992), p.
873.

33 Tratado para la Renuncia de la Guerra como Instrumento de Política Nacional
(Pacto Briand-Kellogg del 27 de agosto de 1928).
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Sesenta y tres (63) Estados han ratificado o se han adherido a este
instrumento en 1939 (64 Estados lo habían ratificado hacia 1986)34 y
desde que no contiene dispositivo para la renuncia o prescripción, al menos
algún autor siente que está aún en vigor.

Sin embargo, las realidades de la Segunda Guerra Mundial (1939-
1945) destrozaron las esperanzas de los signatarios del pacto. Empero, el
Pacto era objeto de discusión en numerosos debates antes de 1939, y fue
afirmado en diversos tratados de aquel período. La potencia del Pacto
fue afirmada también después por el Tribunal Militar Internacional de
Nuremberg de 1945. Brownlie es aún un defensor del pacto y declara:
“El Tratado General para la Renuncia de la Guerra en la actualidad
permanece junto a la Carta de las Naciones Unidas como una de las dos
mayores fuentes de la norma que limita la fuerza por los Estados. Es
paralelo y complemento de la Carta”.35

Propuesta de la URSS sobre definición de la agresión

En febrero de 1933, la Unión Soviética hizo su contribución inicial
a la definición de agresión, alcanzó un proyecto de definición.36 Esta
definición es caracterizada como una mayor “contribución hacia la
confirmación y desarrollo del principio de proscripción de las guerras de
agresión”, por Evgeny Nikolaevich Nasinovsky, Asesor Legal de la Misión
Permanente Soviética en la ONU37. La propuesta dice lo siguiente:

1. El agresor en un conflicto internacional será considerado aquel
que sea el primero en tomar cualquiera de las siguientes acciones:

34 PAUST, Jordan. et al., International Criminal Law: Cases and Materials (Durham,
Carolina del Norte: Carolina Academic Press, 2000), p. 751.

35 Brownlie, op. cit., p. 91.
36 Comité de Cuestiones de Seguridad de la Comisión General de la Conferencia

de Desarme para la Reducción y Limitaciones de Armamento del 6 de febrero
de 1933.

37 NASINOVSKY, Evgeny. “The Impact of 50 Years of Soviet Theory and Practice
on International Law”, Proceedings of the Annual Meeting of the American
Society of International Law, American Journal of International Law (vol. 62,
1968), p. 189.
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(a) Declaración de guerra contra otro Estado.

(b) La invasión por sus fuerzas armadas del territorio de otro Estado
sin declaración de guerra.

(c) Bombardear el territorio de otro Estado por fuerzas de tierra,
mar, o aire.

(d) El desembarco, o introducción dentro de las fronteras de otro
Estado, de fuerzas de tierra, mar, o aire sin el permiso del gobierno de
dicho Estado, o el quebrantamiento de la condición de dicho permiso,
particularmente respecto a la permanencia o extensión de área.

(e) El establecimiento de un bloqueo naval de las costas o puertos
de otro Estado.

2. Ninguna consideración de cualquier naturaleza política,
estratégica o económica, incluyendo el deseo de explotar riquezas
naturales u obtener cualquier tipo de ventajas o privilegios sobre el
territorio de otro Estado, ninguna referencia a considerables inversiones
de capital u otro interés especial en un Estado dado, o a la alegada ausencia
de ciertos atributos de organización del Estado en el caso de un país
dado, serán aceptado como justificación de agresión según se define en
la Cláusula 1.38

Esfuerzos finales de la SDN

Siguiendo a esta propuesta, el Comité sobre Cuestiones de
Seguridad preparó un proyecto, similar a la propuesta por la Unión
Soviética, y presentada al Comité Político para su consideración. Pero,
mientras las naciones aumentaban sus actividades, el interés en el
problema de definición decrecía.

Este período de desinterés comenzó con la anexión por Japón de
Manchuria en 1931 y terminó con los ataques iniciales alemanes y
japoneses de la Segunda Guerra Mundial.

38 STONE, Julius.  Aggression and World Order, vol. 1 (1958), pp. 34-35.
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Las acciones de la Sociedad en esta época se centraban en la tarea
de separar a los combatientes después que los conflictos hayan comenzado.
Al hacerlo así, se dirigía a ambas partes como si cada una estuviera en
falta. Sólo después que las hostilidades se hayan detenido el Consejo
decidiría a quien culparía.

3.5. LA SEGUNDA GUERRA MUNDIAL

La cuestión de la inclusión de los crímenes contra la paz

Dicha era la situación legal en 1939. Puede entenderse fácilmente
por qué en los primeros años de la Segunda Guerra Mundial, la
responsabilidad penal individual estaba restringida a crímenes de guerra
convencionales.

Después de 1943, cuando Stalin había presentado su concepto
innovador según el cual aquellos responsables de la guerra debían ser
castigados, hubo una gran confusión y controversia sobre lo que debía
hacerse respecto a los crímenes contra la paz.

EEUU estaba firmemente a favor de un proceso ante un tribunal
internacional el que decidiría si la guerra agresiva era un crimen
internacional y si las guerras llevadas a cabo por Hitler eran guerras
agresivas y qué debería determinar la responsabilidad de los líderes
individuales.

Gran Bretaña se opuso a este plan. El gobierno de Churchill opinó
que el Derecho Internacional no reconocía el crimen de agresión.
Churchill, cuya opinión era compartida por el Secretario de Estado de
EEUU Cordell Hull, quería que los líderes nazis fuesen ejecutados apenas
fuesen capturados o después de un breve corte marcial. También, Francia
objetó porque el concepto sobre la responsabilidad penal individual por
agresión era extraño al Derecho Internacional existente.39

39 RÖLING, op. cit., p. 874.
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Incluso, la URSS estaba contra el plan norteamericano. La Unión
Soviética objetó a un tribunal con jurisdicción para decidir si la guerra
agresiva era un crimen, y si las guerras iniciadas por Alemania habían
sido guerras agresivas. Aquellas decisiones, indicó, no eran necesarias.
La única tarea de un tribunal internacional debería ser decidir qué personas
eran culpables y qué castigo deberían recibir. La URSS temía que un
tribunal internacional pudiera estar obligado a investigar la historia de
las guerras alemanas y pudiera delatar la vergonzosa conducta soviética
en el protocolo secreto nazi-soviético del 23 de agosto de 1939 entre
Hitler y Stalin por el cual Polonia y Europa Oriental habían sido divididas
entre las dos potencias imperialistas.

La creación de un tribunal internacional

Robert Jackson, miembro de la Corte Suprema de los EEUU y
antiguo Fiscal-General, fue la fuerza impulsora tras los planes americanos.
Jackson participó en la Ley de Neutralidad americana de 193540 que
apoyaba el aislacionismo americano al prohibir más de lo que exigía el
Derecho Internacional de la Neutralidad.

Después, de la caída de Francia en junio de 1940, la opinión pública
estadounidense cambió de posición; Jackson apoyaba la nueva política
norteamericana (incluyendo la Ley de Préstamos y Arriendos de marzo
de 1941)41 que violaba las Leyes de Neutralidad. Estos actos fueron en su
momento considerados como justificados por los EEUU debido a la

40 La Ley de Neutralidad, con sus enmiendas subsiguientes, mantuvo a EEUU
alejado de la guerra. La política de neutralidad fue abandonada en la práctica
con la Ley de Préstamos y Arriendos de 1941 que permitirá a EEUU ayudar
materialmente a los aliados. Sobre la política de neutralidad americana en la
Segunda Guerra Mundial, vid., David Elstein, “América antes del ataque”, en:
Barrie Pitt y Basil Liddell Hart (eds.), Así Fue la Segunda Guerra Mundial, vol.
2 (Buenos Aires: ANESA-Noguer-Rizzoli, 1970), p. 298.

41 Mediante la Ley de Préstamos y Arriendos, EEUU se comprometió a enviar
material bélico en calidad de préstamo a los países que se resistieran a las
dictaduras europeas (Alemania e Italia) y asiáticas (Japón).
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ilegalidad y criminalidad de las guerras de Hitler. Jackson buscó un
tribunal internacional que reafirmaría esta opinión americana.

El Reino Unido cambió su punto de vista contrario a la creación
de una corte internacional después que Churchill fuera derrotado en las
elecciones de julio de 1945. Francia era demasiado débil para oponerse
al punto de vista americano y británico, mientras la URSS consentía en
la creación de una corte internacional a cambio de la promesa que las
reglas de procedimiento garantizaría el control sobre las evidencias
presentadas.

Con respecto a Japón, las actitudes fueron diferentes. EEUU quería
principalmente un proceso de las personas responsables de dirigir el
“ataque traicionero” contra Pearl Harbor. Pero, desde que los procesos
de Nüremberg estaban desarrollándose, hubiera aparecido una negación
de los principios del tribunal si los líderes japoneses no hubieran sido
juzgados por crímenes contra la paz. Los procesos de Nüremberg obligaron
la realización del proceso de Tokio, aunque el medio ambiente asiático
no era ideal para demostrar la criminalidad de la agresión. La guerra
japonesa fue vista por muchos asiáticos como una guerra de liberación,
una guerra para expulsar a las potencias coloniales occidentales que habían
obtenido su posición dominante por guerras agresivas exitosas.42

Ambos procesos fueron motivados en parte por razones políticas
que tenían poca conexión con el nuevo concepto de responsabilidad
penal internacional individual por crimen contra la paz. Pero, aquel
nuevo concepto encajaba muy bien con la tendencia general para eliminar
la guerra en las relaciones internacionales. La guerra se había convertido
en un fenómeno insoportable con avances masivos en el progreso
tecnológico y el advenimiento de la guerra total. Por tanto, la prohibición
de la guerra fue buscada como medio de implementar la política nacional,

42 Como indica Renouvin, “Desde aquella época se había cultivado, por los
intelectuales indígenas de todos los países del Sudeste Asiático, un sentimiento
“japonófilo””. Vid., Pierre Renouvin, Historia de las Relaciones Internacionales:
siglos XIX y XX (Madrid: Akal, 1982), p. 1240.
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y la tendencia creció para considerar tales guerras como crímenes. Las
sentencias de los procesos reforzaron ese desarrollo con sus condenas.

Los tribunales de Nüremberg y de Tokio condenaron a diversos
acusados de haber cometido crímenes contra la paz. Para ser capaz de
cometer aquel crimen un individuo debe haber operado en el “nivel de
formulación de política”. Aún no está especificado en qué nivel de
responsabilidad personal el individuo se convierte en persona capaz de
cometer el crimen. Las sentencias no son suficientemente numerosas como
para dar una imagen clara. La responsabilidad por crímenes contra la paz
en una sociedad democrática, en donde el parlamento debe ser consultado
en cuestiones de guerra y paz, queda como una cuestión abierta.

3.6. EL ESTATUTO DEL TRIBUNAL MILITAR INTERNACIONAL DE
1945-1946 (NÜREMBERG)

La Declaración del Palacio de St. James

El 13 de enero de 1942, los representantes de 9 naciones que habían
sido invadidos por los nazis se reunieron en Londres para una Conferencia
Inter-Aliada para el Castigo de Crímenes de Guerra. Finalizó con
una Declaración Inter-Aliada firmada en el Palacio de St. James, en donde
se advertía que aquellos responsables serían castigados a través de la
justicia organizada.43

Los líderes de EEUU, Gran Bretaña y la URSS repetidamente
advertían que el alegato de obediencia debida a órdenes superiores no
sería defensa, así la guerra agresiva fue catalogada como un crimen por
el cual los gobernantes y los líderes militares serían personalmente
responsables.

43 No se debe confundir con el Acuerdo de St. James del 12 de junio de 1941 en
donde los gobiernos de los Estados en guerra contra el Eje se comprometían a
seguir hasta la victoria.
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Asimismo, la Declaración de Moscú sobre Atrocidades del 30 de
octubre de 1943 fue otro paso significativo en pro del castigo de los
criminales de guerra.

Para cuando terminó la Segunda Guerra Mundial, los planes para
el proceso de aquellos considerados responsables por agresión y
atrocidades de la guerra estaban muy avanzados. Robert H. Jackson, juez
asociado de la Corte Suprema de Justicia de los EEUU, recibió permiso
del Presidente F.D. Roosevelt para trabajar con las potencias aliadas para
preparar el caso contra los criminales de guerra alemanes quienes serían
juzgados por un tribunal militar internacional. Jackson argumentaba que
legalismos estériles desarrollados en la era del imperialismo no deberían
derrotar al sentido común de la justicia. “Es tiempo preciso para que
actuemos sobre el principio jurídico que la realización de una guerra
agresiva es ilegal y criminal”, dijo Jackson.

El Acuerdo de Londres

Él y otros expertos legales sobresalientes de Inglaterra, Francia, y
la URSS se reunieron en Londres y suscribieron un Acuerdo de Londres
sobre el Proceso y Castigo de los Mayores Criminales de Guerra del
Eje Europeo del 8 de agosto de 1945 (que incluye como Anexo el Estatuto
del TMI o Carta o Estatuto de Londres).

Estableció reglas para la composición y prácticas del tribunal, reglas
que tendrían jurisdicción sobre crímenes de guerra (violaciones de las
leyes y costumbres de la guerra), crímenes contra la humanidad (como
exterminio y esclavitud), y crímenes contra la paz, principalmente,
“planeación, preparación, iniciación o realización de una guerra de
agresión, o una guerra en violación de tratados internacionales, acuerdos
o garantías, o participación en un plan común o conspiración para el
cumplimiento de cualquiera de los precedentes”.44

44 Estatuto del Tribunal Militar Internacional, art. 6 (pár. a), anexo al Acuerdo
para la Persecución y Castigo de los Mayores Criminales de Guerra del Eje
Europeo (Acuerdo de Londres, 1945).
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El Tribunal Militar Internacional (TMI), cargado con
responsabilidad para juzgar la culpabilidad o inocencia de los líderes
alemanes acusados de planear o sostener guerras de agresión, declaró en
sentencia de 1946 en Nüremberg que:

“Iniciar una guerra de agresión […] no es solamente un
crimen internacional; es el crimen internacional supremo
diferenciándose sólo de otros crímenes de guerra en que
contiene en sí mismo la maldad acumulada de todos”.45

En 1960, la Asamblea General de las Naciones Unidas
solemnemente reafirmó que la agresión “es el más grave de todos los
crímenes contra la paz y seguridad por todo el mundo”.46 Lo que
exactamente quería decir por “agresión” no estaba aún claro.

Cientos de años antes de la era cristiana, antiguos filósofos chinos
habían urgido para que las guerras sean ilegalizadas como el más grande
de los todos los crímenes, aún por siglos, académicos y estadistas habían
sido incapaces de aceptar lo que constituía coerción permisible o no
permisible. Después de muchos años de esfuerzo intenso, las Naciones
Unidas finalmente llegaron a una definición de agresión en 1974.47 El
modo cómo se alcanzó el consenso y su significado serán examinados
más adelante.

El TMI acusó a 24 principales criminales de guerra nazi en Octubre
de 1945 y los acusó de una conspiración para cometer crímenes contra la
paz, crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad. Jackson, como
Fiscal en Jefe por los EEUU, arguyó:

“El sentido común de la humanidad exige que el derecho no
se detendrá con el castigo de pequeños crímenes por

45 Sentencia del TMI en Nüremberg leída el 30 de setiembre-1 de octubre de
1946.

46 Resolución de la Asamblea General 380 (V) de las Naciones Unidas de 1950.
47 Resolución 3314 (XXIX) de la Asamblea General de las Naciones Unidas de

1974.
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pequeñas personas… Desafortunadamente la naturaleza de
estos crímenes es tal que la acusación y sentencia deben ser
por razones victoriosas sobre enemigos vencidos. El tamaño
mundial de las agresiones llevadas a cabo por estos hombres
ha dejado pocos neutrales reales… Nunca debemos olvidar
que el registro por el cual nosotros juzgamos a estos acusados
hoy es el registro sobre el cual la historia nos juzgará
mañana”.48

El Tribunal se instaló el 18 de octubre de 1945 y se efectuó la
acusación contra 24 individuos y 6 organizaciones. De los individuos
sólo 22 fueron procesados. El proceso se inició el 20 de noviembre de
1945 y terminó el 31 de agosto de 1946. La sentencia se pronunció el 30
de setiembre y el 1 de octubre de 1946. Las sentencias se hicieron efectivas
el 16 de octubre. Los acusados fueron:

1. Hermann Goering
2. Karl Doenitz
3. Martin Bormann
4. Hans Frank
5. Wilhelm Frick
6. Hans Fritzsche
7. Walther Funk
8. Rudolf Hess
9. Alfred Jodl
10. Ernst Kaltenbrunner
11. Wilhelm Keitel
12. Konstantin von Neurath
13. Franz von Papen
14. Erich Raeder
15. Joachim von Ribbentrop
16. Alfred Rosenberg

48 Sentencia del TMI en Nüremberg leída el 30 de setiembre-1 de octubre de
1946.
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17. Fritz Sauckel
18. Hjalmar Schacht
19. Baldur von Schirach
20. Arthur Seyss-Inquart
21. Albert Speer
22. Julius Streicher

Cuando, un año después, los distinguidos juristas aliados que
actuaban como jueces del tribunal estaban listos para emitir su sentencia,
ellos revisaron la validez del Estatuto y de los cargos. El Tribunal dijo en
su sentencia al final del proceso:

“El Estatuto no es un ejercicio arbitrario de poder por parte
de las naciones victoriosas, sino que, desde el punto de vista
del tribunal, es la expresión del Derecho Internacional
existente en el momento de su creación; y en consecuencia
es en sí mismo una contribución al Derecho Internacional”.49

El tribunal pasó a condenar a la agresión como el crimen
internacional supremo, y examinó extensamente el alegato planteado por
la defensa en nombre de los acusados respecto a que el tribunal estaba
imponiendo una ley ex post facto.

El tribunal explicó que la máxima nulla poena sine legge era un
principio general de justicia, según el cual nadie debería ser castigado
por actos que él no pudo saber que eran criminales en el momento en que
eran efectuados. El tribunal mantuvo la validez del principio, pero
determinó que algunos de los acusados, siendo hombres de alto poder
político y posición, deben haber sabido que lo que ellos hacían estaba
mal. Por tanto, no había injusticia en acusarlos personalmente como
responsables por sus crímenes.50

49 Sentencia del Tribunal Militar Internacional en Nüremberg (1946). La sentencia
también puede verse en, vid., Jordan Paust et al., International Criminal Law:
Cases and Materials (Durham, Carolina del Norte: Carolina Academic Press,
2000), p. 751.

50 Sentencia del TMI en Nüremberg del 30 de setiembre-1 de octubre de 1946.
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El TMI hizo referencias a muchos tratados que habían ilegalizado la
guerra y había citado muchas declaraciones públicas que consideraban que
la guerra agresiva era un crimen internacional. Aunque la agresión nunca
había sido definida universalmente, está claro para el tribunal que los líderes
de un Estado, que deliberada y vandálicamente atacaban a sus vecinos
neutrales y actuaban sin advertencia o causa justa, no podían ser exculpados.
Sería una parodia de justicia permitirles escapar simplemente porque nadie
había sido condenado previamente por el crimen contra la paz51. El tribunal
expresó: “La ley no es estática, sigue las necesidades de un mundo cambiante
por continua adaptación”.

El tiempo ha llegado para que la ley de un paso adelante como dijo
Jackson. El principio reconocido era que las personas, no importa cuán
alto sea su rango o estación, que lancen una guerra de agresión debían
ser tratados mejor que los delincuentes comunes. Un tribunal penal
internacional fue reconocido como un foro adecuado para el juicio y
castigo de criminales nazis por haber cometido crímenes internacionales.

Los precedentes establecidos por el proceso del Tribunal Militar
Internacional (TMI) fueron seguidos y expandidos por procesos subsiguientes
en Nüremberg y por otros procesos por crímenes de guerra en Tokio y otras
partes del mundo. La primera Asamblea General de las Naciones Unidas de
1946 unánimemente afirmó los principios de derecho internacional
reconocidos y articulados en el Estatuto y Sentencia de Nüremberg.

Las acusaciones se sustentaban en 4 cargos:

(1) Participación en un plan o conspiración común para perpetrar
crímenes contra la paz.

(2) Planear, iniciar o desencadenar guerras de agresión y otros
crímenes contra la paz.

(3) Crímenes de guerra.

(4) Crímenes contra la humanidad.

51 Ibíd.
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TABLA 1
LOS ACUSADOS Y SUS SENTENCIAS EN EL PROCESO ANTE EL TRIBUNAL MILITAR

INTERNACIONAL DE NÜREMBERG (NOV. 1945 - OCT. 1946)
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3.7. LOS PROCESOS SUBSIGUIENTES DE NÜREMBERG (1946-1949)

Los crímenes contra la paz fueron procesados también por otros
tribunales, aparte de los tribunales internacionales de Nüremberg y de Tokio.

Los norteamericanos crearon en su zona de ocupación en Alemania
tribunales militares (americanos, no internacionales) también en la famosa
ciudad de Nüremberg entre 1946 y 1949. De estos tribunales, sólo 4
procesaron crímenes contra la paz.

Estos 12 procesos son conocidos comúnmente como “Los Procesos
Subsiguientes de Nüremberg”, pero son denominados formalmente como
“Los procesos de los criminales de guerra ante los Tribunales Militares
de Nüremberg” (TMN)52. Los 12 procesos fueron efectuados ante
tribunales militares del ejército estadounidense y son los siguientes:

Caso I (visto ante el Tribunal Militar I): llamado oficialmente The

United States of America vs. Karl Brandt, et al. (conocido como el
“Proceso de los médicos”).

Caso II (visto ante el Tribunal Militar II): llamado oficialmente
The United States of America vs. Erhard Milch (conocido como el
“Proceso de Milch”).

Caso III (visto ante el Tribunal Militar III): llamado oficialmente
The United States of America vs. Josef Altstötter, et al. (conocido como
el “Proceso de los Jueces”).

Caso IV (visto ante el Tribunal Militar II): llamado oficialmente
The United States of America vs. Oswald Pohl, et al. (conocido como el
“Proceso de Pohl” o el “Proceso de la WVHA”).

52 Sobre los procesos subsiguientes de Nüremberg puede consultarse a título
introductorio, vid., Hans-Heinrich Jescheck, “Nuremberg Trials”, en: R.
Bernhardt (ed.), Enciclopedia of Public International Law, vol. 3 (Amsterdam:
Elsevier, 1997), pp. 747-754.
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Caso V (visto ante el Tribunal Militar IV): llamado oficialmente
The United States of America vs. Friedrich Flick, et al. (conocido como
el “Proceso de Flick”).

Caso VI (visto ante el Tribunal Militar VI): llamado oficialmente
The United States of America vs. Carl Krauch, et al. (conocido como el
“Proceso de la IG-Farben”).

Caso VII (visto ante el Tribunal Militar V): llamado oficialmente
The United States of America vs. Wilhelm List, et al. (conocido como el
“Proceso de los rehenes”, o el “Caso del Sudeste”).

Caso VIII (visto ante el Tribunal Militar I): llamado oficialmente
The United States of America vs. Ulrich Greifelt, et al. (conocido como
el “Proceso de la RuSHA”).

Caso IX (visto ante el Tribunal Militar II-A): llamado oficialmente
The United States of America vs. Otto Ohlendorf, et al. (conocido como
el “Proceso de los Einsatzgruppen”).

Caso X (visto ante el Tribunal Militar III-A): llamado oficialmente
The United States of America vs. Alfried Krupp, et al. (conocido como el
“Proceso de la Krupp”).

Caso XI (visto ante el Tribunal Militar IV): llamado oficialmente
The United States of America vs. Ernst von Weizsäcker, et al. (conocido
como el “Proceso de los Ministerios” o “Proceso de la Wilhelmstrasse”).

Caso XII (visto ante el Tribunal Militar V-A): llamado oficialmente
The United States of America vs. Wilhelm von Leeb, et al. (conocido
como el “Proceso del Alto Mando”).

Los Casos VI, X, XI, y XII fueron los únicos que examinaron
acusaciones por crímenes contra la paz.

Dentro de este conjunto de casos, los Casos VI y X están ubicados
dentro de los llamados procesos económicos, el Caso XII dentro de los
procesos militares y el Caso XI dentro de los procesos del gobierno.
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Revisaremos a continuación dichos procesos empezando con los procesos
económicos, seguidamente el proceso de la IG-Farben.

3.7.1. El Proceso de la IG-Farben (1947-1948)

Este proceso de los líderes en la administración de la firma en
cuestión terminó considerando absueltos a los acusados respecto a los
crímenes contra la paz.53

Los acusados en este caso habían sido todos directores de la IG-

Farben, un gran conglomerado alemán de firmas químicas. Antes, la
compañía ya había sido una gran fábrica en la Primera Guerra Mundial,
cuando desarrolló el proceso Haber-Bosch para la fijación de nitrógeno
que compensó para Alemania el cese del comercio de nitrato de Chile y
permitió a la IG-Farben producir nitrato sintético.54

En la Segunda Guerra Mundial, una subsidiaria de IG-Farben,
Degesch, manufacturó el Zyklon B, el gas venenoso utilizado en los campos
nazis de exterminio (comenzando en Auschwitz con un grupo de prisioneros
de guerra soviéticos). La IG-Farben también desarrolló procesos para
sintetizar gasolina y caucho del carbón, y por tanto contribuyó enormemente
a la capacidad de Alemania para desencadenar una guerra a pesar de haber
sido aislada de las principales fuentes de petróleo. En consecuencia, los cargos
se centraron en la preparación para efectuar una guerra de agresión, pero
también en mano de obra esclava y saqueo.

El Caso VI, i.e. el proceso de la IG-Farben, se inició con la
formulación de la acusación el 3 de mayo de 1947, mientras que el juicio
empezó el 27 de agosto de 1947 y terminó el 30 de julio de 1948. Los 24
acusados eran:

1. Carl Krauch
2. Hermann Schmitz

53 JESCHECK, op. cit., p. 751.
54 El nitrato es un componente importante para la fabricación de explosivos como

la dinamita o como el TNT.
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3. Georg Von Schnitzler
4. Fritz Gajewski
5. Heinrich Hörlein
6. August Von Knierim
7. Fritz Ter Meer
8. Christian Schneider
9. Otto Ambros
10. Max Brüggermann
11. Ernst Bürgin
12. Heinrich Bütefisch
13. Paul Häfliger
14. Max Ilgner
15. Friedrich Jähne
16. Hans Kühne
17. Carl Lautenschläger
18. Wilhelm Mann
19. Heinrich Oster
20. Karl Wurster
21. Walter Dürrfeld
22. Heinrich Gattineau
23. Erich Von Der Heyde
24. Hans Kugler

De los acusados, Max Brüggermann fue retirado del proceso el 9
de setiembre de 1947 debido a razones médicas.

Los acusados podían ser procesados en base a 5 cargos:

(1) Planificación, preparación, inicio, y sostenimiento de guerras
de agresión e invasiones de otros países;

(2) Crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad mediante
el saqueo y la expoliación de territorios ocupados y la toma de fábricas
en Austria, Checoslovaquia, Polonia, Noruega, Francia y Rusia;

(3) Crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad mediante
la participación en la esclavización y deportación como mano de obra
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esclava en una escala gigantesca de prisioneros de campos de
concentración y civiles en países ocupados, y de prisioneros de guerra, y
el maltrato, terrorismo, tortura, y asesinato de personas esclavas;

(4) Membresía en una organización criminal, las SS;

(5) Actuar como líderes en una conspiración para cometer los
crímenes mencionados en los cargos 1, 2 y 3.

Los cargos 1 y 5 están vinculados a la comisión y conspiración
para perpetrar crímenes contra la paz.

Todos los acusados fueron procesados por los cargos 1, 2, 3 y 5.
Schneider, Bütefisch y Von Der Heyde fueron acusados por el cargo 4
(“membresía en las SS”).55

A pesar de la extensa evidencia presentada por la fiscalía que
mostraba que la empresa IG-Farben había estado profundamente
involucrada en el rearme de Alemania después de la Primera Guerra
Mundial (1914-1918), el tribunal rechazó los cargos de preparar una guerra
de agresión y de conspiración para tal fin.

3.7.2. El Proceso de la Krupp (1947-1948)

El proceso de la Krupp fue dirigido contra el propietario y los
administradores principales del consorcio Krupp. Este proceso fue el
segundo de los juicios contra industriales alemanes acusados de cometer
crímenes contra la paz.

Estos directores del holding de los Krupp fueron acusados de haber
proporcionado el armamento de las fuerzas armadas alemanas y así haber
participado activamente en las preparaciones nazis para una guerra de
agresión, por tanto habrían incurrido en la conjura para cometer crímenes
contra la paz así como en la comisión de crímenes contra la paz.

55 Las SS habían sido declaradas organización criminal por la sentencia del Tribunal
Militar Internacional de Nüremberg el 1 de octubre de 1946.



49Acto Académico de Incorporación

TABLA 2
LOS ACUSADOS Y SUS SENTENCIAS EN EL PROCESO DE LA IG-FARBEN
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De especial relevancia para determinar el alcance de la
responsabilidad personal por la comisión de crímenes contra la paz es el
hecho que todos los acusados fueron absueltos de este cargo particular.

El Caso X, i.e. el Proceso de la Krupp, se inició con la formulación
de la acusación el 17 de noviembre de 1947, y la apertura del proceso fue
el 8 de diciembre de 1947 y terminó el 31 de julio de 1948.

Los 12 acusados en el Proceso de la Krupp eran:

1. Alfried Krupp Von Bohlen Und Halbach
2. Ewald Oskar Ludwig Löser
3. Eduard Houdremont
4. Erich Müller
5. Friedrich Wilhelm Janssen
6. Karl Heinrich Pfirsch
7. Max Otto Ihn
8. Karl Adolf Ferdinand Eberhardt
9. Heinrich Leo Korshan
10. Friedrich Von Bülow
11. Werner Wilhelm Heinrich Lehmann
12. Hans Albert Gustav Kupke

La acusación había formulado los siguientes cargos:

(1) Crímenes contra la paz al participar en la planeación y
sostenimiento de guerras de agresión y guerras en violación de tratados
internacionales;

(2) Crímenes contra la humanidad al participar en el saqueo,
devastación y explotación de países ocupados;

(3) Crímenes contra la humanidad al participar en el asesinato,
exterminio, esclavitud, deportación, encarcelamiento, tortura, y uso para
trabajo esclavo de civiles que pasaron a control alemán, nacionales
alemanes y prisioneros de guerra;

(4) Participar en un plan o conspiración común para cometer
crímenes contra la paz.
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Todos los acusados fueron acusados por los 4 cargos, excluyendo del
cargo 2 a los acusados Lehmann y Kupke. Los cargos 1 y 4 pronto fueron
retirados por falta de evidencia. Once acusados fueron condenados por el
cargo 3 (trabajo forzado), y de los 10 acusados por el cargo 2 (expoliación
económica), 6 fueron condenados. En enero de 1951, dos años y medio
después de sus sentencias, los 11 fueron liberados de prisión. Al principal
acusado, Alfried Krupp, se le condenó a 12 años de prisión y se ordenó
vender todas sus propiedades. Con el inicio de la Guerra Fría, fue liberado en
1951. Pero, desde que no halló ningún comprador para el holding de los
Krupp, Alfried Krupp reasumió el control de la firma en 1953.

TABLA 3
LOS ACUSADOS Y SUS SENTENCIAS EN EL PROCESO KRUPP

3.7.3. El Proceso de los Ministerios (o de la Wilhelmstrasse), 1947-1949

En este proceso de 21 acusados, 16 lo fueron específicamente por
crímenes contra la paz, pero sólo 5 acusados (3 máximos funcionarios
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del Ministerio de Asuntos Exteriores, un Reichsminister, y un Secretario
de Estado) fueron condenados por crímenes contra la paz.

Empero, las condenas de los Secretarios de Estado del Ministerio
del Exterior, Von Weizsäcker y Woermann, fueron derogadas algunos
meses después con una moción escrita rectificatoria del Tribunal.

Las anexiones de Austria (marzo 1938) y Checoslovaquia
(setiembre 1938-marzo 1939) se consideraron como crímenes contra la
paz (esto en contraste con la sentencia del Tribunal Militar Internacional
de Nuremberg de setiembre de 1946 que no las consideraba) desde que
dichas anexiones involucraban “invasiones”.

El Caso XI, i.e. el Proceso de los Ministerios (o de la
Wilhelmstrasse)56, se inició el 15 de noviembre de 1947 y terminó el 13
de abril de 1949. Los 21 acusados procesados eran:

1. Ernst Von Weizsäcker
2. Gustav Adolf Steengracht Von Moyland
3. Wilhelm Keppler
4. Ernst Wilhelm Bohle
5. Ernst Woermann
6. Karl Ritter
7. Edmund Veesenmayer
8. Hans Heinrich Lammers
9. Wilhelm Stuckart
10. Richard Walter Darré
11. Otto Dietrich
12. Gottlob Berger
13. Walter Schellenberg
14. Johann Ludwig “Lutz” Schwerin Von Krosigk
15. Emil Johann Puhl

56 La Wilhelmstrasse era la avenida sede de edificios gubernamentales del Reich
como la Cancillería del Reich, el Ministerio de Asuntos Exteriores, el Ministerio
de Propaganda, la oficina del presidente del Reich, el Ministerio de Finanzas, y
el Ministerio de Aviación.
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16. Karl Raschke
17. Paul Körner
18. Paul Pleiger
19. Hans Kehrl
20. Otto Meissner
21. Otto Von Erdmannsdorff

Se acusó también a Herbert Ernst Backe (Ministro de Agricultura
y Alimentación desde 1942), pero se suicidó (ahorcándose en su celda)
el 6 de abril de 1947 antes de ser procesado.

TABLA 4

LOS ACUSADOS Y SUS SENTENCIAS EN EL PROCESO DE LA WILHELMSTRASSE
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3.7.4. El proceso del Alto Mando (o de los Generales), 1947-1948

El proceso del Alto Mando de la Wehrmacht (OKW, Ober

Kommando der Wehrmacht) produjo otra notable limitación sobre el
alcance de partes culpables posibles por crímenes contra la paz. Aunque
los acusados como grupo incluían líderes militares que habían ocupado
posiciones directivas antes de la guerra, todos ellos fueron absueltos de
este cargo (en contraste con la condena del Almirante Doenitz en el
proceso principal ante el Tribunal Internacional) porque ellos no se
“hallaban en una posición para diseñar o influenciar… en la política”.

En el juicio ante el Tribunal Militar Internacional, se procesó al
Alto Mando para deteminar si era una organización criminal, sin embargo,
se declaró absuelta a dicha entidad. La acusación fue presentada el 28 de
noviembre de 1947, por el fiscal jefe, el general Telford Taylor.

57 Sobre el caso del Alto Mando, vid., Jordan Paust et al., International Criminal
Law: Cases and Materials (Durham, Carolina del Norte: Carolina Academic
Press, 2000), p. 762.
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El Caso XII, i.e. el Proceso del Alto Mando, se inició el 30 de
diciembre de 1947 y terminó el 28 de octubre de 194857. Los 14 acusados
procesados eran:

1. Wilhelm Von Leeb
2. Hugo Sperrle
3. Georg Von Küchler
4. Johannes Blaskowitz
5. Hermann Hoth
6. Georg-Hans Reinhardt
7. Hans Von Salmuth
8. Karl-Adolf Hollidt
9. Otto Schniewind
10. Karl Von Roques
11. Hermann Reinecke
12. Walter Warlimont
13. Otto Wöhler
14. Rudolf Lehmann

De estos acusados, Blaskowitz se suicidó durante el proceso, en
febrero de 1948. Dos fueron absueltos, y 11 recibieron distintas condenas
de prisión. Los 4 cargos formulados en la acusación eran: (1) crímenes
contra la paz, (2) crímenes de guerra, (3) crímenes contra la humanidad y
(4) conspiración.

El cargo 4 fue eliminado por el tribunal, pues consideró que ya
estaba incluido en los otros tres.

Todos los acusados fueron acusados por los cuatro cargos. En
relación con el cargo 1, el tribunal sentenció que todos los acusados
eran inocentes, estableciendo: primero, que ellos no eran formuladores
de política a nivel de gobierno y, segundo, que preparar una guerra y
combatir una guerra bajo órdenes no era un crimen internacional entonces.
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3.8. EL TRIBUNAL MILITAR INTERNACIONAL DEL LEJANO
ORIENTE (TOKIO, 1946-1948)

La Proclama del general Douglas MacArthur del 19 de enero de
1946 crea el Estatuto del Tribunal Militar Internacional del Lejano Oriente.
El proceso se inició el 3 de mayo de 1946 y terminó el 12 de noviembre
de 1948.

Los crímenes contra la paz estaban definidos en el Estatuto del
Tribunal de Tokio, art. 5, pár. a, y dicho dispositivo incluía la planificación,
inicio y sostenimiento de una “guerra agresiva”, que ha sido ampliamente
definida como cualquier acto militar hostil que violaba las fronteras
territoriales o la independencia política de una nación soberana.

TABLA 5
LOS ACUSADOS Y SUS SENTENCIAS EN EL PROCESO DEL ALTO MANDO
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Todos los acusados ante este tribunal fueron acusados por el tipo
de crimen “Clase A”, esto es crímenes contra la paz. Este crimen se refiere
tanto a la conspiración conjunta para iniciar una guerra como el inicio
para sostener una guerra.

También, estos mismos acusados fueron procesados por crímenes
de guerra y crímenes contra la humanidad (crímenes Clase B y C). Los
criminales de guerra japoneses de menor rango fueron juzgados en su
mayoría en otros tribunales y por los crímenes tipo Clase B y C.

Fueron procesados 28 acusados (2 murieron de causas naturales
durante el proceso, y uno fue retirado del proceso por demencia). Los 25
acusados procesados y sentenciados fueron:

1. Kenji Doihara
2. Koki Hirota
3. Seishiro Itagaki
4. Heitaro Kimura
5. Iwane Matsui
6. Akira Muto
7. Hideki Tojo
8. Sadao Araki
9. Kingoro Hashimoto
10. Shunroku Hata
11. Kiichiro Hiranuma
12. Naoki Hoshino
13. Okinori Kaya
14. Koichi Kido
15. Kuniaki Koiso
16. Jiro Minami
17. Takasumi Oka
18. Hiroshi Oshima
19. Kenryo Sato
20. Shigetaro Shimada
21. Toshio Shiratori
22. Teiichi Suzuki
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23. Yoshijiro Umezu
24. Shigenori Togo
25. Mamoru Shigemitsu

Otros dos acusados murieron de causas naturales durante el proceso:
Yosuke Matsuoka (Ministro de Asuntos Exteriores 1940-1941) y Osami
Nagano (jefe de Estado Mayor de la Marina 1941-1944). Mientras, otro
acusado, Shumei Okawa (ultranacionalista y escritor pan-asiático), tuvo
un colapso nervioso y fue retirado del proceso.

El 23 de diciembre de 1948, se llevaron a cabo las 7 penas de
muerte (por ahorcamiento) en la prisión de Sugamo, Tokio, para Tojo,
Muto, Matsui, Kimura, Itagaki, Hirota y Doihara, quienes fueron hallados
culpables por cometer crímenes contra la paz aparte de crímenes de guerra
y crímenes contra la humanidad.

De los 16 sentenciados a cadena perpetua: 3 murieron en prisión
(Koiso, Shiratori y Umezu), y los otros 13 fueron puestos en libertad
condicional en 1955.

De los otros 2 que habían recibido sentencias finitas: Togo
(condenado a 20 años de prisión) murió en prisión en 1949, y Shigemitsu
(condenado a 7 años de prisión) fue puesto en libertad en 195058.

TABLA 6

LOS ACUSADOS Y SUS SENTENCIAS EN EL PROCESO ANTE EL TRIBUNAL DE TOKIO

58 Shigemitsu sería nuevamente Ministro de Asuntos Exteriores en 1954-1956.
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3.9. OTROS PROCESOS POR CRÍMENES CONTRA LA PAZ

3.9.1. El proceso de Risto Ryti y otros (“el proceso por responsabilidad de
la guerra en Finlandia”, noviembre 1945-febrero 1946)

Los juicios por responsabilidad de la guerra en Finlandia fue un
proceso de los líderes finlandeses de tiempo de guerra considerados
responsables por “influenciar definitivamente a Finlandia a entrar en la
guerra con la Unión Soviética y el Reino Unido en 1941 o impedir la
paz”59 durante la Guerra de Continuación de 1941-1944.

A diferencia de otros procesos por responsabilidad de la guerra,
los procesos finlandeses no fueron internacionales, sino que fueron
llevados a cabo por el Estado de nacionalidad de los presuntos criminales.

El fundamento jurídico se halla en el Armisticio de Moscú del 19
de setiembre de 1944 que suspendió las hostilidades entre Finlandia y la
Unión Soviética. Dicho armisticio incluía el Artículo 13 que dice
“Finlandia cooperará con las Potencias Aliadas para arrestar y procesar a
aquellos acusados de crímenes de guerra”60. La Comisión de Control

59 JAKOBSON, Max. “Finnish wartime leaders on trial for "war guilt" 60 years ago”,
Helsingin Sanomat (International Edition), consultado en http://www.hs.fi/
english/article/

60 Armisticio de Moscú entre Finlandia y la URSS del 19 de setiembre de 1944.
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Aliada, presidida por el soviético Andrei Zhdanov, que supervisaba la
ejecución de los términos del armisticio (impuesto por la URSS), exigía
la realización de los procesos en el transcurso de 1945.

El 11 de setiembre de 1945, el parlamento aprobó una ley que
facultaba el procesamiento de aquellos responsables por la guerra.

La Corte Suprema de Justicia y expertos judiciales protestaron
porque la ley entraba en conflicto con la Constitución de Finlandia y
contrario a los Principios Generales de Derecho Penal. Asimismo, la
opinión pública finlandesa consideraba a este proceso como una burla
del imperio de la ley. El primer ministro Juho K. Paasikivi declaró que
los términos del armisticio quebrantaban todas las leyes.

La ley limitaba la responsabilidad al más alto liderazgo político y
el embajador finlandés en Berlín. Los acusados eran:

1. Risto Ryti
2. Johan Wilhelm Rangell
3. Edwin Linkomies
4. Väinö Tanner
5. Henrik Ramsay
6. Antti Kukkonen
7. Tyko Reinikka
8. Toivo Mikael Kivimäki

El proceso se inició el 15 de noviembre de 1945 y terminó el 21 de
febrero de 1946. El “proceso por responsabilidad de la guerra” se realizó
en el local de la Cámara de los Estados (parlamento), sede de la Corte
Suprema de Apelaciones que creó una Corte Especial para este caso. La
corte especial estaba integrada por los presidentes de la Corte Suprema
de Justicia de Finlandia, la Corte Suprema Administrativa de Finlandia,
un profesor de la Universidad de Helsinki y 12 parlamentarios designados
por el Parlamento de Finlandia.

Los soviéticos protestaron porque consideraban sentencias leves.
Los acusados recibieron el indulto del presidente Juho K. Paasikivi en
mayo de 1949, a pesar de las protestas soviéticas.
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Muchos finlandeses ven a los Procesos por Responsabilidad de la
Guerra como un tribunal fantoche establecido para satisfacción de la
Unión Soviética con la finalidad de desacreditar a los líderes finlandeses
de tiempo de guerra y una burla de la justicia, pues la ley ex-post facto

estaba contra la Constitución de Finlandia. Peor aún, la opinión pública
recordaba el hecho que la jefatura soviética había dirigido una guerra de
agresión en la Guerra de Invierno (1939-1940) no había sido acusada de
nada haciendo de todo el proceso la justicia hipócrita del vencedor.

Después que el Tratado de Paz de París fue ratificado en agosto de
1947, la Comisión de Control Aliada abandonó Finlandia el 26 de
setiembre de 1947. El presidente Paasikivi puso en libertad bajo palabra
a Kukkonen y a Reinikka en diciembre de 1947 (cuando cumplieron cinco
sextas partes de sus sentencias). Al resto se le concedió libertad bajo
palabra de acuerdo con la ley penal finlandesa cuando ellos habían
cumplido la mitad de sus sentencias. El 19 de mayo de 1949, el presidente
Paasikivi indultó a Ryti y también a Rangell, Tanner, Linkomies, y
Kivimäki, quienes estaban aún en libertad bajo palabra.

TABLA 7
LOS ACUSADOS FINLANDESES Y SUS SENTENCIAS EN EL “PROCESO POR LA

RESPONSABILIDAD DE LA GUERRA (CRÍMENES CONTRA LA PAZ)
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3.9.2. El proceso de Ion Antonescu y otros (Tribunal Popular de Bucarest,
mayo 1946)

El mariscal Ion Antonescu fue designado Primer Ministro por el
Rey Carol II el 4 de setiembre de 1940, después que Rumania tuviera que
ceder Bucovina Septentrional a la Unión Soviética (28 junio) y
Transilvania a Hungría (30 agosto). Forzó a Carol II la abdicación el 5 de
setiembre (2 días antes de la cesión a Bulgaria de Dobrudja) y asumió
plenos poderes cuando ascendió al trono el joven Rey Miguel.

Cuando Alemania invadió a la Unión Soviética el 22 de junio de
1941, Rumania se unió al Tercer Reich. Por esta razón sería Antonescu
acusado por crímenes contra la paz en 1946.

Si bien el régimen de Antonescu perpetró incontestables crímenes
de guerra y crímenes contra la humanidad, la acusación por crímenes
contra la paz, es cuestionada en la actualidad, en la Post-Guerra Fría.

El Tribunal Popular de Bucarest sentenció a un total de 187
personas. En el juicio principal en mayo de 1946, 24 de los dirigentes del
régimen fascista de Ion Antonescu fueron procesados. El Tribunal Popular
de Bucarest procesó a 24 acusados en mayo de 1946, el mariscal Ion
Antonescu y otros 23 acusados. Las sentencias se pronunciaron el 17 de
mayo de 1946. Las sentencias de muerte se ejecutaron mediante pelotón
de fusilamiento y se llevaron a cabo en la prisión de Jilava, cerca de
Bucarest el 1 de junio de 1946. El 28 de junio este Tribunal fue disuelto.61

Después del fin de la Guerra Fría, el 5 de diciembre del 2006, la
Corte de Apelaciones de Bucarest derogó la condena de Antonescu por
crímenes contra la paz en base a que las condiciones objetivas de 1940
justificaban una guerra contra la Unión Soviética. Empero, esta decisión
fue derogada por la Corte Suprema de Rumania en mayo del 2008.62

61 Sobre el proceso por crímenes contra la paz y crímenes de guerra en Rumania,
vid., Final Report of the Internacional Commission on the Holocaust in Romania
presented to Romanian President Ion Iliescu (Bucarest, 11 de noviembre del 2004).

62 “Razboiul anti-URSS a fost legitim“ (“La guerra contra la URSS era legítima”),
Ziua, 20 de agosto del 2007.
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De los acusados, 6 fueron condenados a muerte in absentia (los
ministros legionarios, i.e. miembros de la Guardia de Hierro: Mihai
Sturdza, Ioan Protopopescu, Corneliu Georgescu, Constantin Papanace,
Victor Iasinchi, y el líder de la Guardia de Hierro, Horia Sima), otros 3
condenados a muerte vieron sus sentencias conmutadas a cadena perpetua
por el Rey Miguel (Constantin Pantazi63, Radu Lecca64, y Eugen
Critescu65). Mientras, otros 4 (incluyendo a Ion Antonescu, Mihai
Antonescu quien fuera ministro de Asuntos Exteriores, Constantin Z.
Vasiliu quien fuera Inspector General de Gendarmería, y Gheorghe
Alexianu quien fuera gobernador de Trans-Dnistria) fueron condenados
a muerte y ejecutados el 1 de junio de 1946.

3.9.3. El proceso de Takashi Sakai (Tribunal Militar Chino sobre Crímenes
          de Guerra de Nankín, agosto 1946)

Takashi Sakai (1887-1946) fue acusado de cometer crímenes contra
la paz, entre otros cargos, por haber formado parte de la “guerra de
agresión” contra China en la década de 1930.66

Sakai fue uno de los líderes que fueron instrumentos en la agresión
de Japón contra China. Poco después del incidente de Mukden de 1931,
él instigó a una banda con el propósito de crear disturbios en Pekín y
Tientsin y para organizar actividades terroristas. Funcionarios chinos
fueron asesinados. En febrero de 1934, se atentaron contra otros
funcionarios chinos. En mayo de 1934, amenazó con atacar Pekín y
Tientsin con artillería y fuerza aérea y exigió el retiro de tropas chinas de
Hopei.67

63 Constantin Pantazi fue un antiguo Ministro de Defensa del régimen de
Antonescu.

64 Radu Lecca fue Representante del gobierno para Asuntos Judíos.
65 Eugen Critescu fue director del Servicio Especial de Inteligencia.
66 Para una documentación del proceso a Sakai, vid., Trial of Takashi Sakai, Case

No. 83, Vol. XIV, Law Reports of Trials of War Criminals, p. 1 (1946).
67 The United Nations War Crimes Commission, Law Reports of Trials of War

Criminals, vol. III (1948).
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Fue jefe de Estado Mayor del Ejército Japonés en China en 1934-
1935. En tal puesto Sakai orquestó una serie de conflictos armados contra
China que concluyeron con la firma de un armisticio en donde el gobierno
chino cedió la provincia de Hopei68, al norte de Pekín, en 193569. Después,
el general Sakai estuvo en el frente chino desde 1937 hasta 1940.

Cuando Japón atacó Pearl Harbor, Sakai dirigió la conquista de
Hong Kong y después fue su gobernador militar hasta 1942, pasando al
retiro poco tiempo después.

Sakai fue procesado ante el Tribunal Militar Chino sobre Crímenes
de Guerra de Nankín (entonces capital de China Nacionalista). Fue hallado
culpable de perpetrar crímenes contra la paz, aparte de crímenes de guerra
y crímenes contra la humanidad.

Fue condenado a muerte el 27 de agosto de 1946 y fusilado el 30
de setiembre de 1946.

3.9.4. El proceso de Arthur Greiser (Tribunal Supremo polaco de Poznan,
junio-julio 1946)

Arthur Greiser era un ardiente nazi y presidente del senado de
Danzig en 1934-1939, como tal era jefe de Estado de la Ciudad Libre.
Greiser era directamente responsable por la escalada de tensiones entre
Danzig y Polonia en 1939 y por cooperar con la jefatura nazi de Alemania
en la agresión contra Polonia en setiembre de 1939. Por esto último fue
acusado y juzgado por crímenes contra la paz después de la guerra.

Tras la invasión de Polonia, Greiser fue designado gauleiter

(gobernador nazi provincial o territorial) de Wartheland (región que
comprendía gran parte de los territorios conquistados a Polonia y cuya
capital era Poznan, rebautizada con su antiguo nombre alemán de Posen)
en 1939-1945. Greiser representó la brutalidad exhibida por los

68 Hopei en Wade-Giles, Hebei en Pinyin.
69 Acuerdo He-Umezu del 10 de junio de 1935.
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funcionarios nazis contra los polacos. Él era un ardiente racista que
perseguía un programa de “limpieza étnica” para expulsar a todos los
polacos de Wartheland y repoblar las áreas “limpiadas” con alemanes
étnicos. Las expulsiones masivas de polacos y ejecuciones sumarias eran
la norma.70

Después de la guerra, el gobierno polaco lo juzgó por crímenes
contra la paz, crímenes de guerra, y crímenes contra la humanidad. Su
alegato que él sólo seguía la obediencia debida a órdenes superiores no
fue aceptado, puesto que se demostró que otros gauleiters no habían
seguido una política similar. Por ejemplo, el gauleiter de Danzig-Prusia
Occidental, Albert Forster (esta región era la otra sección anexada alemana
de la Polonia ocupada), simplemente declaró que todos los polacos en su
área que tuvieran suficiencia en alemán serían alemanes. La defensa de
Greiser en su proceso intentó alegar que como jefe de Estado formalmente
independiente, Danzig, poseía inmunidad de jurisdicción de Estados
extranjeros, alegato que no es reconocido por el moderno Derecho Penal
Internacional.

El proceso de Arthur Greiser ante el Tribunal Supremo Nacional
de Polonia se efectuó en Poznan y se inició el 21 de junio de 1946 y
terminó el 9 de julio de 1946. Fue hallado culpable, inter alia, por crímenes
contra la paz debido a que colaboró como jefe de Estado de Danzig en la
guerra de agresión contra Polonia en setiembre de 1939. El Tribunal
decidió que Greiser era culpable de todos los cargos, y lo sentenció a
morir en la horca, muerte civil y confiscación de toda su propiedad. Fue
ejecutado en la horca en Poznan el 14 de julio de 1946.71

70 Laurence Rees, The Nazis: A Warning From History (Nueva York: New Press,
1997), pp. 142-145.

71 Greiser fue exhibido por las calles de Poznan enjaulado, antes de ser ahorcado
en la última ejecución pública en Polonia. Vid., www.jewishvirtuallibrary.org/
jsource/biography/Greiser.html
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3.10. SITUACIÓN LEGAL ACTUAL: DESPUÉS DE 1945

La Asamblea General de las Naciones Unidas afirmó los principios
de Nüremberg por su Resolución 95 (I) del 11 de diciembre de 1946. De
los informes de la CDI y las decisiones tomadas en la Asamblea General,
parece que en la actualidad los crímenes contra la paz son reconocidos
como tal en el DI. Las dos preguntas principales conectadas con estos
crímenes son: “¿Cuándo puede decirse que existe una guerra de agresión?”
y “¿Qué personas entran dentro del círculo de responsabilidad?”. La
primera pregunta está vinculada a una definición de agresión, como la
que la Asamblea General formuló en su Resolución 3314 (XXIX) del 14
de diciembre de 1974; la segunda pregunta, como se observa, permanece
sin respuesta.

3.11. PERÍODO DE LAS NACIONES UNIDAS

3.11.1.La Carta de las Naciones Unidas de 1945

La necesidad de enfocar la atención en la Carta de la ONU es más
obvia por una lectura de las autoridades sobre el tópico. Todos han hallado
necesario referirse a la Carta en sus discusiones sobre “agresión” y
“guerra”. Empero, aquellos que elaboraron la Carta no se limitaron a sí
mismos al uso de estas palabras. La “amenaza o uso de la fuerza” está
igualmente prohibido. Estas palabras no fueron alcanzadas por casualidad,
sino por preferencia.

“El desarrollo desde los términos del Pacto Briand-Kellogg
a la redacción de la Carta fue deliberado. Pronto se darían
cuenta después de la adopción del Pacto Briand-Kellogg que
la asociación de la palabra “guerra” con una condición
técnica de los Estados significaba que los Estados podrían
sostener que su uso de la fuerza, desde que estaba cercano a
la “guerra” no violaba la prohibición del Pacto. Los términos
del Artículo 2 (pár. 4) de la Carta debían llenar esta brecha.
Lo que ahora estaba prohibido era el inicio deliberado de
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una situación de fuerza. De aquí en adelante, no había espacio
para el argumento sobre si o no las hostilidades llegaban a la
guerra”.

Claramente, la Carta tenía que hacer algo más que separar a los
combatientes, en esta era atómica, después del uso inicial de la fuerza
quizás no haya combatientes que separar, mucho menos alguno para
separarlo de ellos. Mientras, la Carta no establece alguna definición, ha
establecido más claramente criterios por los cuales la conducta de las
naciones pueden ser reguladas. Antes de iniciar una discusión de los
artículos pertinentes de la Carta, sería mejor determinar los criterios:

“Artículo 2: La organización y sus miembros, en
seguimiento de los propósitos establecidos en el Artículo 1,
actuarán de acuerdo con los principios siguientes:[…]
(párrafo 4) Todos los miembros se abstendrán en sus
relaciones internacionales de la amenaza o del uso de la
fuerza contra la integridad territorial o independencia política
de cualquier Estado, o en cualquier forma inconsistente con
los propósitos de las Naciones Unidas”.

También el art. 39 es pertinente:

“Artículo 39: El Consejo de Seguridad determinará la
existencia de toda amenaza a la paz, quebrantamiento de la
paz o acto de agresión y hará recomendaciones o decidirá
qué medidas serán tomadas de conformidad con los Artículos
41 y 42 para mantener o restablecer la paz y la seguridad
internacionales”.

El art. 51 es relativo a la legítima defensa:

“Artículo 51: Ninguna disposición de esta Carta
menoscabará el derecho inmanente de legítima defensa,
individual o colectiva, en caso de ataque armado contra un
Miembro de las NU, hasta tanto que el Consejo de Seguridad
haya tomado las medidas necesarias para mantener la paz y
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la seguridad internacionales. Las medidas tomadas por los
Miembros en ejercicio del derecho de legítima defensa serán
comunicadas inmediatamente al Consejo de Seguridad, y
no afectarán en manera alguna la autoridad y responsabilidad
del Consejo conforme a la presente Carta para ejercer en
cualquier momento la acción que estime necesaria con el
fin de mantener o restablecer la paz y la seguridad
internacionales”.

La lectura de estos artículos requiere examen cuidadoso. La
prohibición del Artículo 2 (pár. 4), por ejemplo, no proscribe el uso de la
fuerza por los Estados en sus relaciones internacionales. Lo que prohíbe
es el uso de la fuerza en forma inconsistente con los propósitos de las
Naciones Unidas; o el uso de la fuerza contra: (1) la integridad territorial;
o (2) la independencia política de cualquier Estado. No hace diferencia
si un Estado es un miembro de las Naciones Unidas o no (vid. Caso del
Canal de Corfú).

Se ha comentado que la amenaza o uso de la fuerza empleado
consistentemente con los propósitos de la Carta, y no dirigida contra la
“integridad territorial o independencia política”, puede ser tolerada como
no prohibida por la Carta. Por lo menos, Julius Stone siente que no hay
necesidad de leer el Artículo 2 (pár. 4) la exclusión de todo recurso a la
fuerza, excepto en auto-defensa o bajo la autoridad de las Naciones
Unidas.

Mientras, la SDN prohibía “el recurso a la guerra”, la Carta prohíbe
“la amenaza o el uso de la fuerza”. Como se dijo anteriormente, el uso de
la fuerza sin verdadera declaración de guerra se ha desarrollado en un
arte. Este cambio en la terminología está justificado, desde que la disputa
sobre el estado técnico de guerra es fácilmente evitable. La prohibición
permanece respecto a la esencia de la guerra, i.e., el uso de la fuerza.

El texto del Artículo 39 deja el término “agresión” sin definir y da
igual peso a la “amenaza a la paz, quebrantamiento de la paz, o acto de
agresión”. Se esperaba que el Artículo 2 (pár. 4) prohibiría
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satisfactoriamente un uso de la fuerza excepto que fuera “consistente
con los propósitos de las Naciones Unidas”. Si tuviera lugar una “amenaza
a la paz, quebrantamiento de la paz, o acto de agresión”, se deja en manos
del Consejo de Seguridad determinar su existencia y qué sanciones
deberán aplicarse para acabarla. Cuando la Carta fue elaborada, se pensó
que: (1) ninguna definición de agresión podría establecerse que pudiera
cubrir cada caso posible y (2) sería mejor dejar al Consejo de Seguridad
decidir qué había pasado y qué acciones tomar. Ambas razones llegaron
cerca de su objetivo.

El fracaso de este plan ciertamente no es sorprendente, y era obvio
aún entonces que el veto de la Gran Potencia podría paralizar este proceso.
“Ayer como hoy, era aparente que si el uso del veto de una Gran Potencia
paralizaba la acción del Consejo de Seguridad, ninguno de estos términos
podrían recibir significado en el caso particular, y eso significa que otros
medios aparte de la coerción bajo la Carta tendrían que usarse”. Los
efectos de esta parálisis son demasiado obvios.

El Artículo 51 reconoce que el derecho de auto-defensa es inherente
a cada Estado. Esta teoría está bien fundamentada en el Derecho
Internacional, pero está limitada a Estados que han sido “atacados”. La
Carta amplía el principio en que habla tanto de auto-defensa individual
como colectiva. Esto toma en consideración que hay muchas alianzas
para auto-defensa mutua que operan en base al hecho que la agresión
cometida contra uno de los aliados es agresión contra todos ellos. Como
cuestión de principio legal sí es justificable extender el derecho
“inherente” de auto-defensa a ataques sobre terceras partes es
cuestionable; pero los términos de la Carta no dejan dudas que los
miembros son libres para rechazar por vía de la auto-defensa a ataques
hechos contra sus aliados.

La relación del concepto de auto-defensa con el de agresión es
inmediatamente obvia cuando es aplicado a un problema práctico como
el conflicto de Vietnam. Entonces, se convierte en obvio que los EEUU
reclame la auto-defensa colectiva, que se convierte en agresión cuando
es vista por el Vietcong y los Nor-Vietnamitas (durante la Guerra de
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Vietnam 1958-1975)72. Lo mismo se aplica a los palestinos y el conflicto
Árabe-Israelí.

3.11.2. El Consejo de Seguridad y La Asamblea General de la ONU

Como fue concebido originalmente en San Francisco después de
la Segunda Guerra Mundial, no había necesidad para una ulterior mención
de la agresión que la propuesta en Artículo 39. De los dos órganos
principales de las Naciones Unidas, el Consejo de Seguridad fue designado
como la rama de ejecución de la paz, que podría, dentro de la Carta de las
Naciones Unidas, ejercer sanciones militares para aplicar un cese de las
hostilidades. La Asamblea General, según se concebía originalmente, fue
relegada a una posición de importancia secundaria y no tenía poder para
poner fin a un conflicto, formulaba la aprobación de una resolución
condenando las acciones y por tanto actuaba como una expresión de la
opinión mundial.

Sin embargo, como el tiempo pasaba, el mundo empezó a ver que
el veto de las Grandes Potencias estaba paralizando el Consejo de
Seguridad y que si la tendencia continuaba, la ONU seguiría el camino
de la SDN “… un miembro permanente que ha cometido o está por cometer
agresión, o está en alianza con el agresor, puede legalmente usar su derecho
al veto: puede detener al Consejo que halle que ha habido un acto de
agresión”. Aquí, precisamente estriba una de las debilidades
fundamentales de la Carta.

Cuando la parálisis total del Consejo de Seguridad ocurrió en agosto
de 1950, la Asamblea General poco después buscó obtener más influencia
en situaciones donde antes habría sido impotente. La acción de la
Asamblea tomó diversas formas en su intento por asumir algunas de las
funciones abandonadas del Consejo de Seguridad. Dos de éstas fueron:
el establecimiento de la “Pequeña Asamblea”, y, más exitosamente, la

72 WRIGHT, Quincy. “Legal Aspects of the Vietnam Situation”, American Journal
of International Law (vol. 60, 1966), p. 755.
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Resolución Unión Pro Paz del 3 de noviembre de 1950. También, fue
durante este período que los miembros de las NU empezaron a presionar
por una definición de “agresión”. Desde que el Consejo de Seguridad ya
no podía determinar, sin definición, cuándo la agresión ocurría, se pensó
que la Asamblea General determinaría, por definición, qué criterios
deberían utilizarse al determinar la agresión. Mientras, la Asamblea no
tenía poderes de coacción en esta área, se esperaba que mediante la
cooperación voluntaria de los miembros, la definición adquiriría la fuerza
de ley.

Ésta es la esperanza de algunos autores que hablan sobre la fuerza
de tal método de ejecución. Según el profesor Hazard: “El Derecho basado
en la costumbre ampliamente aceptada y respetada puede parecer incierto
a la mente jurídica de entrenamiento romanista, pero tiene una fortaleza
sobresaliente porque está firmemente enraizada en las costumbres de la
comunidad. Es obedecida, y no burlada como el dictado de alguna
autoridad lejana creando normas por las cuales no hay aceptación general
entre los pueblos de una región dada”.73

Desde este punto, la búsqueda por una definición empezó cuando,
en el Primer Comité de la Asamblea General, el 6 de noviembre de 1950,
la Unión Soviética revivió su proyecto de definición de 1933.

3.11.3.La Búsqueda Continua por una Definición en la Post-Guerra hasta
1974

El único cambio real en la definición soviética era la sustitución
de la palabra “atacante” por “agresor”. Por una resolución del 17 de
noviembre de 1950, la Asamblea General decidió referir la propuesta
soviética respecto de la definición de la noción de “agresión” a la CDI
(Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas). La

73 HAZARD, John. “Why Try Again to Define Aggression”, American Journal of
International Law (vol. 62, 1968), p. 702.
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Comisión no llegó a determinar una definición pero decidió incluir en el
Proyecto de Código de Crímenes cualquier acto de agresión y cualquier
amenaza de agresión. Durante la Sexta Sesión de la Asamblea de 1951,
el Sexto Comité discutió el informe de la Comisión sobre la cuestión.
Aún, no había acuerdo sobre una definición o aún sobre la conveniencia
y posibilidad de definir la agresión.

Por una resolución del 31 de enero de 1952, la Asamblea General
decidió incluir la agresión en la agenda de la Séptima Sesión de 1952 e
instruyó al Secretario-General a entregar un informe sobre la materia.
Las exposiciones de esta resolución declaraban que aunque el crimen de
agresión debería ser inferido de las circunstancias peculiares a cada caso,
sí era posible y deseable definir la agresión por los elementos que lo
constituyen y también sería de ventaja definitiva si eran formuladas las
directivas para futuros lineamientos de entidades internacionales que
pueden ser llamadas para determinar al agresor. El Sexto Comité examinó
el problema en 1952, 1954 y 1957, y en los Comités Especiales en 1953
y 1956.

Una mayor consideración del problema fue diferido nuevamente y
por la próxima década hasta que en setiembre de 1967, la URSS propuso
de nuevo que debían sostenerse más reuniones para establecer la definición
“muy necesitada”.

El Comité Especial sobre la Cuestión de la Definición de la
Agresión fue establecida por la Asamblea General en la Resolución 2330
(XXII) del 18 de diciembre de 1967. 35 naciones miembros fueron
designadas por el Presidente de la Asamblea para servir en el Comité. 3
principales propuestas de proyecto fueron entregadas para la consideración
de los miembros del Comité.

El primero de estos fue una propuesta de la URSS que haría declarar
a la Asamblea General que “la agresión armada (directa o indirecta) es el
uso por un Estado, primero de fuerza armada contra otro Estado contrario
a los propósitos, principios, y provisiones de la Carta de la ONU”.
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Otras medidas establecen que un acto de agresión sería considerado
haber sido cometido por el Estado que primero declare la guerra, y cuando
ciertos actos fueron cometidos primero sin una declaración de guerra.
Estos actos incluirían el uso de cualquier arma de destrucción masiva;
bombardeo de territorio o un ataque por fuerzas de tierra, mar o aire de
un Estado; e invasión, ocupación militar, anexión o bloqueo.

El proyecto también solicitaba una declaración sobre lo que
constituye “agresión indirecta”. Esto incluiría el uso por un Estado de
fuerza armada al enviar bandas armadas, mercenarios, terroristas, u otros
al territorio de otro Estado y participación en otras formas de actividad
subversiva que involucre el uso de la fuerza armada con el objetivo de
promover desorden interno en otro Estado o una inversión de política
favorable a un agresor.

El proyecto soviético haría que la Asamblea declarase que ninguna
ganancia territorial o ventajas especiales resultantes de la agresión armada
serían reconocidas. También, establecía que “nada de lo anterior impedirá
el uso de la fuerza armada de acuerdo con la Carta de la ONU, incluyendo
su uso por pueblos dependientes para ejercer su derecho inherente de
auto-determinación” de acuerdo con la resolución de la Asamblea General
sobre el fin del colonialismo.

La segunda propuesta fue auspiciada por Colombia, Chipre,
Ecuador, Ghana, Guyana, Haití, Irán, Madagascar, México, España,
Uruguay, Uganda y Yugoslavia. Este proyecto de 13 Estados consistía de
7 preámbulos y 10 párrafos operativos. Esto haría declarar a la Asamblea
General que “para el propósito de esta definición, la agresión es el uso de
la fuerza armada por un Estado contra otro Estado, incluyendo sus aguas
territoriales o espacio aéreo, o que de cualquier forma afecten la integridad
territorial, soberanía, o independencia política de dicho Estado”, excepto
en auto-defensa o cuando es emprendido por o con la autoridad del
Consejo de Seguridad.

El proyecto estipulaba que el derecho de auto-defensa individual
o colectiva de un Estado podría ser ejercido sólo en caso de ataque armado
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por otro Estado y que cualquier medida que pueda tomar el Estado en el
ejercicio de tal derecho sería razonablemente proporcional al ataque
armado contra éste (un caso podría ser el de las alianzas militares como
el de la OTAN o el Pacto de Río-TIAR).

Otros párrafos harían declarar a la Asamblea General que la acción
de ejecución del uso de la fuerza armada por acuerdos u organizaciones
regionales podrían llevarse a cabo sólo si es aprobado por el Consejo de
Seguridad.

De acuerdo con lo anterior, y sin perjuicio de las facultades y
obligaciones del Consejo de Seguridad, cualquiera de los actos siguientes
cuando sean cometidos por un Estado primero contra otro Estado en
violación de la Carta constituirían actos de agresión: (1) declaración de
guerra por un Estado contra otro Estado; (2) la invasión o ataque por las
fuerzas armadas de un Estado, contra todo o parte del territorio de otro
Estado, o cualquier ocupación militar, aunque sea temporalmente, o
cualquier anexión forzosa del territorio de otro Estado; (3) bombardeo
por las fuerzas armadas de un Estado contra el territorio de otro Estado,
o el uso de cualquier arma, particularmente armas de destrucción masiva,
por un Estado contra el territorio de otro Estado; y (4) el bloqueo de las
costas o puertos de un Estado por las fuerzas armadas de otro Estado.

Más aún, cuando un Estado era víctima en su propio territorio de
actos subversivos o terroristas por bandas irregulares, voluntarias o
armadas organizadas o apoyadas por otro Estado, puede tomar pasos
razonables y adecuados para salvaguardar su existencia e instituciones,
sin tener el recurso al derecho de auto-defensa contra el otro Estado bajo
el Artículo 51 de la Carta. El territorio de un Estado era considerado
inviolable y no podría ser objeto, incluso temporalmente, de ocupación
militar o de otras medidas de fuerza tomadas contra éste por otro Estado
en cualquier fundamento, y las adquisiciones territoriales obtenidas por
fuerza son inadmisibles.

También, se propuso que la agresión armada debería constituir un
crimen contra la paz internacional, dando lugar a la responsabilidad
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internacional, y finalmente el proyecto también haría que la Asamblea
General declarara que ninguno de los párrafos precedentes debían ser
interpretados como limitando el ámbito de los dispositivos de la Carta
respecto a los derechos de los pueblos a la auto-determinación, soberanía,
e integridad territorial.

La tercera propuesta, auspiciada por Australia, Canadá, Italia,
Japón, EEUU y el Reino Unido declararon que la agresión se aplicaba
“sin perjuicio de hallar una amenaza a la paz o quebrantamiento de la
paz, al uso de la fuerza en relaciones internacionales, abierta o encubierta,
directa o indirecta, por un Estado contra la integridad territorial o
independencia política de cualquier otro Estado o en cualquier otra manera
inconsistente con los propósitos de las Naciones Unidas”. Este proyecto
de 6 potencias estipulaba que la “agresión” era un término para ser
aplicado por el Consejo de Seguridad “cuando sea el caso en el ejercicio
de su responsabilidad primaria para el mantenimiento de la paz y seguridad
internacionales” bajo los artículos relevantes de la Carta.

Volviendo al derecho de auto-defensa, el proyecto declaraba que
el uso de la fuerza “en el ejercicio del derecho inherente de auto-defensa
individual o colectiva, o en seguimiento de las decisiones de, o
autorización por, órganos competentes de la ONU u organizaciones
regionales consistentes con la Carta de las Naciones Unidas” no
constituían agresión.

El proyecto declaraba que el uso de la fuerza por un Estado que
pueda constituir agresión incluye un uso de la fuerza por un Estado:

A. Con la finalidad de:

1. Disminuir el territorio o alterar las fronteras de otro Estado.

2. Alterar intencionalmente líneas acordadas de demarcación.

3. Alterar o interferir con la conducta de los asuntos de otro Estado.

4. Asegurar cambios en el gobierno de otro Estado.

5. Infligir daño u obtener concesiones de cualquier clase.



Revista Peruana de Derecho Internacional76

B. Por medios como:

1. Invasión por sus fuerzas armadas del territorio bajo la jurisdicción
de otro Estado.

2. Uso de sus fuerzas armadas en otro Estado en violación de las
condiciones fundamentales de permiso para su presencia, o mantenerlas
allí más allá del término del permiso.

3. Bombardeo por sus fuerzas armadas de territorio bajo la
jurisdicción de otro Estado.

4. Infligir la destrucción en otro Estado a través del uso de otras
formas de fuerzas armadas.

5. Llevar a cabo ataques deliberados sobre las fuerzas armadas,
barcos, u otros aviones de otro Estado.

6. Organizar, apoyar, o dirigir bandas armadas o fuerzas irregulares
o voluntarias que realicen incursiones o se infiltren en otro Estado.

7. Organizar, apoyar, o dirigir lucha civil violenta o actos de
terrorismo en otro Estado.

8. Organizar o apoyar o dirigir actividades subversivas apuntadas
al derrocamiento violento del gobierno de otro Estado.

Con el tiempo, las categorías de definiciones propuestas se han
clasificado en 3 tipos generales: enumerativo, general y mixto. Las
definiciones enumerativas establecen actos concretos o situaciones en
los cuales se dice que la agresión existe. Las definiciones general y
abstracta buscan establecer en términos amplios cuáles son los elementos
del crimen. Las definiciones mixtas buscan ofrecer lo mejor de ambos
ámbitos al establecer una definición abstracta de la primera cláusula,
junta con una lista de situaciones de agresión concreta para asistir en el
entendimiento de la fórmula general.

El problema con las definiciones mixtas es mejor establecido por
Julius Stone:
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“Si la definición abstracta en la cláusula general pudiera ser
auto-aplicante, la lista de actos o situaciones serían
innecesarios; y no es, en cualquier caso, realmente parte de
la definición. Su inclusión manifiesta dudas respecto a lo
adecuado de la definición en la cláusula general y busca
asegurar que al menos se extenderá a la lista de actos o
situaciones”.

Respecto a una definición puramente enumerativa, el delegado
yugoslavo en el Comité Especial de 1956 dijo: “Una definición puramente
enumerativa ahora estaba rechazado por todos los Estados miembros”.

El principal objeto de las definiciones soviéticas ha sido respecto
a la prohibición de la declaración de guerra e invasión armada de territorio.
Más aún, las ganancias expansionistas soviéticas del período de post-
guerra de 1945 han ayudado en aislarle sobre su antiguo temor de ejércitos
invasores terrestres desde Europa por el uso de las naciones satélites
como zona colchón. El deseo soviético de mantener este frente es
presenciado por la acción rápida para reestablecer un gobierno aceptable
en Checoslovaquia en 1968 bajo la cuestionable Doctrina Brezhnev.

Los soviéticos también han sido rápidos en adoptar las propuestas
para la inclusión de “agresión indirecta” en la definición de agresión,
desde que fue primero defendida por ciertos países árabes, africanos y
sudamericanos con los cuales buscaron relaciones favorables en ese
momento. Ellos también buscaron negar en su definición cualquier
reconocimiento a un país que ha ganado territorio mediante el uso de la
agresión armada. Por supuesto, esto con obvia referencia al deseo de
condenar las ganancias territoriales que Israel logró en su conflicto con
los Estados árabes en 1967. A este respecto, la Resolución 242 del Consejo
de Seguridad del 22 de noviembre de 1967, halló apoyo mundial contra
la “adquisición de territorio por uso de la fuerza”.

El proyecto de los 13 Estados también reflejaba sus intereses
especiales. De importancia primaria para estos pequeños Estados es la
preservación de su integridad territorial junto con la condena de la agresión
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indirecta, la cual, cuando se perpetre, sería dirigido a menudo contra
ellos.

El tercer proyecto no era menos importante a los intereses especiales
de los Estados involucrados. El punto más importante de esta definición
es la preservación del “derecho inherente de autodefensa individual o
colectiva (el principal que los EEUU ha evocado en casi cada instancia
de su intervención dentro de los pasados 20 años)74.  Asimismo, enumera
actos que deberían ser considerados agresión los que EEUU había
colocado en lista como razones justificando involucramiento en el
conflicto de Vietnam, como un intento para alterar “líneas de demarcación
internacionalmente reconocidos” o “quebrantar o interferir con la conducta
de los asuntos de otro Estado”.

Este comentario no intenta censurar los motivos de las naciones
en sus acciones respecto a la definición de la agresión. Simplemente
declara un hecho político de la vida que un Estado puede ser esperado
que actúe en cualquier organización internacional en una forma más
adecuada a sus intereses.

Una cuestión surgió por esta discusión es si es sensible buscar por
criterios consistiendo de simples elementos fácticos como cruce armado
de una frontera, declaración de guerra, bombardeo de tierra o buques, o
amenaza o uso de la fuerza, desde la llegada de la tecnología de destrucción
masiva.

3.11.4. La Resolución de la Asamblea General de la ONU de 1974 sobre
 Definición de la Agresión

Durante estos años cuando las naciones buscaban definir la
agresión, las guerras estaban recrudeciéndose en Vietnam y Oriente
Medio; la URSS había invadido Hungría; en Cuba hubo la invasión de la

74 BARNETT, Randy. “U.S. Involvement in Foreign Civil Strife Since World War
II”, Proceedings of the American Society of International Law (vol. 72, 1961).
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Bahía de Cochinos y la “crisis de los misiles”, había intervenciones
militares en América Latina. Cada protagonista acusaba al otro de
agresión. Era más fácil cometer agresión que definirla.

Ningún líder nacional podría esperarse que favoreciera la
determinación del crimen más grande del mundo o la creación de una
corte penal internacional si acabara algún dia sentado en el banquillo de
los acusados. Las rivalidades políticas y hostilidades internacionales
bloquearon cualquier posible acuerdo definiendo los límites de la conducta
internacional permitida.

Hacia inicios de la década de 1970 con la Guerra de Vietnam
empezando a cambiar, un espíritu de detente estaba en el aire. Un número
de compromisos empezaron a aparecer en los debates del Comité Especial
en reuniones que alternaron entre Nueva York y Ginebra por unas 5
semanas cada año. Algunos de los primeros tropiezos surgieron cerca
alrededor de preguntas como si la nación que dio el primer golpe sería
vista siempre como el agresora (punto de vista sovi0ético), si la intención
para cometer un acto ilícito sería decisivo de criminalidad (punto de vista
estadounidense), si la proporcionalidad era importante (los soviéticos se
oponían a la idea), y si el uso de la fuerza era legal si era efectuada en
apoyo de una lucha por la auto-determinación (punto de vista árabe y
soviético). Determinado a llegar a un acuerdo, los 35 miembros del Comité
dividieron su trabajo entre los grupos de trabajo, los grupos de contacto
y equipos negociadores. En abril de 1974, ellos alcanzaron una definición
de agresión por consenso. Siguiendo algunas sesiones tormentosas del
Sexto Comité (Legal), con representantes de 138 Estados, la
recomendación del Comité Especial fue aceptado con sólo pocas
enmiendas secundarias.

La definición sobre la Agresión propuesta fue adoptada por la
Asamblea General como la Resolución 3314 (XXIX) del 14 de diciembre
de 1974. El significado del término “agresión” había sido finalmente
acordado por la comunidad internacional.
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(A) ANÁLISIS DEL PREÁMBULO

El largo preámbulo fue un compromiso. Comúnmente, tal prefacio
serviría para indicar la motivación y base para la declaración que sigue.
Ese objetivo podría haber sido cumplido al limitar el preámbulo a los 3
primeros párrafos (que contiene una declaración algo inexacta de los
principios de la Carta), más el párrafo 9 que congrega las esperanzas de
los redactores. En su lugar, los párrafos del preámbulo fueron formulados
cuidadosamente en un esfuerzo por prestar peso adicional a una
interpretación particular de la definición. Así, el cuarto párrafo del
preámbulo parecía declarar la obvia proposición que nada en la definición
podría afectar la dimensión de las medidas de la Carta, desde que la Carta
misma estipula, en el Capítulo XVIII, que el único medio en la cual la
Carta puede ser modificada. Pero, los británicos y los franceses insistieron
en una referencia específica para que la definición no afectara las
funciones y poderes de los órganos de las Naciones Unidas de la cual
ellos eran miembros permanentes. Ellos deseaban hacer doblemente
seguro que el Consejo de Seguridad no sería limitado. Por otro lado, el
delegado español, por ejemplo, estaba preocupado por temor a que el
Consejo faculte a una potencia a exculpar a criminales que eran claramente
culpables de haber cometido agresión. La Carta no faculta al Consejo de
Seguridad la autoridad para perdonar crímenes internacionales, y España
no quería ver los poderes del Consejo expandirse por la definición.75

El quinto párrafo del preámbulo acentuaba la urgencia de definir
agresión y terminó con la algo ambigua frase “en el momento actual”.
Desde la cláusula conclusiva le seguía una referencia a los peligros de
las armas de destrucción masiva, la implicancia era que el peligro de las
armas nucleares hacía más imperativo que sea definida la agresión en ese
momento. En realidad, la cláusula conclusiva era simplemente una nueva
versión de un proyecto soviético de 1969 que buscaba dar precedencia a
definir agresión armada, dejando la definición más difícil de agresión

75 U.N. Doc. A/C.6/SR 1472 (1974). Para el punto de vista británico, ver, U.N.
Doc. A/C.6/SR 1477 (1974).
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indirecta (que los soviéticos practicaban según las acusaciones) para una
etapa posterior. El mismo proyecto soviético había contenido una
referencia al derecho de auto-determinación, que era tratado en el sexto
párrafo del preámbulo, pero no en la forma que había aparecido en la
formulación original soviética. El preámbulo inicial soviético había citado
a la Resolución 1415 (XV), que hizo claro que el derecho a la auto-
determinación se aplicaba sólo a aquellos que estaban luchando contra el
colonialismo occidental y no a minorías dentro de la URSS. Pero, esto
fue rechazado por los Estados occidentales. Ellos finalmente acordaron
una reafirmación de los dispositivos de la Carta relacionado con una
cláusula final de salvaguardia diseñada para proteger a los Estados del
desmembramiento. Cómo reafirmar el derecho de auto-determinación y
restringir aún el uso de la fuerza armada presentaba un dilema mayor. El
problema debía ser afrontado en el Artículo 7.

Los dispositivos del párrafo siete del preámbulo, referido a la
ocupación militar ilegal, expresaba la preocupación de muchos países
árabes y sus amigos respecto a la ocupación de territorios árabes por
Israel, con el cual ellos estaban en guerra. La prohibición de ocupación
militar “incluso temporalmente” y la caracterización del territorio de un
Estado como “violado”, reflejaba la emoción del momento y fue más allá
que las anteriores declaraciones del derecho76. La inclusión de la
calificadora frase que estaba en contravención de la Carta hizo que el
párrafo fuera generalmente aceptable, desde que exactamente desde que
eso significaba que podría ser sujeto a diferentes interpretaciones. Las
consecuencias legales de adquisición territorial resultantes de la agresión
también habían sido tratadas en el consenso “Declaración sobre Principios
de Derecho Internacional concernientes a Relaciones Amistosas entre
Estados de Acuerdo con la Carta de las NU”. Conforme con sus términos,
ninguna adquisición territorial resultante de la amenaza o uso de la fuerza
podría ser reconocida como legal77. Los redactores de la definición de la

76 G.A. Res. 2625 (XXV), U.N. GAOR, Supp. No. 28, p. 337, U.N. Doc. A/
8028 (1970), reimpreso en American Journal of International Law (no. 65, vol.
243, 1971).

77 Ibíd., pp. 246-247.



Revista Peruana de Derecho Internacional82

agresión reiteraron el principio antiguo (más honrado en el
quebrantamiento que en la observancia) por referencia a la declaración
de las “Relaciones Amistosas” y lo repitieron de nuevo de manera
sustantiva en el Artículo 5. Así, los párrafos sexto, séptimo, y octavo del
preámbulo, serían vistos como redundantes, si no toma en cuenta la
prevaleciente atmósfera política. El intento para influenciar los conflictos
contemporáneos también apareció en las partes sustantivas de la
definición.

(B) ANÁLISIS DE LOS ARTÍCULOS SUSTANTIVOS

El Artículo 1

El Artículo 1 empezó, muy lógicamente, con una definición
genérica de agresión. Tiene su fundamento en el Artículo 2, pár. 4, de la
Carta comprometiendo a los miembros a abstenerse de “la amenaza o
uso de la fuerza contra la integridad territorial o independencia política
de cualquier Estado […]”. Todavía la definición no hace referencia a la
“amenaza” de la fuerza, aún cuando aquel término es usado en la Carta y
algunas de las sentencias de Nüremberg sostuvieron que el crimen de
agresión fue cometido contra Estados (como Austria y Checoslovaquia)
que capitularon ante amenazas alemanas abrumadoras aún antes que la
fuerza armada fuera aplicada78. La referencia añadida a la “soberanía” en
la definición parece fortalecer un concepto que corre contra la noción de
la interdependencia de los Estados y la necesidad para las naciones ceder
alguna de sus prerrogativas si hubiera algún control efectivo sobre el uso
de la fuerza armada. La inclusión había sido propuesta por 13 Estados no
alineados y fue opuesta por la URSS, que simplemente explicó que
interpretaría el Artículo 1 como si el término “soberanía” no estuviera
incluido en él. Al limitar la definición al uso de la “fuerza armada”, otras

78 Vid., El Caso de los Ministerios, Tribunal Militar IV, Caso 11, The United States
of America vs. Weizsaecker et al., Vols. XII y XIII, Procesos de los Criminales de
Guerra, Tribunales Militares de Nüremberg.
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formas de coerción, como las sanciones económicas o políticas, fueron
deliberadamente dejados fuera del artículo genérico (aunque su inclusión
en una fecha posterior no estaba impedida). La frase requiriendo que el
uso ilegal de la fuerza sea “inconsistente con la Carta” fue denunciada
por algunos como una abertura ambigua que parecía dejar espacio para
el argumento que el Estado delincuente no vio su acción como
inconsistente con la Carta79. Las objeciones fueron solucionadas por
artículos subsiguientes reafirmando la autoridad exclusiva del Consejo
de Seguridad a considerar los méritos de tales argumentos. La interrelación
de los diversos artículos fue subrayada por la frase, insertada a insistencia
de EEUU, “como se determina en esta definición”.

La nota explicatoria en el Artículo 1 surgió de un debate prolongado
sobre qué entidades legales estarían obligadas por la definición. Se
pretendía cubrir claramente territorios definidos cuya estatalidad estaba
en controversia, como existió en Alemania, Vietnam, Corea e Israel. La
referencia a un “grupo de Estados” fue considerada aceptable cuando fue
modificada por la explicación “en donde sea adecuado”. Las objeciones
presentadas por varios Estados respecto a que la definición no cubría
suficientemente o cubría demasiado en su artículo de apertura por los
dispositivos más flexibles en el Artículo 2.

El Artículo 2

El segundo artículo sustantivo, el Artículo 2, fue formulado para
reconciliar dos posiciones básicamente inconsistentes. El punto de vista
soviético, que data de 1933, era que el primer Estado en usar la fuerza
armada automáticamente sería identificado como el agresor. Una coalición
de Estados occidentales argumentaba que antes que un acto pudiera ser
calificado como agresión, tendría que haber una demostración que la
acción fue realizada para el propósito de alcanzar un objetivo prohibido.

79 U.N. Doc. A/C.6/SR 1474, SR 1482, SR 1483 (1974).
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El animus aggresionis iba a ser considerado un elemento esencial del
delito.80

Lo que emergió en el texto de la definición fue un compromiso. El
primer uso de la fuerza armada sería una evidencia prima facie de la
conducta ilegal, pero “otras circunstancias relevantes” también podrían
ser tomadas en cuenta. La nueva cláusula era suficientemente amplia
para considerar y conocer los propósitos e intención de los actores. El
requisito adicional que el primer uso de la fuerza tenía que ser “en
contravención de la Carta” sugería que podría haber algún primer uso de
la fuerza armada que fuera legítimo. Varios Estados consideraban esto
como una abertura que podría alentar un primer ataque bajo el pretexto
que fue una acción defensiva preventiva. El significado de “prima facie”
también estaba sujeto a interpretaciones conflictivas. Algunos Estados
adoptaron el punto de vista que el supuesto de agresión prevalecería hasta
que el ofensor demostrara lo contrario. Aquellos educados en el common

law argumentaban que evidencia prima facie no era igual a culpabilidad,
pero casi más en la naturaleza de una acusación inicial, y el crimen no
era probado hasta que el Consejo de Seguridad entregue una decisión en
donde la agresión había tenido lugar. La cláusula final de minimus fue
diseñada para prevenir que incidentes menores sean tratados como crimen
de agresión. Así, había un acuerdo en las palabras, pero había diferencias
significativas respecto a su significado.

Artículo 3

El Artículo 3 fue establecido para describir o enumerar ciertas
actividades que calificarían para la condena como agresión. Una
declaración de guerra (que es pre-requisito para el conflicto armado
legítimo desde tempranos tiempos romanos) ya no era considerada
relevante. La distinción tradicional de la agresión (invasión o ataque)

80 Sobre los elementos objetivo y subjetivo de la aggression, vid., Antonio Cassese,
International Criminal Law (Oxford: Oxford University Press, 2003), pp. 114-
116.
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encabezaba la lista de actos claramente agresivos. Pueden surgir
interrogantes respecto a si la condena de “cualquier ocupación militar”,
aún temporalmente, contribuía a la enumeración legal desde que tal
ocupación es la inevitable consecuencia de cualquier invasión. La
redundante estigmatización de la “ocupación” y “anexión”, que habían
sido denunciados en el preámbulo, como si fueran nuevos actos de
agresión diaria, extraídos de una precisa formulación jurídica. La
redacción de la cláusula (b) representaba un compromiso entre Estados
que buscaban ilegalizar el uso de armas biológicas, químicas o nucleares
y las naciones occidentales que argumentaban que no era el arma el que
determinaba la legalidad del ataque. La referencia a “cualquier arma” se
juzgó que incluía todo, y desde que los soviéticos habían obtenido una
mención de “armas de destrucción masiva” en el preámbulo, la redacción
del Artículo 3 (b) era aceptable. “Bloqueo”, según se enumeraba en la
cláusula (c), fue otra ilustración clásica de un acto agresivo. Las notas
explicatorias en el Informe del Comité Especial hicieron claro que nada
en aquella cláusula debía ser interpretado “como justificación para que
un Estado, contrariamente al Derecho Internacional, bloquee las rutas de
libre acceso de un país mediterráneo hacia y desde el mar. Esta explicación,
con su referencia ambigua al “derecho internacional”, fue una concesión
de último minuto para satisfacer las demandas de diversos Estados
mediterráneos.

Tomó una nota explicatoria similar para que ganase aceptación general
de la cláusula (d). Todos acordaron que un ataque con “fuerzas de tierra, mar
y aire” de otro Estado era un caso claro de agresión, pero ¿qué ocurría con el
abordaje de buques pesqueros comerciales en aguas extranjeras? Diversos
Estados costeros insistían que la pesca ilegal dentro de sus zonas marítimas
podía ser prohibida legalmente. El compromiso aceptado prohibía ataques
contra las flotas, pero el Artículo 3 (d) no perjudicaría a un Estado de ejercer
“sus derechos dentro de su jurisdicción nacional, a condición que tal ejercicio
no sea inconsistente con la Carta de las Naciones Unidas”.81

81 General Assembly Res. 3314 (XXIX), U.N. GAOR, Supp. No. 31, at 392.
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La Cláusula (e) era una aplicación muy extrema del concepto de
santidad territorial. Según sus términos, una nación que tenga sus tropas
en una zona en donde ellos habían sido sancionados podría ser acusada
de agresión si ellos no cumplían con evacuar en la fecha establecida por
el Estado anfitrión sin importar si se había hecho algún daño o no. Quizás
la cláusula de minimus del Artículo 2 salvaría la situación, pero puede
cuestionarse si este delito particular es tan grave como para justificar su
inclusión en tal lista restringida.

El texto en la cláusula (f) dio lugar al problema de tratar de probar que
un Estado había permitido que se use su territorio para propósitos prohibidos.
Los soviéticos notaron que la redacción implicaba conducta ilícita por dos
Estados, el primero que envía tropas y el segundo haciendo que su territorio
esté disponible, sólo el último iba a ser culpable de agresión82. Otra dificultad
surgiría en casos donde el gobierno local simplemente carecía de poder para
prevenir incursiones guerrilleras prohibidas.83

Cómo inhibir actos indirectos de violencia armada que fueron
equivalentes a actos directos de agresión presentaba un mayor obstáculo. La
cláusula (g) del Artículo 3 afrontaba el problema. El uso de bandas armadas
pequeñas para invadir el territorio de otro Estado se había convertido en una
técnica común de subversión nacional. Muchos Estados sostuvieron un
derecho legal para asistir “movimientos de liberación”. Algunos Estados
pequeños temían que las actividades de bandas armadas incontrolables
operando fuera de su territorio pudieran proveer la excusa para represalia
masiva por un adversario actuando bajo la apariencia de auto-defensa. La
Declaración sobre “Relaciones Amistosas” como la Declaración sobre
Fortalecimiento de la Seguridad Internacional84 había prohibido a los Estados:

82 U.N. Doc. A/C.6/SR 1443 (1973).
83 Vid., Derek Bowett, “Reprisals Involving Recourse to Armed Force”, American

Journal of International Law (vol. 66, no. 1, 1972), en donde destaca que la
represalia contra el gobierno local puede ayudar realmente a las guerrillas quienes
han invadido el territorio ilegalmente.

84 G.A. Res. 2734 (XXV), U.N. GAOR, Supp. No. 28, at 238, U.N. Doc A/
8028 (1970).
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“organizar o alentar la organización de fuerzas irregulares
[…] por la incursión en el territorio de otro Estado” y de
“organizar, instigar, asistir o participar en actos de lucha
civil o actos terroristas en otro Estado o aceptar actividades
organizadas dentro su territorio […] que involucre una
amenaza o uso de la fuerza”.

La definición de agresión era mucho más limitada y específica en
sus restricciones. Para calificar como un Estado agresor, un Estado
realmente tendría que “enviar” bandas armadas al exterior. El requisito
de un “involucramiento sustancial” antes que dichas actividades fueran
equivalentes al crimen de agresión fue otra concesión a aquellos que
querían una mano libre.

Al enumerar sólo 7 categorías de delitos en las cláusulas (a) a la
(g), el Comité Especial omitió diversos otros actos que, en el pasado,
habían sido considerados como posibles muestras de agresión: fracaso
en observar el principio de proporcionalidad; fracaso en someter un
conflicto a los medios de solución pacífica; o fracaso en atenerse a las
decisiones del Consejo de Seguridad o la Asamblea General. Un esfuerzo
fue hecho para disminuir el impacto de tales omisiones por la autorización
general que siguió en el próximo artículo.

El Artículo 4

El Artículo 4 confirmó que las prohibiciones enumeradas en el
Artículo 3 no eran exhaustivas. Los miembros permanentes del Consejo
de Seguridad, con su poder de veto, retuvieron el poder para decidir qué
actos serían condenados como agresión. Sólo China expresó dudas sobre
lo sabio de esperar que las grandes potencias se condenen a sí mismas.
China sugirió que todos los Estados deberían compartir la responsabilidad
de decidir cuál Estado era un agresor85. Ecuador sugirió que una adición
lógica al Artículo 4 sería un dispositivo que vaya a crear un tribunal

85 U.N. Doc. A/C.6/SR 1442 (1973); U.N. Doc. A/C.6/SR 1475 (1973).
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penal internacional para decidir la cuestión86.  Pero, las grandes potencias
no estaban preparadas para ceder, y lo que finalmente prevaleció fue el
viejo argumento que las causas de la violencia internacional eran tan
complejas y las técnicas coercitivas tan diversas que ninguna lista estricta
podría enumerar adecuadamente las acciones que determinarían la
culpabilidad. El Artículo 4 proporcionó la necesitada flexibilidad y
confirmó que sólo el Consejo de Seguridad era aceptable como el órgano
con autoridad para tomar la decisión final.

El Artículo 5

El Artículo 5 combinaba diversas ideas no relacionadas que se
habían estado desarrollando durante muchos años de negociación. EEUU
y Gran Bretaña vieron la Cláusula 1 como una repetición sin sentido. La
frase tenía sus orígenes en la definición soviética de 1933 diseñada para
excluir el motivo como justificación para el uso de la fuerza armada,
pero, según se interpretó durante los debates, emergió como una
prohibición contra la interferencia en los asuntos internos del Estado. La
Cláusula 2 que trata con la naturaleza criminal de la agresión, generó un
gran acuerdo de contención. El delegado británico notó que el Tribunal
Militar Internacional, y la Declaración de “Relaciones Amistosas” habían
condenado la guerra agresiva, y no simplemente agresión, y que el Reino
Unido no estaba preparado para dar un paso más. Un problema que surgió
respecto a quién iba a decidir si existía o no una guerra. Incluso la Carta
de la ONU buscó evitar esta dificultad al no usar el término “guerra”. En
1952, la Asamblea General se había referido al “crimen de agresión” sin
referencia alguna a la “guerra”87. La CDI (Comisión de Derecho
Internacional) en su proyecto de Código de Crímenes, había condenado
“cualquier acto de agresión” y había recomendado que “los responsables
individuales serán castigados”.88 Los esfuerzos de unos pocos Estados

86 U.N. Doc. A/C.6/SR 1441 (1973).
87 2087 U.N. Doc. A (1952).
88 Report of the International Law Commission to the General Assembly, U.N. GAOR,

Supp. No. 9, U.N. Doc. A/1858 (1951).
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poderosos para restringir la dimensión e impacto del crimen fue visto por
muchos Estados no alineados como un intento para retroceder el tiempo.
Un compromiso sólo podría ser alcanzado vía una nota a pie de página en
el informe del Comité Especial explicando que la referencia a la
responsabilidad internacional (más que a la responsabilidad personal) no
significaba perjudicar el alcance del término. La tercera cláusula fue otra
manifestación del deseo por algunos Estados de negar las consecuencias
de la ocupación militar. Era una afirmación redundante de un antiguo
principio legal, el que frecuentemente ha sido violado regularmente. Nadie
esperaba realmente que la última frase llevara algún cambio fundamental
en la conducta de los Estados.

El Artículo 6

El Artículo 6 también parecía estar determinando lo obvio pero
había mucho más dentro que aquello. Refiriéndose a la inviolabilidad de
la Carta y a casos en donde el uso de la fuerza podría ser legal provoque
una serie de hostilidades. “Auto-defensa” había sido la excusa más usada
y abusada para justificar actos de agresión, y este artículo 6 expone pero
no responde a la pregunta “¿Qué es auto-defensa legítima?”. El fondo de
la dificultad estriba en tratar de prescribir qué tipo de respuesta sería
legalmente permisible y bajo qué circunstancias de provocación. Pequeños
Estados insistieron que el Artículo 51 de la Carta restringía auto-defensa
individual o colectiva a aquellos casos en donde había ocurrido un ataque
armado. Aún entonces, la respuesta tenía que ser proporcional y temporal
hasta que el Consejo de Seguridad pudiera intervenir. Los soviéticos
arguyeron que proporcionalidad sólo beneficiaría al agresor. Las potencias
occidentales insistieron que la autodefensa era un derecho inherente que
podría ser usado contra cualquier forma de agresión, incluyendo formas
indirectas que no eran el equivalente de un ataque armado. Después, de
años de debates infructuosos, no parecía posible un compromiso. El
Comité Especial por tanto alcanzó una conclusión pragmática. Ellos
simplemente adoptaron el lenguaje que ya había sido aceptado en la
Declaración de “Relaciones Amistosas” y esperaba que la experiencia
futura interpretara exactamente lo que significaba.
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El Artículo 7

El Artículo 7, que incorporaba ideas ya expresadas en los párrafos
preambulares seis y ocho y el Artículo 3 (g), ilustraban la confrontación
entre la noción que cualquier medio podría ser legítimamente usado para
obtener objetivos legales, y la idea contraria que la fuerza podría ser
usada sólo en defensa contra la fuerza, o bajo condiciones autorizadas
específicamente por la Carta de la ONU. Para algunos nuevos Estados, el
Artículo 7 aparecía como un desafío entre las antiguas potencias coloniales
que querían actuar según las viejas reglas, y aquellos alineados con la
liberación que buscaban nuevas percepciones para afrontar las necesidades
cambiantes de una nueva sociedad. Muchas nuevas naciones buscaban
un seguro para pelear por su derecho de autodeterminación y para aquellos
que vinieran en su ayuda para no ser acusados de agresión. La redacción
del compromiso, con su restricción a aquellos “despojados por la fuerza”
y la referencia a las otras Declaraciones, “dominación extranjera” y el
derecho a “buscar y recibir apoyo”, reflejaba la necesidad por la
ambigüedad si se alcanzaba un consenso. El acuerdo podría ser alcanzado
en la redacción. El consenso era posible sólo porque el texto era tan vago
que las partes opositoras podrían ser capaces de interpretar eso en su
propio beneficio según fuera su necesidad.

El Artículo 8

El Artículo 8 reforzaba más profundamente a aquellos que esperaban
sus significados en las muchas cláusulas ambiguas del consenso de definición.
Vinculaba todos los dispositivos, incluyendo el preámbulo, en un paquete
astutamente equilibrado en donde cada parte tendría el mismo peso como
cualquier otro. El profesor Julius Stone, que habían insistido en 1958 que la
agresión podría no ser definida, llamó a la Definición del Consenso de 1974
“una victoria pírrica”, una búsqueda de 50 años que culminaba en la
celebración de este reciente fracaso al saludarla como un éxito. Sin duda, la
definición había estado naciendo por largo tiempo, y seguramente no era un
bebé hermoso, pero después de todo el esfuerzo, los padres no estaban listos
para tirarlo y empezar todo de nuevo.
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3.11.5. Desarrollos desde la Adopción de la Resolución que define la Agresión
de 1974

La Resolución fue adoptada por consenso y no fue objeto de una
convención internacional. Desde entonces no se han efectuado esfuerzos
para desarrollar una convención sobre agresión.

El Consejo de Seguridad tampoco nunca ha confiado en la
Resolución de 1974 para determinar que una situación dada constituye
agresión. Sin embargo, en diversas materias que involucran las
prerrogativas del Consejo de Seguridad bajo el Capítulo VII de la Carta
de las Naciones Unidas, el Consejo implícitamente confiaba en algunos
de los contenidos de la Resolución de 1974. Pero, dicho reconocimiento
implícito no contribuye en sí mismo a transformar la Resolución en
Derecho Internacional consuetudinario.

La CDI (Comisión de Derecho Internacional), sin embargo, ha
buscado la definición de agresión en el contexto del Proyecto de Código de
Crímenes contra la Paz y Seguridad de la Humanidad, en el contexto de
varios informes, y en el Proyecto de Estatuto para el Establecimiento de una
Corte Penal Internacional Permanente. La influencia de la Resolución de
1974 es evidente en el trabajo de la CDI, pero las diversas etapas de las
posiciones de la CDI no han sido consistentes según se discute más adelante.

La definición de agresión como un crimen internacional difiere mucho
de la definición de agresión para los propósitos de determinación política por
el Consejo de Seguridad (aparte de los principios de legalidad en el Derecho
Penal Internacional) requiere que los crímenes sean específicamente definidos
y sus elementos claramente establecidos. La Resolución de 1974 podría servir
como base para una ulterior elaboración de una definición más específica
para los propósitos de la responsabilidad penal internacional individual.

El caso Nicaragua de 1986

La cuestión de la agresión fue revisada por la CIJ (Corte
Internacional de Justicia, también el Caso del Canal de Corfú) en el caso
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Actividades Militares y Paramilitares en y contra Nicaragua de 1986.
El gobierno de Nicaragua presentó una demanda contra EEUU ante la
CIJ alegando uso ilegal de la fuerza por los EEUU que violaba la soberanía
e integridad territorial de Nicaragua. Los EEUU replicaron que sus
acciones estaban bajo la auto-defensa colectiva provocada por actos
ilegales nicaragüenses de apoyo a los insurgentes salvadoreños. La CIJ
decidió a favor de Nicaragua.

La agresión fue uno de los temas centrales presentados en el juicio
cuando la Corte necesitaba determinar si las acciones de Nicaragua
equivalían a un “ataque armado”, legalizando la respuesta de EEUU, o si
EEUU era el agresor usando la fuerza sin justificación legal. La decisión
mayoritaria de la CIJ citó el Artículo 3 (g) de la Definición sobre Agresión
de 197489 como declaratoria del Derecho Internacional existente:

Artículo 3: Cualquiera de los actos siguientes, indiferente de la
declaración de guerra,  calificarán, sujetos a y de acuerdo con las medidas
del artículo 2, como un acto de agresión: […]

(g) “el envío por o en nombre de un Estado de bandas armadas,
grupos, irregulares o mercenarios, que efectúan actos de fuerza armada
contra otro Estado de tanta gravedad como para equivaler a los actos
listados antes, o su involucramiento sustancial en esto.90

Conforme a la interpretación de la Corte, la gravedad del
involucramiento de un Estado extranjero será un factor decisivo en la
determinación de si un acto califica como un ataque armado que permita
auto-defensa. El apoyo nicaragüense a los insurgentes en El Salvador, en
la forma de embarcación de armas y apoyo logístico, fue determinado
para equivaler como máximo a intervención extranjera. Calificaría como
un ataque armado sólo cuando “su escala o efectos habrían sido

89 Definition of Agression, G.A. Res. 3314 (XXIX), U.N. GAOR, 29th Sess.,
Supp. No. 31, at 142, U.N. Doc. A/9631 (1974).

90 Ibíd.
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clasificados como un ataque armado más que un simple incidente
fronterizo que haya sido efectuado por fuerzas armadas regulares”.91

En contraste, el Juez Schwebel, en su opinión disidente refiriéndose a
travaux preparatoires92 argumentaba que la mayoría malinterpretaba la
Definición de Agresión al señalar que algunos actos no podían responderse
con una acción de autodefensa. Las propuestas que habrían tenido tales efectos
restrictivos “no eran aceptados por el Comité Especial de las Naciones Unidas
sobre la Cuestión de la Definición de la Agresión y ellos no eran aceptados
por la Asamblea General […]”93. Según el Juez Schwebel, el envío de
Nicaragua de líderes y asesores militares a El Salvador indudablemente
calificaba como agresión bajo el dispositivo de “involucramiento sustancial”
del Artículo 3 (g) de la Definición de la Agresión de 1974. Similarmente, el
Juez Robert Jennings establecía que el embarque de armas (mientras no
pudiera constituir un ataque armado), cuando esté acompañado de apoyo
logístico ciertamente cumple con la prueba de la agresión.

Opiniones dentro de la comunidad jurídica internacional estaba
profundamente dividida sobre la base legal y sobre potenciales consecuencias
de la interpretación de la CIJ de la agresión y auto-defensa. Todos los
académicos, tanto aquellos que elogiaban como aquellos que criticaban la
decisión, aceptaban que la interpretación de la Corte del Artículo 3 era una
novedad, pero ellos diferían en la determinación de su justificación legal.
Richard Falk, un fuerte defensor de la decisión de la CIJ, sostiene que a la luz
de los principios internacionalmente aceptados del no uso de la fuerza e
igualdad de los Estados, la prohibición de la Corte de auto-defensa contra
ataques de menor gravedad limita la libertad de Estados poderosos para
explotar su poder geopolítico a cuenta de las reglas legales internacionales.94

91 Nicaragua vs. U.S., note 138.
92 Debemos recorder que los trabajos preparatorios constituyen medios

complementarios de interpretación conforme al Derecho de los Tratados. Vid.,
Convención de Viena de Derecho de los Tratados de 1969, art. 32.

93 Ibid., note 333.
94 FALK, Richard. “The World Court’s Achievement”, American Journal of

International Law (vol. 81, 1987), p. 106.
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Falk, es acompañado en su evaluación positiva por el Profesor Lobel,
quien, en contraste con el Juez Schwebel, plantea que la interpretación de la
Corte de la Definición de la Agresión de 1974 no descuida su carácter
compromisorio como muestran los travaux preparatoires. Según Lobel, la
Corte sólo rechazó la demanda de los Estados poderosos que era el conflicto
Este-Oeste el que determinaba la dirección de las negociaciones sobre la
Definición de la Agresión conducente a la necesidad para un entendimiento
amplio de auto-defensa. Más bien, la Corte sostiene que la fricción Norte-
Sur fue el factor decisivo debido a intervenciones de los Estados poderosos
en asuntos de los débiles.95

Otros académicos vieron la decisión en general y la redacción del
Artículo 3 de la Corte en particular mucho menos favorablemente. El Profesor
Dinstein sostiene que la escala de la Corte acerca de la gravedad de los actos
ilegales no tiene respaldo de la opinio iuris de los Estados y así es arbitrario96.
Similarmente, el Profesor Hargrove cree que la Corte leyó equivocadamente
la Definición de la Agresión de 1974 cuando señaló que no todos los actos
ilegales pueden ser repelidos con acción de auto-defensa. De acuerdo con
Hargrove, prohibir la defensa contra actos ilegales destruye los principios
más básicos del Derecho Internacional97. El Profesor Moore se une a esta
crítica cuando arguye que, aunque la agresión es frecuentemente “invisible
políticamente” en la forma de un ataque indirecto, este hecho no puede impedir
medidas apropiadas de auto-defensa.

La CIJ malinterpretó la Definición sobre la Agresión de 1974 vista
contra el fondo del Artículo 51 de la Carta de la ONU.98

95 LOBEL, Jules L. “Remarks in The Jurisprudence of the Court in the Nicaragua
Decision”, American Society of International Law Proceedings (vol. 81, 1987),
pp. 258, 264.

96 DINSTEIN, Yoram. “Remarks in The Jurisprudence of the Court in the Nicaragua
Decision”, American Society of International Law Proceedings (vol. 81, 1987),
pp. 258, 266.

97 LAWRENCE HARGROVE, John. “The Nicaragua Judgement and the Future of
the Law of Force and Self-Defense”, American Journal of International Law
(vol. 81, 1987), p. 135.

98 NORTON MOORE, Jhon. “The Secret War in Central America and the Future of
World Order”, American Journal of International Law (vol. 80, 1986), p. 43.
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Por otro lado, el Profesor Farer destaca el significado potencial de
la escala de gravedad adelantada por la sentencia de la Corte. El sostiene
que “cualquier cosa aparte de un gran y conspicuo umbral entre un ataque
armado justificando el ejercicio de auto-defensa y formas menores de
intervención […] invitaría a la internacionalización de conflictos
esencialmente civiles”.

Además, diversos autores están intrigados por la determinación de
la Corte de un espectro de defensas legítimas que corresponden a los
variados niveles de actos ilegales iniciales. Incluso los ataques que no
califican como “armados” pueden estar aún suprimidos por contra-
medidas “menos graves”. Sorprendentemente, la Corte no excluye la
posibilidad de emplear el uso de la fuerza en el proceso.

Hubo críticas adicionales respecto de la decisión de la Corte sobre
al asunto de la auto-defensa colectiva. De acuerdo con la opinión de la
mayoría, una tercera parte puede estar involucrada en la disputa:

(1) sólo después que el ataque se vuelve lo suficientemente intenso
como para constituir un “ataque armado”; y

(2) sólo después que la víctima directa del ataque solicita dicha
asistencia.

El Profesor Dinstein se opone a este punto de vista y arguye que la CIJ
ignoraba el hecho que la auto-defensa colectiva no está dirigida exclusivamente
hacia la víctima inmediata. El Estado interventor muy probablemente intentará
defender al Estado víctima contra la agresión existente y así no puede ser definido
como una “tercera parte” en sentido estricto.

Diversos autores también destacaron los problemas que la Corte
encuentra en sus esfuerzos para resolver asuntos que están “en disputa
legal” dentro de un conflicto político en desarrollo. Conforme el Profesor
Almond indica, mientras concuerda con el disidente Juez Schwebel, “la
separación de usos jurídicos de la fuerza en donde la fuerza está
continuamente cambiando según circunstancias entre las partes no tiene
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relevancia”99. Más aún, el esfuerzo de la Corte para determinar quien es el agresor
mientras el conflicto está en desarrollo puede conducir a fricciones potenciales
con el excluido Consejo de Seguridad respecto a la agresión bajo el Capítulo VII
de la Carta de la ONU.

Sin embargo, el Profesor Dinstein no ve dicho choque como perjudicial. Él
sostiene que, debido a los diferentes propósitos servidos por decisiones del Consejo
de Seguridad y de la CIJ (restauración de la paz y seguridad internacional por
medios pacíficos opuestos a la solución de conflictos bajo el Derecho Internacional),
estos dos órganos no tienen necesariamente que llegar a la misma conclusión.

Más aún, es muy improbable que una de las partes en un conflicto en
desarrollo sometiera el conflicto a la Corte para su solución. Si eso pasa, el Consejo
de Seguridad lo destacaría como un esfuerzo para solucionar el conflicto
pacíficamente y permitiría a la Corte proceder.

Finalmente, el Profesor Reisman nota que la tolerancia de la CIJ para la
violencia menos grave puede negar el objetivo primario de la Corte (ilegalizar el
uso de la fuerza en la escena internacional). Según se afirma, las víctimas de
ataques indirectos, si son legalmente incapaces de usar la auto-defensa,
probablemente emplearán las mismas técnicas encubiertas como los de sus
atacantes. Como resultado, “el conflicto de espacio restringido se expandirá sobre
un área geográfica más amplia según los protagonistas y antagonistas buscan
dañar al otro en guerras de conflicto de baja intensidad en todo el planeta”.

3.12. SIGNIFICADO: EN LA ACTUALIDAD

Ninguna de las casi 30 guerras internacionales que han tenido lugar
desde 1945 (hasta inicios del siglo XXI) ha culminado en una acusación
por crímenes contra la paz.100

99 ALMOND, Harry H Jr., “The Military Activities Case: New Perspective on the International
Court of Justice”, The International Lawyer (vol. 21, 1987), pp. 195-209.

100 A proposito de guerras de agression como la Guerra de los Seis Dias, la Guerra
Arabe-Israeli de 1956, la invasión de Corea del Sur en 1950 por Kim Il-sung,
invasión soviética de Afganistan, la invasión nor-vietnamita de Vietnam del
Sur en 1975, entre otros.
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Aparentemente los perpetradores de tales crímenes sólo pueden ser
llevados ante la justicia tras una rendición incondicional o una derrota total.

Esto no significa que el crimen contra la paz no sea un concepto
importante. Lo más importante es que una guerra (excepto en autodefensa
contra ataque armado o en resistencia a “violencia estructural” reconocido
como tal por las Naciones Unidas) sea declarada criminal  y sea vista como
criminal por pueblos y gobiernos. Esto puede hacer a los países menos
deseosos de ir a la guerra y puede suministrar argumentos convincentes para
los opositores de un gobierno agresor. El significado del crimen contra la paz
no debe buscarse en el posible efecto de freno que tiene la amenaza de castigo,
desde que un país va a la guerra porque espera ganar, y el vencedor nunca es
llevado ante un proceso. Tampoco su significado debe hallarse en la
satisfacción del sentido de la justicia por castigo real desde que es sólo muy
raro que las circunstancias hacen posible el castigo. El significado del crimen
contra la paz estriba en fortalecer la oposición a la guerra.

Un crimen estrechamente relacionado con los crímenes contra la paz
es aquel crimen de formular propaganda para la guerra. Art. 20 del Convenio
Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos de 1966 indica que la
propaganda para la guerra será prohibida por ley. Esta medida está incluida
como una excepción al derecho de libertad de expresión. Aquí nuevamente
no es tanto una cuestión de frenar ciertos actos por medios de castigos, o de
dar satisfacción a partes perjudicadas al castigar a criminales, sino de dar
expresión al rechazo creciente contra la violencia de la guerra de forma tal
que incremente tal rechazo.

4. SITUACIÓN JURÍDICA EN EL ESTATUTO DE LA CORTE
PENAL INTERNACIONAL

4.1. CAUSAS PARA LA NO DETERMINACIÓN DEL CRIMEN DE
AGRESIÓN EN EL ESTATUTO

Si bien la Conferencia de Roma de 1998 acordó que la agresión
debería ser parte de su jurisdicción material, demostró que era imposible
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llegar a un acuerdo tanto por la definición como por el mecanismo apropiado
para la determinación judicial de si se había cometido o no el crimen.

La definición de agresión y las condiciones de su procesamiento, así como
el anexo enumerando las armas y los métodos de guerra prohibidos, requieren una
enmienda formal, de acuerdo con los Artículos 121 y 123 del Estatuto.

Fueron principalmente los países no alineados quienes insistieron
que la agresión permaneciera dentro de la jurisdicción de la Corte, y
estos Estados buscaron un “compromiso sobre la adición de la agresión
como un crimen genérico en espera de la definición de sus elementos por
un comité preparatorio o una conferencia de revisión en una etapa
posterior”101. La Oficina de la Conferencia de Roma sugirió, el 10 de
julio de 1998, que si dispositivos y definiciones generalmente aceptables
no eran desarrollados en el acto, la agresión tendría que ser retirada del
Estatuto102.  Pero, literalmente, el día final de la conferencia se alcanzó
un compromiso por el que se dio jurisdicción a la Corte sobre agresión
una vez que esté definida y su tamaño esté diseñada de forma consistente
con los propósitos del Estatuto y los ideales de las Naciones Unidas.

Por supuesto, los procesos por “crímenes contra la paz”, un término
más antiguo utilizado para describir el concepto de agresión, fueron
llevados a cabo en Nüremberg y Tokio en 1945-1948.

Durante la Conferencia de Roma de 1998, ambas delegaciones
alemana y japonesa insistieron en que la agresión debía ser incluidas,
expresando consternación por el hecho que fuera un crimen internacional
en 1945 (indudablemente el crimen supremo internacional, según el
Tribunal de Nüremberg) y que todavía parecía ser un crimen de
importancia secundaria medio siglo más tarde.103

101 U.N. Press Release L/ROM/16, 13 July 1998.
102 U.N. Doc. A/CONF.183/C.1/L.59.
103 “Report of the Ad Hoc Committee on the Establishment of an International

Criminal Court”, U.N. A/50/22, par. 63-71; “Report of the Preparatory
Committee on the Establishment of an International Criminal Court”, U.N.
Doc. A/51/22, Vol. I, par. 65-73.
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En los primeros años del proyecto de la Corte Penal Internacional,
las dificultades en la subsiguiente definición de agresión condujeron a
una suspensión del trabajo de la Comisión de Derecho Internacional sobre
el Código de Crímenes de 1954.

Una definición fue finalmente adoptada por la Asamblea General
a inicios de la década de 1970104. Empero, la resolución de la Asamblea
General no fue diseñada como un instrumento de procesamiento penal,
aunque proporcionará una base útil para una definición.105

4.2. EL SENTIDO DEL ARTÍCULO 5 DEL ESTATUTO DE LA CPI:
EN RELACIÓN CON EL CONSEJO DE SEGURIDAD DE LAS
NACIONES UNIDAS (ART. 39, ONU)

La referencia, en el Artículo 5, pár. 2, del Estatuto de Roma, al
hecho que la definición “deberá ser consistente con los dispositivos
relevantes de la Carta de las Naciones Unidas” era una “frase
cuidadosamente construida” que fue “entendida como referencia a la
función que el Consejo de Seguridad pudiera o debería interpretar”.106

El asunto relevante es el hecho que el Artículo 39 de la Carta de
las Naciones Unidas declara que las situaciones que determinan una
agresión es una prerrogativa del Consejo de Seguridad.

Si el Consejo de Seguridad es el árbitro de las situaciones de
agresión, ¿esto significaría que la Corte sólo puede procesar la agresión

104 GA Res. 3314. Vid., J. Hogan-Doran y B.T. Van Ginkel, “Aggression as a Crime
under International Law and the Prosecution of Individuals by the Proposed
International Criminal Court”, Netherlands International Law Review (vol. 43,
1996), p. 321.

105 Lyle S. Sunga, “The Crimes within the Jurisdiction of the International Criminal
Court (Part II, Articles 5-10)”, European Journal of Crime, Criminal Law and
Criminal Justice, (vol. 6, no. 61, 1998), p. 65.

106 HEBEL, Herman von y Darryl ROBINSON, “Crimes Within the Jurisdiction of
the Court”, en: Roy Lee (ed.), The International Criminal Court, The Making
of the Rome Statute, Issues, Negotiations, Results (La Haya: Kluwer Law
International, 1999), pp. 79-126.
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una vez que el Consejo se haya pronunciado al respecto? Tal opinión
parece una intrusión increíble respecto de la independencia de la Corte,
y significaría, para comenzar, que ningún miembro permanente del
Consejo de Seguridad jamás sería sujeto a procesamiento por agresión.107

Función de la Corte

Más aún, ninguna Corte puede dejar la determinación del crimen
de agresión a lo que es esencialmente un órgano político como el Consejo
de Seguridad. Como notó el Juez Schwebel de la Corte Internacional de
Justicia, una determinación de agresión del Consejo de Seguridad no es
una evaluación legal sino que está basado en consideraciones políticas.
El Consejo de Seguridad no está actuando como una corte o un tribunal
internacional, ni dirime litigios de interpretación de normas jurídicas.108

En su primera sesión, en febrero de 1999, la Comisión Preparatoria
se encargó de lo que fue prudentemente descrito como “una consideración
preliminar de las modalidades de discusión” para una definición del
crimen de agresión109. Pero, en agosto de 1999, la presidencia de la
Comisión expresó pesar por el considerable tiempo que había sido perdido
en temas organizacionales relativos a la definición de la agresión, en
detrimento de discusiones sustantivas, y que habían “diferencias
persistentes” entre las delegaciones sobre el principio y calendario para
establecer el grupo de trabajo.110

107 YEE, Lionel. “International Criminal Court and the Security Council: Articles
13 (b) and 16”, en: Roy Lee, op.cit., pp. 143-152. Para una discusión de las dos
opiniones sobre la agresion, vid., Daniel D. NTANDA NSEREKO, “The International
Criminal Court: Jurisdictional and Related Issues”, Criminal Law Forum (vol.
10, no. 87, 1999), pp. 94-97.

108 Military and Paramilitary Activities In and Against Nicaragua (Nicaragua vs.
United States), Merits, ICJ Reports 14 (1986), p. 290.

109 “Proceedings of the Preparatory Commission at Its First Session (16-26 February
1999), Summary”, UN Doc. PCNICC/1999/L.3/Rev.1, par. 11.

110 UN Press Release L/2932, 9 de agosto de 1999.
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4.3. LA CUESTIÓN DE SU FUTURA DEFINICIÓN  EN EL ESTATUTO
Y APLICACIÓN. LAS PROPUESTAS DE ENMIENDAS AL
ESTATUTO A  PARTIR DEL 2009 (ARTS. 121 Y 123)

Como se ha indicado antes (vid. ut supra, parágrafo 4.1) la
definición de agresión requiere de una enmienda al Estatuto (según los
arts. 121 y 123 del Estatuto).

El art. 121 trata sobre las enmiendas al Estatuto y el art. 123 sobre
la revisión del Estatuto.

En relación con las enmiendas, cualquier Estado Parte podrá

proponer enmiendas a partir del séptimo año de su entrada en vigor (el
Estatuto entró en vigor el 1 de julio del 2002), esto es a partir de julio del
2009 (art. 121, pár. 1).

Los pasos a seguir, conforme al art. 121, en la aprobación de una
propuesta de enmienda son: (1) alcanzar al Secretario-General de la ONU
la propuesta de enmienda, (2) el Secretario-General notificará a los
Estados Partes, (3) tres meses después de tal notificación, la Asamblea
de los Estados Partes decidirá por mayoría si examinará la propuesta,
que podrá ser directamente o mediante una Conferencia de Revisión, (4)
la aprobación de una enmienda se hará por consenso o por aprobación de
dos tercios de los Estados partes en una Asamblea de las Partes o una
Conferencia de Revisión, (5) la enmienda entrará en vigor un año después
que siete octavos de las Partes hayan ratificado o se hayan adherido a la
enmienda y sólo para éstas entrará en vigor.

Respecto a la revisión del Estatuto, el Secretario-General de la
ONU convocará una Conferencia de Revisión de los Estados Partes,
convocatoria que se llevará a cabo 7 años después de la entrada en vigor
del Estatuto, esto es, a partir de julio del 2009 (art. 123, pár. 1). En
consecuencia, la Conferencia de Revisión del Estatuto se realizo en
Kampala (Uganda), del 31 de mayo al 11 de junio del 2011. En dicha
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conferencia se examinaron enmiendas al Estatuto111. Allí se definió el
crimen de agresión como “planificar, preparar, iniciar o ejecutar un acto
de usar la fuerza armada por un Estado contra la soberanía, integridad
territorial o independencia política de otro Estado”112, y agrega, “el acto
de agresión incluye entre otras cosas, invasión, ocupación militar, y
anexión por uso de la fuerza, bloqueo de los puertos o costas, si por su
carácter, gravedad, y escala, se considera sea una manifestación violenta
de la Carta de las Naciones Unidas”113. Asimismo, en la citada Conferencia
se adoptó por consenso que “La Corte podrá ejercer jurisdicción sobre el
crimen de agresión, sujeta a una decisión que será tomada después del 1
de enero del 2017 por una mayoría de dos tercios de los Estados partes y
sujeta a la ratificación de por lo menos 30 Estados partes de la enmienda
respecto a este crimen”.114

5. PROPUESTA ACADEMICA DE DEFINICIÓN PARA EL
ESTATUTO DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL

Teniendo como fundamento el análisis efectuado en este capítulo,
podríamos señalar que una propuesta académica de definición sobre
crimen contra la paz o crimen de agresión a insertarse en el Estatuto
podría ser el siguiente:

La Corte tendrá jurisdicción sobre el crimen de agresión. Para
propósito de este Estatuto, el crimen de agresión representa cualquiera
de los siguientes actos:

111 Las dos enmiendas aprobadas en la conferencia del 2010 fueron: la primera era
extender la jurisdicción de la CPI a algunos crímenes de guerra cometidos en
conflictos internos sobre los cuales ya poseía jurisdicción si se cometían en
conflictos internacionales; y la segunda define el crimen de agresión y las
condiciones para jurisdicción respectiva. Sobre la enmienda al articulo 8 del
Estatuto, vid., Resolution RC/Res. 5, adoptada por la Conferencia de Revision
del 10 de junio del 2012. Sobre la definición del crimen de agresión por la
Conferencia de Revision, vid., Resolution RC/Res.6, adoptada por la
Conferencia de Revision de la CPI del 11 de junio de 2012.

112 Resolution RC/Res. 6.
113 Ibíd.
114 Loc. Cit.
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1. Planificar, preparar, iniciar o librar guerras de agresión;

2. o una guerra que constituya una violación de tratados, acuerdos
o garantías internacionales, específicamente en quebrantamiento de
la Carta de las Naciones Unidas, art. 2, pár. 4;

3. o participar en planes comunes o en una conspiración para
lograr alguno de los objetivos anteriormente indicados;

4. o desencadenar guerras ilegales en contravención de lo
establecido por el Protocolo I de 1977, art. 1, pár. 4, adicional a las
Convenciones de Ginebra.

Esta definición genérica tiene como piedra angular, básicamente,
la definición dada por el art. 6, pár. a, del Estatuto del TMI de Nüremberg,
sobre el crimen contra la paz, ratificado por las Resoluciones 95 y 177
de la Asamblea General de las Naciones Unidas y adoptado por el informe
sobre “Los Principios de Nüremberg” de la Comisión de Derecho
Internacional (CDI) de las Naciones Unidas de 1950.

La definición de Nüremberg es la única enmarcada en un tratado
que, por primera y hasta el momento única vez, criminaliza la agresión.
Recordemos que dicho tratado, el Acuerdo de Londres, tuvo como partes
a las grandes potencias y los países aliados y que el Estatuto y la sentencia
fueron respaldados por las Naciones Unidas y la comunidad mundial
mediante dos resoluciones de 1946 y 1947.

Como se observa, los tres primeros párrafos se basan en la
definición de Nüremberg. En los párrafos 1 y 2 se considera como actos
de este crimen al inicio de guerras de agresión y a guerras que violen
tratados internacionales, especialmente la Carta de la ONU, art. 2, pár. 4
(que establece la prohibición del uso de la fuerza), el cual ilegaliza a la
guerra de agresión y mediante este Estatuto se criminalizaría la misma
(sean guerras declaradas o no)115. En el párrafo 3, se considera también
como crimen la conspiración para perpetrar la agresión.

115 En el sentido jurídico de la palabra, i.e. status jurídico conforme al Derecho de
Guerra.
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Empero, en la definición propuesta, agregamos la precisión que el
crimen de agresión resulta también y especialmente del quebrantamiento del
art. 2, pár. 4 de la Carta de la ONU (principio de prohibición del uso de la
fuerza). Como se puede destacar, añadimos a la responsabilidad del Estado
en caso de violación del citado dispositivo de la Carta de la ONU, la
responsabilidad penal internacional individual por participar en la comisión
de la violación del principio de prohibición del uso de la fuerza (con lo que se
criminalizaría dicha violación). Al respecto, debemos, recordar que uno de
los fundamentos principales para la acusación por crímenes contra la paz
durante el proceso ante el TMI fue por violación del Pacto Briand-Kellogg
que proscribía la guerra116, por tanto la cita del art. 2, pár. 4, de la Carta de la
ONU representa una ampliación de lo enunciado por el Pacto Briand-
Kellogg.117 La criminalización ya no se limita a la guerra de agresión sino a
todo tipo de uso de la fuerza.

Si bien existen otras definiciones planteadas a nivel de doctrina o
fuentes materiales como la de la Resolución 3314 de la Asamblea General de
la ONU de 1974, la definición que planteamos tiene la ventaja de provenir de
la jurisprudencia internacional más autorizada en Derecho Penal Internacional,
también la definición de Nüremberg al haber sido elaborada por las grandes
potencias representa también un consenso mínimo que alcanza tanto a las
grandes potencias como a los países del resto del mundo.

Asimismo, se debe recordar el hecho que el Estatuto del TMI forma
parte de un tratado internacional, el Acuerdo de Londres de agosto de
1945 (que incluye como anexo al Estatuto del TMI de Nüremberg)118,

116 Proceso que fue ratificado, al igual que el Estatuto y sentencia del TMI de
Nüremberg, por las Resoluciones 95 (I) de 1946 y 177 (II) de 1947 de la
Asamblea General de la ONU y el Informe de la CDI de la ONU de 1950
sobre los Principios de Nüremberg.

117 En el sentido que el Pacto Briand-Kellogg prohibía a la guerra y la Carta de la
ONU prohibe el uso de la fuerza (que incluye a la guerra). Al respecto, vid.,
supra parágrafo 5.

118 El Acuerdo de Londres de 1945 fue suscrito por las 4 grandes potencias aliadas
vencedoras de la guerra en Europa y posteriormente expresaron su adhesión al
tratado 18 Estados aliados (de los 51 Estados aliados que ganaron la guerra y
que fundaron a la ONU en junio de 1945).
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por tanto representa uno de los pocos tratados que dispone la definición
del crimen contra la paz o crimen de agresión.

Si se desea precisar y ampliar aún más la definición de este crimen
con otros conceptos o planteamientos como los vertidos por la Definición
de 1974, entonces seguramente los Estados partes podrán proseguir con
este paso, según el consenso que se alcance entonces.

El Protocolo I de 1977

Por otro lado, como puede leerse en el párrafo 4 de esta propuesta
de definición, incluimos el desencadenamiento de guerras ilegales en
oposición a lo dispuesto por el Protocolo I de 1977 (Adicional a las
Convenciones de Ginebra), art. 1, pár. 4, sobre la legitimidad de las
Guerras de Liberación Nacional, como una forma de crímenes contra la
paz o crimen de agresión.

De esta manera, la oposición o resistencia armada a una guerra
anti-colonial, a una lucha contra un régimen racista, y a una guerra contra
la ocupación extranjera, constituiría un crimen de agresión. Si bien, una
guerra anti-colonial y una guerra contra un régimen racista representan
conflictos de interés internacional, conforme a este Protocolo I, también
a su vez son, en su forma primaria, conflictos internos.

Ergo, estas dos clases de conflictos internos constituirían los
primeros conflictos internos en ser regulados en cuanto a considerarlos
como crímenes de agresión.

Perspectivas de lege ferenda: Violaciones a los Derechos Humanos y al
sistema democrático

En el futuro a largo plazo, y debido al predominio de los conflictos
internos en el sistema internacional de Post-Guerra Fría, el Derecho
Internacional podrá considerar como crimen contra la paz o crimen de
agresión el uso ilegal de la fuerza en conflictos internos (en violación del
Derecho Internacional) en general (aparte de los casos específicos del
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Protocolo I) y su consiguiente responsabilidad penal internacional
individual.

Entre las guerras internas que se podrían considerar como crimen
de agresión estarían: las guerras para violar gravemente los Derechos
Humanos y que tengan una política generalizada para perpetrar violaciones
masivas a los citados Derechos Humanos (como la dictadura de Kadafi
en Libia o Saddam Hussein en Irak), instaurar en consecuencia un régimen
autoritario anti-democrático (como el régimen fujimontesinista de los
1990), o su radicalización, o que perpetre genocidio (como el régimen de
Pol Pot en Camboya). Dado que la negación de los Derechos Humanos
crea el fundamento de un conflicto, será una orientación de lege ferenda,
considerarla como un crimen de agresión, y desde que la destrucción de
un sistema democrático (mediante golpes, autogolpes o de cualquier otra
forma) representa una violación grave de los derechos de toda la población,
entonces según sea su gravedad podría ser considerado de manera
yuxtapuesta como un crimen  contra la humanidad.

CONCLUSIONES

1. Si bien la primera vez que se formula el crimen contra la paz fue
en el Tratado de Versalles de 1919 para procesar al kaiser Guillermo II,
en realidad el crimen contra la paz se afianza con el proceso a los jerarcas
nazis ante el Tribunal Militar Internacional de Nüremberg en 1945.

2. El Estatuto del Tribunal de Nüremberg y su Sentencia constituyen
una jurisprudencia del más alto valor jurídico demostrado por el respaldo
mundial dado por las Resoluciones 95 y 177 de la Asamblea General de
la ONU. El Acuerdo de Londres de 1945 en donde están enmarcados
representa el primer tratado internacional que criminaliza la guerra de
agresión.

3. La ilegalización de la guerra es un proceso que data del Tratado
de Versalles y el Pacto Briand-Kellogg, y se afianza definitivamente con
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la Carta de las Naciones Unidas. La violación de estos tratados motiva la
responsabilidad internacional del Estado.

4. La criminalización de la guerra de agresión se establece por
primera vez con un tratado internacional, el Acuerdo de Londres de agosto
de 1945. La criminalización de la guerra de agresión motiva la
responsabilidad penal internacional del individuo.

5. El prerrequisito de dicha criminalización es la ilegalización de
la guerra y del uso de la fuerza.

6. Los 10 únicos procesos a individuos acusados de cometer
crímenes contra la paz se realizaron inmediatamente después de la
Segunda Guerra Mundial entre 1945 y 1948: dos procesos ante los
tribunales militares internacionales de Nüremberg y Tokio
respectivamente, 4 ante los tribunales militares americanos de Nüremberg,
uno en Helsinki, uno en Bucarest, uno en Poznan, y uno en Nankín.

7. No han habido más procesos por crímenes contra la paz desde
1948, a pesar de las casi 30 guerras internacionales y casi 120 guerras
internas que ocurrieron desde entonces.

8. El afianzamiento del crimen de agresión o crimen contra la paz
es correlativo a la prohibición del uso de la fuerza establecido en la Carta
de las Naciones Unidas, art. 2, pár. 4, de 1945. Sólo con la prohibición al
recurso a la fuerza armada se puede hablar de crimen de agresión para
aquellos que violen dicha prohibición.

9. Conforme al artículo 121 del Estatuto, se podrá reformar el
Estatuto de la CPI a partir de julio del 2009. En dicha reforma podrá
incluirse la definición del crimen de agresión.

10. El crimen de agresión se definiría conforme al Derecho
Internacional como la violación del principio de prohibición del uso de
la fuerza según el art. 2, pár. 4, de la Carta de la ONU. También, puede
definirse al crimen de agresión como el uso ilegal de la fuerza en las
relaciones internacionales.
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11. Existen otras propuestas para definir el crimen de agresión,
siendo la más relevante la Resolución para la Definición de la Agresión
de la Asamblea General de la ONU de 1974. Sin embargo, dicha resolución
es no obligatoria y por tanto no es regla de Derecho Internacional.

12. Dado que el acto ilícito surge por violación de una regla, el
crimen de agresión surgiría por violación del principio de prohibición
del uso de la fuerza de la Carta de la ONU y su responsabilidad penal
internacional individual está establecida en el Estatuto de la Corte Penal
Internacional.

13. El crimen de agresión también podría incluir los casos del uso
ilegal de la fuerza en los conflictos armados internos contemplados en el
Protocolo I de 1977 adicional a las Convenciones de Ginebra, i.e. las
luchas contra los regímenes racistas y las guerras anti-coloniales.

14. En el futuro, a largo plazo, el uso ilegal de la fuerza y el
consiguiente crimen de agresión podrían incluir otras clases de conflicto
armado interno en donde se involucre temas de violación de Derechos
Humanos y quebrantamiento de un sistema democrático.

RECOMENDACIONES

1. Se debería tomar al Estatuto del Tribunal Militar Internacional
de Nüremberg como hito histórico relevante y como punto de partida
jurídico para la definición del crimen de agresión en el Estatuto de la
Corte Penal Internacional.

2. Toda criminalización de la guerra de agresión deberá partir de
la violación de la Carta de las Naciones Unidas, art. 2, pár. 4., y del
Protocolo I, art. 1, pár. 4.

3. Un paso inicial para la criminalización de la guerra de agresión
podrá ser la creación de un comité de la ONU destinado a determinar los
casos en que se ha incurrido en guerras, y así crimen, de agresión o ilegales,
lo que incluiría ciertas guerras internas. Podría comenzar con las guerras
contemporáneas.
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4. Una de nuestras recomendaciones en relación con la definición
del crimen de agresión en el Estatuto de la Corte Penal Internacional
sería la de adoptar una definición simple y sencilla, que sea objeto de un
amplio consenso por parte de la mayor parte de los Estados del mundo,
incluyendo a las grandes potencias en el marco del Consejo de Seguridad.
Después, podrá adoptarse una definición más compleja.

5. Los dirigentes de los Estados deberían presentar un informe
anual respecto a su política internacional y dar seguridades que no
cometerán crimen de agresión. En su defecto, la ONU mediante un órgano
ex profeso deberá pedir dichas seguridades, lo que no deberá tomarse
como injerencia en asuntos internos o de la soberanía del Estado.

6. El Consejo de Seguridad de la ONU podrá tomar la iniciativa en
la formulación de una definición del crimen de agresión y que después
sería objeto de consenso ante la Asamblea General de las Naciones Unidas.

7. Un desafío para los tratadistas del Derecho Internacional será
efectuar ulteriores estudios para establecer los cimientos de un futuro
desarrollo de esta disciplina jurídica con el fin de incluir dentro de los
supuestos del crimen de agresión a violaciones del Protocolo I de 1977,
quebrantamientos graves de los Derechos Humanos, y destrucción de un
sistema democrático.

* * *
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La inmensidad del mar ha suscitado siempre en el hombre profunda
meditación. Conforme éste iba adentrándose en los insondables misterios
de los océanos y extendió sus dominios por regiones lejanas, aparecieron
costumbres y leyes que perfilaban los derechos de los buques y marineros
que surcaban las aguas y Estados que enfrentaban el mar.

Acorde con la doctrina jurídica y a la práctica internacional de los
siglos pasados impuesta por las grandes potencias, los Estados estaban
facultados a extender sus soberanías sobre las aguas adyacentes hasta
una distancia de 3 millas naúticas, pues era el alcance del cañón de la
época. Esta estrecha faja marítima se denominaba mar territorial donde
el Estado ribereño ejercía su soberanía y únicamente era aceptable el
paso inocente o inofensivo de los buques extranjeros mientras no
perturbaran la paz y seguridad del Estado Costero. Es decir, un antiguo
concepto guiado fundamentalmente por razones de seguridad nacional.

A partir de la milla 4 existía la alta mar donde imperaba la libertad
absoluta de uso y aprovechamiento de los recursos. Se partía de una
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premisa equivocada de que los  recursos naturales eran inagotables por
lo que no era necesario establecer medidas o restricciones de ninguna
especie. Asimismo, existía la libertad de navegación. Esta concepción
conocida como antiguo derecho del mar fue propiciada y defendida
vehementemente por las grandes potencias marítimas debido a que la
libertad de los mares convenía a sus intereses de carácter militar y
económico.

Los derechos y libertades mencionados se amparaban en dos
principios incompatibles de que los mares y sus recursos bien no eran
propiedad de nadie (res nullius) y podían ser aprovechados por el primer
ocupante, o bien eran propiedad común que habían de usarse en beneficio
de todos (res communis).

Como lo señala el gran jurista francés René Jean Dupuy, el mar en
el pasado obedecía la ley del movimiento o desplazamiento producido
por las grandes flotas mercantes.1

Después de la Conferencia de La Haya de 1930, quedó demostrado
que el mar territorial de 3 millas, impuesto por las grandes potencias
marítimas no era una fórmula general ni estaba aceptada por la comunidad
internacional pues los Estados no lograron un acuerdo sobre la extensión
del mar territorial.

I. LA DECLARACIÓN DE SANTIAGO Y SU CONTRIBUCIÓN
AL NUEVO DERECHO DEL MAR

Una vez concluida la II Guerra Mundial los países organizan su
vida internacional sobre la base de la Carta de las Naciones Unidades lo
que significaba un nuevo orden internacional que promovía la coexistencia
pacífica en beneficio del progreso y bienestar de las naciones. Sin
embargo, el vasto espacio oceánico no contaba con un ordenamiento

1 DUPUY, René Jean. The Law of the Sea: Current problem (Netherlands: b A.W.
Sijfoff. Leiden, 1974), p. 11.
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jurídico que atendiera los justos requerimientos de los Estados ribereños
de la región y de los países en vías de desarrollo que progresivamente se
incorporaban a las Naciones Unidas gracias al proceso de descolonización
que se empezaba a vivir. El desarrollo acelerado de las ciencias náuticas
y las técnicas pesqueras habían generado gran preocupación por el impacto
que ello significaba sobre los recursos del mar. Así, los primeros efectos
se habían producido en las prosperas pesquerías en los mares del norte
de Europa y en los Estados Unidos. A ello había que añadir la caza
desproporcionada de ballenas, particularmente las que se verificaban en
los mares del Ártico. En ese contexto es que se producen las dos
Proclamaciones del Presidente de los Estados Unidos Harry Truman en
1945, una de ellas relativa a jurisdicción y control de la plataforma
submarina (excluyendo el mar que la cubre) a fin de preservar los
minerales y el petróleo existentes y la otra vinculada con la protección de
ciertas pesquerías desarrolladas por los Estados Unidos. Las grandes flotas
de pesca de los países distantes no conformes con haber afectado
determinadas especies del hemisferio norte, ahora empezaban a ejercer
presión sobre las especies más valiosas de nuestra región.

Esta situación desencadenó una reacción de proclamaciones con
características particulares en gran número de países latinoamericanos,
entre las que se puede citar, las de México, Panamá, Argentina, Chile (23
de junio de 1947) y Perú, Decreto Supremo No 781 del 1 de Agosto del
mismo año, promulgado por el Presidente José Luis Bustamante y Rivero,
y que marca el inicio de la acción internacional del Perú en favor de un
nuevo derecho del mar. El mencionado Decreto fue refrendado por el
Canciller Enrique García Sayán, indesmayable promotor de los
fundamentos de orden jurídico, económico y social que motivaron la
reivindicación del Perú. Con este dispositivo se estableció una zona de
200 millas de control y protección con la finalidad de reservar, proteger
y utilizar los recursos y riquezas en el mar adyacente o debajo de este sin
perjuicio de los derechos de navegación de las demás naciones.

La circunstancia de que el Pacífico Sudeste se convirtiese en una
región de creciente atractivo para las potencias marítimas desarrolladas
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movió a Chile, Ecuador y Perú a realizar del 11 al 28 de agosto de 1952
en Santiago de Chile, la Primera Conferencia sobre Explotación y
Conservación de las Riquezas Marítimas del Pacífico Sur. De los
documentos internacionales aprobados en dicha Conferencia, los más
importantes  son la Declaración de Santiago y la Declaración sobre la
Organización de la Comisión Permanente del Pacífico Sur (CPPS).

En la Declaración de Santiago Chile, Ecuador y Perú “proclaman
como norma de su política internacional marítima, la soberanía y
jurisdicción exclusivas que a cada uno de ellos corresponde sobre el mar
que baña las costas de sus respectivos países, hasta una distancia mínima
de 200 millas marinas desde las referidas costas”. Así, los mencionados
países se alejan de la antigua concepción de un mar territorial de 3 millas
de ancho, sustentada con un criterio de neutralidad y defensa militar para
adoptar una zona marítima de 200 millas, a fin de preservar los recursos
vivos y no vivos de los países ribereños, teniendo como antecedente
importante los dispositivos unilaterales de Chile y Perú de 1947 ya
mencionados.

La referida Declaración establece que “la jurisdicción y soberanía
exclusivos sobre la zona marítima indicada, incluye también la soberanía
y jurisdicción exclusivas sobre el suelo y subsuelo que a ella corresponde”.
Asimismo, este instrumento no significó “desconocimiento de las
necesarias limitaciones y el ejercicio de la soberanía y jurisdicción
establecidas por el derecho internacional, en favor del paso inocente e
inofensivo, a través de la zona señalada, por las naves de todas las
naciones”. Finalmente, cabe destacar que los tres Gobiernos expresaron
“su propósito de suscribir Acuerdos o Convenios para la aplicación de
los principios indicados en esta declaración en las cuales se establecerán
normas generales destinadas a reclamar y proteger la caza y pesca dentro
de la zona marítima que les corresponde, y a regular y coordinar la
explotación y aprovechamiento de cualquier otro género de productos o
riquezas naturales existentes en dichas aguas y que sean de interés común”.

Cabe destacar la reflexión que sobre el particular realiza el
Embajador ecuatoriano Luis Valencia Rodríguez: “El 18 de agosto de
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1952, los representantes de Chile, Ecuador y Perú, al suscribir la
Declaración de Santiago, actuaron bajo impulso de tres factores esenciales:
la obligación de los tres Gobiernos de “asegurar a sus pueblos las
necesarias condiciones de subsistencia y procurarles los medios para su
desarrollo económico”, el deber de dichos Gobiernos de cuidar la
conservación y protección  de los recursos naturales y “reglamentar el
aprovechamiento de ellos a fin de obtener las mejores ventajas para sus
respectivos países”, y su obligación de “impedir que una explotación de
dichos bienes, fuera del alcance de su jurisdicción, ponga en peligro la
existencia, integridad y conservación de esas riquezas”.2

El anuncio de la eventual invasión frente a las costas de la flota
ballenera del armador greco-latino Aristóteles Onassis, motivó una reunión
extraordinaria de la recientemente creada CPPS, oportunidad en la cual
se tomaron acuerdos sobre el sistema de sanciones y otras materias, para
que sean formalmente suscritos en el curso de la “Segunda Conferencia
sobre Explotación y Conservación de las Riquezas Marítimas del Pacífico
Sur”, previsto del 1 al 4 de diciembre de 1954.

Dos semanas antes del inicio de esta Conferencia, se produce la
captura por parte de la Armada Peruana de cinco naves de la poderosa
flota ballenera de Onassis, al haber violado la reglamentación peruana.
Este importante incidente puso a prueba la cohesión de la CPPS,
recibiendo el Perú inmediata solidaridad de Chile y Ecuador. Con el pago
de la multa de 3 millones de dólares, impuesta en el fallo de la autoridad
portuaria de Paita a los capitanes de las naves capturadas y la
correspondiente liberación de éstas, quedó cerrado el caso Onassis.

Esta situación motivó más aún a que los países miembros de la
CPPS, en curso de la Segunda Conferencia, aprobaran varios instrumentos
internacionales, configurando así el Sistema del Pacífico Sur. El acuerdo

2 VALENCIA RODRÍGUEZ, Luis. “La Declaración de Santiago y la transformación
del Derecho Internacional” en Convenios, Acuerdos, Protocolos, Declaraciones,
Estatutos y Reglamentos de la CPPS. Ecuador: Secretaría General, 2003, p. 22.

La CPPS y el aporte de sus Estados miembros en el desarrollo

del Derecho del Mar



Revista Peruana de Derecho Internacional120

más importante de esta reunión, es el Acuerdo Complementario a la
Declaración de Zona Marítima que reiteró la defensa del principio de
soberanía sobre la zona marítima de 200 millas y estableció un pacto
para la defensa jurídica de esta posición.

Ya hemos señalado que los avances de la tecnología naviera y
pesquera se habían constituido en una seria amenaza a las pesquerías de
las naciones del Pacífico Sur. El Embajador Juan Miguel Bákula en su
magnifica obra El Dominio Marítimo del Perú señala que “Nadie podía
llamarse a engaño acerca de las perspectives inequívocas de estos peligros,
que no sólo se referían a la conservación de los recursos y a su prudente
administración, sino a la crisis que se iba a producir en las industrias
nacionales vinculadas a la pesca y a la caza marítima incapaces de
competir con nuevas técnicas pesqueras, barcos frigoríficos, verdaderas
estaciones flotantes para el beneficio del producto y todo un aparato de
potencialidad económica antes no conocido, y de agresividad política
implacable en sus procedimientos”.3

El mismo autor manifiesta que los tuna clippers habían obtenido
en 1953 una captura de 310,000.000 libras, de cuya fabulosa cantidad
para esos años, cerca de 284,000.000 correspondían a capturas en el
Pacífico Sur. En lo que se refiere al problema de la ballena, el Embajador
Bákula manifiesta que “agotadas las zonas de caza septentrionales, se
había desplazado el interés a las zonas meridionales con la consecuencia
de arrasar con los cetáceos y arruinar a los establecimientos industriales,
establecidos en las costas de Chile y del Perú, cuyos modestos medios
económicos no les permitían competir con las flotas extranjeras”.

De otro lado, debemos hacer una breve referencia  al Convenio
sobre Zona Especial Fronteriza Marítima suscrito por Perú, Chile y
Ecuador en ocasión de la Segunda Conferencia, que exonera de sanciones
a embarcaciones artesanales que, de manera accidental, ingresan a la zona

3 BÁKULA, Juan Miguel. Ob. Cit. El Dominio Marítimo del Perú. Lima: Fundación
M.J. Bustamante, 1975, pp. 91-93.
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marítima de uno u otro país. Se habían presentado situaciones en que,
debido a sus limitados conocimientos naúticos, los pescadores artesanales
habían ingresado inadvertidamente en la zona marítima del país vecino,
generando incidentes pesqueros que a todas luces resultaban
inconvenientes para la unidad que buscaban tener los países de la CPPS.
Es evidente que a la luz de su objetivo y de la voluntad de las partes este
instrumento no constituye un tratado de límites, siendo únicamente un
convenio de tolerancia pesquera.

II. PARTICIPACIÓN DE LOS PAÍSES DE LA CPPS EN LA I Y
II CONFERENCIA DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE
EL DERECHO DEL MAR

La circunstancia amerita una muy breve mención a la I y II
Conferencias de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar para
registrar el itinerario de este largo proceso de configuración del Nuevo
Derecho del Mar. En 1958 se llevó a cabo en Ginebra la I Conferencia.
Como se recordará, en esta reunión no hubo acuerdo general sobre la
extensión del mar territorial debido a que existieron diferentes posiciones
sobre su anchura (3, 6 y 12 millas).

Al concluir la Conferencia, el 27 de abril, las tres delegaciones de
los países miembros de la CPPS emitieron una Declaración Conjunta en
la cual manifestaron su resolución de “aprovechar cualquier oportunidad,
sea en negociaciones con otros países, sea en futuras conferencias
internacionales, a fin de que se establezca y se extienda un régimen del
mar más justiciero, que salvaguarde de modo efectivo el reconocido
derecho especial de los Estados ribereños para defender su economía y
la subsistencia de las poblaciones. La falta de un consenso internacional,
lo bastante comprensivo y justo, que reconozca y equilibre razonablemente
todos los derechos e intereses, así como los resultados aquí obtenidos,
dejan en plena vigencia el sistema regional del Pacífico Sur, que representa
la protección de situaciones vitales para los países de esta región mientras
no se encuentren soluciones justas y humanas”.
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La II Conferencia Internacional de Plenipotenciarios sobre el
Derecho del Mar, que había sido convocada por la Asamblea General de
las Naciones Unidas, mediante la Resolución Nro. 1307, se reunió en
Ginebra, entre el 17 de marzo y el 26 de abril de 1960 con el objeto de
examinar nuevamente las cuestiones de la anchura del mar territorial y
de los límites de las pesquerías. El Embajador Juan Miguel Bákula, en su
citada obra El Dominio Marítimo del Perú señala que “la dificultad de
llegar a una solución sobre ambos problemas –la anchura del mar territorial
y los límites de las pesquerías– requería una preparación técnica y
diplomática mucho más cuidadosa, para lo cual no había sido suficiente
el breve lapso transcurrido entre la I Conferencia y la II”. Bákula destaca
que “el punto sustantivo de la cuestión radicaba en la necesidad de
combinar, equitativamente, los aspectos relativos a la conservación y
control de los recursos, como nuevos imperativos de la vida internacional,
con los viejos conceptos del mar territorial”4. Al finalizar la II Conferencia
el Presidente de la Delegación del Perú, el ilustre internacionalista Alberto
Ulloa Sotomayor, emitió la siguiente declaración:

“Nos encontramos, señor Presidente, con el fracaso
sustancial de esta Conferencia, con su ambicioso programa.
Ninguna de las proposiciones relativas a la medida del mar
territorial y de la zona pesquera, ha alcanzado la necesaria
sanción  de dos tercios de votos: de manera que no existe al
respecto conclusiones formales.

Felizmente, en cambio como una compensación ideológica
y  moral, de aquel fracaso, numerosas delegaciones han
proclamado reiteradamente la preferencia del Estado costero
por sus pesquerías vecinas y el principio de la excepción a
que tienen derecho los casos especiales como el Perú. En
este sentido, se marca pues profundamente, en el Derecho
Internacional contemporáneo, la huella que se perpetuará
de un nuevo paso en la evolución del Derecho del Mar.

4 BÁKULA, Juan Miguel. Ob. Cit., p. 120-125.
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En la situación actual ante el fracaso de la conferencia, la
delegación del Perú declara en nombre de su Gobierno, que
el régimen de Derecho Público que el Perú tiene  establecido
en lo que refiere al ejercicio de su jurisdicción marítima
continúa vigente con sus importantes características de no
afectar la navegación marítima y aérea para los fines
legítimos y no establecer discriminación entre los pescadores
extranjeros que se sometan a nuestras medidas de
reglamentación y control”.5

Por su parte el Dr. Eduardo Ferrero Costa, Ex-Ministro de
Relaciones Exteriores (1997-1998) y Ex-Presidente del Centro Peruano
de Estudios Internacionales (CEPEI), al referirse a los resultados de la II
Conferencia señala lo siguiente:

“... se puede afirmar que ante la falta de acuerdo sobre la
extensión del mar territorial, los países como el Perú que
habían extendido su soberanía hasta mayores distancias,
quedaron reforzados en su posición. Aunque ésta era aún
minoritaria, tampoco había una mayoría suficiente de
Estados con una posición homogénea sobre el límite y
avances del dominio marítimo de los Estados.
Adicionalmente, las fórmulas propuestas en la Conferencia
de Ginebra aún estaban inspiradas en el Antiguo Derecho
del Mar”.6

Asimismo, considero pertinente acudir a una de las voces más
autorizadas de la región para evaluar la progresión de la tesis de las 200
millas y nos referimos al Dr. Enrique García Sayán ex-Secretario General
de la CPPS, quien al escribir un prólogo de un documento sobre la CPPS
manifestó lo siguiente: “La justificación jurídica, histórica, geográfica,

5 Ministerio de Relaciones Exteriores del Perú, Instrumentos Nacionales e
Internacionales sobre el Derecho del Mar. Lima, 1971, pp. 413-414.

6 FERRERO COSTA, Eduardo. El Nuevo Derecho del Mar. El Perú y las 200 Millas,
Lima: Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica, 1979, pp. 88-89.
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biológica y humana de sus reivindicaciones la han hecho los tres países
en certámenes interamericanos, como la 3ra. Reunión del Consejo
Interamericano de Jurisconsultos efectuada en la ciudad de México en
1956, en las dos conferencias sobre el Derecho del Mar convocadas por
las Naciones Unidas en Ginebra, en 1958 y 1960 y en reuniones en la
FAO. Cabe atribuir, en buena parte, al movimiento de ideas y a las
discusiones generadas por los actos antecedentes de los tres países, estas
confrontaciones internacionales. Y si bien de ellas no han resultado aún
el general asentimiento de la comunidad de naciones a los derechos
proclamados, es evidente que éstos –según se deja dicho al comienzo de
esta presentación– se están abriendo paso y cuentan cada día con más
adeptos. Por lo pronto el reconocimiento prestado en uso de los Convenios
adoptados en Ginebra en 1958, a los “derechos especiales” del Estado
ribereño en lo que atañe al aprovechamiento y conservación de los recursos
pesqueros frente a su litoral, fue un signo elocuente –por más que todavía
tasado– del terreno ganado por los nuevos conceptos”.7

III. DEFENSA JURÍDICA DE LA DECLARACIÓN DE
SANTIAGO

La Declaración de Santiago constituyó un reto al sistema imperante
del Derecho del Mar o Antiguo Derecho del Mar anteriormente descrito,
propiciando por parte de las grandes potencias presiones de carácter
económico y cuestionamientos jurídicos por considerar que la zona
marítima de 200 millas era equivalente al establecimiento de un mar
territorial de 200 millas. Nada más lejano que ello, porque en la voluntad
de los Gobiernos firmantes de la Declaración de Santiago estaba presente
no un criterio de seguridad militar que caracteriza al mar territorial sino
más bien un criterio de defensa económica y ecológica de los recursos.

7 GARCÍA SAYÁN, Enrique. Las 200 Millas y la posición peruana. Lima, 1985, p.
47.
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La Declaración de Santiago fue objeto de reservas de parte de los
Estados Unidos, Gran Bretaña, Noruega, Dinamarca, Suecia y Holanda,
en el entendido que no era posible reconocer pretensiones sobre zonas
que sobrepasaban las 3 millas del mar territorial.

Ante esta situación los Cancilleres de Chile, Ecuador y Perú,
reunidos en Lima, el 12 de abril de 1955, acordaron dar una respuesta
uniforme a las mencionadas reservas, destacando que:

“En la Declaración de Santiago sobre zona marítima el Perú,
Chile y Ecuador no sólo han resguardado el interés legítimo
que pudieran tener otros Estados por la navegación y el
comercio, sino que han contemplado el otorgamiento en
dicha zona de permisos de pesca”.

Concluye la nota con la siguiente información:

“No tiene pues la zona marítima establecida en la
Declaración de Santiago, los caracteres que parece atribuirle
el Gobierno (Estados Unidos-Gran Bretaña) sino por el
contrario, de modo definido y preciso, se inspira en la
conservación y prudente utilización de los recursos
naturales”.

Deseo destacar que esta respuesta concertada en la que se señalan
las características de la Declaración de Santiago, constituye la voz
autorizada para explicar los verdaderos alcances de la zona marítima de
200 millas.

Estimamos que la categórica respuesta concertada dada por Chile,
Ecuador y Perú a las potencias marítimas imperantes debe despejar
cualquier incógnita sobre los verdaderos alcances que tenía la Declaración
de Santiago. Son inexactos, pues, algunos comentarios aislados que
pretenden atribuir a la Declaración de Santiago la categoría del Mar
Territorial de 200 Millas. Si bien la Declaración de Santiago emplea el
concepto de paso inocente e inofensivo, esta referencia tuvo por única
finalidad preservar y proteger los recursos vivos y no vivos, y no la de
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poner obstáculos a la navegación. Todo ello está suficientemente
esclarecido en las citas precedentes.

A mayor abundamiento es oportuno referir a un curso sobre el
derecho del mar dictado en 1957 por el famoso internacionalista peruano,
Dr. Alberto Ulloa Sotomayor, firmante de la Declaración de Santiago. En
el mencionado curso expresa lo siguiente:

“Para evitar toda confirmación acerca de los conceptos
relativos a la plataforma  submarina, vinculándose a la
extensión de zona marítima y del mar territorial, la
Declaración de Santiago marcó profundamente el verdadero
fundamento constante de la posición de los países del
Pacífico Sur, que es la riqueza marítima, naturalmente
correspondiente de preferencia a sus problaciones costeras
por razones biológicas, económicas y sociales e
independientes de la existencia o de la medida de una
plataforma continental”.8

Asimismo, los países firmantes de la Declaración de Santiago
padecieron una serie de medidas represivas que se inician en 1954 en
que el Gobierno de los Estados Unidas de Norteamérica dicta medidas
de “compensación” en favor de los pesqueros estadounidenses,
reintegrándoles el importe de las multas con que resultaban penados por
su actividad ilícita de pesca y el valor que hubieran tenido que abonar
por el permiso de pesca y licencias correspondientes.

En 1969 se producen diversos incidentes pesqueros frente a las
costas del Ecuador y el Perú que ocasionaron una dura reacción
norteamericana cuya expresión más significativa lo constituyó la
denominada “enmienda Pelly” que proponía protección militar a los navíos
norteamericanos en peligro de captura. Esta difícil situación permitió

8 ULLOA SOTOMAYOR, Alberto. “El Régimen Jurídico del Mar”, Curso dictado en
la Academia Diplomática de Derecho Comparado e Internacional de la Habana.
Cuba, febrero de 1957.
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demostrar una vez más la solidaridad efectiva de los integrantes de la
CPPS a través del Comunicado Conjunto del 17 de junio de 1969, emitido
por los Cancilleres de la organización:

“Los gobernantes de Chile, Ecuador y Perú ven, con profunda
preocupación, la aplicación por el Gobierno de los Estados
Unidos de medidas coercitivas que pretenden obligar a los
países del Sistema del Pacífico Sur a que declinen la posición
jurídica adoptada por ellos en virtud de la “Declaración de
Santiago” de 1952 y evitar así el ejercicio de la jurisdicción
exclusiva de cada uno de dichos países sobre una zona
marítima de 200 millas adyacente a sus costas. Chile,
Ecuador y Perú, firmemente resueltos a mantener el ejercicio
del derecho exclusivo a la referida zona, en vista de la
importancia que representa para su desarrollo, han creído
conveniente transmitir al gobierno de los Estados Unidos su
justificada inquietud por la existencia de aquellas medidas”.

IV. AMÉRICA LATINA Y EL DERECHO DEL MAR

El desarrollo de las Conferencias de Ginebra de 1958 y 1960 estuvo
orientado, como se ha señalado anteriormente, por las pautas imperantes
en el Antiguo Derecho del Mar no habiéndose logrado acuerdos respecto
a la extensión del mar territorial ni sobre los derechos económicos y
sociales de los Estados costeros. Esta situación reforzó la posición de los
países miembros de la CPPS y motivó a varias naciones latinoamericanas
a extender unilateralmente su soberanía y jurisdicción sobre zonas
marítimas de 200 millas.

En este contexto, se puede mencionar los casos de Argentina (1966),
Panamá (1957), Uruguay (1969), Brasil (1970) y Nicaragua (1979) que
prefirieron formular proclamaciones de mares territoriales de 200 millas
aunque con diferentes matices y características. Estas demandas no son
uniformes. Uruguay, por ejemplo, admitía una “pluralidad de regímenes”
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en las 200 millas del mar territorial: solo en las primeras 12 millas
encontramos todas las características de mar territorial mientras que en
el resto de la zona existía una soberanía limitada donde se concedía libertad
de navegación y sobrevuelo. Por su parte el dispositivo brasileño reservaba
para el uso exclusivo de sus ciudadanos solo las primeras 100 millas del
mar territorial, otorgando permisos a barcos de pesca extranjeros en las
100 millas restantes. Cabe destacar que si bien es cierto que estas
proclamas poseen diferentes características en su alcance jurídico, todas
ellas tienen como elemento común, la necesidad de asegurar el favor del
Estado costero la preservación  y aprovechamiento de los recursos marinos
hasta la distancia de 200 millas en beneficio de sus pueblos. Sin embargo,
una vez que quedó plasmada la Convención de las Naciones Unidas sobre
el Derecho del Mar de 1982, varios de estos países cambiaron su política
sobre esta materia para ir al encuentro de los espacios marítimos
establecidos en la Convención del Mar, es decir un mar territorial de 12
millas, una zona contigua de 24 millas y una zona económica exclusiva
de 200 millas. Los países mencionados anteriormente ya han ratificado
la Convención del Mar.

Debemos recordar que en el largo recorrido para la configuración de
un nuevo orden jurídico de los océanos en la región se aprueban la Declaración
de Montevideo sobre el Derecho del Mar de 1970, la Declaración de Lima
del mismo año y la Declaración de Santo Domingo de 1972, en las cuales se
acogen los principios de soberanía y jurisdicción del Estado costero con
relación a los recursos vivos y no vivos adyacentes a sus costas.

La Declaración de Montevideo proclamó, entre otros, los siguientes
derechos fundamentales:

“El derecho de los Estados ribereños de disponer de los recursos
naturales del mar adyacente a sus costas y del suelo y subsuelo del mismo
mar, para promover el máximo desarrollo de sus economías y elevar los
niveles de vida de sus pueblos”, y “el derecho a establecer límites de
soberanía y jurisdicción marítimas, de conformidad con sus características
geográficas y con los factores que condicionan la existencia de los recursos
marítimos y la necesidad de su racional aprovechamiento”.



129Acto Académico de Incorporación

El Perú propuso la realización de una Conferencia con la presencia
de todos los Estados latinoamericanos. Así, en agosto de 1970 se llevó a
cabo una reunión en Lima, con la participación de 20 Estados
latinoamericanos, aprobándose al final de la misma la denominada
Declaración de Lima, que reiteró los principios adoptados en la
Declaración de Montevideo, introduciendo el concepto de “criterios
razonables” por el cual el Estado costero ejerce su derecho a establecer
los límites de su soberanía o jurisdicción marítima, atendiendo a las
características geográficas, geológicas y biológicas del mar adyacente.

Los países del Caribe también se pronunciaron sobre el Nuevo
Derecho del Mar. En junio de 1972 se llevó a cabo en Santo Domingo la
“Conferencia Especializada de los Países del Caribe sobre los Problemas
del Mar”. Concurrieron todos los países latinoamericanos del Caribe,
incluyendo México, Colombia y Venezuela, con excepción de Cuba. La
Declaración de Santo Domingo establece un mar territorial de 12 millas
donde el Estado costero ejerce la soberanía plena. Asimismo, se establece
un mar patrimonial, contiguo al mar territorial que no deberá exceder de
200 millas, donde el Estado ribereño ejerce derecho de soberanía sobre
los recursos naturales tanto renovables como no renovables.

El Dr. Eduardo Ferrero en su obra El Perú y las 200 Millas

manifiesta que:

“El mar patrimonial fue un avance importante en el sentido
que se reconoció la jurisdicción del Estado costero hasta
200 millas. Sin embargo, la soberanía en el mar patrimonial
no es completa, ya que los derechos soberanos no son sobre
el mar, suelo y subsuelo”.

Más adelante señala:

“Después de la Conferencia de Santo Domingo, todos los
Estados latinoamericanos, aceptaron las 200 millas. Las
discrepancias futuras serían solamente en relación a los
alcances del derecho soberano del Estado sobre dicha zona,
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aún cuando todos estarían de acuerdo en lo fundamental, es
decir, en la explotación de los recursos hasta las 200 millas”.9

En las mencionadas declaraciones se reafirmaron los principios
contenidos en la Declaración de Santiago de 1952, concluyéndose que
los derechos reivindicados por los Estados Costeros sobre las zonas
consideradas anteriormente como alta mar, no deberían perjudicar la
libertad de navegación y sobrevuelo de las naves y aeronaves de cualquier
pabellón de conformidad con el Derecho Internacional.

Por su parte, el Comité Jurídico Interamericano volvió a ocuparse
del asunto del Derecho del Mar a inicios de 1973, ratificando su resolución
de 1965, al aprobar un nuevo dictamen, que, entre otros aspectos,
reconocía la soberanía o jurisdicción del Estado ribereño en el mar
adyacente, su lecho y subsuelo, así como en el espacio aéreo, hasta el
límite de las 200 millas, y distinguía dentro de ese límite una zona de 12
millas, con derecho a paso inocente, y otra hasta 200 millas, con derecho
de libre navegación y sobrevuelo y con facultades reglamentarias del
Estado ribereño en materia de exploración y explotación de recursos,
contaminación investigación científica, seguridades para la navegación
y el transporte marítimo, y tendido de cables y conductos submarinos.10

Asimismo, según el Embajador Alfonso Arias-Schreiber “la noción
del mar patrimonial y el Acuerdo del Comité Jurídico Interamericano,
que reformularon con nuevos aportes el concepto de zona marítima de
soberanía y jurisdicción establecida por la Declaración de Santiago de
1952, constituyeron los antecedentes configurativos de lo que sería
aprobado más tarde como la zona económica exclusiva, aunque no había
hasta ese entonces consenso sobre la naturaleza y los alcances de la nueva
institución”.11

9 FERRERO COSTA, Eduardo. Ob. Cit., pp. 116-117.
10 ARIAS-SCHREIBER PEZET, Alfonso. “La Tercera Conferencia del Derecho del Mar

y la participación del Perú”, en Derecho del Mar: Análisis de la Convención de
1982. Lima: Fondo Editorial de la Pontíficia Universidad Católica del Perú,
2001, p. 59.

11 ARIAS-SCHREIBER PEZET, Alfonso. Ob. Cit., pp. 59-60.
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De otro lado, el Parlamento Latinoamericano, en su Primera
Asamblea Ordinaria (Lima, 1965), recomendó a los Estados
latinoamericanos que adecuaran su legislación a los “Principios de
México” y concertaran con sus Estados ribereños vecinos, acuerdos
apropiados para procurar la extensión del sistema constituido por la
Conferencia para la Conservación y Explotación de las Riquezas
Marítimas vigente para el Pacífico Sur. En su reunión de Lima (1967) el
Parlamento Latinoamericano recomendó que los países de la región
coordinasen una política de defensa de los recursos marítimos adyacentes
con base de las 200 millas declarándola como zona de aprovechamiento
exclusivo y adoptando las medidas necesarias para hacerla efectiva.12

Resulta muy ilustrativo citar una reflexión de don Enrique García
Sayán –ex Canciller del Perú y ex Secretario General de la CPPS– luego
de dos décadas de difusión internacional de la Declaración de Santiago.
Al hacer mención el Dr. García Sayán a ciertas pretensiones de las grandes
potencias de menoscabar a través de diversas iniciativas los regímenes
de 200 millas de jurisdicción marítima, recomienda que imponen éstas y
otras acciones, permanecer en estado de vigilancia y llevar al conocimiento
de todos, en especial de los países en desarrollo de nuestro hemisferio y
de los otros continentes, un más cabal conocimiento de las razones que
nos asisten de los fundamentos de nuestra posición, y que el sistema
constituido por Chile, Ecuador y Perú, –al que aportan hoy esfuerzo actos
propios de otros países latinoamericanos– no es infractorio del derecho
internacional, en el que es menester aceptar, la progresión de nuevos
conceptos. Entre tanto, éstos vienen siendo gradualmente asimilados y
mientras logran el general asentamiento de la comunidad de naciones,
hallándose incorporado a repertorios jurídicos y a los debates doctrinarios,
pudiendo considerarse a nuestro sistema, pese las impugnaciones de que
es aún objeto, como una realidad bien sentada y siempre perfectiblemente,
que sigue inspirando decisiones de otros Estados ribereños hacia la

12 ARIAS-SCHREIBER PEZET, Alfonso. Ob. Cit., pp. 60-61.
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extensión de derechos relativos a la conservación y aprovechamiento de
sus riquezas vivas y otras de sus mares adyacentes”.13

El Embajador Alfonso Arias-Schreiber en el artículo testimonial
“La Tercera Conferencia sobre el Derecho del Mar y la Participación del
Perú” antes citado, bajo el subtítulo Segunda Etapa: Proyección
Internacional de la tesis, efectuó un extraordinario recuento de la manera
en que la Declaración de Santiago fue proyectándose y ganando espacio
primero en America Latina, para ingresar con fuerza en África y Asia y
en el denominado Grupo de los Países No Alineados. Este esfuerzo
converge en el “Seminario Regional de Yaundé” (Capital de Camerún), a
mediados de 1972, donde se adoptó la noción de zona económica, como
espacio adyacente al mar territorial, sin indicar todavía un límite máximo,
para el que se reconocía al Estado Costero derechos soberanos sobre los
recursos naturales. Un año después, el Consejo de Ministros de la
Organización de la Unidad Africana (OUA), reunido en Addis Abeba
(Etiopía), en mayo de 1973, formalizó la adopción  de esa zona, ya con el
límite de 200 millas propuesto por los países de America Latina.

A manera de colofón el Embajador Arias-Schreiber menciona que:

“Todo lo expuesto en este largo capítulo permite apreciar
hasta qué punto fue intensa y difícil, pero también eficaz, la
campaña que realizaron los tres socios del Pacífico Sur,
primero en la elaboración, defensa, y proyección
internacional de la tesis de las 200 millas, y luego para
procurar el respaldo  de otros  países en desarrollo, no sólo
con relación a esa tesis, sino también con respecto al conjunto
de los problemas concernientes al espacio oceánico, entre
los cuales se encontraba el de la exploración y explotación
de los fondos marinos más allá de los límites de la
jurisdicción nacional. Dicha labor, en el caso del Perú, fue
cumplida gracias a la visión de los gobernantes que se

13 GARCÍA SAYÁN, Enrique. Ob. Cit., pp. 50-51.
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sucedieron desde 1947, con el concurso principalmente de
juristas, diplomáticos y oficiales de Marina. A la luz de la
experiencia adquirida en las dos primeras Conferencias de
las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, en las que, a
pesar del muy alto nivel de quienes integraron la delegación
peruana, no fue posible convencer a los representantes de
otros Estados (que naturalmente actuaban en cumplimiento
de las instrucciones de sus gobiernos), en la década de los
70 se advirtió la necesidad de acudir a las instancias donde
se generan las instrucciones, o sea a las capitales de los países
cuyas similitudes geográficas y socioeconómicas daban
margen para interesarlos en hacer causa común”.14

V. CONSIDERACIONES FINALES

1.- La Declaración de Santiago de 1952 marca el inicio de un largo
proceso de tres décadas de reformulación del Derecho del Mar. Mientras
que el Antiguo Derecho del Mar había sido elaborado por las grandes
potencias europeas con fines esencialmente estratégicos y de seguridad
nacional, el Nuevo Derecho del Mar que emerge con la tesis de las 200
millas tiene como fundamento la preservación del derecho exclusivo del
Estado Costero de aprovechar los recursos vivos y no vivos, sin detrimento
de la libertad de comunicación internacional. Asimismo, se contempla la
participación de terceros Estados pero bajo la condición de respetar la
legislación nacional del Estado costero.

2.- La Declaración de Santiago plantea igualmente un principio
novedoso de la preservación del medio marino, que va a formar parte
indesligable del Nuevo Derecho del Mar. Cabe recordar que el Antiguo
Derecho del Mar establecía que luego de las 3 millas clásicas del mar
territorial, seguía el alta mar regido por la libertad de navegación y de
explotación de los recursos. En la nueva formulación del Derecho del

14 ARIAS-SCHREIBER PEZET, Alfonso. Ob. Cit., p. 70.
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Mar que emerge a raíz de la Declaración de Santiago la investigación
científica y la cooperación internacional devienen en  insoslayables para
asegurar la preservación de la salud de los océanos y el uso sostenible de
los recursos vivos marinos.

3.- Las grandes potencias marítimas de Europa y los Estados Unidos
reaccionaron  oponiéndose al planteamiento de 200 Millas, entendiendo
que estaba referido a 200 millas de mar territorial. Por su parte, los países
de la CPPS establecieron una interpretación uniforme declarando a través
de los Cancilleres que esta Declaración de 200 millas no constituía mar
territorial y que se respetaba la libertad de navegación internacional.

4.- Los países firmantes de la Declaración de Santiago consideraron
que era indispensable crear una entidad que se hiciera cargo de dotar al
Pacífico Sudeste de una plataforma común para la defensa de sus intereses
marítimos. Así se constituye la Comisión Permanente del Pacífico Sur
(CPPS) encargada de llevar a cabo estudios y aprobar resoluciones
indispensables para la conservación y mayor aprovechamiento de los
recursos marinos, teniendo presente los intereses marítimos de los 3 socios
fundadores. Asimismo, en 1954, suscribieron el Convenio
Complementario a la Declaración de Santiago, el Convenio sobre el
Sistema de Sanciones, el Convenio sobre Zona Especial Fronteriza
Marítima -instrumento de tolerancia pesquera para el caso de las
embarcaciones artesanales que, de manera accidental, ingresan a la zona
marítima de uno u otro país-, el Convenio sobre la Reunión Ordinaria
Anual de la CPPS y el Convenio sobre Medidas de Vigilancia y Control
de las Zonas Marítimas, con la finalidad de proceder de común acuerdo
en la defensa jurídica del principio de soberanía sobre dichas zonas,
establecer el tipo de sanciones aplicable a los infractores de los
reglamentos  de pesca y caza, y coordinar los procedimientos de vigilancia
y control de las zonas, respectivamente.

5.- Luego de una etapa de defensa y consolidación de los principios
establecidos en la Declaración de Santiago, se produce una importante
etapa que podriamos darle el título de Proyección Internacional de la
Tesis de 200 millas que consistió en difundir los principios rectores de la
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Declaración de Santiago, primero a nivel regional de América Latina,
para luego salir al encuentro de los países de Africa y Asia y movimientos
políticos como los No-Alineados que posee gran capacidad de
convocatoria internacional. Ello significó no sólo aprovechar de todo
foro internacional existente para difundir la necesidad de establecer un
nuevo ordenamiento internacional de los océanos, sino también acudir a
los centros de toma de decisiones para efectuar los planteamientos del
caso para asegurar el éxito de la tesis de las 200 millas.

6.- Estos principios quedaron finalmente plasmados bajo la
institución de la zona económica exclusiva de 200 millas que establece
la Nueva Convención del Mar. Por ello al haber cumplido recientemente
59 años de la Declaración de Santiago y de la creación de la CPPS deseo
rendir mi homenaje a los firmantes de la célebre Declaración Santiago:
Julio Ruiz Bourgeos de Chile, Jorge Fernández del Ecuador y Alberto
Ulloa del Perú. Así como a todas las personalidades de los países miembros
que prestaron su valiosa colaboración para que la tesis de las 200 millas
sea una realidad en el marco de una Nueva Convención del Mar. En lo
que se refiere al Perú deseo hacer especial mención a los doctores José
Luis Bustamante y Rivero y al Dr. Enrique García Sayán, firmantes del
D.S. 781 que establece la Zona de Soberanía  y Jurisdicción de 200 millas
en el litoral peruano. Asimismo, en lo relativo a la proyección de la tesis
en el ámbito internacional deseo citar al doctor Enrique García Sayán, al
Embajador Juan Miguel Bákula y al Embajador Alfonso Arias Schreiber.
Detrás de cada uno de estos eminentes juristas y diplomáticos se constituyó
un equipo profesional multidisciplinario que abordó con sólidos
argumentos jurídicos, científicos y tecnológicos los complejos asuntos
que plantearan las 3 conferencias de las Naciones Unidas sobre el Derecho
del Mar que fueron convocadas desde 1958. Justamente dichos equipos
multidisciplinarios que se constituyeron en cada uno de los países
miembros de la CPPS permitieron enriquecer el debate que se suscitó
especialmente en el marco de la III Conferencia de las Naciones Unidas
sobre el Derecho del Mar para arribar a acuerdos por consenso sobre una
gran variedad de temas de la compleja problemática de los océanos.

* * *

La CPPS y el aporte de sus Estados miembros en el desarrollo

del Derecho del Mar
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UNA APROXIMACIÓN AL PROBLEMA DE

LAS DROGAS ILÍCITAS

Hugo Contreras Morales*

INTRODUCCIÓN

El tratamiento internacional dispensado al problema de las
sustancias sicoactivas ilegales ha estado inscrito en la ejecución de
medidas y la aprobación de instrumentos de carácter eminentemente
jurídico-represivos, enfoques que no contemplan el real significado de la
demanda en la existencia de este problema, ni cómo las particularidades
socioeconómicas de los países donde se concentra la producción –y su
inserción en el concierto internacional– son altamente tributarias del
fenómeno de la oferta mundial. Los primeros años del nuevo siglo no
permiten vislumbrar un tratamiento distinto al fenómeno de las drogas
ilegales en el mundo, el que seguramente seguirá discurriendo en los
mismos términos planteados por los países del primer mundo.

A los efectos de poder ensayar fórmulas alternativas a los enfoques
impuestos desde el centro desarrollado, que contribuyan realmente a la
solución del problema en los espacios nacionales involucrados y, además,
en el resto del mundo, deben considerarse debidamente las
particularidades económicas y políticas que caracterizan a la actual
coyuntura y el posicionamiento de los países en este nuevo contexto:

* Consejero en el Servicio Diplomático de la República.
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1. Desde la última década del siglo XX, hasta nuestros días, el
mundo vive momentos de gran trascendencia: i) la emergencia de “nuevas
amenazas” a la paz y la seguridad internacionales; ii) el derrumbe del
comunismo expresado en los procesos soviético y de las democracias
populares de Europa oriental; iii) y el surgimiento, en términos de seguridad
internacional, de una “unipolaridad” basada en tres grandes bloques de poder,
en accionar coordinado. Con el nuevo escenario unipolar se garantizan
espacios para la reproducción del capital mediante y la obtención de todos
aquellos bienes necesarios para el desarrollo de las naciones centrales (lo
que se traduce en la búsqueda de maximización de la tasa de ganancia, la
captura de mercados y la subordinación de otros actores internacionales,
más vastos pero también más débiles, a los cuales habrán de explotar, pero
de una manera más avanzada).

2. Hay quienes afirman que el fenómeno del tráfico ilícito de drogas
en Latinoamérica parecería ser hijo de las crisis capitalistas verificadas en la
región. Las sucesivas políticas de ajuste impuestas por el centro, en su afán
de garantizar el pago de las acreencias de la gran banca internacional, llevaron
a niveles de extrema pobreza a los países andinos. Así, la capacidad de gasto
público –que es el que solventa las obras de infraestructura y los servicios
básicos– se vio constreñida dramáticamente.

Vastos actores económicos no pudieron ser incorporados al proceso
productivo, o lo han venido siendo en términos de subordinación frente a
inversiones más grandes propiciadas por el gran capital. Los desequilibrios
en la balanza de pagos demandaban elementos que contrarresten sus efectos.
De otro lado, la falta de rentabilidad de ciertos bienes agrícolas –en el caso
concreto de los productores primarios– se ve aliviada con la demanda de
hoja de coca por parte de un gran mercado ávido de cocaína, ubicado
principalmente en el norte desarrollado.

3. Pero, el problema de las drogas ilícitas también responde a factores
internos. La falta de incorporación de ciudadanos a los procesos políticos y
sociales; en el plano económico, la no incorporación de éstos al mercado
–por primar el oligopolio, los conglomerados económicos, el mercantilismo
y el rentismo–.  Los sesgos urbanos de las políticas estatales, en detrimento

Una aproximación al problema de las drogas ilícitas
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del campo, y las campañas en aras de la expansión de la frontera agrícola (sin
mercados para la producción obtenida), pauperizaron el agro y empujaron a
los campesinos a una zona no apta en la mayoría de los casos para las labores
campesinas de agricultura intensiva, respectivamente. Así, sin alternativas
legales, con precios deprimidos, sin posibilidades naturales (por las
condiciones de la región), el campesino asentado ahí, se vio “arrojado” a la
“alternativa” del cultivo de la hoja de coca. La actividad del tráfico ilícito de
drogas, debido a la ausencia del Estado, encuentra, entonces, condiciones
aparentes.

4. Los países desarrollados lideran una corriente mundial –sustentada
en instrumentos internacionales vinculantes y no vinculantes– orientada a
otorgar al problema de las drogas ilícitas soluciones mayoritariamente desde
el lado de la oferta (erradicación de cultivos, y la represión de la producción,
del tráfico ilícito y de los delitos conexos), trasladando la mayor carga del
problema al lado de las naciones productoras de insumos, y de las drogas
propiamente. Esta percepción, “la del lado de la oferta”, no advierte que el
problema de la drogadicción se origina principalmente en el consumo, y que
es también allí donde deben desarrollarse vigorosas acciones para dar repuesta
a esta situación.

En el plano interno, las soluciones, más allá de las alternativas “de
seguridad”, deberán incidir en las aristas económico-sociales sobre por
qué se cultiva coca, por qué se la transforma en clorhidrato y pasta básica
y por qué un sector de la población sometida a esta economía ilegal
continúa con estas prácticas. Para que las poblaciones puedan trascender
esa inserción, la presencia del Estado –mediante coberturas de servicio
que le son inherentes, más allá de los aspectos de la seguridad– es
considerada indispensable. Ello permitiría trascender esta inserción de
algunos espacios de nuestra economía y nuestras sociedades al mundo
globalizado, para propiciar una presencia más retributiva y segura.

El presente ensayo pretende ser un documento de reflexión acerca
de las características del problema de las drogas ilícitas, sobre su
naturaleza, las tendencias existentes para su tratamiento, las limitaciones
de estos enfoques y la forma como en el Perú este complejo problema se
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manifestó y debe aún su existencia. Estas ideas serán las bases de un
próximo ensayo orientado a sugerir alternativas de solución a esta
compleja problemática.

I. EL PROBLEMA MUNDIAL DE  LAS DROGAS1

En las siguientes líneas se postulará que el problema internacional de
las drogas ilícitas, tal como lo conocemos hasta nuestros días, es interpretado
como una consecuencia de la “incorporación al mundo” de sustancias
sicoactivas obtenidas de plantas ajenas al acervo cultural occidental, cuyo
empleo es distorsionado, siendo transformadas ellas en mercancías. Bajo ese
enfoque no se contempla a las otras sustancias sicoactivas propias del acervo
cultural occidental (como por ejemplo el tabaco y sus derivados, y a las
bebidas alcohólicas y energizantes, todas ellas de comprobados efectos
nocivos a la salud). La peligrosidad de las drogas ilegalizadas, y otras
consideraciones de naturaleza ideológica, contribuyen a la concepción de
tratamientos internacionales principalmente de carácter represivo.

1 Se cree conveniente recoger una de las definiciones de la Real Academia Española
de la Lengua (Diccionario de la Lengua Española, Real Academia Española,
Vigésima Primera Edición, Madrid, 1992) acerca de la palabra “droga”. Ella
señala: “sustancia o preparado medicamentoso de efecto estimulante,
deprimente, narcótico o alucinógeno”. El Diccionario de Pedagogía y Psicología
(Madrid, Cultural S.A., 1999) señala: “En términos estrictos, se reserva el
nombre para designar a aquellas sustancias que tienen una acción tóxica y que
producen hábito (tal es, dependencia síquica física, o de ambos tipos, y que
provoca efectos “sicotóxicos”, es decir, son sustancias químicas que se ingieren
por motivos medicinales o sociales, a fin de provocar cambios en la percepción
o la conducta. Antiguamente los términos ‘droga’ y ‘fármaco’ eran empleados
sinónimamente. La Organización Mundial de la Salud (OMS) caracteriza a los
mencionados como toda sustancia que, introducida en el organismo, puede
modificar una o más funciones de éste. La OMS establece nueve grupos de
drogas capaces de producir dependencia síquica o física, o de ambos, y con una
actividad sicotóxica marcada: drogas del tipo del alcohol (todas las bebidas
que contienen alcohol etílico, que tienen un efecto depresor sobre el sistema
nervioso, aunque inicialmente, en pequeñas dosis, es levemente estimulante)
de la anfetamina (sintéticas, estimulantes del sistema nervioso central
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1.1. Caracterización del Problema de las Drogas

El especialista peruano Víctor Prado Saldarriaga2 señala que:

“El denominado ‘problema de la droga’ es uno de los conflictos
sociales más complejos y poco solubles, que la realidad vigente
impone a los órganos políticos y a la comunidad ciudadana de
nuestro tiempo”.

La reflexión de Prado Saldarriaga es válida, en la medida que el empleo
de sustancias sicoactivas ha sido una constante en la historia de la humanidad.
Actualmente la civilización moderna tolera el empleo de ciertas sustancias
que, incorporadas al acervo cultural contemporáneo –principalmente por
influencia de las sociedades occidentales–, contrasta con otras sustancias de
propiedades sicoactivas de orígenes “no occidentales”, las mismas que son
estigmatizadas en cuanto a su producción y uso, dispensándose a su obtención
y comercialización un tratamiento de “delito” por convenciones
internacionales.

(traducidas en)…euforia, confianza, seguridad, aumento capacidad de
concentración), de los barbitúricos (sintéticas, de efectos sedantes; consumidas
junto al alcohol, potencian los efectos de éste último) del cannabis (como la
marihuana, que producen euforia ligera o marcada, y cambios sensoriales o
perceptivos (…) disminución del sentido de la identidad y realidad,
alucinaciones) de la cocaína (alcaloide extraído de la hoja de coca, aspirando
por la nariz los cristales de la cocaína o inyectándola por vía intravenosa, se
producen sensaciones de aumento de la fuerza muscular y viveza mental, puede
ocasionar otros efectos psíquicos intensos, tales como delirios paranoides y
alucinaciones auditivas, visuales y táctiles), de los alucinógenos (como la
dietilamida del ácido lisérgico (LSD), que produce cuadros alucinatorios, como
pérdida de la imagen corporal, sentimientos de irrealidad, despersonalización,
alteración de la percepción del color, pérdida del sentido del espacio y del tiempo)
de los opiáceos (el opio, la morfina, la heroína, la codeína y productos sintéticos
obtenidos de la adormidera; sus efectos son de somnolencia y de saciedad total
de los impulsos) y de los solventes volátiles (comprenden sustancias químicas
consumidas por inhalación (como algunos pegamentos), producen efectos
parecidos a los del alcohol y, en algunos casos, síntomas producidos por los
alucinógenos).

viene de la pág. 139
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Por ejemplo, distintos investigadores han señalado que, dadas las
propiedades adictivas de la nicotina (sustancia de comprobado carácter
nocivo, que es uno de los componentes del cigarrillo y que explica, tanto
la adicción de los usuarios a este producto, como los efectos colaterales
de su consumo –el cáncer y enfermedades coronarias, por ejemplo–), la
industria y el consumo de tabaco debería merecer un tratamiento
igualmente represivo como el que se dispensa a los productores y
consumidores de la marihuana o la cocaína.  Sin embargo, las bebidas
alcohólicas, las energizantes y el tabaco, son bienes objeto de un comercio
no solamente socialmente aceptado en la sociedad contemporánea, sino
legalmente permitido.

Es por eso que resulta válida la reflexión de Prado Saldarriaga,
que asigna al problema de las drogas contemporáneo un componente
“político” central. El problema –y las soluciones diseñadas– existen,
debido a la valoración “política” otorgada al fenómeno. Como veremos a
lo largo de este trabajo, dicha “valoración” conoce de influencias mucho
más “ideológicas” que reales, tal es, no sustentadas en evidencias
científicas y en el planteamiento de soluciones alcanzables, posibles, al
problema en cuestión.

Nótese que en las definiciones sobre drogas, recogidas en el citado Diccionario
de Pedagogía y Psicología, en las que, a su vez, se cita a la OMS, no aparece el
tabaco y su principal componente: el alcaloide nicotina. Ello se debe a la
antigüedad de dicha publicación (data de 1999). Merece indicarse que, tras
una larga oposición de la industria mundial del tabaco, en 2005, entró en vigencia
el Convenio Marco para el Control del Tabaco, un instrumento internacional
vinculante que propone medidas contra el consumo del tabaco, dados los efectos
perniciosos a la salud por el consumo de este producto, y las características
adictivas del alcaloide nicotina, uno de sus componentes esenciales. Actualmente
la OMS considera, dentro de las sustancias adictivas, a la nicotina y a los derivados
del tabaco”.

2 PRADO SALDARRIAGA, Víctor. El Tráfico de Drogas en el Perú. Enfoque Político
Social. Lima: Cuzco Editores, 1989.
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1.1.1. La composición del problema

Siempre citando al experto Prado Saldarriaga, el problema de las drogas
descansa:

“… sobre tres ejes, o si se prefiere, variables o indicadores
ordinarios. Estos han sido: a) la existencia de sustancias con
efectos adictivos (las drogas); b) Un proceso humano de
reproducción y comercialización de las citadas sustancias (el
tráfico ilícito de drogas); c) Una demanda y consumo de drogas,
desviada de los controles y tolerancia social (el uso indebido y
la drogadicción). Ahora bien, en la dinámica de desarrollo del
fenómeno, los elementos b) y c) han asumido funciones
procedimentales (tráfico ilícito) y de retroalimentación
(drogadicción). Y ambos han asegurado, con su
interdependencia, la supervivencia del conflicto social de la
droga”.3

Merece señalarse, en este caso, que la caracterización ensayada por el
autor citado acerca de los componentes del problema, se refiere principalmente
al fenómeno de las drogas de carácter ilícito. Y es que el tratamiento
internacional dispensado por las naciones al problema de las drogas no
contempla a las sustancias de origen occidental de naturaleza legal. Esta
situación, creemos, forma parte de las antes anotadas “consideraciones
políticas” del fenómeno, que distorsionan tanto la identificación del problema,
como la búsqueda de soluciones auténticas a la cuestión. Por ello consideramos
conveniente y, hasta urgente, ensayar una identificación propia a los
componentes del fenómeno de las drogas.

1.1.1.1.  El Uso Indebido, la Producción y el Tráfico Ilícito de Drogas

No es posible abordar eficientemente esta materia si es que no se
considera, en primer lugar, el tema del uso indebido (el consumo), como el

3 PRADO SALDARRIAGA, Víctor. Op. Cit.
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componente central del fenómeno. Las naciones del mundo, preocupadas
por la vida e integridad de la persona humana, deciden prevenir el uso indebido
de las drogas, así como tratar debidamente a quienes sufren los efectos nocivos
de su empleo (la adicción y daños sustantivos a la salud por la ingesta o
consumo de éstas).

El uso indebido puede estar motivado por factores de naturaleza
estrictamente individual, como por influencia de la sociedad donde se
desenvuelve el usuario. Lo que sí resultará claro es que el segundo y tercer
componente del problema: la producción y el tráfico ilícito, constituyen
una respuesta a una demanda preexistente. El tratamiento que las naciones
han dispensado a estas dos conductas, se inscribe dentro de los denominados
ilícitos penales, siendo punibles estos comportamientos, y sus autores,
perseguidos por las autoridades competentes.

1.1.1.1.1 La Tendencia a la “criminalización” del fenómeno

Lamentablemente existe internacionalmente un tratamiento
principalmente orientado a perseguir y castigar a los productores y traficantes
de drogas (como si de ellos dependiera la existencia de la demanda), quedando
reducido a niveles menores la prevención del empleo de estas sustancias, o el
tratamiento y rehabilitación de quienes dependen de ellas.

La “criminalización” del fenómeno de las drogas, por motivaciones
ideológicas, se dirige solamente a los productores y comercializadores de las
sustancias sicoactivas ajenas al patrón cultural occidental, estigma que influye
en la dirección y decisiones de la comunidad internacional para abordar este
problema. Esta severa distorsión es la que ha impedido la identificación de
alternativas reales y viables a la cuestión de las drogas. Y es en gran medida
responsable de los altos niveles de violencia asociados al fenómeno.

Finalmente, no puede dejar de mencionarse el tema de la producción,
una de cuyas fases (la obtención de la materia prima para el procesamiento
de las sustancias sicoactivas) está directamente asociada a la región en la que
se encuentra inscrito nuestro país (uno de los principales productores de hoja
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de coca, planta de la que se obtiene la cocaína). Las convenciones
internacionales para el tratamiento del problema inscriben el cultivo de la
hoja de coca como un eslabón más de una cadena delictiva, sin considerar,
debidamente, las condiciones económicas y políticas que influyen en la
producción de plantas de las que se obtienen drogas con fines ilícitos.

No está de más recordar al investigador español Antonio García Pablos,
quien respecto a las distorsiones de naturaleza política que rodean al problema
de las drogas (y al diseño de un conjunto de medidas adecuadas para el
abordaje de esa cuestión) señala:

“A pesar de la abundante literatura al respecto, sobre la
incidencia real de la droga en la sociedad (…), sabemos
probablemente menos de lo que creemos, y, desde luego, mucho
menos de los que debiéramos saber, para poner en marcha una
política (…) global, coordinada y efectiva, a la altura de los
tiempos”.4

Queda claro que, como señala el autor citado, existen abundantes
evidencias (traducidas en múltiples estudios multidisciplinarios), que señalan
las características de este problema. Sin embargo, la ausencia de capacidades
para dotar a esta materia de un tratamiento efectivo, no tiene tanto que ver
con la ausencia de investigaciones fehacientes, como, más bien, por las ya
señaladas distorsiones ideológicas que asaltan a los tomadores de decisiones
al momento de adoptar las medidas de atención al problema.

1.2. Las Guerras del Opio5

Otro ejemplo histórico sobre la transformación de un recurso de
propiedades sicoactivas en mercancía, por la ya dominante civilización

4 GARCIA PABLOS, Antonio. Bases para una política criminal de la droga. Madrid,
1986.

5 “Si rastreamos más atrás en la historia, observaremos que a mediados del siglo
XIX, el Imperio británico solía equilibrar su balanza comercial con el Imperio
chino a través de la exportación de opio –desde la India– a cambio del té chino
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occidental, es el referido a las “Guerras del Opio”, en las que Gran Bretaña
–durante el siglo XIX– intentó imponer a la China la legalización del
consumo de esa sustancia, una mercancía controlada por los ingleses y
que el país oriental buscaba eliminar en vista de los efectos perniciosos
que ocasionaba a sus ciudadanos. Tras el estallido, en 1856, de la Segunda
Guerra del Opio, las armas británicas y francesas imponen a la China los
“Tratados de Tientsin” (1858), mediante los cuales el Estado chino debió
legalizar la importación, comercio y consumo de opio, además de abrir una
decena de puertos al comercio mundial (léase, a los bienes y manufacturas
de las potencias vencedoras, entre las que se encontraba también los Estados
Unidos de América).

1.3. Del uso ritual de la coca en el Incanato a su transformación en
mercancía

1.3.1. De un uso ritual a un elemento de explotación

El cultivo, en grandes extensiones, de la hoja de coca6, en tres
países de la subregión andina, ha sido atribuido, en parte, al carácter
sagrado, ritual, terapéutico y nutricional del señalado recurso, que sería
absorbido por las colectividades nacionales de esos países mediante un
consumo “ancestral” sustentado en las señaladas características. Merece,
sin embargo, en aras de una real caracterización del rol de la hoja de coca en
los espacios de la subregión andina, hasta la actualidad, señalarse que:

“... en el siglo XVI, durante la conquista, los españoles
transformaron el uso ritual de la hoja de coca dentro de la

que se exportaba hacia la metrópoli europea. La reacción china de prohibir la
importación de opio, ocasionó las Guerras del Opio (1839-1842 y 1856-1858),
que ocasionaron la apertura de los mercados chinos al comercio mundial y la
cesión de Hong Kong al Imperio británico”. SOBERON GARRIDO, Ricardo,
“Influencia del Tema del Narcotráfico en el Desarrollo del Derecho Internacional
y de las Relaciones Internacionales”. en: Revista de Agenda Internacional, Lima:
Universidad Católica, 1994.
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cultura andina. A pesar de la presión de los misioneros
cristianos que asociaban las hojas de coca con el diablo y
que, en 1551, el Concilio Eclesiástico de Lima prohibió su
uso; en 1567, por orden de Felipe II, la hoja de coca se
convirtió en el principal recurso económico de España para
consolidar y ampliar su dominación. Por razones
eminentemente económicas, se autorizó en esa época el uso
y difusión de la hoja de coca, llegando a convertirse en la
segunda fuente de ingresos de la Corona”.7

Fue así cómo, después de introducirle un valor comercial de cambio;
asociaron su producción a la explotación de la fuerza de trabajo en las
minas, como una estrategia de control social para la acumulación de capital
de la época8. El investigador Fernando Rospigliosi9 añade otras
interesantes reflexiones acerca del real significado de la coca en el Perú,
uno de los países de la subregión articulados al circuito internacional de
las drogas ilícitas:

6 La planta de hoja de coca (Erythroxylon coca, de la familia de las Erithroxiláceas),
es originaria de los Andes orientales del Perú y Bolivia. En el mundo
prehispánico, la mencionada hoja tuvo un uso “médico-mágico y de
adivinación..., y era uno de los productos importantes para establecer los vínculos
de reciprocidad”, como anota la doctora María Rostworowski en la Historia del
Tahuantinsuyo (IEP Ediciones, Lima, 1988). El cultivo de la hoja y el
conocimiento de sus efectos neuro-estimulantes, fue conocido por las
civilizaciones Nasca, Chimú, Mochica, y por el Imperio de los Incas. Como
apuntan Barsallo y Gordillo, en su obra Drogas, Responsabilidad Compartida
(JC Editores, Lima, 1988). el uso de la planta adquiere connotaciones
particulares durante el incario - “rango y signo de nobleza”. Era reservada para
ocasiones cívico-religiosas especiales, así como para el consumo de los sectores
altos (nobles). Al pueblo le estaba vedado su uso, y los espacios dedicados al
cultivo poseían un carácter sagrado.

7 ROJAS RODRIGUEZ, Cristina, “Aspectos Históricos y Económicos sobre el Tráfico
de Drogas frente a las relaciones de cooperación internacional que rigen la
materia”; en: Revista de la Asociación de Ciencias Penales de Costa Rica, N° 7.
San José, julio de 1993.

viene de la pág. 145



147Acto Académico de Incorporación

i) Un argumento simbólico, profusamente utilizado, es que
la coca ‘es la hoja sagrada de los incas’, parte insustituible
de nuestra identidad cultural y nacional (…) Nadie
entiende porqué han sacralizado la hoja de coca, y no la
papa o el maíz, productos fundamentales y muy
apreciados en la época prehispánica”.

ii) “La explosión del cultivo y chacchado de coca tuvo lugar
durante la Colonia, en el siglo XVI, cuando se multiplicó,
según algunos cronistas, por cuarenta o cincuenta, en
relación a lo que se producía en el Incanato10. Esto es
fácilmente explicable por la sobreexplotación a que
fueron sometidos los pueblos originarios durante la
Colonia; está demostrado que los españoles usaron la coca
como un producto para –presuntamente– lograr un mayor
esfuerzo a un más bajo costo. Y por el hecho de que, a
partir de lo anterior, la producción de coca se transformó
en una actividad muy lucrativa para los encomenderos

8 DEL OLMO, Rosa, “El Nuevo orden económico de la droga y su impacto en
América Latina”, en: Revista del Colegio de Abogados Penalistas del Valle, N° 20,
vol. XII. Cali, 1989.

9 ROSPIGLIOSI, Fernando, “Coca Legal e Ilegal en el Perú”, en: Debate Agrario Nº
39. Lima: Centro Peruano de Estudios Sociales CEPES, 2005. Fernando
Rospigliosi ha tenido una trayectoria política reciente signada por la sinuosidad
de su actuación, sumada a recientes revelaciones sobre contactos suyos con
agentes diplomáticos extranjeros para discutir acciones de política interna
orientadas a modificar un determinado panorama, reconocidas por éste. Las
citas a sus reflexiones en el presente ensayo sólo tienen un propósito académico,
tesis con las que se podrá consentir, o seguramente discrepar.

10 En la época incaica “(…) mascar coca era privilegio de la nobleza (…) Durante el
Gobierno de los Incas la coca había sido un privilegio de la familia real y los sacerdotes,
pero después de la caída del imperio las hojas quedaron al alcance de quien pudiera
pagarlas y muy pronto toda la población indígena había contraído el hábito”. Cita
de Rospigliosi a HEMMING, John. La Conquista de los Incas. México: Fondo de
Cultura Económica, 2004.
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(…) En suma, si bien es cierto que la coca tiene un uso
que se remonta a miles de años y fue un producto
apreciado tanto en la época pre-inca cuanto en la incaica,
es más que discutible considerarla como un símbolo de
identidad nacional.

iii) “La alternativa es industrializar la coca’. Esa es una de
las sandeces más colosales que se dicen respecto a la
hoja de coca (…) La razón es simple. La coca tiene dos
usos principales: la producción de cocaína y el
chacchado11. Fuera de eso el consumo es mínimo (…)
Las galletas y otros productos similares (hechos a base
de hoja de coca) (…) tienen un (…) problema (…)
porque, (…), nadie toma en serio el otro mito, el de las
propiedades alimenticias de la hoja de coca (que) no
posee propiedades alimenticias.12

iv) Muchos mitos y argumentos falaces respecto de la hoja
de coca se utilizan en el debate en el último tiempo, con
la finalidad de justificar y favorecer la producción ilegal
de esta hoja, cuya inmensa mayoría tiene como destino
el narcotráfico. Algunos de los que sustentan estos
argumentos lo hacen de buena fe, creyendo favorecer a
los campesinos productores, o por razones ideológicas.

11 “El principal consumidor de hoja de coca industrial es la Coca Cola que utiliza unas
ciento treinta toneladas al año (0,1 % del total de la producción anual peruana
para 2004)”, Rospigliosi. Op. Cit.

12 “Sus defensores (de la hoja de coca) dicen que tiene un alto contenido en proteínas.
Eso es falso en dos sentidos: i) La hoja de coca tiene aproximadamente 13 % de
proteínas (otros dicen que hasta un 18%). Sin embargo, otras plantas, como la alfalfa,
tienen 50% de proteínas. Desde este punto de vista, los cocaleros deberían transformarse
en alfalferos, ii) Las proteínas de la hoja de coca (y de la alfalfa, y de otros vegetales)
no pueden ser absorbidas por el organismo humano” (ROSPIGLIOSI. Op. Cit., que
sustenta sus argumentaciones en un reciente estudio científico de la Dra. Teófila
Cordero Vilca “Evaluación Nutricional de la Proteína de la Hoja de Coca”
publicado el año 2002 por la “Universidad Nacional Mayor de San Marcos”).
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Sin embargo el asunto es claro: 90% de la hoja de coca
(en el Perú) va a las pozas de maceración y sólo el 10%
al consumo tradicional y a otros usos legales. El
incremento del cultivo de coca significa más adicción,
mayor nivel de corrupción, y más recursos para financiar
el terrorismo. Esa es una realidad incontrovertible”.

Entonces, el original carácter de la hoja para la civilización nativa, es
distorsionado por Occidente (desaparece el rol fundamental que en la vida
religiosa, social y económica del Incario tuvo la hoja). Así se inició el proceso
de valorización de la coca como bien susceptible de ser comercializado (entre
los colonos), y su llegada a Europa, profundizó su conocimiento científico y
amplió el espectro de los usos de la referida planta13. Hasta llegar al empleo
distorsionado de dicha planta como materia prima para la producción de un
poderoso estupefaciente. En otras palabras, el valor de uso de la hoja de coca
–en la sociedad incaica– es distorsionado y dicha planta es transformada en
una mercancía –bien apreciable por su valor de cambio– que contribuye no
sólo a acentuar el proceso de superexplotación de la sociedad incaica sometida,
sino también a generar una renta concreta en favor de la Metrópoli.

13 “La coca fue conocida en Europa desde el año 1504, a través de los artículos de
Américo Vespucio, calificándola como una hierba estimulante. El Padre Valverde-
integrante de la misión conquistadora de Francisco Pizarro-, y el historiador Pedro
Cieza de León, así como los cronistas Garcilaso, Acosta, Valera, y Cobo,  describieron
a sus lectores detalles sobre la hoja descubierta en el Nuevo Mundo. Nicolás de
Monardes, en 1580, en Sevilla, hizo la primera descripción botánica que se conoce
de la planta. En 1860, Albert Niemann, al publicar sus investigaciones sobre la
Erythroxylon coca, reveló que había logrado aislar catorce alcaloides, entre ellos, al
más importante: uno  al que llamó cocaína.  En 1876, Robert Christison, de
Edimburgo, calificó a la hoja  sudamericana, como el más poderoso antifatigante
de la naturaleza. Sin embargo, la ciencia centraría sus esfuerzos en la investigación
del alcaloide cocaína. Sigmund Freud, en 1862, advertiría en el curso de sus
investigaciones,  los atributos anestésicos estimulantes y antidepresivos del alcaloide.
Esos efectos antifatigantes  llevarían a Mariani y a Pemberton, en Italia y
Norteámerica, a producir bebidas basadas en la hoja de coca. La casa E.R. Squibb,
vía el uso de sodio, kerosene y ácido  muriático, ideó una manera más sencilla de
extraer el alcaloide cocaína contenido en la hoja.
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1.4. Mercantilización internacional de las sustancias sicoactivas

El escenario internacional relativo a las sustancias sicoactivas
conoce de una gran transformación cuando:

a) Durante el Siglo XIX, el opio comienza a ser cultivado e
importado en los Estados Unidos.

b) A fines del Siglo XIX, grandes laboratorios europeos,
especialmente alemanes, introducen en el mercado la morfina, la heroína
y la cocaína; las han publicitado y difundido, provocando una demanda
hasta entonces desconocida. Opio, cocaína, morfina y otros opiáceos son
usados libremente en medicamentos y prescripciones médicas y en el
tratamiento de soldados heridos, contribuyendo, primero de usos, a los
que se añadirían adicciones, entre estos grupos antes señalados y el
conformado por actores de teatro, pintores, músicos, intelectuales y poetas.

c) En correspondencia con la expansión del consumo antes dicha,
en la década de 1880, aparecen formas marginales de producción
comercial de coca en Colombia, Perú y Bolivia en el marco de un tráfico
dominado por empresas inglesas y holandesas.14

Investigaciones hechas por científicos creyeron encontrar influencia de la coca en
los procesos de aclimatación a la altura, al frío; propiedades en contra del aumento
de la viscosidad de la sangre por la altura, propiedades nutricionales, etc. Sin embargo,
no existe unanimidad en la ciencia al respecto.
A diferencia del «chaccheo», en donde los efectos estimulantes y antifatigantes son
percibidos por el usuario con mayor lentitud (absorción lenta y una eliminación
veloz, no permite niveles altos en la sangre», no ocurre lo mismo con la administración
vía inyectables o  por inhalación, en donde la absorción es más rápida, alcanzando
altas concentraciones sanguíneas  (ideal para los que usan el alcaloide con fines
hedonísticos); en grandes dosis produce alteraciones en el corazón (en el ritmo y en
la frecuencia de los latidos), y en la tensión arterial (hipertensión); asimismo, aumenta
la circulación cerebral, estimula el sistema nervioso central (excitación, inquietud,
locuacidad, sensación de bienestar y euforia), aunque en grandes dosis, todo ello
cede paso a la depresión y a deficiencias en la actividad motora. Su uso continuo
produce enflaquecimiento, alteraciones en el metabolismo, alucinaciones, delirio
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1.5. Albores de la construcción de la Arquitectura Internacional
contra las drogas; primacía del enfoque norteamericano para
un tratamiento “Jurídico-Represivo”

Ante la emergencia de esta nueva mercancía en el escenario mundial
–las drogas no occidentales–, se producen, por parte de los “Estados
centrales” de ese tiempo, acciones orientadas a tratar el tema a través de
instrumentos internacionales, con el fin de garantizarles las mejores
condiciones para la explotación y comercio de estas mercancías.

“A principios del Siglo XX, los Estados Unidos, tomó la
iniciativa de organizar una reunión internacional con países
que tenían intereses principalmente de orden económico en
el Lejano Oriente; en Shangai, China, sobre el comercio del
opio. Los Estados Unidos, por la naturaleza del comercio
de las drogas, querían lograr el control de los embarques
internacionales del opio en bruto hacia los países que lo
procesaban y de este modo controlar el mercado. Se
instauró un grupo de trabajo que fue mejor conocido como
la Comisión del Opio. Las primeras reuniones se realizaron
en Shangai, China en 1909. El trabajo de esta Comisión,
culminó en 1912 con la firma del primer tratado de
fiscalización de drogas: el “Tratado Internacional del Opio”,

con confusiones o sistematizado, adicción y psicosis. En casos graves, hay alteraciones
mentales, ideas delirantes y alucinaciones. En dosis pequeñas o moderadas, sin
importar la vía de ingreso, produce dependencia patológica; en dosis grandes, puede
causar la muerte”. CONTRERAS MORALES, Hugo Efraín. Pautas para una Posición
Internacional respecto del tema de las Drogas. Lima: Academia Diplomática del
Perú, 1991.

14 ROJAS RODRIGUEZ, Cristina. Op. Cit. Sin embargo es preciso señalar que el
investigador Ricardo Soberón ha venido efectuando varias investigaciones
–aún inéditas– acerca del significado y aprovechamiento de la hoja de coca para
la economía peruana en el período de 1890 a 1920. Su aparición arrojará aún
más luces sobre la importancia de este recurso para nuestro país.
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en La Haya, Países Bajos. Este Tratado que se encuentra
suscrito por trece países, entre los que se encuentran los
Estados Unidos, Gran Bretaña, China, Alemania y Japón;
entró en vigor el 11 de febrero de 1915 y constituye el primer
instrumento obligatorio de derecho internacional aplicable
al envío de estupefacientes. Su objeto principal era controlar
el transporte de drogas consideradas necesarias para usos
médicos. En este instrumento internacional, se somete la
cocaína por vez primera, a control y fiscalización”.15

Otro ejemplo histórico acerca de cómo el tratamiento internacional
al problema de las drogas reproduce los conflictos por el dominio (en el
decir de Amín, “guerras entre imperialismos”), en este caso, del negocio
del procesamiento y comercialización de sustancias sicoactivas, es el
consagrado en los Tratados de Versalles de 1919, en los que se prohíbe
que los laboratorios alemanes procesen y expendan drogas a sus
ciudadanos, anotando el investigador Marcos Kaplan, “por motivos más
políticos y económicos, que morales e higiénicos”.16

1.5.1. Tratamiento “Jurídico-Represivo”: la proyección norteamericana

El tratamiento del problema de las drogas en los Estados Unidos,
basado en acciones de Estado fundadas en normas de derecho penal, así
como su extensión al resto de países del mundo, sustituye a las
legislaciones “permisivas” que sólo contemplaban los aspectos
económicos y de “utilidades”.

El nuevo enfoque “jurídico-represivo” surge en base a razones más
económicas y políticas que de salud y moral. Así la denominada
“Marihuana Tax Act” (1937) busca reprimir el consumo de esa hierba,
cuya introducción a Norteamérica se responsabilizaba a los trabajadores

15 ROJAS RODRIGUEZ, Cristina. Op. Cit.
16 KAPLAN, Marcos. Aspectos Sociopolíticos del Narcotráfico. México: Instituto

Nacional de Ciencias Penales, 1989.
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inmigrantes provenientes de México. El fondo de esa ley buscaba
discriminar a los mexicanos que, en la época de la depresión, se habían
constituido en una seria amenaza laboral contra los trabajadores blancos
estadounidenses. Esa misma razón se aplicó al momento de legislar sobre
sustancias tales como el opio y la cocaína, leyes que antes de la II Guerra
Mundial buscaron segregar, por motivos económicos y políticos, a chinos
y negros, respectivamente (los primeros, mano de obra empleada para la
construcción de ferrocarriles en California, los que, tras la culminación
de esas obras, devinieron en fuerza laboral “excedentaria”; los segundos,
mano de obra empleada intensivamente en  la  agricultura, minoría que
comienza “peligrosamente” a emerger a la vida política –y al reclamo de
sus derechos civiles– a través del proceso de urbanización en ese país).17

“De ahí que no es aventurado afirmar que el problema de
las drogas es más bien un campo de batalla de conflictos
económico-sociales e ideológicos que parece funcionar para
proteger monopolios nacionales y/o internacionales”.18

El consumo ilegal de drogas cobrará fuerza en la década de los 60
en los Estados Unidos, época en la que el consumo de sustancias
sicoactivas ilegales –tenidas anteriormente como propias de las “minorías”
en ese país– se trasladan a los espacios propios de los mayoritarios sectores
caucásicos. Distintas son las lecturas acerca de cuáles son las reales
razones que explican esa explosión en el consumo de estupefacientes y
sicotrópicos en Norteamérica (si obedecen a motivaciones de la esfera
netamente individual, o si son consecuencia directa del sistema social y
económico imperante en el país). Lo cierto es que los tiempos turbulentos
que la sociedad norteamericana debió sobrellevar (movimientos que
resaltaron las profundas diferencias intergrupales existentes en la sociedad
estadounidense, al punto de amenazar la precaria cohesión social en ese

17 DEL OLMO, Rosa. Op. Cit.
18 Cita de Rosa DEL OLMO a Reinarman, CRAIG. Moral Entrepreneurs and Political

Economy: Historical and Ethnographic Notes on the Construction of the Cocaine
Menace, Contemporay Crises 3; 1979.
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país), sirvieron de pretexto para articular el discurso antidrogas
actualmente vigente, que los aparatos de Estado de los Estados Unidos
han proyectado al escenario internacional.

1.5.2. La Década de los 70: emergencia de las categorías  “Narcotraffic”,
“Narco-Traffickers”

En la década de los 70 en los Estados Unidos, potencia dominante en
el nuevo contexto internacional y primer consumidor de sustancias sicoactivas
ilegales, el tema de las drogas va adquiriendo ribetes de issue, cuando empieza
a verificarse el enorme impacto de ellas sobre los índices de criminalidad,
cuando su consumo adquiere ribetes de una verdadera explosión y cuando
comienza a ser más relevante el significado financiero de su comercio. Dada
esa situación, el tratamiento político dispensado a la referida problemática,
como señala el investigador Juan Guillermo Tokatlián, privilegia:

“(…) lo ideológico por sobre lo pragmático: se está ante un
fenómeno maligno cuya naturaleza es más claramente
explicable por factores y variables externas. Este mal
–perverso y polimorfo– viene de afuera, sea ello o no una
suerte de conspiración de fuerzas que buscan socavar los
cimientos de la sociedad estadounidense (...) Ello conlleva
a que surja un nuevo lenguaje sociológico sobre las drogas
en el cual ciertas palabras ocupan un lugar especial. Tal es
el caso del concepto ‘narcotráfico’ que busca hacer énfasis
en la dimensión externa del fenómeno: el núcleo de la
problemática está en el tráfico y transporte de narcóticos”.19

La antropóloga venezolana Rosa del Olmo y el antes citado
internacionalista Tokatlián, han escrito importantes consideraciones
acerca del real significado del término narcotráfico. La palabra proviene
de la fusión de dos voces inglesas: narcotics, o “narcóticos” en castellano

19 TOKATLIAN, Juan Guillermo. Seguridad y Drogas. Significado en las Relaciones entre
Colombia y los Estados Unidos. Santiago: Comisión Sudamericana de Paz, 1988.
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(p.ej. el opio del extremo oriente y sustancias que producen somnolencia.
La cocaína es un estimulante y no un narcótico, por lo que no debería,
por razones científicas, estar comprendida aquí), y traffic, “tráfico”, esto
es el traslado de una mercancía de un punto geográfico a otro con el
propósito de ganar dinero (lucro). Según esta percepción, el problema de
las drogas en la sociedad moderna debería su existencia al así llamado
narcotráfico, o sea, al accionar de agentes o bandas dedicadas a producir
y comercializar drogas no occidentales (diferentes al alcohol y al tabaco,
sustancias producidas y traídas de fuera del mundo occidental y
desarrollado).

Como se aprecia, estamos en frente de una categoría ideológica y
no científica. Narcotics engloba a toda droga no occidental, opiácea o
estimulante. Un narco-trafficker es un personaje protervo, de fenotipo
distinto al caucásico, dedicado al comercio de “veneno”, a fin de ganar
dinero.

No importan las variables sociales o individuales que expliquen el
porqué de la demanda. Un esquema de “guerra contra las drogas” es más
retributivo en política interna: calza perfectamente con el modelo del
them vs. us; otorga al político mayores réditos anunciar acciones de fuerza
–en defensa de la sociedad– contra un enemigo estereotipado,
personificación ideal de la maldad; y dilata la necesidad de introducir
revisiones o cambios en los modelos sociales o económicos, auténticos
responsables de las distintas manifestaciones del fenómeno de las
sustancias sicoactivas.

Así, acentuados los aspectos morales en la orientación de las políticas
estadounidenses sobre el tema (descartando los contenidos sociales y la
racionalidad económica-mercantil que subyace al problema), y su proyección
al escenario internacional donde dicho Estado ejerce dominio, el tratamiento
dispensado es básicamente “coactivo-represivo”20, sobre los centros donde
se origina el fenómeno de la producción y procesamiento de drogas.21

20 TOKATLIAN, Juan Guillermo. Op. Cit.
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Tal percepción, compartida por los estamentos decisorios de otras
sociedades desarrolladas dominantes22 en el nuevo contexto internacional,
va forjando una poderosa corriente de acción en torno al tema, o es fruto
propiamente de imposiciones en el escenario internacional descrito en esta
investigación. Dicha percepción en torno al problema de las drogas se ve
reflejada en diversos instrumentos internacionales –que se reproducen
mayormente en la legislación interna de los países– y cuya impronta es
básicamente la represión al ilícito penal del narcotráfico. Sin embargo, la
referida percepción descuida el correcto entendimiento de la naturaleza del
fenómeno, que se sustenta no sólo en la producción y el tráfico ilícito y otros
delitos conexos, sino también en el uso indebido y en las particularidades
económicas y sociales que condicionan la articulación de espacios para el
cultivo de materias primas y el procesamiento –propiamente– de drogas
ilegales. Este enfoque descuida también el objetivo de encontrar soluciones
auténticas a todas las manifestaciones de la cuestión.

21 “La “lucha contra las drogas” en los Estados Unidos se inició explícitamente con un
anuncio a la prensa y un subsiguiente mensaje al Congreso el 17 de Junio de 1971
bajo el gobierno de Richard Nixon. La “guerra” contra las drogas de Nixon destinó
también importantes esfuerzos al control de la demanda. Luego del escándalo
Watergate y la dimisión de Nixon, sus sucesores Ford y Carter pusieron menos énfasis
en la prioridad del tema de las drogas.
En los ochenta, con la subida de Ronald Reagan, los Estados Unidos consideraron el
narcotráfico (...) como una amenaza a la seguridad nacional y por ello apoyaron a
los países productores, en particular a Colombia, Perú y Bolivia, en su lucha contra
este fenómeno. El Presidente Reagan propuso una política exterior que buscara
vigorosamente la interdicción (corte de abastecimiento) y la erradicación (reducción
de hectáreas cultivadas)  de las drogas ilícitas donde sea que éstas se cultiven, procesen
o transporten. Fue la arena internacional, donde se concentraron sus mayores esfuerzos.
Pronto se asociaron las drogas a los crímenes callejeros y a la falta de una moral
puritana. Debido a que la mayoría de las drogas naturales no eran producidas en los
Estados Unidos, la administración hizo de la lucha contra las drogas un componente
importante de su política exterior.
En la misma década, presionado por el Congreso, Reagan firmó la National Security
Decision Directive 221, declarando que el tráfico de drogas era una amenaza a la
seguridad de los Estados Unidos y señalando que los efectos del mismo eran
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1.5.3. Consideraciones sobre el accionar norteamericano en este tema

En este punto, tenemos que decir que, para el tratamiento del tema
de las drogas, la iniciativa ha venido siempre de los Estados Unidos de
América, para la elaboración de tratados, para su aprobación, para la
confección de Programas Mundiales o Iniciativas regionales, conforme
las disponibilidades presupuestales. A nivel bilateral, especialmente en
los países de la región andina, las características del rol jugado por los
Estados Unidos en la región han hecho que su influencia sea mucho mayor
para ejecutar determinado tipo de acciones. No obstante, los Estados
Unidos han cometido diversos errores en el manejo del tema y sus
implicancias con otros temas como el del fortalecimiento democrático,
la vigencia de los derechos humanos y la promoción al desarrollo, que
van en contra de múltiples decisiones de la propia Naciones Unidas.

Desde 1980, durante el gobierno del Presidente Reagan, se dio
inicio a la “Guerra contra las Drogas”, dirigida contra los países andinos

particularmente incisivos en los Estados democráticos al corromper a sus instituciones.
También hizo una asociación de esta actividad con la de grupos terroristas que se
financiaban de ella. Las acciones específicas adoptadas por el gobierno con otros Estados
democráticos fueron: el programa de asistencia internacional, la expansión del rol
militar, la discusión con otras naciones sobre el tema seguridad-drogas, el mayor
apoyo del Servicio de Inteligencia de los Estados Unidos, la mejora en
telecomunicaciones y la mayor asistencia en programas. educativos y contra el abuso.
La Directiva permitía la incursión militar en asuntos civiles estadounidenses que
había sido prohibida en 1878 por la Ley Posse Comitatus adscrita a  la Ley de
Autorización de la Defensa de 1982. De todas las acciones, las de la dimensión
militar fueron las que cobraron mayor importancia, aunque deba destacarse la masiva
difusión en escuelas y medios de comunicación y el resguardo fronterizo de todo su
territorio. Medidas todas ellas con un alto componente defensivo. Las medidas venían
acompañadas de una demanda por la erradicación que no consideró las realidades
campesinas en los países productores. Adicionalmente, el cercano fin de la Guerra
Fría, planteaba un desafío al ethos estadounidense de personificar a un nuevo enemigo
de su sociedad y sus valores, las drogas encajaron perfectamente como un asunto de
seguridad nacional en ese momento”. FLORES DIAZ, Elizabeth. Balance de la Política
Antidrogas en Bolivia y el Perú. Lima: Academia Diplomática del Perú, 2003.
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de donde provenía el clorhidrato de cocaína que se vendía en las ciudades
de los EEUU. En 1981, se realizó la enmienda al Posse Commitatus Act

que prohibía el uso de fuerzas norteamericanas en el extranjero. Entre

1986 y 1990, los escenarios variaron progresivamente, desde las costas
de América Central en plena guerra civil entre los sandinistas y los contras
(escándalo Iran-contras tiene como contexto el desvío de armas y
relaciones con dineros sucios), hasta las regiones andino-amazónicas de
Bolivia, Colombia y Perú. Como puede verse, las necesidades geopolíticas
de EEUU hacían variar el escenario de la guerra antinarcóticos, según lo
dispusiese el interés y la seguridad nacional de los Estados Unidos
(proyectándose de América Central a los Andes y luego a México). Así,
la guerra antidrogas se convertía en la última versión de los llamados
Conflictos de Baja Intensidad desarrollados anteriormente en Nicaragua:
los viejos enemigos –los grupos guerrilleros– convergían en la región
andina con los nuevos enemigos, los señores de la droga y los cárteles de
Cali y Medellín: la “narcoguerrilla” se convirtió en causa fundamental
de esta nueva intervención en la subregión23. Así, la utilización de servicios
de seguridad e inteligencia en tareas antinarcóticos, fue una constante en
la región andina, como en años anteriores había sucedido en Laos,
Birmania y Afganistán.24

22 Sin embargo, existen lecturas que sugieren que el tratamiento dispensado a esta
materia en Europa difiere del impulsado, a escala global por los Estados Unidos
de América. Así, Soberón en su obra citada, señala: “En Europa, los avances en
materia de cooperación entre países ha sido notable. En 1971, se formó el Grupo
Pompidou que opera en colaboración con el Consejo de Europa. En 1988, el Grupo
Trevi (análisis y seguimiento de fenómenos de terrorismo, radicalismo, extremismo y
violencia internacional) que reúne a los Ministros del Interior europeos, incluye el
estudio del tema del tráfico de drogas. Finalmente, en diciembre de 1990, el Consejo
Europeo aprobó el Plan Europeo de Lucha contra las Drogas. En los últimos años, la
Comunidad Europea y sus miembros, individualmente, se han caracterizado por
tomar distancia frente a las políticas provenientes de EEUU, demostrando más
autonomía, y en muchas ocasiones, un mayor grado de sensatez”.

23 Clear and Present dangers. The U.S. Military and the War on Drugs in the
Andes. Washington Office on Latin America. 1991.
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A partir de septiembre de 1989, con la publicación de la Estrategia
Nacional de Lucha contra las Drogas y la Iniciativa Andina (US$2,200
millones para 5 años), se ejecutaron en los países andinos un conjunto de
experiencias de erradicación de cultivos ilegales (voluntaria y forzosa),
acciones de interdicción policial/militar con el uso de elementos de las
Fuerzas Armadas andinas y asesores norteamericanos25, el uso de
herbicidas y defoliantes (spike y fusarium oxysporum en el Perú, glifosfato
en Colombia). Incluso el Comando Sur estacionado en Panamá participó
activamente en el control de las avionetas, mediante sofisticados sistemas
de persecución electrónica, que precisamente hoy están en discusión por
las posibles consecuencias penales del derribo de aviones civiles inocentes
(Convención de Chicago de 1944 sobre Aviación Civil). Un ingrediente
adicional que ha complicado aún más el panorama ha sido la presencia
de grupos subversivos e insurgentes en algunos de estos países (las FARC
y ELN en Colombia; Sendero Luminoso y el MRTA en el Perú). Otro
ejemplo de la unilateralidad del accionar de EEUU, ha sido la autorización
de la Corte Suprema para que las agencias policiales de ese país capturen
ciudadanos extranjeros fuera de territorio federal (agosto, 1992)26, así
como la intervención militar en Panamá (diciembre 1989).

En segundo lugar, el tema del condicionamiento de la asistencia
económica a los logros realizados en la lucha antidrogas, mediante el
anteriormente llamado proceso de certificación creado por el Antidrug
Abuse Act de 1986. Esto ha sido común para Perú y Bolivia, sin ningún
parámetro lógico que justifique estas medidas. Así, mientras que el Perú
ha visto mediatizada su asistencia antidroga en virtud al pobre récord en

24 SANTINO, Umberto y Giovanni, LA FIURA. Detrás de la Droga Economías de
Supervivencia, Empresas Criminales, Acciones de Guerra, Proyectos de Desarrollo.
Argentina: Homo Sapiens Ediciones, setiembre 1993.

25 Operación Blast Furnace en Bolivia (julio 1986), Operación Snowcap en Bolivia
y Perú (abril 1987) y Operación Blazing Trails en Ecuador (mayo 1987).

26 El secuestro del ciudadano mexicano Alvarez Machaín, por supuesta vinculación
con el asesinato del agente de la DEA Enrique Camarena en México; el secuestro
de varios ciudadanos bolivianos acusados por narcotráfico.
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materia de derechos humanos, lo cierto es que las administraciones
norteamericanas no siempre han tenido como principio la defensa cerrada
de éstos. Incluso en setiembre de 1993, el Congreso de EEUU aprobó la
Enmienda Helms que permitía detener la asistencia al Perú, así como votar
en contra de la concesión de préstamos del Fondo Monetario Internacional y
el Banco Mundial, hasta que se indemnice a los familiares del piloto fallecido
en el incidente del avión Hércules, en abril de 1992.  Del Olmo señala:

“(…) si un país no logra cumplir con las metas acordadas
con EEUU, para controlar el tráfico de drogas, puede perder,
de acuerdo con esta medida, la asistencia económica y militar
y ser blanco de sanciones comerciales y recorte en créditos
y préstamos de los bancos de desarrollo multilaterales”.27

II. NATURALEZA Y CAUSALES DEL PROBLEMA DE LAS
DROGAS ILÍCITAS EN EL PERÚ

2.1. Escenarios

Siendo que la hoja de coca es originaria de los países andinos, una
buena proporción de la producción mundial –dedicada a fines ilícitos–
es obtenida en territorio peruano en los siguientes escenarios:

2.1.1. Cuenca del río Marañón.- Comprendiendo parte de los
departamentos de Loreto (Sartibamba, Tayabamba, e Iquitos, donde se
realiza su comercialización), La Libertad y Amazonas, que se dedican a
la elaboración y venta de PBC. El río Amazonas es usado para el trasporte
de la producción.

2.1.2. Cuenca del Río Huallaga.- Comprende ambas márgenes del río
del mismo nombre, y algunos de sus afluentes (ríos Monzón, Camote,
etc.). Allí se ubican las poblaciones de Tingo María, Monzón, Tocache,

27 DEL OLMO, Rosa. “Las Relaciones Internacionales de la Cocaína”, en: Revista
Nueva Sociedad N° 130, pág.133, marzo/abril 1994, Caracas, Venezuela.
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Uchiza, Campanilla, Juanjuí, Chazuta. Desde la localidad de Aucayacu,
el río Huallaga es usado como vía natural de trasporte.

2.1.3. Cuenca de los ríos Apurímac-Ene-Urubamba28.- El Ene discurre
por los departamentos de Ayacucho y Junín hasta su confluencia con el
Perené para formar el río Tambo. El río Urubamba nace en el Cusco y se
desplaza hasta unirse con el Tambo y formar el Ucayali, río que se usa
como trasporte hasta Iquitos. Pichari, San Francisco y Quillabamba son
zonas de producción y acopio de PBC. En esta zona han sentado sus
reales los remanentes del grupo terrorista “Sendero Luminoso”, quienes
actualmente proveen respuesta armada a los grupos de traficantes de
drogas perseguidos por el Estado. El VRAE se encuentra en los pisos
ecológicos de ceja de selva, selva alta y selva baja, es decir, con altitudes
que van desde los 400 a los 1900 msnm.

La cuenca del VRAE es un espacio territorial que asimila áreas de los
departamentos de Ayacucho, Cusco y Junín, con dificultades de atención de
sus propias jurisdicciones departamentales. La margen izquierda corresponde
al departamento de Ayacucho (distritos de Sivia y Llochegua en Huanta;
distritos de Ayna, Santa Rosa, San Miguel, Anco, Chungui en La Mar), y al
departamento de Junín (distritos de San Martín de Pangoa, Río Tambo y
Mazamari en el Satipo).

La margen derecha corresponde al departamento del Cusco (distritos
de Kimbiri, Pichari y Vilcabamba en La Convención).

2.1.4. Cuenca del río Tambopata (departamentos de Madre de Dios y
Puno).-Producción que es desplazada a Bolivia. Esta zona capta la
producción ilegal que sale de la zona de La Convención.

2.1.5. Otras zonas.- Como las localizadas en las cuencas del Aguaytía
(Provincia del Padre Abad, Departamento de Ucayali), del Pachitea

28 La ubicación geográfica del valle de los ríos Apurímac y Ene se encuentra entre
los paralelos 11º34’ a 13º22’ de latitud sur, y los meridianos 73º11’ a 75º35’ de
longitud oeste, abarcando una superficie de 1’486,077 hectáreas, conforme
estimados de INRENA.
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(Provincia de Puerto Inca, en Huánuco), y Perené (provincia de Satipo,
en el Departamento de Junín).

2.1.6. La articulación con el Mundo.- La hoja de coca se produce en
distintos escenarios de la geografía peruana, pero éstos se articulan a
circuitos de comercialización que llevan dicho recurso a los laboratorios
(dentro y fuera del Perú) para su transformación en pasta básica y en
clorhidrato de cocaína y, de ahí, a los principales mercados donde las
drogas –igualmente, dentro y fuera del Perú– son comercializadas. Rutas
internas basadas en carreteras, y en senderos y trochas usadas por
caminantes, pasando por el uso indebido de la aviación civil en vuelos no
regulares y embarques furtivos en aviones comerciales o especialmente
fletados, hasta el empleo de puertos en ríos y en el mar para su embarque
en navíos, son parte también de los escenarios de la economía de las
drogas ilícitas en el Perú. Hará falta una mayor profundización acerca de
este aspecto de los escenarios (que no será tratada en este ensayo), pues
su comprensión permitirá diseñar mejores alternativas para trascender la
inserción de importantes espacios peruanos a esta compleja realidad
multinacional.

2.2. Un Actor Interno Central: El Campesinado

Entre los múltiples actores insertos en la dinámica de las drogas
ilícitas (policías, fiscales, traficantes de drogas propiamente,
contrabandistas de sustancias precursoras y químicos esenciales, de armas
y explosivos, perpetradores de la receptación de fondos, usuarios
eventuales de drogas, drogadictos), en esta investigación se destacará a
un importante actor del proceso peruano: el campesinado. El proceso de
pauperización de la economía agraria, básicamente andina, llevó a que, a
fines de los setenta e inicios de los ochenta del pasado siglo XX, se
desplazara a la zona de la selva alta (estribaciones de la Amazonía
peruana), un grueso contingente de trabajadores agrarios. De ellos, ha
salido el mayor porcentaje de peruanos comprometidos en la economía
cocalera (proceso que explicaremos más adelante). Casi todos estos
campesinos son personas que viven en condiciones de pobreza extrema,
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afectada su producción y trabajo por los sesgos urbanos de las políticas
económicas, y que padecen de una vinculación suficiente –en cuanto a
derechos y deberes– con el Estado del que son nacionales. Sobre esto
último, hay una consecuencia obvia en materia de seguridad e integridad
para ese campesino (en espacios donde los grupos delictivos, por ejemplo,
accionan sin mayores problemas).

2.3. Significación Económica

Tal como señalan los economistas Graña y Campodónico:

“... en los últimos veinte años, el aumento de la producción de
hoja de coca, pasta básica y clorhidrato de cocaína en Colombia,
Bolivia y Perú, tiene su origen en el subdesarrollo de la región,
producto de la división internacional del trabajo y de su
particular inserción en el mercado mundial capitalista(...); ... es
importante comprender que ha sido el problema local del
subdesarrollo el que determinó que los campesinos se dediquen
al cultivo de la coca, al no tener una alternativa rentable”.29

De esta manera, en medio de la particular posición de nuestro país en
el concierto mundial, y de sus problemas internos, es que un importante
sector de nuestra economía –en términos monetarios–, se ha “especializado”
en la actividad de la producción de las drogas ilícitas.

Regresando nuevamente a la región del VRAE, entre 1960 a 1987 el
apogeo de la zona correspondió al cultivo del café, de 1975 a 1980 al cultivo
del maíz, de 1984 a 1985 al cultivo del ajonjolí. El decenio de los años 80-90
al cultivo del cacao. A partir de la década del 60 el desarrollo de la región de
la selva se vincula a la necesidad de interconectar de forma longitudinal esta
región con el fin de colonizar el valle (mediante el Instituto de Reforma
Agraria y Colonización) que trata de organizar la parcelación de la tierra

29 CAMPODÓNICO, Humberto y GRAÑA, Alberto. “Subdesarrollo, Narcotráfico y
Ganancias Ilegales”; en: Actualidad Económica N° 114. Lima, Mayo 1990, p. 24.
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en dicho sector, aunque ésta terminó de forma caótica y desordenada. En
los años 70 existían extensas zonas boscosas en el valle, pero empezaron
a ser taladas para dar paso al monocultivo de coca, constituyéndose en
un factor degradante de los suelos del valle, al conducirse mayormente
en laderas empinadas y si a esto se añade el manejo inadecuado del suelo,
causa una paulatina degradación en la fertilidad de la tierra. El tráfico
ilícito de drogas sentaría sus reales en la zona desde los años 90.

2.4. Causas del problema de las drogas ilícitas en el Perú

2.4.1. Causas Exógenas.- Es claro que la causa exógena de carácter
fundamental que explica la aparición del fenómeno del tráfico ilícito de
drogas en el Perú reside en el aumento del consumo de cocaína y derivados
producido en los países industrializados. Sin embargo, esta no es la única
razón. La seguridad del honramiento de las obligaciones generadas por
la venta de hoja de coca (en este estado o en “bolas” de  PBC  bruta)  por
parte  del  acopiador, quien compra la producción prácticamente en la
puerta del predio; la “seguridad” en términos de precio y de mercado
fuera del Perú (Colombia, para la pasta básica, Norteamérica para el
Clorhidrato aquí procesado), actividad tan rentable en los últimos años
que la agroexportación de Café, Achiote, Palma Aceitera, entre otras,
han llevado a los pobres campesinos de la Selva Alta, a partir de los años
80, a paliar los efectos de la crisis comprometiéndose en el inicio de la
cadena de este protervo negociado.

“La década de los ochenta, llamada “la década perdida de
América Latina”, lo fue debido a que los países
desarrollados, con la complicidad de los propios gobiernos
de la región, descargaron las consecuencias de su crisis
económica sobre las espaldas de nuestros pueblos. Desde
principios de los setenta esta crisis se manifestó
abiertamente, agravándose en la década que acaba de
terminar. Así, el aumento de la demanda de cocaína en los
países desarrollados encontró en las cejas de selva del Perú
y en el Valle del Chapare en Bolivia, condiciones propicias
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para que decenas de miles de familias –víctimas de las
políticas de ajuste y estabilización impulsadas por el FMI,
en un contexto de caída de la cotización internacional de las
materias primas y los productos agrícolas– se volcaran al
cultivo más rentable en esas zonas: la hoja de coca”.30

2.4.2. Causas Endógenas

2.4.2.1. La Economía Peruana.- La economía en el Perú es una mixtura
de relaciones de que reproducen las históricas relaciones asimétricas entre
el campo y la ciudad.

2.4.2.2. La “Alternativa”: la Selva Alta y la Ceja de Selva.- Decíamos
que el problema del campo, se traducía en la depresión de vastos sectores
andinos, que, al no tener posibilidades de ser incorporados a sus espacios
de origen, buscaron en la migración, la posibilidad de un mañana mejor.
Al haberse asentado primero a los habitantes y después desarrollado parte
de las obras de infraestructura en las zonas de ceja de montaña y selva
alta, se puede entender que sólo primó un concepto puramente político
de descargo social de las presiones poblacionales de la costa y la sierra, y
que sólo existió la intención de hacer de esa zona un área con facilidades
físicas para “la penetración y el aprovechamiento máximo de los recursos
extractivos”. Según los expertos citados,

“el proyecto Huallaga Central-Bajo Mayo-Chiriaco-Nieva,
no es más que una nueva modalidad y objetivos más
elaborados... (que los anteriores), tendientes a la mayor
consolidación del sistema de producción capitalista (que se
verificaría por el desplazamiento de las pequeñas unidades
agrícolas por la gran empresa)”.31

30 CAMPODÓNICO, Humberto y GRAÑA, Alberto. “Subdesarrollo, Narcotráfico y
Ganancias Ilegales”, en: Actualidad Económica N°114.

31 VILLANUEVA,  César. CLAVIJO, Gisella. CEREZO, Máximo; “Penetración Capitalista
y Tráfico de Drogas”; en: Actualidad Económica N° 114, Lima, 1990.
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El experto José Urbina Guerrero, quien señala que:

“... la cocalización en el Perú no es causa sino el resultado del
MODO DE PRODUCCIÓN existente en los países andinos
(...). Por tanto, el narcotráfico no se desarrolla principalmente
por la existencia de un mercado exógeno, ello corresponde a la
situación de una débil formación del sistema de producción
predominante en la agricultura nacional y que se desarrolló con
mayor nitidez en la sierra y en la selva. En el período 1960-
1975, se producen cambios en la economía dentro de un proceso
de transición  a  una  nueva  modalidad de  ACUMULACIÓN
DE  CAPITAL  que  permite ampliar el sector urbano industrial,
integrando así de manera más profunda a las nuevas estructuras
de acumulación y reproducción del capital internacional”.32

El citado experto, al recordar la reforma agraria, coincide con otros en
señalar que con ella no se modificó la situación anterior, por la ausencia de
renovación en términos de capital y tecnología, y que la acumulación se
reorientó a los sectores industrial y minero. Esto llevó, como ya hemos
analizado, a la aceleración de la crisis del campo, al aumento de las
migraciones, y a la importación de alimentos.

Más adelante, Urbina señala:

“El capital internacional le asignó a los países del área, en
la década de los 60, el rol de consumidores de productos
elaborados o manufacturados, de mercado de inversiones
de capital y proveedores de materias primas. Esta situación
determinó la reorientación de la economía peruana a una
AMPLIACIÓN DEL MERCADO INTERNO. Resultado de
ello, se plantea la ampliación de la frontera agrícola, como
paso fundamental para orientar la oferta de la Selva, aún
olvidada, sin vías de comunicación y sin conexión al mercado

32 URBINA GUERRERO, José. “Coca: Algo más que una simple sustitución”. Documento
mimeografiado del CENDOC Comisión Andina de Juristas.
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costeño. Para ello se construyeron carreteras, se estableció
una estructura de comercialización en base a sólo dos
cultivos. El resto vino como consecuencia de esas políticas.
Se desarrolló el “boom” del arroz, se ampliaron las áreas de
maíz amarillo (para satisfacer la industria avícola de la costa),
se redujo sustancialmente el hato ganadero y se avanzó a
establecer un sistema de monocultivo dañino a la economía
de la zona. La inmigración dirigida de la sierra a la selva,
acentuó el fuerte proceso migratorio del Ande al trópico.
Así se inicia la implantación de los proyectos especiales que se
basaron sólo en aspectos agropecuarios y no forestales lo que
resultó en desmedro de los recursos naturales de la región”.33

Hasta el momento, hemos visto que la selva se alza como un escape
para los sectores campesinos pauperizados, que pugnan por hallar un
espacio donde sobrevivir. Esta región fue comprendida en los proyectos
de “desarrollo” concebidos por organismos multilaterales, empresas
privadas (nacionales y extranjeras), y los gobiernos centrales. Se buscó
en la región, o la incorporación de una rica veta abastecedora de ciertos
insumos primarios –para la industria o para el mero consumo, interno o
foráneo–, o la ampliación de las economías nacionales y sus mercados
en el nuevo rol que estas debían cumplir en el concierto económico
mundial, o como válvula de escape a las presiones económicas y sociales
que se experimentaban en la costa y la sierra, o como medida del gobierno
central para ampliar la frontera agrícola. Lo cierto fue que los problemas
mayores del país, que motivaron estas migraciones a la selva –el inicuo
régimen de propiedad de la tierra, la ausencia o escasa remuneración de
vastos sectores subalternos (los campesinos), por consiguiente su no
incorporación a un mercado aún no maduro, la existencia de estructuras
oligopólicas y el asomo de los grandes conglomerados económicos, la
ausencia de verdaderas estrategias de desarrollo, el sesgo urbano en
desmedro de lo rural en el diseño y ejecución de las políticas macro, etc.–, no
fueron solucionados.

33 URBINA. Ob. Cit., p. 2.
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Además, con la consabida excusa de la ampliación de la frontera
agrícola, se lanzó a la colonización a un vasto sector campesino, sin reparar
que la zona a colonizar (la ceja de selva y la selva alta) es ecológicamente
la más frágil de las de la selva (altamente erosionable), el desarrollo
agropecuario, por las particulares  condiciones  de  la ceja de selva, no es
factible, y que fácilmente, vía un adecuado uso de las tierras ya usadas en
la sierra y en la costa, podía aumentarse significativamente la producción,
“sin expandir la frontera agrícola” (léase, depredar la selva vía
desordenadas colonizaciones).

Era previsible que, ante estas condiciones, la situación de la costa
y de la sierra, se reprodujera en la selva. Así, las migraciones –las
“conducidas” y las espontáneas– se hallaron huérfanas de servicios
sociales, de infraestructura y de mercados. El poder económico, asentado
mayoritariamente en las ciudades, continuó influyendo en la formulación
de las políticas, no sólo atentando contra las remuneraciones al trabajo
ahí invertido (precios bajos), sino también procurándose las mejores
oportunidades en cuanto a la conducción de ciertos predios. Las tierras
de más baja ley, mayoritariamente no aptas para el agro, fueron usadas
con este fin, porque para muchos no había otra alternativa. Los pocos
conductores de predios apropiados para usos agrícolas, por falta de
previsión y planificación de parte de los delineadores de políticas (no
servicios sociales, no infraestructura, no mercado), vieron perecer en sus
depósitos su producción, o tuvieron que rematarla a precio vil (muchas
veces sin retribución efectivizada). La pobreza se manifestó ahí también
porque no podía ser de otra manera.

Empero, cualesquiera que hayan sido las razones para la migración,
amén de lo errado de la conducción de las políticas económicas y agrarias,
a pesar que el poder económico (en su lógica de expansión y explotación)
ha acaparado algunos de los mejores recursos de la zona (tierras, mano
de obra explotada), lo cierto es que, la zona misma de Selva Alta impone
restricciones al desarrollo alternativo, la naturaleza de sus suelos y tierras
(considerando la proporción de habitantes ahí establecida) no ofrece el
espacio suficiente para todos ni perspectivas de desarrollo agrario. En
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términos económicos, dada la proporción de habitantes ahí asentados,
cualquier sustituto o propuesta alternativa a la hoja de coca encontrará el
obstáculo de la propia naturaleza.

2.4.2.2.2.1. Naturaleza de la región.- El conservacionista Marc Dourojeanni
señala lo siguiente:

“El primer y más obvio impacto del cultivo de la coca, en las
proporciones en que se da, es la deforestación de varios
centenares de miles de hectáreas, en gran parte sobre tierras
sin aptitud agrícola. La deforestación alcanza (1) Las tierras
actualmente cultivadas con coca (… ); (2) las tierras que los
propios cultivadores de coca utilizan para su sustento y que
siembran con yuca, plátano, maíz y otros; (3) las tierras que
abandonan por agotamiento de la fertilidad; (4) las tierras
que deforestan los campesinos que se alejan de las zonas
dominadas por narcotraficantes y terroristas asociados; (5)
las tierras que deforestan los cultivadores de coca que son
esparcidos por las actividades de represión policial y; (6) la
deforestación causada por la construcción de pistas de
aterrizaje, de las que se han denunciado más de un centenar
simultáneamente y de laboratorios y campamentos ... se
puede deducir sin arriesgar mucho que en toda la Amazonía
peruana, la deforestación ligada directa o indirectamente al
cultivo de coca tiene un total acumulado de unas 700,000 há
a partir de la expansión cocalera de comienzos de los 70”. 34

En la cita, los subrayados e inscripciones en negrita son nuestros.
Es que queremos destacar las ideas deforestación y sin aptitud agrícola,
que caracterizan a los cultivos de hoja de coca de la región. Nos
permitimos ahora, seguir citando al experto estudiado:

34 DOUROJEANNI, Marc. “Impactos Ambientales de la Coca y la Producción de cocaína
en la Amazonía Peruana”; en: Pasta Básica de Cocaína, Un Estudio Multidisciplinario.
Lima: CEDRO, 1989.
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“El carácter altamente erosivo de la coca es debido: (1) a las
zonas ecológicas donde se le planta y (2) a algunas características
de su cultivo, por lo menos en la forma en que este suele ser
realizado ahora (...). Estas zonas de vida corresponden a lo que
se conoce como Selva Alta y Ceja de Selva (bosque húmedo
subtropical y bosque muy húmedo subtropical, N.del A.), la
altitud óptima ... se situaría entre los 1000 y 1,200 m.s.n.m.,
donde el tenor de la cocaína sería más alto (...). En estas regiones
predominan terrenos accidentados, con pendientes fuertes (...).
Ecológicamente, la coca se sitúa pues en algunas de las zonas
de vida más frágiles del país, varias de las cuales son las menos
aptas para uso agrícola que existen, por su carácter altamente
erosionable”.35

Otros autores destacan el carácter de los suelos que son empleados
para el cultivo de la Erytroxylon coca, que no permiten su utilización
para propósitos agrícolas. Hugo Cabieses, investigador del Instituto de
Apoyo Agrario, es de la misma opinión:

“Pero? ¿cuántos de estos sembríos se encuentran ubicados
en zonas donde no se puede producir otro producto que no
sea coca? ... a grosso modo diría que no menos del 60% al
70% de estas 300,000 hás. están ubicadas en zonas donde
no se puede producir otra cosa que no sea la hoja de coca,
desde un punto de vista agrícola”.36

Deforestación y no aptas para su uso agrícola, son los sellos
distintivos –en relación a los suelos– de las plantaciones de hoja de coca
ligadas a la economía del narcotráfico, asentadas en la selva alta y ceja
de selva. Según el decir de Cabieses, cerca de un 70% de los suelos no
son apropiados para el agro. Cabría entonces preguntarse, ¿Por qué son

35 DOUROJEANNI. Op. Cit.,  p. 284.
36 CABIESES, Hugo. Entrevista con Entorno Económico, Facultad de Economía,

Universidad de Lima, 24 de mayo de 1991.
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elegidos estos territorios por un vasto sector de los ahí asentados, para
las labores de cultivo de hoja de coca?

La naturaleza de los cultivos que tienen como impronta la
ilegalidad, ha llevado a que estos se establezcan en zonas de difícil acceso,
para evitar su erradicación. Sin embargo, lo cierto es que, en la selva alta,
la colonización ha sido por etapas, por  épocas,  y  sobre  tierras  apreciables
por  su fertilidad, acceso a los caminos carreteros, y en general a las
infraestructuras básicas y servicios sociales. Dado los flujos migratorios
recibidos por la región (hablamos en general de la selva alta), la tendencia
ha sido a la apropiación de las mejores tierras (“tierras con valor”), según
los criterios que ya mencionamos. Pero como este tipo de “tierras con
valor”, no son abundantes (recuérdese las características de los suelos de
la selva en general), es que un grupo de “desheredados” debe de asentarse
en zonas no apreciables en términos de potencialidades agrícolas (laderas,
suelos con pendiente, zonas propiamente boscosas), ni próximas a los
servicios infraestructurales y sociales, desconectadas de los caminos y
de los mercados.

Ahí, por la escasa necesidad de capitales y de ayudas tecnológicas,
por las condiciones de altura que favorecen el grado de concentración
del alcaloide en la hoja, por su lejanía de los aparatos de poder que
reprimen lo ilícito, por lo barato de la mano de obra, es que florece el
cultivo ligado a la economía de la cocaína.

Es cierto, como veremos más adelante, que las zonas próximas a
las laderas donde principalmente se cultiva hoja de coca, hablamos de
los ricos y agrícolamente potenciales valles del Huallaga Central y del
Alto Huallaga, pueden ofrecer, previa labor de auténtico desarrollo
alternativo, posibilidades de una salida económica distinta para la región.
Sin embargo, con Frederica Barclay y Fernando Santos, nosotros diríamos
que sobre la zona, en caso de verificarse el éxito de una primera etapa de
sustitución de cultivos, los campesinos asentados en las zonas cocaleras
no aptas para la agricultura, tendrían que buscar zonas apropiadas para el
cultivo legal (“tierras con valor|”), ejerciendo presión de esta manera

Una aproximación al problema de las drogas ilícitas
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sobre los espacios ya colonizados, y agrietando las posibilidades del
desarrollo alternativo:

“Si el esquema de sustitución tuviera éxito, los nuevos
agricultores legales empezarán a ejercer presión sobre las
actuales áreas de tierras con valor, es decir, aquellas que cuentan
con infraestructuras y servicios. Esto, por lo demás, en un
contexto en el que se permitirá la adjudicación de fundos de
gran tamaño dentro del esquema de zonas empresariales y el
espíritu del D.S.011. Ahora bien: Ibán de Rementería ha
calculado que para compensar el ingreso que la producción de
coca proporciona actualmente, se requiere actualmente
establecer al menos 106,500 hectáreas  en el Huallaga dedicadas
al cultivo del café, cacao, palma, y otros productos agrícolas.
Esta área viene a cuadruplicar la actual superficie cultivada con
productos legales (y a duplicar el área que se estima, esta
dedicada a la coca). El efecto previsible a corto y mediano plazo
sería la profundización del fenómeno del minifundio, que esta
zona ya experimenta en cierto grado, pues para que el esquema
tenga éxito los agricultores deberán contar no sólo con tierras
“disponibles»”y eventualmente tituladas, sino con tierras con
valor donde su producción pueda ingresar al mercado en
términos relativamente ventajosos”.37

La Selva Alta, por sus particulares condiciones es poderosamente
tributaria del fenómeno de la coca en el marco del tráfico ilícito de drogas, y
ofrece obstáculos poderosos para su erradicación.

2.4.2.3. Aspectos Sociales y Políticos.- La producción de hoja de coca en el
campo, y su transformación en pasta básica de cocaína, son las actividades
básicas que comprometen a los peruanos inmersos en la economía de la
cocaína. Como apunta el norteamericano Michael Reid, el cultivo de hoja de

37 BARCLAY, Frederica y SANTOS, Fernando. “El Minifundio en la Selva Alta”, en: Debate
Agrario. Lima: 1998.
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coca no representa un esfuerzo extraordinario, en términos de empleo de
procesos sofisticados, tecnologías avanzadas, mano de obra altamente
calificada, por citar algunos elementos.

“Es su condición de mercancía ilegal lo que hace que el
precio de la cocaína guarde escasa relación con su costo de
producción. Como señala The Economist: “Campesinos de
autosubsistencia en lugares miserables están felices de recibir
efectivo por amapolas u hojas de coca las cuales, después
de un procesamiento sencillo, están “marked
up”(incrementando su precio) 5000 veces para su venta a
consumidores finales (...)”.38

El cultivo de la coca, que por su carácter ilegal necesita de zonas
alejadas de la presencia de las fuerzas de Estado, halla en la coyuntura presente,
las condiciones mínimas. La apetencia de riqueza, por grupos ligados a la
delincuencia o muy pobres, vía una actividad no tan necesitada de inversión,
y que reportaría máximas ganancias, hacen el resto.

2.5. Consecuencias del Tráfico Ilícito de Drogas

2.5.1. Económicas.- En términos dinerarios, nuestro país, enfrente del
problema, ha adoptado una posición dual: por un lado acepta la ayuda
internacional para combatir esta actividad ilícita, mientras que por otro lado
se permite la captación de dólares provenientes de ese mercado, vía la acción
de la banca formal, como de las actividades informales. Como ya se ha dicho,
la depresión de los precios y mercados de otros productos (arroz, maíz amarillo
duro, entre otros), hace de la coca uno de los cultivos más rentables del país.

Aunque el tráfico ilícito afecta a toda la economía nacional, en
uno de los campos donde su influencia es mayor, es en el mercado
cambiario. Así, la forma como la cantidad de dólares provenientes del

38 REID, Michael. “Una Región Amenazada por el Narcotráfico”. en: Coca, Cocaína y
Narcotráfico: Laberinto en los Andes. Lima: Comisión Andina de Juristas, 1989.
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tráfico ilícito afecta a la economía nacional depende del régimen cambiario
existente.

“En principio, si el tipo de cambio es fijo y la moneda
extranjera es controlada en cuanto a su posesión y regulada
por el banco central de la reserva, se tenderá a formar un
mercado paralelo en el que se negociarán los dólares
provenientes del comercio de la cocaína. Por otro lado, un
régimen de tipo de cambio flexible permitiría al sistema
financiero formal captar las divisas provenientes del
narcotráfico. En este caso, los dólares absorbidos por la
economía pueden ser utilizados indistintamente para
consumo suntuario, fuga de capitales, importaciones de
primera necesidad o pago de deuda externa. En otras
palabras, la captación de los dólares del narcotráfico, por el
mercado formal, no implica un uso específico o racional de
los mismos. En relación al caso peruano, es indudable que
el flujo de dólares, provenientes del narcotráfico tiene una
serie de efectos sobre el tipo de cambio. Así genera
distorsiones en el precio relativo del dólar, ya que la oferta
de esta moneda proveniente del narcotráfico, reduce su precio
en el mercado”.39

Al ser el tráfico ilícito un sector de alta productividad de la
economía peruana, promueve la subvaluación de la moneda
norteamericana afectando la competitividad del sector exportador.
Entonces, ante esta situación, la actividad de los estupefacientes ofrece
soluciones de corto plazo a los problemas de importaciones, balanza de
pagos, gasto público, y en general, a la supervivencia de sociedades que
al ser exigidas por los centros de responder a sus obligaciones con más
disponibilidad de divisas, encuentran en el tráfico una manera de resolver
esos apremios (y los centros de poder, la culminación de sus apetitos de
moneda fuerte).

39 “El narcotráfico en el Perú”, en: GESTIÓN. Ob. Cit., p. 14.
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2.5.2.  Sociales y Políticas.- El problema de las drogas ilícitas ha generado
una progresiva sustitución del Estado peruano en zonas del país en donde
su presencia se alzaba como un obstáculo para la obtención de sus fines.
Al potenciarse desde el gobierno central, alternativas a esta actividad o
su mera represión, a través del concurso de bandas armadas o la aparición
de grupos subversivos en la zona (Sendero Luminoso), los traficantes
han contestado al Estado Central, preservando así su negocio ilícito. El
terrorismo de Sendero Luminoso en la zona, ha logrado articularse a la
actividad del tráfico ilícito de drogas, cuestionando y poniendo en peligro
la autoridad de un Estado ya de por sí abrumado por graves problemas.

Las políticas de “expansión de la frontera agrícola en la Selva”
promovidas desde los años 30 del siglo XX en el país, han alentado
migraciones masivas a una zona en donde, los recursos no son
precisamente abundantes. Ello ha aumentado la presión sobre los espacios
potencialmente apropiados para fines agropecuarios, por parte de un vasto
sector de campesinos. Cualquier opción de sustitución o desarrollo
alternativo a la “cocalización” de la selva alta (recuérdese que las más de
las tierras destinadas al cultivo de coca no son apropiadas para la
agricultura), enfrentará graves problemas y conflictos entre los actuales
tenedores de tierras (aquí también los grandes conglomerados
económicos), y los “arrepentidos” ex-cocaleros.

Las causas del tráfico ilícito, fundamentalmente económicas y
sociales, han propiciado la aparición de otros problemas, como los de la
violencia y la corrupción. Ello nos lleva a reflexionar sobre la crisis de
un Estado que enfrenta las directivas –impartidas desde dentro y fuera–
de su supresión. Este hecho, sumado al cuestionamiento del orden de los
grupos terroristas y las bandas de delincuentes traficantes de
estupefacientes, pone en duda no sólo la aplicación de medidas de
sustitución de cultivo y otros programas alternativos, sino las posibilidades
de cualquier estrategia de desarrollo nacional y (al ser nuestro Estado, a
pesar de todas sus imperfecciones, factor cohesionador nacional) de la
viabilidad del país en su conjunto.

Una aproximación al problema de las drogas ilícitas
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2.5.3. Ecológicas.- El cultivo de hoja de coca se realiza mayoritariamente
en zonas de la Selva Alta, las cuales son susceptibles de erosión dada su
posición inclinada. Como apunta el experto Dourojeanni, este cultivo,
con los de rocoto y maíz en surcos a plena pendiente, son los más erosivos.
Los cocaleros en sus esfuerzos por obtener suelos de mayor fertilidad
natural, talan inmensas áreas de bosque, acelerando así el proceso de
desertificación de la selva. Según Dourojeanni, varios millones de
hectáreas de bosque de la selva alta, en especial de gran pendiente, han
sido devastados por los agricultores migratorios. La erosión hídrica
insidiosa y violenta (huaycos y aluviones), tiene consecuencias sobre
vidas y bienes, así como es responsable de la sedimentación de los ríos.
Las inundaciones de la selva baja, por la pérdida de la capacidad retentiva
de las cuencas y por los sedimentos arrastrados, es otra de las
consecuencias. Los compuestos que son empleados en el procesamiento
de la hoja de coca, afectan los recursos hidrobiológicos de los ríos, y al
hombre mismo. Para citar sólo un ejemplo, la acción del ácido sulfúrico,
tiene efectos corrosivos, tóxicos e irritantes, para todos los tejidos de los
seres vivientes. “Además, por su alta miscibilidad con el agua no hay
forma como evitar su envenenamiento crónico”40. El uso indiscriminado,
para aumentar la cosecha, de sustancias como el Paraquat, Malathión y
Tamarón, genera desequilibrios ecológicos, problemas de salud y pérdidas
económicas.

CONCLUSIONES

1. El tratamiento internacional al problema de las drogas conoce
de distintos cambios a lo largo de la historia, los que pasan por la
utilización de esas sustancias en virtud a sus propiedades terapéuticas,
nutricionales, rituales o de vinculación social, hasta su empleo como
mercancía apreciable por su valor de cambio. Posteriormente las
prohibiciones hechas contra las señaladas sustancias tuvieron que ver,
más que por motivaciones morales o de salubridad, por consideraciones
ideológicas, políticas y económicas, expresadas a través de distintos
ejemplos en esta investigación. Un elemento importante para resaltarse
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es la inflexibilidad de la posturas consagradas, las que van desde el ámbito
administrativo hasta los elementos normativos internacionales.

2. Preocupa que, en el tema de las drogas, puedan los Estados
periféricos ser sometidos –por medios legales o extralegales– a escrutinios
y sanciones cual “Estados renegados”, mientras que el centro desarrollado
–ignorando o ignorante de las peculiaridades económicas y sociales en
las naciones así llamadas “productoras”– aprovecha de las ganancias
(monetizadas en sus economías) provenientes de delitos que, en el
discurso, dice perseguir y castigar. En este sentido y, dado el escaso margen
de maniobra de los estados periféricos para el tratamiento de la cuestión
de las drogas u otros de igual o mayor sensibilidad, es de temerse un
agravamiento del tema de la producción, el uso indebido, y el tráfico
ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas (y sus delitos
conexos)41, si es que no se ensayan medidas integrales y equilibradas
para tratar estos problemas, en el mejor interés de todos.

3. El derecho internacional público, en los distintos ámbitos en los
que regula las relaciones entre Estados, y donde corresponda, entre
individuos y Estados, ha influido sobre los ordenamientos jurídicos
internos. Sin embargo, es en el terreno del control de drogas sicoactivas
donde ha demostrado tener una influencia mas directa, mas extendida y,
esencialmente, equívoca.

4. Aunque en lo formal, aparecen “neutras” y como instrumentos
eficaces, en su gestión práctica las grandes Estrategias Internacionales
de Control de Drogas han violentado normalmente varios de los principios
que deben regir en las relaciones internacionales y sustentan el derecho
de gentes: a saber, el principio de buena fe y el de igualdad soberana de
los Estados

5. Como se desprende de esta corta, pero incisiva historia de
regulación del comercio mundial de sustancias sicoactivas, ninguno de
los instrumentos, ni estrategias, ni programas multilaterales ataca
frontalmente las causas del problema, sino tan sólo los efectos o las
manifestaciones más sensibles del tema, especialmente frente a la opinión
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pública: por ejemplo es el caso de las economías rurales subordinadas a
los circuitos ilegales.

6. Tal como ha sido abordado el asunto de la provisión internacional
de drogas, ha surtido efectos negativos sobre el conjunto de las relaciones
internacionales; ha subordinado temas de agenda, ha mediatizado y
condicionado las relaciones bilaterales entre los Estados y ha reproducido,
para el tema de las drogas, las relaciones de asimetría ya verificadas en
otras agendas tratadas en el concierto internacional.

7. El tratamiento internacional a esta problemática debería dirigirse
hacia un enfoque más pragmático y menos ideológico, un enfoque basado
en las pruebas y guiado por el principio clave de la reducción del daño
(énfasis en Salud, Desarrollo Rural, Seguridad Ciudadana) a los efectos
de restablecer el equilibrio, para reconocer los cambios de paradigma y
para abrir el debate sobre sus últimas consecuencias: adaptar las
convenciones de la ONU de modo que la ideología de la tolerancia cero,
tan arraigada en ellas, se transforme en un marco más amplio que deje
espacio a la diversidad en la elaboración de políticas nacionales y
regionales. Este es el momento de empezar a pensar cómo preparar y
organizar el proceso de revisión porque estas cosas llevan tiempo y queda
mucho por hacer.

8. Las medidas a ser aplicadas en el ámbito interno deben reflejar las
reflexiones efectuadas acerca de la necesidad de impulsar un tratamiento
internacional diferente al problema de las drogas ilícitas (proporcional,
transparente, creíble y verificable). Internamente, las políticas no deberían
incidir solamente en aspectos de mera represión al delito, sino también de
prevención del uso indebido, de rehabilitación de los consumidores habituales,
así como en alternativas viables que rompan la inserción de sectores de la
economía y la sociedad peruanas en la cadena internacional de las drogas
ilícitas.

* * *
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LA ECONOMÍA DEL CAMBIO CLIMÁTICO

Patricia Durán Cotrina*

* Primera Secretaria en el Servicio Diplomático de la República.

INTRODUCCIÓN

Sabemos que una de las principales amenazas que enfrente hoy en
día la humanidad en pleno es el cambio climático y los efectos que éste
produce. Siendo esta una realidad, la respuesta y las acciones que se
deben adoptar para mitigarla y para evitar sus efectos deben ser de orden
universal, en un marco de negociación y de coordinación multilateral
entre los gobiernos.

El cambio climático, originado por las emisiones de gases de efecto
invernadero (GEI) lanzados a la atmósfera, tiene consecuencias
significativas en la temperatura, el nivel de precipitaciones y sobre el
patrón y características con que se presentan los eventos naturales
extremos. El efecto del cambio climático sobre el ambiente afecta de
diferentes formas el bienestar poblacional y la competitividad de los
países.

A fin de lograr contrarrestar sus graves consecuencias a mediano y
largo plazo, se requieren cambios drásticos en los estilos de producción
y consumo, en la reducción nivel de emisiones GEI y, por consiguiente,
en la planificación del desarrollo sostenible en el marco de una economía
baja en carbono.

La economía del cambio climático
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El presente artículo se propone destacar el desarrollo económico bajo en
carbono como una alternativa eficiente y adecuada para hacer frente a
los efectos nocivos que plantea el fenómeno del cambio climático y, a la
vez, presentar las oportunidades y ventajas que plantea dicha opción de
desarrollo para países como el Perú.

Con la finalidad de poner al lector en contexto con la problemática
del cambio climático y las alternativas para enfrentarlo, primeramente se
abordarán algunos conceptos básicos relativos al fenómeno, para
posteriormente realizar una rápida revisión de la base científica que
sustenta las actividades frente al mismo. Dado que el cambio climático
demanda soluciones globales, se hará también una breve revisión del
entorno internacional en el que se desarrollan los esfuerzos nacionales e
internacionales frente a este problema, particularmente en lo referido a
la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático
–CMNUCC (en adelante la Convención) y al Protocolo de Kioto– PK
(en adelante el Protocolo)  para, finalmente, pasar a considerar los aspectos
económicos del cambio climático.

ALGUNOS CONCEPTOS BÁSICOS

Para considerar adecuadamente la problemática del cambio
climático es necesario primero tener claridad respecto de algunos
conceptos básicos vinculados al fenómeno. En ese marco, el presente
trabajo utilizará las siguientes definiciones:

- Clima: el glosario de términos del Tercer Informe del Grupo
Intergubernamental de Expertos sobre Cambio Climático (IPCC por sus
siglas en inglés)1, define el clima como “el estado medio del tiempo o,

1 El IPCC es un órgano científico creado por el Programa de las Naciones Unidas
para el Medio Ambiente (PNUMA) y la Organización Meteorológica Mundial
(OMM) para estudiar y evaluar el cambio climático y está constituido por
representantes de todos los países miembros de estos dos organismos.
Información sobre la función, misión del y trabajos del IPCC se encuentra
disponible en  http://www.ipcc.ch/organization/organization.htm  [consultado
el 18 de setiembre de 2011].
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más rigurosamente, como una descripción estadística del tiempo en
términos de valores medios y variabilidad de las cantidades pertinentes
durante períodos que pueden ser de meses a miles o millones de años. El
período normal es de 30 años, según la definición de la Organización
Meteorológica Mundial (OMM). Las cantidades aludidas son casi siempre
variables de la superficie (por ejemplo, temperatura, precipitación o
viento), aunque en un sentido más amplio el “clima” es una descripción
(incluso una descripción estadística) del estado del sistema climático”.

- Gases de Efecto Invernadero (GEI): el Glosario del IPCC2 los
define como “gases integrantes de la atmósfera, de origen natural
y antropogénico, que absorben y emiten radiación en determinadas
longitudes de ondas del espectro de radiación infrarroja emitido por la
superficie de la Tierra, la atmósfera, y las nubes. Esta propiedad causa el
efecto invernadero”.  El IPCC incluye entre estos gases al vapor de agua
(H2O), al dióxido de carbono(CO2), al óxido nitroso (N2O), al metano
(CH4), y al ozono (O3) como los principales gases de efecto invernadero
naturales en la atmósfera terrestre. Sin embargo, existen en la atmósfera
una serie de gases de efecto invernadero totalmente producidos por el
hombre, como los halocarbonos y otras sustancias que contienen cloro y
bromuro. Además del CO2, N2O, y CH4, existen el hexafluoruro de azufre
(SF6), los hidrofluorocarbonos (HFC), y los perfluorocarbonos (PFC).

- Efecto invernadero: definido por el IPCC como el proceso por el
cual  “… los gases de efecto invernadero atrapan el calor dentro del sistema
de la troposfera terrestre…a lo que se denomina ‘efecto invernadero
natural”.  Este efecto se describe en el  siguiente gráfico.

- Cambio Climático: La Convención Marco de las Naciones Unidas
sobre el Cambio Climático3, en su Artículo 1, lo define como “un cambio
de clima atribuido directa o indirectamente a la actividad humana que

2 Disponible en http://www.ipcc.ch/pdf/glossary/tar-ipcc-terms-sp.pdf
[consultado el 18 de setiembre de 2011].

3 Disponible en http://unfccc.int/resource/docs/convkp/convsp.pdf [consultada
el 18 de setiembre de 2011].
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altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma a la
variabilidad natural del clima observada durante períodos de tiempo
comparables”. La CMNUCC distingue entre “cambio climático” atribuido
a actividades humanas que alteran la composición atmosférica y
“variabilidad climática” atribuida a causas naturales. El CC es una de las
amenazas actuales más complejas, capaz de producir fuertes impactos en
sistemas naturales y humanos.

- Adaptación: Siguiendo el glosario del IPCC, definimos la
adaptación como el ajuste que efectúan los sistemas humanos o naturales
como respuesta a los estímulos climáticos o sus efectos y que permiten
moderar el daño o aprovechar sus aspectos beneficiosos. La adaptación
tiene como objetivo reducir la vulnerabilidad e incrementar la resiliencia
de los sistemas ecológicos, sociales y económicos a los efectos adversos
actuales y futuros del cambio climático y que afectan la vida y salud
humana,  los medios de subsistencia,  la seguridad alimentaria, el
intercambio de bienes y servicios, y el desarrollo sostenible en general.
Los ajustes o modificaciones se pueden producir en diferentes ámbitos
como el político, el institucional, el económico y el tecnológico, a través
de medidas relativas a la gestión del riesgo de desastres, la investigación,
la aplicación de instrumentos económicos y financieros y, el desarrollo
de la conciencia de la población sobre el problema.

- Mitigación: Definida por el IPCC toda intervención humana para
reducir el cambio forzado del sistema climático, que incluye estrategias
para reducir las fuentes de gases de efecto invernadero y las emisiones
de gases de efecto invernadero y la mejora de los fuentes de captura.

Para alcanzar los objetivos de mitigación, la Convención  ha
establecido los siguientes mecanismos:

- Las Medidas Nacionales Apropiadas de Mitigación o NAMAS:
es decir aquellas medidas, proyectos, programas, planes o metas
voluntarias de mitigación que llevan a cabo los países en desarrollo y
que pueden ser registradas para su financiamiento por la cooperación
internacional.
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- El mercado de carbono: es un mecanismo mundial que, entre
otros, tiene como objetivo promover la compra y venta de bonos de
carbono, que son instrumentos que representan la reducción de una
tonelada de CO2 equivalente de gases de efecto invernadero (GEI)
emitidos a la atmósfera terrestre. El mercado de carbono es de dos clases:
el oficial o regulado en el Mecanismo de Desarrollo Limpio (MDL)
establecido por el Protocolo de Kioto, por el que se emite los llamados
los bonos denominados Reducciones Certificadas de Emisiones (CER
por sus siglas en inglés) a cambio de las reducciones comprobadas y, el
voluntario o no regulado en el que se emiten los llamados Reducciones
Verificadas de Emisiones (VER también por sus siglas en inglés). Los
VER, además del componente económico y ambiental que plantea su
utilización, tienen la particularidad de poder ser utilizados como una
herramienta para el desarrollo de las regiones más pobres del mundo
pues de esta manera se ha promovido un tipo de bono que se ha
denominado “bono de carbono social” que tiene por objetivo principal
apoyar los proyectos de desarrollo social que tengan como meta la mejora
de las condiciones de vida de los sectores que se ubican en los niveles de
pobreza y pobreza extrema.

- Las Estrategias para el desarrollo bajo en carbono (LED):
referidas a los planes nacionales de desarrollo económico o las
estrategias que engloban un bajo nivel de emisiones y/o el
crecimiento económico resistente al clima.  Estas estrategias fueron
introducidas en el 2008 durante la negociación para la implementación
de la Convención y, en diciembre de 2009,  el “Acuerdo de Copenhague”
reconoció a las LED como elementos indispensables para el desarrollo
sostenible.

El proceso de establecimiento de un LED conlleva, por sí mismo,
beneficios para el  proceso de elaboración de planes de desarrollo
sostenible de un país, al mejorar la coordinación entre los diferentes
ministerios o entidades públicas concernidas, promover la comunicación
con otros grupos de interesados que pueden ser de índole privada
(empresas y la sociedad civil)  y, aumentar la conciencia del público en
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general sobre cambio climático y la política.  Estas estrategias también
permiten establecer una priorización de  las acciones de mitigación con
respecto a las necesidades de desarrollo de cada país, así como identificar
los problemas o deficiencias para aplicar dichas acciones, al mismo tiempo
que brindan la posibilidad de orientar la economía ante la existencia de
sectores críticos para la reducción de las emisiones de GEI como pueden
ser los relativos a la energía, transportes e industrias.  

- El mecanismo REDD+: que agrupa lineamientos y medidas
institucionales por las que los países en desarrollo son incentivados a
evitar emisiones de GEI, reduciendo la deforestación y la degradación de
los bosques, y aumentando  su absorción mediante la conservación y
manejo sostenible de los mismos.

LA CIENCIA DEL CAMBIO CLIMÁTICO

Dicho lo anterior, conviene revisar las causas del cambio climático.
Entre ellas podemos acotar las siguientes:

- El aumento de gases de efecto invernadero, principalmente el
CO2, como resultado del uso de combustibles fósiles (petróleo, carbón,
leña, bosta, entre otros), para la generación de energía, transporte,
producción de cemento y otros bienes, así como en algunos procesos
naturales, como la descomposición de la materia vegetal. Importante rol
juega también el metano (CH4), como resultado de actividades humanas
relacionadas con la agricultura, la ganadería y los residuos sólidos.

- La deforestación masiva, con la finalidad de ampliar inadecuadamente
la frontera agrícola y, también, como resultado de actividades ilegales
vinculadas a la producción de drogas y la comercialización de maderas
preciosas. Según cifras de la FAO, todos los años se pierden unos 13 millones
de hectáreas de bosques en todo el mundo4.

4 FAO, Evaluación de los recursos forestales mundiales 2010, página 3. Disponible
en http://foris.fao.org/static/data/fra2010/KeyFindings-es.pdf [consultado el 18
de setiembre de 2010].
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- Aumento de la temperatura de la tierra que, en promedio se ha
incrementado en unos 0,74°C en los últimos cien años. Entre 1970 y el
presente la temperatura media ha subido 0,55°C, planteando una tasa
creciente de calentamiento en los últimos 25 años. Este aumento se ha
evidenciado a través del incremento de la temperatura de los océanos, el
aumento de su nivel, un acentuado proceso de desglaciación en todo el
globo, aumento de intensidad de lluvias y sequías, entre otros.

- Para estudiar las causas y efectos del cambio climático, así como
para proponer medidas para hacerle frente, en 1988 la Organización
Meteorológica Mundial (OMM) y el Programa de las Naciones Unidas
para el Medio Ambiente (PNUMA) crearon el Grupo Intergubernamental
de Expertos sobre Cambio Climático (IPCC, por su nombre en inglés).
El IPCC tiene por función “analizar, de forma exhaustiva, objetiva, abierta
y transparente, la información científica, técnica y socioeconómica
relevante para entender los elementos científicos del riesgo que supone
el cambio climático provocado por las actividades humanas, sus posibles
repercusiones y las posibilidades de adaptación y atenuación del mismo”.5

- Una de las principales actividades del IPCC es hacer una
evaluación periódica de los conocimientos sobre el cambio climático. El
IPCC elabora, asimismo, Informes Especiales y Documentos Técnicos
sobre temas en los que se consideran necesarios la información y el
asesoramiento científicos e independientes, y respalda la Convención
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMCC)
mediante su labor sobre las metodologías relativas a los inventarios
nacionales de gases de efecto invernadero6.

- Bajo ese mandato, el IPCC ha elaborado cuatro Informes de
Evaluación sobre el Cambio Climático, con escenarios más actualizados
y confiables, el último de ellos publicado en octubre de 2007. Dicho

5 En  Portal electrónico del IPCC, Sobre Nosotros. Disponible en http://
www.ipcc.ch/home_languages_main_spanish.shtml [consultado el 12 de octubre
de 2011].

6 Ibíd.
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informe concluyó que existía evidencia que indicaba que con las políticas
de mitigación en curso, las emisiones globales de GEI seguirán creciendo
durante las próximas décadas. A la fecha, el IPCC se encuentra preparando
su quinto Informe, el cual deberá ser publicado hacia octubre de 2014.

Esta realidad ha sido ya asumida por una serie de países
desarrollados y en desarrollo, destacando entre ellos el Reino Unido,
Alemania, Holanda, Finlandia, Islandia, Australia, Nueva Zelanda,
Sudáfrica y Emiratos Árabes, entre otros. Sin embargo, se requiere un
esfuerzo mucho más significativo a nivel global, que incorpore a la
totalidad de los grandes emisores de GEI, los países desarrollados y a los
emergentes, Brasil, India y China que, conjuntamente con Sudáfrica
conforman el denominado grupo BASIC y que constituyen el principal
grupo de emisores entre los países en desarrollo.

EL ENTORNO INTERNACIONAL

Como ya se ha mencionado, el tratamiento del tema del cambio
climático a nivel internacional se realiza, fundamentalmente, en torno a
la Convención. A la fecha se han realizado 16 reuniones de la Conferencia
de las Partes o COP, la misma que se efectúa cada fin de año. Para los
efectos del presente artículo, revisten de particular importancia las
celebradas a partir de 2007, en Bali, Indonesia.

En diciembre de 2007, la COP 13, celebrada en Bali, Indonesia,
aprobó el denominado Plan de Acción de Bali por el cual se decidió
iniciar un proceso global que permitiera la aplicación plena, eficaz y
sostenida de la Convención mediante una cooperación internacional a
largo plazo, que se prolongue más allá de 2012, a fin de llegar a una
conclusión acordada y de adoptar una decisión consensuada en su 15º
período de sesiones, que se debía realizar en diciembre de 2009 en
Poznam, Polonia.

El Plan de Acción de Bali establecía una visión común de la
cooperación a largo plazo, que incluía un objetivo mundial, en
concordancia con sus disposiciones y principios, particularmente en lo
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relativo al establecimiento de responsabilidades comunes pero
diferenciadas y las respectivas capacidades, para las reducciones de las
emisiones, ello con el fin de alcanzar el objetivo fundamental de la
Convención. De igual modo, este Plan de Acción promovía la
intensificación de la labor nacional e internacional respecto a la mitigación
del cambio climático, la acentuación de las acciones de adaptación, la
intensificación del desarrollo y la transferencia de tecnología en apoyo
de las medidas de mitigación y adaptación, así como el incremento de los
recursos financieros e inversiones en apoyo de las medidas de mitigación
y adaptación y de la cooperación tecnológica.

Las negociaciones para dicho fin fueron iniciadas en 2008 y se
mantienen hasta la fecha sin que se haya podido lograr un acuerdo final
consensuado entre las Partes debido a que prácticamente todas las partes
han mantenido posiciones de rígida defensa de sus intereses, que en muy
poco han contribuido al resultado de las negociaciones.

Así, la mayoría de los países desarrollados, como es el caso de los
Estados Unidos, la Unión Europea, Japón, Canadá, Australia y Nueva
Zelanda, han planteado y sostenido exigencias en materia de metas y
acciones destinadas a asegurar la reducción de emisiones globales per
cápita y limitar el incremento de la temperatura, que resultan difíciles de
ser cumplidas por los países en desarrollo, particularmente los de renta
media y los menos desarrollados. Los países en desarrollo, por su parte,
también han mantenido una posición de poca colaboración en las
negociaciones, particularmente por los denominados países BASIC
(Brasil, África del Sur, India y China), los que, teniendo como argumento
que son parte del G-77, han pretendido establecer un marco regulatorio
que les asegure un desarrollo sin mayores compromisos en relación al
cambio climático, para lo cual han argumentado que a ellos les asiste el
mismo derecho de desarrollarse sin restricciones, tal como en el pasado
lo hicieron los que ahora son países desarrollados.

Se añade además las posiciones de los países menos desarrollados
que consideran que todo el esfuerzo financiero en materia de adaptación
y mitigación del cambio climático debe ser hecho por los países
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desarrollados y, que aquel que corresponde a los países en desarrollo,
debe ser plenamente financiado por dichos países. Por su parte, los países
árabes productores de petróleo sostienen que las medidas que se deben
aplicar para mantener el incremento de la temperatura por debajo de los
2º C afectarán severamente sus economías, por lo que los países en
desarrollo deben compensarles el costo que ello implique.

Bajo este panorama, es comprensible que las posiciones existentes
generen desencuentros entre ellas, y es por esta razón que en la reunión
de la 15ª COP realizada en Copenhague en 2009 no se alcanzaron mayores
resultados. Por este motivo, un grupo de países desarrollados, con la
participación de China y el Brasil, negociaron y acordaron un acuerdo
político, denominado “Acuerdo de Copenhague”, mediante el cual se
comprometieron a tomar acciones que eviten que el calentamiento de la
temperatura alcance los 2º C y, los países desarrollados acordaron un
programa de financiamiento a los esfuerzos de adaptación y mitigación
de 30 mil millones de dólares anuales para el período 2010-2012 y de
hasta 100 mil millones de dólares a partir de 2020. Cabe señalar que la
COP solamente adoptó una decisión “tomando nota del acuerdo”. Lo
destacable de este acuerdo, además de su componente financiero, es que
por primera vez desde el inicio de las negociaciones en 2008, se dio un
compromiso de los Estados Unidos por realizar esfuerzos tangibles de
reducción de emisiones, lo que ya significó un paso adelante.

Sin embargo, y como era previsible, el Acuerdo de Copenhague
fue inicialmente duramente criticado por los países en desarrollo por
considerar que se había negociado de manera poco transparente, no
participativa y fuera del marco de la Convención. Sin embargo, 138 países
(entre ellos el Perú) se asociaron posteriormente al Acuerdo y más de
100 han alcanzado a la Secretaría de la Convención, las medidas de
mitigación (obligatorias para los desarrollados y voluntarias para los en
vía de desarrollo) que dicho Acuerdo exigía como requisito para poder
acceder a los fondos de financiamiento.

En el caso del Perú, en junio de 2010, nuestro país decidió fortalecer
la acción colectiva para mitigar el cambio climático a través del desarrollo
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de una economía de crecimiento sostenible baja en emisiones de carbono,
indicando que, con dicho propósito se realizarían acciones voluntarias
destinadas a  reducir al año 2020, a una tasa cero la deforestación neta de
bosques primarios, la modificación de la matriz energética actual, a fin
de que al año 2020 las energías renovables (energías no convencionales,
hidroenergía y biocombustibles) representen por lo menos, el 33%  de la
energía consumida en el país y, el desarrollo de medidas que permitan
reducir las emisiones causadas por los sectores transporte y gestión de
deshechos.

Como resultado del Acuerdo, los países en desarrollo pusieron en
marcha una serie de iniciativas como la de las Cuatro Cuencas Forestales,
que comprende un fondo por 3.5 billones de dólares para el periodo 2010-
2012, con la participación financiera de Francia, Noruega, Australia,
Japón, el Reino Unido y los Estados Unidos; la “Global Research Alliance
on Agricultural Greenhouse Gases”, promovida por Nueva Zelanda con
un fondo de 31.7 millones de dólares y, el “Fast Start” de 30 billones de
dólares anuales para los años 2010 al 2012, y el establecimiento de un
fondo de 100 billones de dólares anuales a partir de 2020, con el que se
apoye los esfuerzos de los países en desarrollo frente al cambio climático.
La situación planteada por el desencuentro de Copenhague tuvo, sin
embargo, consecuencias positivas en todo el proceso negociador que, a
lo largo de 2010 se caracterizó por un decidido esfuerzo de las Partes por
salvar los esfuerzos en torno a la Convención, habida cuenta que resultaba
evidente que, un nuevo fracaso en la reunión que se realizaría en Cancún,
México, en diciembre de dicho año, conllevaría el término definitivo de
las negociaciones, lo cual era necesario evitar a toda costa. Menos
convincentes resultaron las posiciones en torno a la continuidad del
Protocolo de Kioto, cuyo primer periodo de aplicación está previsto que
concluye el 31 de diciembre de 2012.

En ese contexto, la posición asumida por muchos países
desarrollados y en desarrollo fue la de considerar que la reunión de Cancún
debía impulsar decididamente un renovado, intenso y proactivo proceso
de negociación sobre la implementación de la Convención el cual

La economía del cambio climático



Revista Peruana de Derecho Internacional190

necesariamente debía concluir, en los aspectos normativos, en diciembre
de 2011, en ocasión de realizarse en Sudáfrica la 17ª Conferencia de las
Partes. En vísperas de la reunión de Cancún, dichos países, entre ellos el
Perú, expresaron su convicción que estaban dadas las condiciones para
que la COP 16 aprobara el establecimiento del denominado «Fondo Verde»
que apoyaría el  financieramente a los países en desarrollo para hacer
frente al cambio climático; se avanzara sustantivamente en las
regulaciones consecuentes sobre las acciones de monitoreo, reporte y
verificación (MRV) vinculadas a las acciones de financiamiento y
compromisos de acción y de Reducción de Emisiones por Deforestación
y Degradación de Bosques (REDD) y, se consensuara la importancia de
establecer un segundo periodo de aplicación del Protocolo de Kioto.

Al término de la COP, y como resultado de un proceso negociador
extremamente complicado y duro en el que la presidencia mexicana de la
Conferencia jugó un paciente y fundamental rol promotor y constructivo,
los países desarrollados reafirmaron su compromiso de proveer recursos
adicionales (US$ 30 mil millones entre los años 2010-2012) de manera
equilibrada para mitigación y adaptación; a transparentar la provisión de
dichos recursos a países en desarrollo  mediante  reportes anuales a la
Secretaría Ejecutiva de la Convención.

Asimismo, los países desarrollados se comprometieron
formalmente a movilizar conjuntamente US$ 100 mil millones por año
hacia el 2020 para el desarrollo de acciones significativas de mitigación
en países en desarrollo, para lo cual se creó el Fondo Verde del Clima, el
cual fue establecido como una entidad operativa financiera de la
Convención que rendirá cuentas a la Conferencia de las Partes para apoyar
el desarrollo de proyectos, programas, políticas, y otras actividades en
países en desarrollo utilizando ventanas financieras temáticas.  Se decidió
que la gestión de este Fondo estará a cargo de una Junta con participación
equitativa de países desarrollados y en desarrollo (24 miembros),
estableciéndose también un Comité Temporal para su diseño compuesto
por 40 miembros (15 de países desarrollados y 25 de países en desarrollo),
del cual el Perú forma parte. Igualmente, se decidió que parte significativa
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del financiamiento multilateral para Adaptación deberá fluir a través del
Fondo Verde Climático.

Adicionalmente, la COP 16 de Cancún adoptó una serie de
decisiones en materia de Adaptación, mitigación, monitoreo y verificación,
fortalecimiento de capacidades y transferencia de tecnología que
reforzaron sustantivamente la confianza y compromiso de las Partes con
el proceso de negociación en torno a la Convención. En cuanto al
Protocolo de Kioto, sin embargo, no se alcanzaron acuerdos significativos,
habiéndose decidido que sería en la COP 17, a realizarse en diciembre de
2011 en Durban, Sudáfrica, donde se determinaría si se establecería un
segundo periodo de compromiso o se optaría por otras alternativas y se
daba término a la vigencia del mismo.

¿POR QUÉ UNA ECONOMÍA BAJA EN CARBONO?

En 2006, el Informe Stern sobre la Economía del Cambio Climático7

establecía que “el cambio climático representa un reto único para la
economía, pudiendo afirmarse que es el mayor y más generalizado fracaso
del mercado jamás visto en el mundo”, agregando que “…tanto en sus
causas como en sus consecuencias, el cambio climático es un problema
mundial, por lo que la adopción de medidas colectivas a nivel internacional
es crucial para conseguir una respuesta eficaz, eficiente y equitativa, en
la escala requerida”.

Dicho informe, el primero en su tipo, señalaba que “…si bien es
cierto que nadie puede predecir con total certeza las consecuencias del
cambio climático, sí que contamos con suficientes conocimientos para
percatarnos de los riesgos. La mitigación (puesta en práctica de firmes
medidas para reducir las emisiones) deberá entenderse como una
inversión, un coste incurrido ahora y en las próximas décadas para evitar
el riesgo de consecuencias muy graves en el futuro. Si estas inversiones

7 Disponible en http://www.catedracambioclimatico.uji.es/docs/
informestern.pdf [consultado el 17 de setiembre de 2011].
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se realizan acertadamente, los costes serán razonables y, al mismo tiempo, se
abrirá una amplia gama de oportunidades de crecimiento y desarrollo. A fin
de que esto funcione de una manera adecuada, la política deberá promover
señales de mercado bien fundadas, superar los fracasos del mercado y colocar
la equidad y la mitigación de riesgos en su mismo centro”.

El Informe concluyó que, en el mundo, “los beneficios de una acción
temprana significativa sobre el cambio climático son superiores a sus
costos…que la distribución de los impactos y costos de la inacción sobre el
cambio climático, así como de los costos y las oportunidades que se derivan
de la acción sobre dicho fenómeno es desigual… y que, aunque el cambio
climático es un problema mundial, este requiere de acción local y regional
(diseño de políticas públicas) como parte de la solución”.

Los estudios realizados indican que los impactos del cambio
climático superan largamente las inversiones para reducirlos. El costo de
no actuar ahora supone para el mundo, al 2050, una pérdida de entre el
5% al 20% del PBI global por daños y efectos negativos. En el caso
peruano estudio poco divulgado encargado por el Banco Central de
Reserva del Perú, publicado en noviembre de 2009, señala que, al 2050 y
en un escenario climático de un aumento de la temperatura en dos grados
centígrados y de 20% en la variabilidad de las precipitaciones, en el año
2030 el PBI sería entre 5,7% y 6,8% menor que el PBI alcanzado sin
cambio climático (PBI potencial), mientras que al año 2050 estas pérdidas
serían superiores al 20% respecto del PBI potencial.

Asimismo, el estudio de Escenarios Climáticos en el Perú para el
año 2030, preparado en el último trimestre de 2010 por el SENAMHI,
concluye que los niveles de precipitaciones en el país presentan
incrementos en la costa y sierra norte y disminución en la selva norte;
que las temperaturas máximas y mínimas se han incrementado, en todo
el territorio, en 0,2º C en la última década, que la frecuencia de las lluvias
se ha incrementado en la costa y sierra norte y disminuido en la sierra
central, que el número de días cálidos se han  incrementado sostenidamente
durante los últimos cuarenta años y que la selva y sierra sur presentan
mayor frecuencia de sequías moderadas o severas.
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Continuando con el análisis de nuestro país se puede verificar que el
inventario de emisiones de GEI muestra un crecimiento de 20.9% sobre las
emisiones reportadas para el año 1994 y que, para este período el PBI se
incrementa en 23% y la población crece un 10.7%8. Es decir, al momento se
presenta una situación por la cual el crecimiento de las emisiones se produce
casi en la misma proporción en la que se incrementa la tasa de crecimiento
económico. Ello, a la luz de la problemática futura que plantea el cambio
climático, no resulta, de forma alguna, lo más conveniente.

Esta preocupante perspectiva implicó, como ya se mencionó
anteriormente, que el Gobierno peruano adopte, en junio de 2010, una política
de desarrollo de una economía de crecimiento sostenible, baja en carbono9 y
el establecimiento de metas de mitigación a los efectos del cambio climático.
Dicha decisión fue reiterada por el Presidente Alan García en su última
intervención ante la Asamblea General de la ONU en setiembre de 2010.

En julio de 2011, el gobierno del Perú efectuó una precisión ante
la Secretaría Ejecutiva de la Convención, a través de una comunicación10,
por la cual se precisaban con mayor exactitud, los compromisos de junio
de 2010. En dicha misiva se señala:

“(...) Por medio de la presente comunicación, el Gobierno
del Perú reafirma su voluntad de fortalecer la acción colectiva
para mitigar el cambio climático, a través del desarrollo de
una economía de crecimiento sostenible baja en emisiones de
carbono, y expresa su voluntad de realizar las siguientes acciones
de reducción de emisiones hasta el año 2021, de acuerdo a los
principios y provisiones de la Convención Marco de las

8 ROCA, Javier. “Instrumentos económicos y su aplicabilidad para políticas de
seguridad climática en el Perú”, presentación en el taller Inversión y
Financiamiento para los Desafíos del Cambio Climático, Lima, octubre de 2010.

9 Esta decisión fue anunciada por el Presidente de la República el 23 de setiembre
de 2010, ante el 65 periodo de sesiones de la Asamblea General de las Naciones
Unidas.

10 Disponible en www.unfcc.int [consultada el 11 de octubre de 2011].

La economía del cambio climático
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Naciones Unidas sobre Cambio Climático, particularmente sus
artículos 4, párrafo 7; 12 párrafo l(b); 12 párrafo 4; 10 párrafo
2 (a):

1.  Emisiones netas declinantes y equivalentes a cero en la
categoría Uso de la Tierra, Cambio de Uso de la Tierra y
Silvicultura: Nos proponemos alcanzar esta meta con la
conservación efectiva de 54 millones de hectáreas de bosques
primarios a través de nuestro Programa Nacional de
Conservación de Bosques para la Mitigación del Cambio
Climático y medidas complementarias en la categoría
mencionada, con lo cual estimamos lograr una reducción de
emisiones del orden del 45% con respecto al año 2000, con un
potencial de emisiones evitadas del orden de los 50 MT de
C02eq.

2. Modificación de la matriz energética nacional a fin de que
las energías renovables no convencionales y la hidroenergía,
representen en conjunto por lo menos el 40% de la energía
consumida en el país. Esperamos lograr este cambio con la
combinación de uso de fuentes renovables (solar, eólica,
biomasa, mareomotriz, geotérmica) y el incremento de la
eficiencia energética para disminuir el uso de combustibles
fósiles, lo que significará en conjunto una reducción aproximada
del 28% de emisiones en este sector en relación al año 2000, y
un potencial de emisiones evitadas del orden de los 7MT C02eq.

3. Captura y uso de metano proveniente de la disposición
adecuada de residuos sólidos urbanos. Para este fin se realizará
programas de alcance nacional con prioridad en la construcción
de rellenos sanitarios en 31 ciudades grandes y medianas del
país y eventuales instalaciones complementarias, que permitirán
reducir un estimado de 7 MT de C02eq.

Para el desarrollo y aplicación de las medidas enunciadas, como
se mencionó en junio de 2010, y fue reiterado en nuestra
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presentación durante los talleres intersesionales de Bangkok
en abril de este año, nuestro Gobierno requiere contar con el
decidido apoyo de la comunidad internacional a través de los
mecanismos financieros y de cooperación que estableció la
COP16, así como de aquellos que ya se encuentran en
funcionamiento y disponibles.

Adicionalmente, le informamos que el 09 de julio de este año,
el Gobierno peruano aprobó un Plan Nacional de Acción
Ambiental al 2021, en el cual se establecen objetivos y acciones
que incorporan los compromisos enunciados, cuyo
cumplimiento se orienta a la consecución de una economía
nacional baja en carbono”.

Dicho ello, conviene plantearse como pregunta si es posible
mantener el necesario crecimiento económico en el contexto de una
economía baja en carbono.

Una economía baja en carbono procura, fundamentalmente,
desacoplar el crecimiento económico de las emisiones y procura
compatibilizar los objetivos de reducción de la pobreza, estabilidad
macroeconómica, apertura comercial, promoción de la inversión privada
y generación de competitividad con el objetivo de combatir los efectos
del cambio climático. Para poder asegurar este tipo de economía, se
requiere entender que las emisiones de gases GEI son al final un problema
económico, el cual se debe de afrontar con cierto tipo de instrumentos.
Estos instrumentos que se sustentan en el artículo 2º de la Convención
sugieren enfocar el desarrollo de los mismos de manera tal que el
crecimiento económico sostenible sea asegurado. Entre ellos tenemos a
las políticas y medidas como la reducción de subsidios a combustibles
fósiles, con la finalidad de reducir el consumo; el apoyo a la importación
de tecnologías de energías renovables; el aseguramiento de una
participación importante de las energías renovables en la matriz energética;
los incentivos financieros para el manejo mejorado de tierras e irrigación
y para la promoción de proyectos de inversión en biocombustibles y uso
de energías renovables; la regulación y medidas de fiscalización sobre el

La economía del cambio climático
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uso del suelo y; los programas de conservación de bosques y de
reforestación; entre otros.

El desarrollo de una economía baja en carbono ya es una realidad
y se viene aplicando en muchas partes del globo. De hecho, es un tipo de
economía que está en pleno desarrollo y que ofrece y plantea una serie
de oportunidades. Cabe señalar que, como consecuencia de la aplicación
de este nuevo modelo de desarrollo económico, en los últimos años la
inversión global en tecnología limpia se expandió en 60%, los ingresos
por negocios relacionados al clima registraron un aumento del  75%  y la
eficiencia energética registró los mayores retornos a la inversión (30%)
de los que se tenga conocimiento11.

De otro lado, ser de los primeros países en desacoplar el crecimiento
económico de las emisiones de GEI conlleva beneficios en el corto,
mediano y largo plazo. Así, en el corto plazo se puede asegurar la
participación efectiva en el Mercado de Carbono, una mayor
competitividad en mercados internacionales y el aprovechamiento de los
mecanismos internacionales de financiamiento e inversión. En el mediano
y largo plazo se da sostenibilidad de los recursos, se evita la penalización
de los bienes y servicios de exportación por ser altos en carbono y,
finalmente, se asegura la rentabilidad de inversiones.

En el caso específico del Perú, significará estar a la vanguardia en
tecnología y aprovechar las nuevas oportunidades de inversión,
financiamiento y cooperación; revertir la degradación ambiental y el
impacto en la salud, generando menores pérdidas y gastos del Estado, la
puesta en valor de nuestros recursos amazónicos y, la reducción de la
potencialidad de conflictos sociales.

En resumen, la oportunidad está planteada, los beneficios a la vista
y el compromiso asumido. Solo resta hacerlos realidad.

11 PAZ CIGARÁN, María. “Medioambiente y Cambio Climático, Agosto de 2011”,
presentación en el Curso Superior de la Academia Diplomática del Perú
correspondiente a 2011.
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INTRODUCCIÓN

La lucha contra la delincuencia internacional requiere de la
cooperación interestatal, como respeto al principio de soberanía. La
creencia de que el individuo reclamado se halle a disposición de otro
Estado, señala que hay que acudir a la forma de entrega adoptada por el
Derecho Internacional: la Extradición, que le permite a los Estados
dispensarse ayuda mutua para colocar a los individuos a disposición de
los tribunales competentes después de delinquir en un país y traspasar
fronteras.

La evolución de la Extradición muestra lo vinculada que ha estado
siempre a las concepciones políticas y culturales de cada tiempo.
Tradicionalmente, era considerada un acto político,1sin embargo, como
es concebida en la actualidad, encuentra sus orígenes en la Revolución

LA EXTRADICIÓN EN EL DERECHO

INTERNACIONAL CONTEMPORÁNEO

Idarmis Knight Soto*

* Doctora. Profesora de Derecho Internacional Público en la Universidad Ciego
de Avila - Cuba.

1 No existían reglas fijas para la entrega, constituía un arma política al servicio de
los soberanos, que obedecía al oportunismo político; era entendida como un
acto de soberanía; cfr. QUINTANO RIPOLLÉS, A. Tratado de Derecho Penal
Internacional e Internacional Penal; t. II. Madrid: Instituto Francisco de Vitoria,
1957, p. 154.
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Francesa,2 y siguiendo a Billot, este señala que es “(…) el acto por el
cual un Estado entrega a un individuo acusado o condenado por una
infracción cometida fuera de su territorio a otro Gobierno que lo reclama
y que es competente para juzgarlo”3. A partir de este momento la doctrina
comienza a intentar definirla.

Es entonces cuando aparece un gran número de Tratados que
acentúan la dimensión de la Extradición como un procedimiento singular
y al servicio de la comunidad internacional, a través de relaciones
intersubjetivas por encima de los intereses nacionales, caracterizadas por
la exclusión de los delitos políticos y  otros principios, no como simples
orientaciones éticas, sino como  obligaciones que  deben compeler a los
Estados en un ordenamiento jurídico internacional, con el objetivo de
acotar las graves violaciones de los derechos del individuo reclamado,
que implican una agresión indirecta a los bienes colectivos de los que es
titular la comunidad internacional, como la paz, la seguridad y el bienestar
de la humanidad; cuya protección representa el sustrato del Derecho
Internacional Contemporáneo.

En este contexto se ubica el interés por el estudio de la institución
de la Extradición, basado en dos tendencias actuales: una estrecha
cooperación por parte de los Estados destinada a ampliar el alcance de la
Extradición y una mayor preocupación por salvaguardar los derechos del

2 Momento en que se produce una profunda transformación social que trae
progreso y populariza las ideas de libertad, igualdad y fraternidad. Los
pensamientos liberales como los de Bentham, hacen que surja un rechazo a la
tiranía y a la opresión política, económica y social, y se exceptúa por primera
vez los delitos políticos, comienza a configurarse la Extradición como una
institución al servicio de los intereses de la Comunidad Internacional, dejando
de ser un arma política al servicio de los soberanos; cfr. MONTESINOS, Mª A.
Extradición Pasiva, Granada: Ed. Comares, 1997, p. 5 y QUINTANO RIPOLLÉS,
A. Tratado de Derecho Penal Internacional e Internacional Penal, t. II. Madrid:
Instituto Francisco de Vitoria, 1957, p. 162.

3 BILLOT, A. “Traité de L’extradition”, Paris,  1874, p. 36. Citado por: BUENO

ARÚS en: Nociones básicas sobre extradición, en Revista de Derecho Judicial N°
56. Madrid, octubre-diciembre de 1979.
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hombre, reconocidos desde la Carta de las Naciones Unidas, que establece
entre sus propósitos y principios “(…) realizar la cooperación
internacional en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos
humanos”, hasta la valoración positiva de estos derechos a través de
reconocidas Declaraciones y Convenciones Internacionales como bienes
de todos los hombres, es decir, bienes fundamentales merecedores de
protección.

La importancia y utilidad que ha presentando la Extradición en la
última década del siglo XX y la primera del siglo XXI en la lucha contra la
impunidad, están determinadas por factores relativos al desarrollo de las
comunicaciones, la movilidad de los individuos de un país a otro, y la creciente
criminalidad de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto,
entre ellos, la comisión de delitos relativos al terrorismo y los core crimes,
considerados de interés mundial, como el genocidio. Esto permite que los
Estados se encuentren cada vez más interesados en la lucha contra el crimen
y, en consecuencia, determinen que primen los principios de solidaridad y
cooperación entre ellos, lo que trae como consecuencia algunos cambios en
la regulación de la Extradición como institución incuestionable en nuestros
días4, sin olvidar la protección de determinados derechos del individuo entre
los cuales se pueden mencionar; el derecho a la vida, a no ser sometido a
tratos o penas crueles e inhumanas, y el derecho  a un  juicio justo, que
constituyen derechos fundamentales absolutamente inderogables aceptado
por la comunidad internacional.

La necesidad de intensificar la cooperación jurídica
internacional5 en la lucha contra el crimen y el respeto a los derechos
fundamentales6, son dos objetivos que deben hacerse compatibles en la

4 Cfr. LÓPEZ AGUILAR, J.F. “Reflexiones a propósito de la Extradición pasiva” en:
Actualidad Penal; Aranzadi N° 66. Madrid: 1992, p. 1.

5 Referido a la relación que establecen los Estados, a través de Tratados, en las
diversas esferas de las relaciones internacionales, a fin de mantener la paz y la
seguridad internacional.

6 Son derechos que el hombre posee por el mero hecho de ser hombre, por su
propia naturaleza y dignidad; derechos que le son inherentes y que lejos de
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Extradición, pero no siempre ha sido así. La Extradición ha vivido entre
estas dos fuerzas que a veces actúan en una misma dirección, y otras
muchas están violentamente enfrentadas; ello conduce a la búsqueda de
una regulación sencilla y flexible, que fomente una cierta previsibilidad
encaminada a la seguridad jurídica del individuo, evitando decisiones
sorprendentes, tales como las que aparecen en la jurisprudencia de los
tribunales de los Estados Unidos, la aplicación de la regla Ker Frishe,7

que constituye la versión moderna de la frase latina male captus bene

judicatus.

La Extradición es una institución idónea y necesaria para el respeto
del principio de Derecho Internacional Público de no intervención en
los asuntos internos de los Estados8, contrario al procedimiento de
intervención humanitaria, condicionado por el pretexto de proteger a
las personas bajo los auspicios de la comunidad internacional, de
violaciones de los derechos humanos a gran escala. Con la Extradición,
se trata de exigir a los Estados un mínimo de garantías para poder
establecer relaciones jurídicas de confianza de acuerdo con los

nacer de una concesión de la sociedad política, han de ser por ésta consagrados
y garantizados; cfr. TRUYOL Y SERRA, A. Los derechos humanos. Madrid: Ed.
Tecnos, 1982, p. 11.

7 Esta regla tiene sus orígenes en el Caso Ker, 119 U.S. 436, 1886. Dicho sujeto
era un americano condenado por hurto en su país y capturado en Perú por un
sujeto que actuaba sin autoridad de los Estados Unidos; en dicha captura
intervinieron las tropas chilenas que habían ocupado Perú. En este supuesto se
afirmó que la forma de aprehensión no impedía el enjuiciamiento de Ker en
América, es decir, a través de esta regla las Cortes norteamericanas tienen
competencia, con independencia del método empleado en su captura, para juzgar
al individuo inculpado por la comisión de algún delito, o el cumplimiento de
una sanción, aunque suponga vulneración del Derecho Internacional, ejemplo
de ello en la actualidad son los secuestros internacionales, las entregas irregulares.
Sobre el estudio de este caso, cfr. GARCÍA SÁNCHEZ, B. La Extradición en el
Ordenamiento Interno, Internacional y Comunitario. Granada: Ed.  Comares S.L.,
2005, p. 165.

8 El Derecho Penal Internacional es producto de la soberanía de cada Estado y
extiende la aplicación de las normas nacionales del Derecho Penal precisamente
hasta donde se extiende su soberanía, es decir, se circunscribe a normas de
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procedimientos acordados, a través de los principios enunciados en los
Tratados para la entrega del individuo reclamado.

Hoy día no se discute que la Extradición deba estar regulada por el
Derecho, pues, como se ha explicado, es un procedimiento jurídico
singular que afecta a dos o más Estados implicados, es decir, una actuación
de eficacia internacional que los Estados están obligados a respetar9, ya
que la interpretación de un Tratado de Extradición no se reduce al estudio
incuestionable de las normas, éstas tienen que adaptarse y modificarse
en función de los fines que las justifican y las exigencias de las nuevas
épocas. En este sentido, se trata de la obligación que tiene un Estado de
entregar y el otro de castigar al individuo reclamado por un delito común,
cuyo fundamento radica en el auxilio internacional, la solidaridad y la
ayuda mutua, como mecanismo de protección frente a la violación de
algunos derechos, entre los cuales se puede mencionar, el derecho a no
ser torturado.

Con la Extradición no se pretende exportar un sistema concreto de
garantías, ni introducir en otro Estado el contenido de un sistema de

Derecho interno dirigidas a la aplicación de la ley penal en el espacio, siendo la
Extradición y el asilo las instituciones encargadas de resolver los conflictos que
se presenten en su aplicación. Las normas penales internacionales son, desde
este punto vista, normas de derecho interno, a diferencia de las normas
internacionales penales (Derecho Internacional Penal) que son normas
supranacionales no emanadas del poder legislativo del Estado, sino aceptadas
por éste y aplicables a diferentes sujetos ; cfr. QUINTANO RIPOLLÉS, A. Tratado
de Derecho Penal Internacional e Internacional Penal; t. II. Madrid: Instituto
Francisco de Vitoria, 1957; en contra de la denominación de Derecho Penal
Internacional para la legislación penal de carácter internacional; CEREZO MIR,
J. Curso de Derecho Penal I, Introducción: 5a edición. Madrid: Ed. Tecnos, 1976;
p. 208, quien señala que tal nombre debería reservarse para los primeros intentos
de establecer una legislación penal de carácter internacional, emanada de la
Comunidad Internacional y a la que estuvieran sometidos directamente los
ciudadanos de todas las naciones, siendo aplicables por los tribunales
internacionales.

9 Cfr. FIORE, P. Tratado de Derecho Penal Internacional y de la Extradición. Op.
Cit., p. 397 y ss.
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derechos fundamentales perteneciente a una determinada concepción;
pues en países próximos cultural y jurídicamente, los instrumentos de
protección del derecho a la vida, a un juicio justo, entre otros, pueden
concretarse de formas diferentes, lo que no impide que globalmente
puedan resultar eficaces y respetuosos con las concepciones doctrinales
que definen esta clase de derechos. En este sentido, queda claro que en
los procedimientos de Extradición no se decide acerca de la hipotética
culpabilidad o inocencia del sujeto reclamado, ni se realiza un proceso
condenatorio; sino que se verifica el cumplimiento de los requisitos y
garantías previstas en las normas internacionales para la entrega del sujeto
reclamado: se trata de juzgar la solicitud de Extradición, no al individuo.

La Extradición interesa a varias ramas del Derecho teniendo en
cuenta su naturaleza jurídica10, sin embargo, esta investigación se aborda
desde la perspectiva del Derecho Internacional Contemporáneo, basado
en la  fundamentación de los aspectos sustantivos reflejados en los
Tratados de  que Cuba  es parte, así  como  en la identificación  de los que
deben  ser incorporados  para la actualización  de estos  o en otros  que  se
negocien, a través del examen de los principios que impiden la
Extradición, que si bien eran considerados como un problema de legalidad
ordinaria, en los últimos años la doctrina11 ha aumentado, considerándola
una institución que protege los derechos del individuo reclamado durante
el procedimiento, de ahí su trascendencia en la actualidad.

10 La extradición como una institución interdisciplinar es admitida en la doctrina,
así se encuadra en la perspectiva constitucional, en la medida que confirma el
respeto a la soberanía estatal a través de su regulación. También interesa al
Derecho Internacional Público en virtud de las  relaciones  de cooperación de
los Estados y protección de los derechos fundamentales del individuo reclamado
a través de Tratados ya  sean multilaterales y bilaterales, al Derecho procesal,
pues se concibe la  extradición como el conjunto de garantías jurídicas  de
diverso orden o actividades necesarias para solicitar la entrega o disponer dicha
entrega. El  Derecho  penal juega un papel importante en el procedimiento de
extradición a efectos de determinar, por ejemplo, la doble incriminación, es
decir, si la conducta es delito en el Derecho Penal sustantivo del Estado requirente
como el requerido. Cfr. SEBASTIÁN MONTESINOS, Ma. A. La Extradición Pasiva.
Granada: Ed. Comares, 1997, p. 23.
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1.1. EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LA EXTRADICIÓN

La Extradición –como es entendida en la actualidad– en su
estructura formal y en su denominación, es propia del siglo XVIII, aunque
se pueden encontrar sus antecedentes remotos en la entrega que se hacía
de un individuo reclamado de un país a otro, vinculado a actos esporádicos
de naturaleza política, generalmente bélicos o post bélicos, en los cuales
un soberano acordaba con otro la entrega de un criminal o perseguido, a
modo de obsequio12. Así se suele calificar, en el Libro de los Jueces de la
Biblia13 Capítulo XV, versículos 12-13, la entrega de Sansón por los
israelitas a los filisteos, y en el Capítulo XX, versículo 13-14, la solicitud
de entrega que hicieran las tribus de Israel a las tribus de Benjamín, de
los violadores y asesinos de la concubina del varón levita, cuya denegación
motivó la guerra de Judá contra la tribu de Benjamín. En Roma, la entrega
se realizaba a partir de normas permanentes de legalidad interna14,
dispuestas por el Tribunal de Recuperatores y no por el Gobierno; esta
práctica, como excepción, se perdió en el tiempo, debido al sistema
adoptado por los romanos que requería del respeto a la soberanía de los
demás Estados.

El Tratado del 4 de marzo de 1376 entre Carlos V de Francia y el
Conde de Saboya, aportó elementos para el concepto actual de
Extradición. Reguló la entrega vinculada a la delincuencia común con

11 GARCÍA SÁNCHEZ, B. La Extradición en el Ordenamiento Interno, Internacional y
Comunitario. Op. Cit. p. 25.

12 Cfr. QUINTANO RIPOLLÉS, A. Tratado de Derecho Penal Internacional e
Internacional Penal; t. III. Madrid: Instituto Francisco de Vitoria, 1957, pp.
153 y 155. En contra: FIORE, P. Derecho Penal Internacional y de Extradición,
Op. Cit., pp. 213-214; JIMÉNEZ DE ASÚA, P. Tratados de Derecho Penal, t. II; 3ª
edición. Buenos Aires: Ed. Losada, 1964, p. 891, ya que ambos autores afirman
que el primer estado jurídico en el orden penal internacional fue el privilegio de
inmunidad otorgado por el lugar y que se llamó derecho de asilo y ubican el
origen en el siglo XVIII, negando sus antecedentes remotos.

13 Vid.: Traducción del Nuevo Mundo de las Santas Escrituras, 3ª edición. New York:
Ed. International Biblie Students Association Brooklyn, 1984; pp. 347-348.
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carácter de permanencia, reciprocidad y concreción territorial, aun cuando
se hablaba de entrega y no de Extradición stricto sensu. Se reglamentó
todo el comportamiento del individuo dentro del territorio, es decir, se
castigaba conforme a la legislación establecida en su territorio, siempre
que constituyera delito en el Estado donde se encontrara el fugitivo.

El Tratado antes citado constituyó una excepción en la época. Los
acuerdos sucesivos de Extradición hasta el siglo XV continuaron con su
naturaleza política, al referirse a  delitos que ponían en peligro la existencia
del  Estado, por lo que incluso se hablaba de entrega de enemigos políticos,
no de delincuentes; generalizándose la práctica del asilo religioso, que
servía de refugio a los malhechores, lo que dificultó, en gran  medida, el
desarrollo de la  Extradición.15

Precisamente entre los siglos del XVI al XVIII, se conceptualizó
la institución. El vuelco decisivo de la institución estudiada se produjo
por la influencia de la Revolución Francesa en el siglo XIX, en que la
palabra Extradición, en materia de léxico, se acuñó por primera vez en el
lenguaje político-diplomático francés, pues hasta entonces se usaban los
términos de la deditio, remissio o intercum; o bien se hablaba de transferir,
reclamar o suministrar16. Por primera vez se plantea la excepción17, de
forma determinante, de los delitos políticos de la Extradición y se
configura la misma como una institución al servicio de los intereses de la
Comunidad Internacional.

14 Cfr. QUINTANO RIPOLLÉS, A. Tratado de Derecho Penal e Internacional Penal,
Op. Cit.; p. 155; también BASSIOUNI, M. Ch. International Extradition and Word
Public Order; Netherlands; New York, 1974, pp. 3-41.

15 Vid. XIN,L. “On  the New Trends in  Extradition  and  Asylum”,  en  Social
Sciences  en  China, vol  7, N° 4, New  York, 1986, p. 192.

16 Cfr. QUINTANO RIPOLLÉS, A. Tratado de Derecho Penal Internacional e
Internacional Penal, Op. Cit., p. 161.

17 En el Tratado de Amiens de fecha 27 de marzo de 1802,firmado entre Francia,
España e Inglaterra, se consigna: que las partes contratantes, de conformidad
con las demandas hechas por ellas, sus ministros u oficiales debidamente
autorizados para ello, se comprometen a entregar a la justicia las personas
acusadas de asesinato, falsificación o bancarrota fraudulenta, cometidos en la
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Las ideas transformadoras de la institución se encuentran por
primera vez en la Ley belga del 1ro de octubre de 1833, la cual excluía de
forma expresa la Extradición por delitos políticos18; también estuvo
reflejada en el Tratado de Extradición franco-belga de 1834, matizada
por la Ley belga de 1856, que limitaba el carácter liberal que implantó la
Ley de 1833 respecto a la Extradición, así la llamada “cláusula belga de
atentado”, excluía de los beneficios de la no Extradición política, a los
crímenes en los que mediare atentado personal contra Jefes de Estado o
sus familiares.

1.1.1. Evolución de la Extradición en América

No hay duda de que las leyes belgas anteriormente señaladas
sirvieron de referencia para los Tratados de Extradición durante los siglos
XIX y XX, no sólo en Europa sino también en América, marcando su
aparición en este continente a partir del Congreso de Panamá celebrado
en 182619. Este contribuyó a la suscripción de varios Tratados bilaterales
y multilaterales, comenzando de esta forma una larga tramitación del

jurisdicción de la parte solicitante, aunque únicamente en los casos en los que
la evidencia del delito esté clara y las leyes del lugar en el que las personas
acusadas sean descubiertas, autoricen su detención y conducción a juicio, si el
delito se ha realizado allí. Los gastos del arresto y conducción a la justicia
correrán a cargo de la parte demandante. Pero este artículo no se aplica a los
delitos de asesinato, falsificación o bancarrota fraudulenta cometidos antes de
la conclusión de este tratado definitivo; disponible en: www.enciclopedia.us.es/
index.php/tratados-de-paz-de-Amién (consultado el 22 de mayo de 2009).

18 Cfr. SEBASTIÁN MONTESINOS, Ma. A.: La Extradición pasiva. Granada: Ed.
Comares S.L., 1997, p. 7, quien apunta que la jurisprudencia británica fue la
pionera en recoger la exclusión de la delincuencia política de la Extradición, y
que en 1816, Lord Castelreagh (…) declaró que no había mayor abuso de la
ley que el permitir que sea instrumento de castigar a los extranjeros que sólo
cometieran delitos políticos.

19 Cfr. GOMEZ-ROBLEDO VERDUZCO, A. Extradición en el Derecho Internacional.
Aspectos y tendencias relevantes. México: Universidad Nacional Autónoma de
México, 1996, p. 185.
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tema a través de varias reuniones interamericanas20, cuyo propósito era
perfeccionar la cooperación internacional en materia jurídico-penal. Lo
interesante de estas convenciones es que reconocieron la necesidad de
extender la Extradición a fin de evitar la impunidad de los delitos y
simplificar las formalidades, otorgando ciertas garantías para la entrega
del individuo reclamado.

La “cláusula belga de atentado” ha sido enunciada en todas las
Convenciones del continente, con el mismo significado que en los Tratados
y leyes belgas. Sin  embargo, es necesaria matizarla para incluir además
de los Jefes Estado y de Gobierno, a los Ministros de  Relaciones
Exteriores, siempre  que  se encuentren en un Estado extranjero, así como
a los miembros de la familia que  lo acompañan, por dos razones: primera,
por estar constantemente visitando otros países en el marco de las
relaciones internacionales y tener especial protección en Derecho
Internacional21, y segunda, por la necesidad de excluir aquellos actos de
especial gravedad que amenazan la paz y la seguridad internacional de
los beneficios de la no extraditabilidad de los delitos políticos.

La vocación americanista por lograr un Tratado multilateral no se
detuvo. En este sentido, junto a otros trece Estados americanos Cuba
ratificó el Código de Derecho Internacional Privado, conocido como
Código Bustamante, en fecha 20 de abril de 1928 (ver Anexo 1), que
incluyó un título sobre Extradición. Aspecto positivo de trascendencia es

20 En este sentido se puede mencionar el Congreso Americano de Jurisconsultos
de Lima, 1879; el Primer Congreso Sudamericano de Derecho Internacional
Privado de 1889; la Sexta Conferencia Internacional Americana de La Habana,
1928; la Séptima Conferencia de Montevideo de 1933 y el Segundo Congreso
Sudamericano de Derecho Internacional Privado de Montevideo de 1940, que
revisó el Tratado sobre Derecho Penal Internacional de 1889.

21 La  Asamblea  General de Naciones  Unidas adoptó la Convención sobre
la Prevención y  castigo de delitos contra personas protegidas
internacionalmente, incluidos los agentes   diplomáticos, Jefes  de Estado
y de Gobierno y  a sus ministros y familiares, de fecha 14 de diciembre de
1973; disponible en: http://www.judicatura.com/legialación (consultado 20
de mayo  de  2009).
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que enuncia la obligación alternativa, aut dedere aut judicare, (extraditar
o juzgar), adoptada por el Derecho Internacional, con una dimensión más
amplia que la concebida en sus orígenes, para delitos internacionales, al
conjugarlo con la flexibilización del principio de no entrega al nacional,
el cual no se establece desde entonces como obligación absoluta para los
Estados, sino como alternativa22. Preámbulo para ser consignado en otros
Tratados firmados por Cuba como por ejemplo el suscrito con Colombia
193223.

Cuba no ha ratificado la Convención de Montevideo de 193324, –a
criterio de la autora– en el contexto actual no resulta referente; se presenta
como un documento  desactualizado debido a la evolución que constata
la Extradición en nuestros días, que va más allá de la cooperación jurídica
entre los Estados, brindando interés en la relación de estos con el individuo
reclamado en el respeto de determinados derechos fundamentales, que le
ofrece garantías  durante el procedimiento.

Otro aspecto que resulta desacertado en este instrumento es  que
se le otorga facultad al Estado requirente para poder enjuiciar al individuo
reclamado por  delitos  cometidos con anterioridad al que motivó la
Extradición, criterio que no comparte la autora, por estar enunciado en el
instrumento de referencia el principio  de especialidad que en definitiva
es un derecho del individuo a que  se le juzgue por los hechos que
provocaron la Extradición. De admitirse esta facultad, el individuo
reclamado corre el riesgo de que sea juzgado por un  delito  político, o se
le aplique pena de muerte, pues no existieron garantías  previas para
evitar tales actos.

22 Vid.:art. 345; disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/
consultado el  7  de junio  de 2009

23 Vid.: Extradición. Doctrina-Legislación-Tratados;(s.e); MINREX; La Habana;
1961, p. 63.

24 Países que suscribieron  la  Convención: Honduras, Estados Unidos de
América, El Salvador, República Dominicana, Haití, Argentina, Uruguay,
Paraguay, México, Panamá, Guatemala, Brasil,  Ecuador, Nicaragua, Colombia,
Chile, Perú. Cuba firmó pero no ratificó; disponible: en http://
www.ordenjuridico.gob.mx (consultado el 3 de mayo  de 2009).
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Un fenómeno de incidencia  en la evolución de  la Extradición en
el continente fue la adopción de las Convenciones sobre Asilo, que
conllevó a la propia Conferencia de Caracas celebrada en 1954, a meditar
“que el derecho de solicitar la Extradición de perseguidos, procesados o
condenados por delitos comunes, es el complemento indispensable del
derecho de asilo, ya que constituye el único recurso jurídico capaz de
rectificar una calificación errónea del delito hecha por el Estado
asilante”25, pero al no existir un Tratado sobre Extradición del que fueran
signatarios todos los Estados, la Conferencia acordó encomendar al
Comité Jurídico Interamericano, la preparación de un proyecto de
Convención.

Esta Convención reconoce la estrecha cooperación entre los países
del continente, y tiene en cuenta el debido respeto de los derechos del
individuo consagrados en la Declaración Americana de los Derechos y
Deberes del Hombre y la Declaración Universal de los Derechos
Humanos, en la lucha contra el delito a escala internacional.

Esta Convención reitera la obligación de extraditar, ya concebida
con  anterioridad en el Código Bustamante y el  Tratado  de Montevideo
de 1933. Acogido al sistema de mínima gravedad, evitando el de lista
cerrada reflejada en los Tratados bilaterales firmados por Cuba.

En Cuba se reguló por primera vez la Ley de Enjuiciamiento
Criminal Española del 14 de septiembre de 1882, puesta en vigor a través
del Real Decreto del 19 de Octubre de 1888, la cual fue modificada en
cuanto a esta figura por la Orden Militar No. 45 del 4 de febrero de 1901,
que estableció las “Instrucciones para la redacción de los documentos de
Extradición”, siempre que el delito hubiere sido cometido dentro de la
jurisdicción de Cuba y que se creyere que la persona a quien se le imputaba
había buscado un refugio o se encontrara dentro de los dominios del

25 Cfr. GÓMEZ-ROBLEDO VERDUZCO, A. Extradición en Derecho Internacional.
Aspectos y tendencias relevantes. Op. Cit., p. 223.
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Gobierno extranjero, especificando que a falta de Tratados debía darse a
éste en promesa de reciprocidad.26

Estas fuentes, aunque perviven en el ordenamiento cubano actual,
una de ellas, la promesa de reciprocidad, como bien se ha expresado no
es aceptada en la práctica internacional, como fuente autónoma. Su
configuración expresa una concepción primitiva de la Extradición,
enmarcada en el compromiso de cada Estado de conceder un trato
equiparable al que reciba de otro. De esta manera, se entiende como un
elemento político de garantía de los Estados, donde importan los
compromisos contraídos entre estos. Es  una fuente  alejada  de la
seguridad jurídica del individuo reclamado, pues puede proceder la entrega
aunque el acuerdo fuera injusto, sin observar los  derechos a  no  ser
privado arbitrariamente de la vida, el  de no ser  sometido a torturas ni a
otros  tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; no acceder a un
tribunal  imparcial para que se realice un proceso penal  justo, que en
definitiva son  derechos inderogables en el marco internacional.

Aunque  no  constituye  un tema recogido  ampliamente  en los
textos,  resulta interesante hacer alusión que en Cuba, en materia de
Extradición, una particularidad constituyó, la facultad otorgada por el
Estado al juez de Instrucción  de Guantánamo, para solicitar de las
autoridades de Estados  Unidos la entrega de los delincuentes prófugos
de la justicia, acusados de  delitos o faltas cometidas, que se hubieran
refugiado en la Base Naval de Guantánamo27. Esta facultad, a juicio de la
autora, no fue correcta, porque violaba el Tratado suscrito en 1904 con
Estados Unidos, en el que se relacionan dos Estados como aspecto básico
para la cooperación. Esta  facultad es ajena a la concepción de esta
institución por la  esencia misma al momento de concretarse  la entrega,
finalmente es el Estado quien decide.

26 Vid.: Extradición. Doctrina-Legislación-Tratados; MINREX; La Habana; (s.e)
1961, p. 73.

27 Cfr. SANCHEZ, D. BUSTAMANTE Y SIRVEN, A. Manual de Derecho Internacional
Público; 4ta edición. La Habana: Ed. La Mercantil, 1947.
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En el orden internacional Cuba es parte de varios Tratados
bilaterales sobre Extradición (ver Anexo 2)28, sus cláusulas estipulan los
principios clásicos de aquella época, (primera mitad del siglo XX), que
deben mantenerse con ciertas  matizaciones en estos y otros que se
negocien, por constituir garantías para el  individuo reclamado. Desde
esta perspectiva se puede mencionar la no entrega  del individuo reclamado
si no concurren los principios de doble incriminación, de especialidad,
extinción de la responsabilidad penal, no entrega al nacional con las
matizaciones actuales que debidamente serán explicadas, concurso de
demandas de Extradición y por último, la no entrega por delito político.

Diversos son los Tratados multilaterales que regulan cuestiones
sobre Extradición, ellos muestran la evolución de los principios de la
institución teniendo en cuenta el fundamento actual de la Extradición, en
este sentido se cita: la delimitación del delito político, que constituye
uno de los problemas más difíciles de interpretar en el Derecho
Internacional Contemporáneo, debido al  estado actual de las relaciones
internacionales, y que el individuo suele refugiarse  en  aquellos países
que coincidan con sus ideas políticas.

Ello ha conllevado la necesidad de que los Estados tipifiquen en
los Convenios internacionales, las conductas que no deben ser
consideradas  delitos políticos, para evitar discrecionalidad en los
procedimientos de Extradición. En este sentido se pueden mencionar los
Convenios Internacionales, sobre la Prevención y la sanción del delito
de genocidio, de fecha 9 de diciembre de 194829, sobre la Represión y el
castigo del crimen apartheid que entró en vigor 18 de julio de 197630,
para la Represión de actos terroristas cometidos con bombas, del 15 de

28 Con Bahamas se firmó un Canje de Notas sobre Extradición el 17 de junio de
1978.

29 Víd .: artículo VII disponible en  http://www.espaciosjuridicos.com.ar;
(consultado  19 de  mayo de 2010).

30 Víd.: artículo   XI disponible en  http://www.derhuman.jus.gov.ar (consultado
19 de mayo de 2010).
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diciembre de 199731. La  característica  principal de estos, en los
procedimientos de Extradición, es que refrendan una delimitación
negativa del delito político, es decir, lo que no se debe considerar como
tal. Las diversas concepciones nacionales sobre delito político no han
permitido un  consenso general sobre lo que debe considerarse como tal,
en el estado  actual de las relaciones internacionales. De ello se ha derivado
la necesidad de que los  Estado lo  delimiten en la redacción de los  tratados
internacionales.

Ilustrativo resulta también el Convenio contra la tortura y otros
tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes, adoptado en fecha 10
de diciembre de 1984, del cual Cuba es parte. Es un instrumento de
razonamiento obligado, por constituir la prohibición de estos actos una
norma imperativa para los Estados, que nunca puede ser suspendida o
derogada.

Otra Convención objeto de análisis es el de la represión de la trata
de personas y de la explotación de la prostitución ajena, adoptada en
fecha el 2 de diciembre de 1949. El mismo refiere la obligación alternativa
aut dedere aut judicare (extraditar o juzgar) como facultad del Estado
requerido cuando se trata de  la solicitud  de entrega de  un nacional. En
sentido contrario es el tratamiento que se le otorga al extranjero, aspecto
que resultó interesante, por no ser muy usual en instrumentos
internacionales actuales. En este supuesto se reconoce, al advertir que la
no entrega de un extranjero por el Estado requerido  parte del Convenio,
en casos análogos dará lugar a igual solución  con el  Estado requirente,
cuando correspondiere.

Resulta necesario explicar que este supuesto no encierra una
interpretación doctrinal de la reciprocidad, como promesa que aparece
en defecto de un Tratado de Extradición. Todo lo  contrario y de
conformidad con lo preceptuado, los Estados parte poseen la facultad

31 Víd.: artículo 11 disponible en http://www.iestudiospenales.com.ar (consultado
19 de mayo de  2010).
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para la no entrega del extranjero, debiendo juzgarlo, el cual puede resultar
nacional del Estado  requirente, en este  caso podría entenderse, a  juicio
de la autora, como  una reciprocidad atípica. Obsérvese que no es una
reciprocidad formal o  material   que  refiere  la entrega por los mismos
hechos o a un nacional, sino de soluciones análogas cuando no se entrega
al extranjero. Esta forma de  entrega del extranjero, el apátrida, o el
nacional debe realizarse de conformidad  con los principios que  estos
regulen o basado en  un  ley específica para  que  el individuo sea
extraditado con garantías.

Existen Convenciones más modernas, como: Convención de las
Naciones Unidas contra el Crimen Transnacional Organizado, de fecha
15 de noviembre de 200032, Convenio Internacional para la represión de
actos terroristas cometidos con bombas33, del 15 de diciembre de 1997 y
el Convenio Internacional para la represión de la financiación de
terrorismo34, del 9 de diciembre de 1999, que regulan de lege ferenda,
principios imprescindibles, concebidos en los Tratados como la doble
incriminación y la pena mínima, la no  extradición  por responder a las
concepciones actuales relacionadas con la prevención especial que, a
criterio de la autora, aparece como una entrega  condicionada. Ahora
bien, el principio  de la entrega del nacional que ejecuta  el  Estado
requerido, aparece en estos  instrumentos condicionada. En tal sentido,
el Estado requirente debe entregar al individuo extraditado para que
cumpla la pena, después de ser juzgado, al Estado requerido del cual es
nacional. Esta forma de manifestación de la extradición se ha ido
generalizando  en los Tratados  que tratan  el tema,  por  considerar  que
en el  país de origen será más fácil la reinserción social, el apoyo familiar.

32 Vid.: artículo 16; disponible  en http://www.uaf.gob.ec (consultado el  día  5
de marzo  de 2009).

33 Víd.: artículo 8, 910,11; disponible en http://www.iestudiospenales.com.ar/
(Consultado el  19 de mayo  de 2010).

34 Vid.: artículos 10; 11, 14, 15; disponible en  http://
www.espaciosjuridicos.com.ar (Consultado  el 19 de mayo de 2009).
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1.2. El concepto de Extradición

La definición de Extradición hoy contiene diversos elementos que
tipifican su singularidad: se resalta la exclusión de la delincuencia política
y se apunta a su naturaleza jurídica, al afirmarse que se está ante un acto
de asistencia jurídica internacional, sujeta a reglas preestablecidas,
imperando el principio de legalidad.

Ya Sánchez de Bustamante y Sirvén la define “(…) como un
procedimiento en cuya virtud un Estado entrega a otro los delincuentes
condenados o acusados que están en el territorio del primero y que se
encuentran sujetos a la competencia judicial del segundo”.35

El profesor D´Estéfano sigue la definición de Extradición dada
por Diena, “(…) como un procedimiento mediante el cual un Estado
entrega a otro, que obtiene o acepta dicha entrega, un individuo que se
encuentra en su territorio y está acusado de juzgarlo o hacerle cumplir
una pena ya pronunciada contra el mismo”.36

Estas  definiciones no resultan  completas para el  estudio de la
Extradición por   dos  motivos  esenciales a criterio  de la  autora: primero,
enuncian el concepto a través de la entrega del individuo reclamado
(Extradición  pasiva) , obviando que esta es un procedimiento singular
que comienza  con la solicitud y  culmina con la entrega; y el segundo, no
especifica  si la entrega está sujeto a un Tratado o a la promesa de
reciprocidad, que a priori, significa el carácter político de la institución,
por estar sometido a los intereses del Estado en sus relaciones
internacionales, a quien en definitiva le queda reservada la última decisión.
Concepción muy alejada de la actualidad, por la incorporación de
principios en los Tratados internacionales que prevén el respeto y garantías
de los derechos fundamentales del individuo reclamado.

35 Cfr. SÁNCHEZ DE BUSTAMANTE y A. SIRVEN. Curso de Derecho Internacional Público
Americano: sistemática y exégesis. Trujillo: Ed. Montalvo, 1943, p. 20.

36 Cfr. D´ESTÉFANO PISANI, M.A. Derecho Internacional Público. La Habana: Ed.
Universitaria, 1965; p. 374.
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Resulta conveniente señalar que un sector minoritario37 de la doctrina
sigue considerando la Extradición como un acto político, obviando la
cooperación jurídica. También Lamarca Pérez38 opina que considerar la
Extradición como un procedimiento de colaboración jurídico-internacional
supondría eliminar muchos de estos requisitos legales a los que se somete la
entrega, como los principios de doble incriminación, la exclusión de delitos
políticos y la propia exclusión de nacionales.

Este criterio enuncia un retroceso en el concepto, al concebir la
Extradición como un acto político, vinculado a la discrecionalidad y
arbitrariedad del Estado, alejado  de la seguridad jurídica del individuo
reclamado, por no estar vinculada a la decisión previa judicial, que es en
definitiva el órgano encargado de observar determinados principios ya
concertados en los Tratados, como  la doble incriminación, la extinción  de la
responsabilidad penal, entre  otros, para la declaración de procedencia o no,
de Extradición. Concebirla como un procedimiento de cooperación enfatiza
su carácter jurídico en el cual establecen relaciones los Estados y estos con el
individuo, a través de Tratados, para evitar que sea posible otorgar una
Extradición contra el parecer del Tribunal que dictó su improcedencia, ya
que el Estado no se podría comprometer sobre algo que concierna a la instancia
jurisdiccional, ejemplo promesa para no aplicar la sanción  de pena de muerte.

De forma específica Jiménez de Asúa39 y Quintano Ripollés40

–quienes son los más citados por los estudiosos del tema– coincidieron

37 En este sentido, PUIG PEÑA, F. Derecho Penal. Parte General; 7a edición. Madrid:
Ed.  Mateu Cromo Artes Gráficas, 1988, pp. 119-120. FIORE, P. Tratado de
Derecho Penal Internacional y de la Extradición. Op. Cit., p. 397.

38 Cfr. LAMARCA PÉREZ, C. “La idea del espacio judicial común y su posible
incidencia en la legislación de Extradición pasiva” en: Revista de Derecho Penal
y Criminología N° 3. Madrid, 1993; pp. 288-289 y 293-294.

39 Este autor es anterior a Lamarca Pérez, sin embargo enuncia el concepto
técnicamente más preciso, basado en los elementos esenciales de la Extradición;
Cfr. JIMÉNEZ DE ASÚA, P. Tratado de Derecho Penal. Op. Cit., p. 165.

40 Cfr. QUINTANO RIPOLLES, A. Tratado de Derecho Penal Internacional e
Internacional Penal; op. cit., p. 203; concepto de Extradición  también adoptado
por los siguientes autores: BASSIOUNI, M. Ch.: “International Extradition: A
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en definir la Extradición “como la entrega que un Estado hace a otro de
un individuo, acusado por un delito común, que se encuentra en su
territorio, para que en ese país se enjuicie penalmente o se ejecute la
pena, realizada conforme a normas preexistentes de validez interna o
internacional”.

Esta definición contiene elementos que singularizan este tipo de
entrega: por un lado excluye la delincuencia política, y por otro afirma
que se  trata de una institución jurídica sujeta a reglas preestablecidas,
que concretan la perspectiva  fundamental de la institución en la
actualidad: el respeto de determinados derechos fundamentales del
individuo reclamado garantizados por los principios regulados  en los
Tratados.

Llegar a reconocer en los procedimientos de Extradición la
protección de los derechos fundamentales del individuo, ha sido un camino
largo, pues como bien se apuntó con anterioridad, la institución se
concebía como una relación entre los Estados. Claro está, que en la
actualidad este punto de vista es insostenible41, en la medida en que la

summary of the Contemporary American Practice and a proponed formula”
en: Wayne Law Review; Vol. 15. New York 1969, pp. 733-735; disponible en
www.law.sufffolk.edu/highlights/stuorg; (consultado el 22 de mayo de 2010);
BUENO ARÚS, F. “Nociones básicas sobre la Extradiciónö; actualizada en:
Convenios de Extradición; Ministerio de Justicia; Secretaria General Técnica;
(s.e.); Madrid, 1988, pp. 20-21; GARCÍA BARROSO, C. El procedimiento de la
Extradición. Madrid: Ed. Colex, 1988; p. 17; SULLIVAN, D.: “Abandoning The
Rule of Non-Inquiry in International Extradition” en: Hastings International
and Comparative Law Review; Vol.  5, New York, 1991/92, p. 112; MORILLAS

CUEVAS, L. y L. RUIZ ANTÓN. “Manual de Derecho Penal. Parte General” en:
Revista de Derecho Privado; Madrid, 1992, pp. 104-105.

41 En este sentido, BASSIOUNI, M. CH. “Unlawful seizures of Persons by States
as Alternatives to Extradition” en: International Terrorism and Political Crimes;
New York, 1975, pp. 343-344; HUGHES, T. “Extradition reform: The Role of
The Judiciary in Protection the Rights of a Requested individual” en: Boston
College International and Comparative Law Review; Vol. 9, Boston, 1986, pp.
293 y 320-322.
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interpretación de los instrumentos internacionales concertados entre
Estados, armoniza el estatuto jurídico del extraditado como una forma
de garantía jurídica del individuo. Pues aun cuando se trata de una figura
encaminada a la cooperación entre Estados para la defensa de la sociedad
cuyo ordenamiento ha sido infringido por un individuo, también se
proyecta hacia la protección de la propia persona reclamada, de ahí que
en la actualidad, la Extradición se ha convertido en un llamativo ménage

a trois42 y constituya una obligación para los Estados observar los
principios enunciados en los Tratados concebidos al efecto.

En similares términos se han formulado múltiples definiciones, en las
cuales se encuentran matices diferentes e interesantes, elementos que ayudan
a vislumbrar la evolución que ha experimentando el concepto de la
Extradición. Sin lugar a dudas, cada una de ellas pone acento en aspectos
relevantes como la conveniencia, la utilidad, la necesidad o la justicia, para
la seguridad jurídica internacional y para la efectividad de los derechos de la
persona que se encuentra en un país y es reclamado por otro.

La Extradición es concebida por la autora como un procedimiento
singular de cooperación, mediante el cual los Estados se obligan a través
de Tratados, unos a solicitar (Estado requirente) y otros a entregar (Estado
requerido) a los individuos reclamados para que sean juzgados o para
que cumplan una medida de seguridad o sanción por un delito común,
atendiendo a los principios jurídicos que se estipulen en su contenido.

En este  sentido más  allá  de los  elementos  que integran  el
concepto de la Extradición, debe entenderse como procedimiento que
comienza con la solicitud y termina con la entrega, que
independientemente de las formas de manifestarse, tiene sentido cuando
se recibe la petición de otros Estados y se materializa cuando todos los
principios recogidos en los Tratados comienzan a desplegar su eficacia.

42 Cfr. PÉREZ MANZANO, M. “Ius Puniendi, Fronteras y derechos fundamentales:
Un Modelo Constitucional de Extradición” en: Separata de Monografías de la
Revista Aragonesa de Administración Pública, Año VI, 2003, Aragón, pp. 384 y
ss.
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1.2.1. Elementos del concepto de Extradición

Un estudio profundo del concepto de Extradición, necesariamente
debe abordar los elementos esenciales, que permiten enunciar su esencia.
Para su mejor comprensión se delimitó en objetivo y subjetivo, que aclara
los fundamentos  de  la institución (Ver anexo 2).

En la definición de Extradición cabe resaltar la cooperación jurídica
entre los Estados por existir una pretensión penal respecto al reclamado
por parte del Estado requirente que bien se puede marcar como elemento
objetivo. Este debe estar basado en el respeto a la soberanía ajena y en la
no  injerencia en los  asuntos internos  de otros Estados.43

En  el espacio territorial  donde  un Estado ejerza soberanía debe
aplicarse su Ley Penal44 según el principio lex loci delicti commissi, y

desde la perspectiva jurídico penal, se aboga por este principio en aras de
la prevención general, pues resulta más eficaz si la pena se impone y se
ejecuta en el lugar próximo al de la perpetración del delito; allí donde
causa la alarma social es que debe reprimirse para evitar la  impunidad
del individuo  reclamado.

El fin de la prevención general es ampliamente admitido; sin
embargo, se cuestiona que el principio de territorialidad favorezca el

43 Sobre estas cuestiones, el Instituto de Derecho Internacional adoptó una
Resolución según la cual, el dominio reservado o jurisdicción interna de los
Estados sería aquel de las actividades estatales donde la competencia del Estado
no se encontraría vinculada o determinada por el Derecho Internacional. Los
Estados podrían libremente regular todos los asuntos que no estuviesen definidos
por una norma de Derecho Internacional. También la Corte de Justicia
Internacional, en su opinión consultiva sobre los Decretos de Nacionalidad
promulgados en Túnez y Marruecos (7-II-1923), sostuvo que el término
jurisdicción doméstica indicaba las materias que, aun y cuando pudiendo tocar
muy de cerca intereses de más de un solo Estado, no eran en principio
reglamentadas por el Derecho Internacional, es decir, las materias en las cuales
cada Estado es único soberano de sus decisiones. En el caso de las Actividades
Militares y Paramilitares en Nicaragua, conocido también por la Corte en su
sentencia del 27 de junio de 1986, ésta volvió a poner muy claro que el principio
de no intervención pone en juego el derecho de todo Estado soberano de
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cumplimiento del fin de la prevención especial45, disputa que no comparte
la autora, ya que el Estado en cuyo territorio se perpetró el delito, sigue
ejerciendo su ius puniendi. Es su Ley Penal la que se aplica al hecho. Lo
único que sucede, es que la sentencia se cumple en otro Estado, aquel del
que sea nacional el sujeto que ha delinquido, al considerarse más adecuado
para los fines de la reinserción social. Se trata, en definitiva, de la búsqueda
de soluciones de cooperación, a través de otros Tratados Internacionales,
como por ejemplo, el Convenio sobre traslado de sancionados
extranjeros46, sobre ejecución de sentencias penales47 que ayudan a los
fines de la institución.

La opinión actual48 que se va adoptando en este campo, es la de
considerar la Extradición como una de las manifestaciones más típicas
de la cooperación entre los distintos Estados, en la lucha contra la
delincuencia y con el fin de lograr que los individuos reclamados sean
castigados, en el lugar donde se cometió el delito; sin perjuicio de cuál
sea el lugar donde se encuentre. De ahí que se defina esta institución
como acto de cooperación judicial internacional, alejado de  un acto
político, enmarcado en la promesa de reciprocidad.

conducir sus asuntos sin injerencia externa, aunque las infracciones a dicho
principio pueden ser múltiples. No obstante, no cabe duda de que la misma
forma parte integrante del Derecho Internacional Consuetudinario. La Corte,
retomando su fallo de 1949, vuelve a recordar que entre Estados independientes
debe existir el respeto de la integridad política. Cfr. «Affaire des activités militaires
et paramilitares, au Nicaragua et contre celui-ci, Nicaragua c. États Unis d´
Amérique”; Fond; Arrét du 28 junio 1988; CIJ Recueil des Arrét; pp. 106-
202 en: GOMEZ-ROBLEDO VERDUZCO, A. Extradición en Derecho Internacional,
Aspectos y Tendencias relevantes; op. cit., pp. 101-104

44 En este sentido, el Código Bustamante artículo 340 estipula: Para conocer los
delitos y las faltas y juzgarlas, son competentes los jueces y tribunales del Estado
contratante en que se hayan cometido; disponible en: www.oas.org/jurídico/
spanish; consultado el  7 de junio   2009.

45 Cfr. POLAINO NAVARRETE, M. Derecho Penal, Parte General: Fundamentos
Científicos del Derecho Penal; t. I, 3a edición totalmente renovada y actualizada
con la colaboración de ORTEGA TEROL, J. Ed. Bosch; Barcelona; 2001; pp. 556
y 558: “Evidentemente, esta posibilidad encontraría graves dificultades prácticas
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Como se puede apreciar, en el plano del Derecho Internacional
está cobrando un papel cada vez más importante el concepto de
cooperación jurídica entre los Estados, al considerarse que la persecución
de la delincuencia es cuestión de todos, junto  a los principios de
independencia, respeto a la  soberanía y no injerencia en los asuntos
internos de los Estados, pues a todos interesa que la Extradición funcione
para la defensa de la sociedad internacional contra el crimen49, de ahí la
necesidad de que los Estados acuerden Tratados Internacionales para la
reafirmación de los principios jurídicos vigentes en cada ordenamiento.

Los elementos subjetivos se deducen al conceptualizar la
Extradición: la relación entre los Estados requirente y el Estado requerido
y la relación del Estado requerido con el individuo reclamado que se
configura desde la perspectiva de respeto a los principios ya estipulados
en los Tratados.

Esta relación es protegida por instrumentos de carácter
internacional50 y regional, que reconocen derechos a favor de los

en los supuestos en que el Estado requirente impusiere una modalidad de pena
inexistente en el Estado de origen del autor del delito, o una pena que en principio
solo pudiera ser cumplida en el lugar donde se impusiere. En estos supuestos
sería necesario encontrar un equivalente funcional de la pena inicialmente
impuesta”.

46 Cuba mantiene Convenios firmados en materia de Traslado de Sancionados
con México, Zambia, España, Canadá, Colombia, Cabo Verde, Austria, Francia,
Bahamas, Gran Bretaña, República Dominicana, Suecia, San Marino,
Guatemala, Filipinas, Granada, Angola, Belarús, Bulgaria, Congo, Corea,
República Checa, Chipre, Eslovaquia, Guinea Bissau, Hungría, Iraq, Libia,
Mongolia, Mozambique, Polonia, Rumania, República Federativa Rusia, Sao
Tomé y Príncipe, Viet Nam, Yemen Democrático, Ucrania.

47 Cfr. MURILLO Y GARCÍA-ATENCE, A. “La Cooperación Jurídica Internacional”
en: Cuadernos de Derecho Judicial, Vol. XI, Madrid, 1994, p. 379.

48 ABAD CASTELO, M. La toma de rehenes como manifestación del terrorismo y el Derecho
Internacional; Ministerio del Interior; Secretaria General Técnica; (s.e.),
Madrid, 1997,  pp. 43-52.

49 El gran peso normativo ocurrió en el mes de diciembre de 2000, cuando en
Italia, ciudad de Palermo, se firmó la Convención contra la Delincuencia
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individuos y establecen obligaciones a cargo de los Estados. Ilustrativas
son las palabras del profesor Carrillo Salcedo al afirmar que existen
principios de Derecho Internacional que hoy tienen carácter de ius

cogens51 por responder al mínimo jurídico esencial que la Comunidad
Internacional precisa para su pervivencia en cuanto tal, así como a las
necesidades morales de nuestro tiempo. Entre ellos podemos citar unos
derechos fundamentales de la persona humana que todo Estado tiene el
deber de respetar y proteger, no tanto a través de pomposas declaraciones
políticas como por medio de reglas procesales que garanticen la puesta
en práctica de aquellos derechos fundamentales.52

Las normas internacionales que prohíben las violaciones de los
derechos a no  ser privado arbitrariamente de la vida, es decir, no ser
sometido a ejecución  extrajudicial; el de no ser sometido a torturas ni a
tratos crueles, inhumanos o  degradantes; y el acceso a un tribunal
imparcial ante el cual se desarrolle un  “proceso justo”, en particular si se
trata de un proceso penal, son imperativas y de Derecho consuetudinario

Organizada Transnacional, de la cual Cuba es parte, y su objetivo fue promover
la cooperación para prevenir y combatir más eficazmente la delincuencia
organizada trasnacional, estableciendo los requisitos para la Extradición de los
delitos que regula. Véase:
ANDRÉS SAENZ DE SANTA MARÍA, P e I. RODRÍGUEZ ÁLVAREZ. Legislación
Básica de Derecho Internacional Público, 8a edición. Madrid: Ed. Tecnos, 2008,
p. 791.

50 El Derecho Internacional de los derechos humanos es aquel sector del
ordenamiento internacional, compuesto por normas de naturaleza convencional
o consuetudinaria e institucional, que tiene por objeto la protección de los
derechos fundamentales del ser humano inherentes a su dignidad. El Pacto
contiene catálogos de Derechos Civiles y Políticos que los Estados partes se
comprometen a respetar y garantizar de toda persona que se encuentre bajo su
jurisdicción, con independencia de su nacionalidad. Sobre esta definición, cfr.
GONZÁLEZ CAMPOS, J. D.; L. I. SÁNCHEZ RODRÍGUEZ y P. Andrés SÁENZ DE

SANTA MARÍA. Curso de Derecho Internacional. Madrid: Ed. Civitas, 2002, p.
720.

51 La definición de una  norma ius  cogens viene establecida en  el artículo 53 de la
Convención de Viena sobre Derecho de Tratado según el cual: Para los efectos
de la presente Convención, “una norma imperativa de Derecho Internacional
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general: imponen obligaciones erga omnes, exigibles a todos los Estados;
y se encuentran insertas en el Derecho Internacional Contemporáneo.
Constituyen compromisos básicos  relativos a los derechos fundamentales
absolutamente inderogables de la persona humana, que de su
interpretación derivan los principios que deben ser  incorporados a los
Tratados de Extradición de los que Cuba sea parte para otorgarle garantías
al individuo en el procedimiento.

Llegados hasta aquí nos correspondería preguntar ¿qué derechos
fundamentales deben ser protegidos en los Tratados de Extradición? En
este sentido la respuesta queda determinada por la interpretación de las
normas Convencionales sobre derechos humanos53 y la autora considera
que no  solamente éstas, sino también las consuetudinarias, pues ambas
pueden  coexistir, y ocupan un  lugar normativo  especial.

Así lo sostuvo el Tribunal Internacional de Justicia en el asunto
sobre Actividades militares y paramilitares en Nicaragua y en su contra

(Nicaragua-Estados Unidos). (…) “Ambas normas conservan su
especificidad y también lo hacen desde la perspectiva de los métodos de
interpretación y aplicación”.54

es una norma aceptada y reconocida por la comunidad  internacional  de  Estados
en su  conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo
puede ser impugnada por una norma ulterior de Derecho  Internacional  general
que  tenga el  mismo  carácter”;Vid. SAULE, M.R. Ius cogens and human rights».
Le Droit International a L’heire de sa codification. Etudes en L’honneur de Roberto
Ago, Giuffre, Milano, 1987, p. 288.

52 Cfr. CARRILLO SALCEDO, J. A. Soberanía del Estado y Derecho Internacional; 2a

edición. Madrid: Ed. Tecnos, 1976, p. 279.
53 Cfr. PÉREZ MANZANO, M. “Ius Puniendi, Fronteras y Derechos Fundamentales:

Un modelo Constitucional de Extradición” en: Separata de Monografía de la
Revista Aragonesa de Administración Pública, VI, Aragón, 2003,  pp. 392-395.

54 Un Estado puede aceptar una norma contenida en un Convenio, no simplemente
porque esté a favor de la aplicación de la norma en sí misma, sino porque
además, las instituciones o mecanismos previstos para asegurar el respeto de
las normas de dicho convenio le parecen oportunas. Si la norma de que se trata
guarda un paralelismo con una norma consuetudinaria, ambas normas, dotadas
de un contenido idéntico, tienen un régimen distinto en lo que hace referencia
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Cuba no ha ratificado los Pactos de los Derechos Civiles y
Políticos55; ello no obsta,  para que regule en los Tratados de Extradición
principios que protejan al individuo reclamado, pues en el Derecho
Internacional Contemporáneo, existen ciertos derechos fundamentales
que nunca pueden ser suspendidos o derogados, y deben ser plenamente
respetados por los Estados en toda ocasión, incluso en tiempo  de conflicto
armado o en cualquier situación en la que se considere se encuentra en
peligro algún interés vital del propio Estado.

Así se constató en la jurisprudencia internacional en el conocido
dictum de la Sentencia del Tribunal Internacional de Justicia, en el asunto
de la Barcelona Traction light and power company limited, del 5 de febrero
de 1970, que sostuvo la existencia de derechos respecto a los cuales todos
los Estados pueden considerarse en posesión de un interés jurídico para
que sean protegidos. Los Estados poseen una obligación general de
protección y respeto a tales derechos ante la Comunidad Internacional en
su conjunto. Estas obligaciones –sostiene el Tribunal– son obligaciones
erga omnes insertas en el Derecho Internacional Contemporáneo.56

En este sentido, el individuo reclamado posee capacidad activa
para actuar en el ámbito internacional utilizando entre las técnicas de
control, las denuncias individuales, por la violación de determinados
derechos, y capacidad pasiva para ser responsable penalmente por
violaciones de normas internacionales, que atenten contra valores

a los órganos encargados de controlar su aplicación, según se trate de la
consuetudinaria o de la convencional: Corte Internacional de Justicia Recueil;
párrafos 170 y 171; 1986; en: QUEL LÓPEZ, F. J.  La Protección Internacional de
los Derechos Humanos: Aspectos Generales. Madrid: Ed. Dilex S. L.,  2007, p.
107.

55 Disponible  en:  http://www.derhuman.jus.gov.ar (consultado 10 de marzo de
2010).

56 Vid Corte Internacional de Justicia Recueil; 1970; p. 3, cfr. QUEL LÓPEZ, J. La
Protección de los Derechos Humanos: Aspectos Generales. Madrid: Ed. Dilex S.L.,
2007, p. 99.
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superiores amparados y protegidos por la Comunidad Internacional en
su conjunto, como la paz y el respeto a la persona.

En definitiva, el respeto a las obligaciones de protección de los
derechos humanos que constituyen un mínimo inderogable por representar
valores e intereses propios de la Comunidad Internacional, en su conjunto
está teóricamente garantizado por un derecho de protección; que debe
observarse en los Tratados de Extradición, a través de los principios
preceptuados en sus cláusulas que limitan la entrega del individuo
reclamado  y en ocasiones tienen    un sentido y alcance diferente para los
Estados;57 sin embargo, a juicio de la autora, lo que deviene en
imprescindible es reconocer que estos existen y se imponen legalmente
para fundamentar las decisiones sobre Extradición, por constituir garantías
a la dignidad humana. Difícilmente se puede acceder a una petición de
Extradición si en el país requirente no se dan las garantías mínimas de
carácter general.

1.3. Consideraciones acerca de los Tratados de Extradición

Por ser el Tratado la fuente fundamental de la Extradición, merece
algunas consideraciones de carácter general a partir de la normativa
internacional e interna sobre el lugar que ocupan en el ordenamiento

57 En ocasiones, Bélgica ha denegado la Extradición cuando el individuo reclamado
ha cometido delitos terroristas, al calificarlos como políticos en contra de toda
la doctrina internacional. El Convenio Internacional para la represión de la
financiación del terrorismo, de 9 de diciembre de 1999, establece en su artículo
14: “(…) a los fines de Extradición o de asistencia jurídica recíproca, ninguno
de los delitos enunciados en el artículo 2 se considerará delito político, delito
conexo a un delito político ni delito inspirado en motivos políticos. En
consecuencia, no podrá  rechazarse una solicitud de Extradición o de asistencia
judicial recíproca  formulada  en relación  con un delito  de ese carácter por la
única  razón  de que se refiere a un delito  político, un delito conexo a un delito
político o un delito inspirado  en motivos políticos”. Vid. ANDRÉS DE SANTA
MARÍA, P. e I. RODRÍGUEZ ÁLVAREZ: Legislación Básica de Derecho Internacional
Público, 8a edición. Madrid: Ed. Tecnos, 2008; p. 921.
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jurídico de un Estado y para ello  se comienza  con una discusión  doctrinal
que  se centra  entre  los  internacionalistas  a través  de  dos concepciones
contrapuestas: la  monista y  la  dualista.

La doctrina monista, representada por la escuela normativista de
Kelsen, sostiene la unidad esencial del ordenamiento jurídico y el principio
según el cual, la validez y fuerza obligatoria de todas las normas jurídicas
derivan de normas jurídicamente superiores. El  Derecho Internacional
prevalece  sobre  el  Derecho  interno, las normas  jurídicas internacionales
no  precisan de un acto  especial de recepción  para ser  aplicadas  en los
ordenamientos jurídicos  internos  de los  Estados. “Cuando un Estado
resulta obligado por el Derecho Internacional a realizar un acto
determinado y no lo realiza, efectúa uno opuesto o se abstiene de llevarlo
a vías de hecho, tal acto, omisión o abstención es nulo jurídicamente, y
por tanto, inexistente”58. Se coincide con la Dra. Celeste Pino Canales,
esta tesis es errada, en la medida en que una norma interna es susceptible
de modificación, siguiendo el mismo mecanismo que se aplicó para su
aprobación.

Por otra parte, la doctrina dualista considera al Derecho
Internacional y al Derecho Interno como dos sistemas jurídicos
independientes, tanto por sus fuentes como por el objeto propio de
regulación. La consecuencia de esta concepción es que las normas
jurídicas internacionales son irrelevantes en el derecho interno y que
precisan de un acto especial de recepción para que puedan  ser  aplicadas
en los ordenamientos internos, es decir  requieren  su transformación  en
normas internas, así el Tratado  al  transformarse en norma interna, puede
derogar o modificar una norma anterior y viceversa: una ley posterior
puede modificar  un Tratado.

En la actualidad predominan las concepciones más moderadas; así
los dualistas reconocen la responsabilidad internacional de los Estados

58 Véase en: PINO CANALES, C. E. (coordinadora): Temas de Derecho Internacional
Público. La Habana: Ed. Félix Varela, 2006, p. 50 nota al pie: H. Kelsen:
“Théorique du Droit International Public” en: RCADI, 1953.
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cuando no cumplan en su orden interno normas internacionales, con lo
que admiten una cierta primacía del Derecho Internacional.

El monismo moderado: así una norma interna contraria al Derecho
Internacional es válida y obligatoria en el Derecho Interno, siendo
responsable internacionalmente el Estado en cuestión por incumplimiento
de una norma internacional que le vincule y le obligue59.De esta forma,
se apoya la supremacía del Derecho Internacional sobre el Interno y en
concreto, la primacía de los Tratados Internacionales. Siguiendo lo
establecido en el artículo 27 de la Convención de Viena, una parte no
podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación
del incumplimiento de un Tratado. Si un Estado dejara de aplicar un
Tratado, sustituyéndolo por disposiciones contrarias de una ley interna,
incurriría en un hecho ilícito internacional, y por lo tanto, en
responsabilidad internacional; este es un principio del Derecho
Internacional60, que debe ser respetado por todos los Estados.

La seguridad sobre el cumplimiento de los Tratados en el ámbito
internacional, debe entenderse basada en la confianza recíproca entre los
Estados implicados en el procedimiento de Extradición, constituyendo
las normas ius cogens un límite a la cooperación internacional, en cuanto
se identifican en el núcleo esencial de los derechos fundamentales, tal y
como vienen reconocidos en los acuerdos internacionales que vinculan a
la Comunidad Internacional. Ejemplo de ello es el Convenio contra la
tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes, ratificado
por Cuba el 17 de mayo de 1995, que invalida la entrega del reclamado
en un procedimiento de Extradición si no se dan todas las garantías en el
Estado requirente.

Los Tratados de Extradición imponen obligaciones de carácter
objetivo para preservar el objeto y el fin frente a las reservas que pudieran

59 En este sentido, CARRILLO SALCEDO, J. Curso de Derecho Internacional. Madrid:
Ed. Tecnos, 1949, p. 149.

60 Cfr. DIEZ DE VELAZCO, M. Instituciones de Derecho Internacional Público, 11a

edición. Madrid: Ed.  Tecnos, 1997, pp. 197 y 202.
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afectar el contenido de su régimen jurídico, respecto a la protección de
los derechos fundamentales inderogables. Jurídicamente, no podría surgir
incertidumbre sobre su absoluta inadmisibilidad. De forma expresa, así
lo recoge el Comentario General No. 24 relativo a las reservas61, de fecha
11 de noviembre de 1994. Este tiene como finalidad señalar a los Estados
las obligaciones que han contraído, dado que el número, y sobre todo, la
naturaleza de determinadas reservas, incide en la efectividad de los
instrumentos jurídicos internacionales relativos a los derechos humanos,
como es el caso de la prohibición de la tortura.

En el caso de que una reserva fuese formulada respecto de una
disposición ius cogens, precisa TEBOUL que podría ser admitida. En
efecto; pero la relación bilateral que pudiera establecerse caería bajo el
ámbito de aplicación de la regla que declara la nulidad de los acuerdos
particulares contrarios al derecho imperativo.62

La Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados expresa
de forma clara en los artículos 53 y 7163 apartado primero,
respectivamente, las consecuencias de un acuerdo contrario a una norma
ius cogens. Sus efectos serán ante todo la nulidad del acuerdo, así como

61 En este sentido, SALADO OSUNA, A. “Estudio sobre el Comentario General
número 24 del Comité de Derechos Humanos”, en: Anuario de Derecho
Internacional, XIV. Madrid: 1998, pp. 589-633.

62 Cfr. TEBOUL, G. “Remarque sur les réserves aux conventions de codification”,
en: Revue Génerale de Droit International Public. París, 1982, p. 690.

63 Vid.: SÁENZ DE SANTA MARÍA, P. e I. RODRÍGUEZ ÁLVAREZ. Legislación Básica de
Derecho Internacional Público,; 8a edición,. Madrid: Ed. Tecnos, 2008, p. 75; el
artículo 53 refiere: “Es nulo todo Tratado que, en el momento de su celebración,
esté en oposición con una norma imperativa de Derecho Internacional General.
Para los efectos de la presente Convención, una norma aceptada y reconocida
por la Comunidad Internacional de Estados en su conjunto como norma que
no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por una norma
ulterior de Derecho Internacional general que tenga el mismo carácter”. El
artículo 71.1 refiere: “Cuando un Tratado sea nulo en virtud del artículo 53, las
partes deberán eliminar en lo posible las consecuencias de todo acto que se
haya ejecutado basándose en una disposición que esté en oposición con la norma
imperativa de Derecho Internacional General y ajustar sus relaciones mutuas a
la norma imperativa de Derecho Internacional General”.



227Acto Académico de Incorporación

la obligación de eliminar las consecuencias de todo lo ejecutado sobre la
base de dicho acuerdo. Resulta sabio diferenciar la reserva de las
declaraciones, aunque resulten de naturalezas jurídicas similares. Se opina
que las declaraciones van encaminadas a precisar el alcance del Tratado
o de alguna cláusula o artículo. De esta forma, pueden existir Tratados
que no admitan reservas pero sí declaraciones. Además, la reserva, por
estar referida a la celebración del Tratado, requiere para su validez de la
aceptación expresa o tácita de las otras partes; mientras que la declaración,
por estar dentro del ámbito de la interpretación, opera de manera unilateral.
Sin embargo, no se debe olvidar  que  son utilizadas para limitar o restringir
la obligatoriedad de ciertos aspectos del Tratado.

La Constitución de la República de  Cuba64, establece  los órganos
encargados  de manifestar el consentimiento; en  este  sentido le atribuye
facultad al Consejo de Estado para ratificar los Tratados Internacionales
en el artículo 90 m), y en el artículo 98 ch) se le otorga al Consejo de
Ministros la facultad de aprobar los Tratados internacionales, quedando
la Asamblea Nacional facultada para la  aprobación de los Tratados de
Paz. Por  otra parte, a través del Decreto-Ley 191 del 8 de marzo de 1999
“De los Tratados Internacionales”65, se regulan los trámites requeridos
para una negociación bilateral o multilateral, sin  embargo ambos
instrumentos legales son omisos en cuanto a la forma de recepción y su
jerarquía  interna.

1.4. Formas fundamentales de manifestación de la Extradición

Diversas son las formas de manifestación de la Extradición en la
doctrina. En este sentido, suelen clasificarse siguiendo una línea general,
de acuerdo con los Estados implicados, al órgano que decreta, a la persona
que se reclama, ya sea imputada o condenada, atendiendo también a las
fuentes reguladoras y a las normas jurídicas de entrega.

64 Víd.: Gaceta Oficial Extraordinaria N° 3 de fecha 31 de enero de 2003.
65 Víd.: Gaceta Oficial de la República de Cuba. Ed. Ordinaria N° 12 de fecha  12

de marzo de 1999.
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Desde la perspectiva internacional, se coincide con la profesora
Pastor Borgoñón, al considerar que la Extradición es una figura unitaria
que se manifiesta con fases que se desarrollan en distintos Estados, durante
el procedimiento66, pues se trata, en definitiva, de la cooperación
internacional entre Estados para conseguir la presencia de un  sujeto
reclamado.

Sin lugar a dudas, estas formas no son excluyentes, sino ayudan a
configurar también la Extradición, puntualizando los extremos básicos,
en la medida que se ordena la entrega del individuo, teniendo en cuenta
la forma que ha adoptado el Estado, haciéndola más expedita y evitando
se entorpezca el procedimiento.

1.4.1. Extradición activa y Extradición pasiva

Desde el punto de vista internacional, la Extradición pasiva
constituye un sistema instituido en los Tratados para decidir acerca de
las peticiones de entrega realizadas por otros países. Debe observarse
cómo el concepto que se sistematiza en la doctrina actual coincide con
esta forma de manifestación, debido a que las autoridades competentes
se obligan en una función complicada, al decidir si concurren o no
condiciones para la concesión de la Extradición del individuo reclamado;
basada en un conjunto de principios que tratan de garantizar una serie de
derechos al sujeto. En cambio, en la Extradición activa no se pone en
juego la garantía de ningún individuo reclamado, solamente se constata
la competencia.

Es discutida la naturaleza de la Extradición activa y de la pasiva.
Por un lado, se suele afirmar que la Extradición activa consiste en una
mera petición formal, que posee carácter político-administrativo, sobre

66 Cfr. PASTOR BORGOÑÓN, B. Aspectos Procesales de la Extradición en Derecho Español.
Madrid: Ed. Tecnos, 1984, pp. 21-22; en este mismo sentido: CEZÓN GONZÁLEZ,
C. Derecho Extradicional. Apéndice: El futuro de la Extradición en Europa. Madrid:
Ed. Dykinson, 2003, pp. 25-26.
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la base de que el pedir siempre es libre, sin posibilidad decisoria y menos
jurisdiccional. Mientras que la pasiva tiene básicamente carácter mixto,
entrañando esta última una obligatoriedad, dimanante bien del Tratado o
de la ley.

El tránsito no entraña una nueva Extradición, pues no existe
intervención jurisdiccional o estatal. Puede darse sin la existencia de
Tratados, bastaría con la presentación de la copia certificada de la
Sentencia o del auto. Sin  embargo la autora  opina  que existe una  laguna
legal  en  los  Tratados vigentes, sobre los  derechos  del país  de tránsito,
particularmente  en lo  que respecta   a la posibilidad  de retener  al
extraditado  en caso de estar  pendiente algún procedimiento  penal  contra
el mismo  o  iniciarse  aquél por  hechos  anteriores  a  su  entrada  en  el
territorio. Los términos precisos en que se regule brindarán seguridad al
individuo extraditado.

Una nueva forma de manifestación de Extradición, en este sentido
se debe denominar condicionada, relacionada con la flexibilización del
principio de no entrega al nacional, modalidad incluida en los Tratados
modernos. La entrega se realiza subordinada a la condición de que el
individuo sea  devuelto una vez  juzgado en el Estado requirente para que
cumpla su sanción en el lugar de origen, es decir en el Estado  requerido.
Esta forma merece atención en los Tratados bilaterales firmados por Cuba,
pues no debe existir en el país diferentes formas de regular el principio,
la fórmula sería incluir la obligación alternativa aut dedere aut judicare,
juzgar y extraditar condicionada a la prevención especial.

1.5. Prácticas “alternativas” a  la Extradición utilizadas  por los
Estados

1.5.1. Los Secuestros Internacionales

Si bien la Extradición es considerada como el único sistema legal
de entrega de un individuo, en el ámbito internacional, se ha venido
produciendo el secuestro para lograr la captura de uno o varios individuos
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por las autoridades de un Estado, en el territorio de otro Estado, sin el
consentimiento de este, caracterizada por la ausencia de procedimientos
regulares previstos en el Estado donde se lleva a cabo.67

En este supuesto se encuentran las “entregas extraordinarias” como
práctica extrajudicial, que contravienen los derechos fundamentales del
individuo y permiten que una persona, presuntamente implicada en
actividades terroristas, sea secuestrada y entregada a los Estados Unidos
y transportada hacia otro país en el que se le somete a interrogatorios
que, la mayoría de casos, implican la detención en régimen de
incomunicación y la aplicación de torturas en un tercer Estado o en
Guantánamo.

Una puntualización importante es que estas entregas obvian el
procedimiento de Extradición, y se realizan a través de las detenciones
ilegales, fuera de todo control del Estado de Derecho y a ello se suma la
triste realidad de la tortura de personas a las que un funcionario, basado
en informaciones de sus servicios secretos, califica por sí y ante sí de
terrorista o posible terrorista.

Estas prácticas llevadas a cabo por los Estados Unidos han abierto
la polémica nuevamente, teniendo en cuenta la invasión a Afganistán e
Iraq para capturar a los presuntos culpables de los atentados terroristas
contra las Torres Gemelas y contra el Pentágono en Washington el 11 de
setiembre de 2001, así opinó Kofi Annan, al decir: “(…) este ha sido un

67 Casos conocidos que se pueden citar analizados por HUTTER, B. “Competence
of the National Judiciary Power in case the accused has been unlawfully brought
within the national fronties” en: Revue Internationale de Droit Penal; 1965;
pp.88-124; el caso Argoud, suscitado entre Francia y Alemania;  también
FAWCERT, J. E. S.: “The “Eichmann Case” en: The British Yearbook of the
International Law, Vol. XXXVIII, 1962. BUSER, W, A. “The Jaffe Case and the
Use of International Kidnappings as an alternative to Extraditions” en: Georgia
Journal of International and Comparative Law, Vol.14, Georgia, 1984, pp. 370-
371; el caso Eichmann, entre Argentina e Israel (Attorney General 36 I. L. R.;
18 Dist. Ct. Israel 1961 y la Suprema Corte de Israel; 36 I. L. R-277, 1962);
Adolf Eichmann, encargado de la sección IV B de la Oficina Central del Reich,
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ataque contra la humanidad, y a toda la Humanidad le interesa vencer a las
fuerzas que lo llevaron a cabo (…). (…) Naciones Unidas debe tener valor
para reconocer que así como existen objetivos comunes hay enemigos
comunes (…). (…) Naciones Unidas se encuentra en una posición única
para impedir este esfuerzo. Esta organización proporciona el foro necesario
para crear una coalición mundial y garantizar la legitimidad de una respuesta
a largo plazo contra el terrorismo. Las Convenciones de Naciones Unidas
constituyen el marco legal de muchas de las medidas que deben tomarse para
erradicar el terrorismo, sin excluir la Extradición y el procedimiento de
delincuentes, y la supresión del lavado de dinero. Estas convenciones tendrán
que ponerse en vigor en su totalidad (…).

El pensamiento del profesor Virally68 apunta al respeto de la
soberanía, que permanece todavía hoy día como la piedra angular de
todo orden jurídico internacional, y se presenta como la garantía jurídica
esencial de la independencia.

En  este  sentido  el  principio de no injerencia de terceros en los
asuntos internos de los Estados, está directamente vinculado a la noción
de soberanía.

Esto deriva de la interpretación del artículo 2, séptimo párrafo69 de
la Carta de las Naciones Unidas, pues se busca un equilibrio entre los

y habiéndosele conferido la responsabilidad en 1941 “de la solución final del
problema judío” fue detenido en 1945 por los aliados; pero logró escapar y
encontrar refugio en Argentina. Descubierto en 1960 por la policía secreta
israelí, fue secuestrado y llevado a Israel para ser juzgado y fue ahorcado por los
israelíes; este caso llegó al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, y el
cual consideró que el secuestro constituye una acción que pone en peligro la
paz y seguridad en el mundo (U.N.  Doc. S/4339; 1960; 15 SCOR).

68 Cfr. VIRALLY, M. Une pierre d´angle qui résiste au temps: avatars et perennité
de I´idée de souverainete. Les Relations Internationales dans un Monde en
Mutation; Sijtéhoff; Leiden; Institut Universitarie de Hautes Études
Internationales; Ginebra, 1977, pp. 179-196.

69 V. gr. cfr. Artículo 2, párrafo siete de la Carta de Naciones Unidas, que  plantea:
“Ninguna disposición de la Carta autorizará a las Naciones Unidas a intervenir

viene de la pág. 230
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intereses nacionales y los intereses de la comunidad internacional, ya
que todos los Estados gozan de iguales derechos y deberes, y son por
igual miembros de la Comunidad Internacional, por encima de las
diferencias que puedan existir en el orden económico, social y político o
de otra índole, principio que adquiere más relevancia, a través de la
Resolución 2625 (XXV) “Declaración relativa a los principios de Derecho
Internacional referentes a las relaciones de amistad y de cooperación
entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas”,
la cual fue adoptada el 24 de de octubre de 1970, por la Asamblea General
de las Naciones Unidas.

La Jurisprudencia Internacional también se ha pronunciado en tal
sentido. La Sentencia del 27 de junio de 1986 de la Corte Internacional
de Justicia, sobre el diferendo Estados Unidos-Nicaragua sostuvo “(…)
que el principio de no intervención ponía en juego o implicaba el derecho
de todo Estado soberano a conducir sus asuntos sin ningún tipo de
injerencia exterior (…)”.Es un principio que forma parte integrante del
Derecho Internacional Consuetudinario, pues entre los Estados
independientes, el respeto a la soberanía territorial es una de las bases
esenciales de las relaciones internacionales (C.I.J./1949).70

1.5.2. La expulsión. Diferencias sustanciales con la Extradición

La expulsión es un acto unilateral de un Estado que prohíbe a un
extranjero –cuya presencia se considera indeseable– residir en su territorio.
Es considerada en algunas ocasiones como una forma de anticiparse a la
solicitud del Estado requirente y prevenir por tanto, la Extradición. En
otras ocasiones, la expulsión sigue a una denegación de Extradición, y
en otros, equivale prácticamente a una entrega.

en asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados, ni
obligará a los miembros a someter dichos asuntos a procedimientos de arreglo
conforme a la presente Carta (…)”.

70 V.gr.cfr. Fond Arrét, C:I: J, Recueil; 1986 ; p. 100 ; párrafo 90, en: ROBLEDO-
VERDUZCO, A. Op. Cit.,  p. 70

viene de la pág. 231
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Sin embargo, la Extradición y la expulsión presentan similitudes
en cuanto a sus consecuencias. Tanto una como la otra suponen la salida
de un individuo del territorio de un Estado en contra de su voluntad, lo
que afecta sus derechos a circular libremente por el territorio de ese Estado.
Sus diferencias radicales son que la expulsión constituye un acto unilateral
del Estado, que se realiza conforme a sus propias normas internas71 y que
normalmente se configura como un acto administrativo. Sin embargo, la
Extradición, como aquí se define, es una institución que pone en relación
a dos Estados soberanos y que puede estar sujeta a normas internacionales
o, a falta de éstas, a normas internas del Estado requerido; además de
vincular al Estado requerido con el individuo.

La expulsión, como forma alternativa a la Extradición, está más
generalizada que el supuesto de los secuestros internacionales, pues
mediante la expulsión no se produce violación del Derecho Internacional,
aunque puede que sí se produzcan vulneraciones de los derechos
fundamentales. La Comisión de Derecho Internacional en su 56º período
de sesiones decidió incluir el tema de la expulsión de extranjeros para un
proyecto de artículo referido a la dignidad humana.

Ya en el Informe preliminar presentado por el relator especial
Maurice Kamto (Camerún)72, los miembros de la Comisión expresaron
su apoyo para elaborar un régimen jurídico exhaustivo que constituyera

71 STEIN, T.: “Judicial control over Executive Discretion in the Extradition of
Aliens” en: Reports on German Public International Law. Germany, 1986, p.115.

72 Los Estados que manifestaron su apoyo a la Comisión al respecto en Marruecos
(Doc. A7c. 6/59/SR.20; de 3 de noviembre de 2004, p. 2); Nepal (Doc. A7C.6/
59/SR.24; p. 8); Polonia (Doc. A7C.6/59/SR.20; p. 2); Nigeria (Doc.
A7C.67597SR.20; p. 6);  Rumania (Ibíd;  p. 4 ) y Sierra Leona (Doc.
A7c.67597SR.25; p.10). Junto a ellos y variando la posición inicial, encontramos
a los países Nórdicos (Doc. A7C.6/59/SR.17; p.10) y a Rusia (Doc. A7C.6/
597SR.19; p. 11). Expresamente, sólo Hungría se opuso al considerar que el
tema debía ser abordado por otras instituciones como la Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados o la Comisión de
Derechos Humanos (Doc.A/C.6/ 59/Sr.20; p. 6). Doc. A7CN.4/554;  de 4 de
abril de 2005.
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la base jurídica de la expulsión de extranjeros en el Derecho Internacional.
Su enfoque fue encontrar la forma de conciliar el derecho a expulsar con
las exigencias del Derecho Internacional, especialmente las relaciones
de protección de los derechos fundamentales, sólo matizado por una
petición de la delimitación previa de los intereses relacionados y los
valores afectados  con o por la expulsión.73

Realmente, el estudio de la expulsión por la Comisión de Derecho
Internacional, como principal órgano codificador de Naciones Unidas,
realza los esfuerzos desde el plano universal por conceptualizarla
ampliamente, requiriéndose la protección de los derechos fundamentales
de todos los extranjeros sometidos a este acto. Lo aleja de las formas
clásicas que pudieran provocar la expulsión devenida del estudio de las
legislaciones internas, como por ejemplo, para la no Extradición.

La expulsión en Cuba siempre ha sido aplicada para extranjeros.
Se reconoce como un procedimiento administrativo, que anteriormente
tramitaba el Ministerio del Interior amparado en el Decreto 21 de 27 de
Julio de 1925 y en el Decreto 168 de 194174. En la actualidad, la
Constitución de la República en su artículo 34 dispone que la ley
establecerá los casos y la forma en que los extranjeros pueden ser
expulsados del territorio nacional y las autoridades facultadas para
decidirlo. Esta facultad ha sido otorgada por la Ley al Ministro de Justicia,
que puede decretarla excepcionalmente antes de que el sancionado cumpla
la sanción principal impuesta, aún cuando el Tribunal que lo juzgó no se
la haya impuesto como sanción accesoria. Implica la extinción de la
responsabilidad penal, por lo que en la práctica, equivale a un perdón.75

73 Doc. A/60/10; parágrafos 251 in fine 252 y 272; pp. 130-131 y 140.
74 Cfr. D´ESTÉFANO PISANI, M. A.: Derecho Internacional Público. La Habana:

Ed. Universitaria, 1965,  p. 375.
75 Esta facultad se encuentra regulada en el apartado 3, artículo 46, de la Ley No.

62 de fecha 29 de diciembre de 1987 “Código Penal”, tal como quedara
modificada por el artículo 11 del Decreto-Ley 175, de fecha 17 de junio de
1997;publicado en Gaceta Oficial Extraordinaria No.6 de  fecha 26 de junio de
1997; p. 39.
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1.6. La  entrega  al Tribunal Penal Internacional

El Estatuto de la Corte Penal Internacional aprobado el 17 de julio
de 1998 por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las
Naciones Unidas sobre el establecimiento de una Corte Penal
Internacional, muestra la tendencia, en los últimos tiempos, a establecer
una justicia internacional penal como consecuencia del ejercicio de la
competencia que el propio Estatuto le atribuye.76

El aspecto sustancial lo constituye el artículo 89 en la parte lX del
Estatuto de la Corte, que está dedicado a la cooperación internacional y a
la asistencia judicial. De su lectura se colige que se omite la palabra
Extradición al referirse a las personas que son entregadas por los Estados
cuyas conductas puedan ser de enjuiciamiento por la Corte, si los Estados
han aceptado su competencia. Se interpreta que se refiere a una mera
entrega, que no constituye una Extradición, aunque tengan idénticas
consecuencias: entrega de fugitivos para su enjuiciamiento77, pues el
concepto que se ha sostenido de esta figura pone en relación a dos Estados
y en este supuesto, se trata de la entrega de un Estado parte a la Corte
Penal Internacional78, jerárquicamente superior.

76 En este sentido: Sobre aproximación histórica de la Corte Penal Internacional;  cfr.
JIMÉNEZ GARCÍA,  F. “La Corte Penal Internacional” en: Derecho Internacional
de los Derechos Humano, 3a

 
edición: Madrid:  Ed. Dilex S. L., 2007, pp. 449-

441 y ESCOBAR HERNÁNDEZ, C.: “Corte Penal Internacional, Consejo de
Seguridad y Crimen de Agresión. Un equilibrio difícil de mantener” en: El
Derecho Internacional en los Albores del Siglo XXl. Homenaje al Profesor Juan
Manuel Castro-Rial Canosa. Madrid, 2002,  pp. 243-264.

77 V. gr. cfr. El artículo 102 de los Estatutos que abarca esta interpretación, al
regular el concurso de solicitudes de varios Estados en relación con la misma
persona, en: FERNÁNDEZ DE CASADEVANTE ROMANI, C. Derecho Internacional
de los Derechos Humanos, 3a edición. Madrid: Ed. Dilex S. L., 2007,  p. 721.

78 En este sentido: JIMÉNEZ GARCÍA, F. “Dos Proyectos para la Humanidad: El
Estatuto del Tribunal Penal Internacional y el Código de Crímenes contra la
Paz y la Seguridad de la Humanidad” en: Studia Ramón Carande, N° 2. Madrid,
1998, p. 104. AMBOS, K. “Sobre el fundamento jurídico de la Corte Penal
Internacional. Un análisis del Estatuto de Roma” en: Revista de Derecho Procesal;
N° 3. Madrid, 1999, pp. 586-587.
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Se debe destacar que este Estatuto articula un procedimiento de entrega
más flexible, menos complejo que la Extradición. Ya se prevé en su artículo
91 - 2  c) como requisito que “(…) no podrán ser más onerosos que los
aplicables a las solicitudes de Extradición conforme a Tratados o acuerdos
celebrados por el Estado requerido y otros Estados y, de ser posible, serán
menos onerosos, teniendo en cuenta el carácter específico de la Corte”.79

Esta tendencia viene condicionada a la necesidad de que la Corte
se convierta en un verdadero y efectivo Tribunal de Justicia, con
competencia para dirimir la responsabilidad penal de los autores de los
crímenes tipificados en los estatutos, teniendo las solicitudes de
cooperación y asistencia judiciales un efecto directo y eficacia inmediata
en los ordenamientos internos de los Estados partes y cooperantes, siendo
las principales manifestaciones, la entrega y tránsito de la persona a la
Corte, detención provisional de la persona buscada, entre otras. Todas
estas solicitudes se tramitarán por vía diplomática o por conducto de la
Interpol o cualquier organización regional competente.

CONCLUSIONES

La Extradición es un instrumento característico del Estado
moderno, que constituye en la actualidad un acto de  asistencia  jurídica
entre los Estados para el beneficio de la justicia, acentuando dos objetivos:
la defensa y protección de los derechos fundamentales, absolutamente
inderogables del individuo reclamado y la necesidad internacional en la
lucha contra la impunidad del delito, a través de la cooperación.

La Extradición debe regirse por un marco normativo flexible, que
permita a los Estados aumentar la cooperación, sin violar los principios
de soberanía, la no injerencia en los asuntos internos, los derechos
fundamentales del individuo, evitando las “alternativas” que, aunque

79 Véase: Estatutos de la Corte Penal Internacional; disponible en: http://www.icc-
cpi.int. (consultado el 23 de febrero de 2011).
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pueden discurrir dentro de un contexto legal, están determinadas por
actividades unilaterales, que no ofrecen garantías para la entrega del individuo.

La  negociación de  Tratados de  Extradición  que  impliquen como
forma de cooperación la prevención general o especial permite una valoración
del caso concreto para  que  se  protejan los  derechos  del  individuo reclamado.

La Extradición debe  definirse de forma  dimensional como forma  de
cooperación entre los Estados y como mecanismo de protección a los  derechos
fundamentales.

La  Extradición independientemente a las  formas de manifestarse
constituye una institución única con distintas fases en el procedimiento.

La  interpretación de los derechos  fundamentales  reconocidos en los
Tratados de derechos humanos constituye los principios que ofrecen  garantías
en los procedimientos de extradición para la entrega del  individuo reclamado.

ANEXO

PAÍSES QUE SUCRIBIERON EL CÓDIGO BUSTAMANTE

La extradición en el Derecho Internacional Contemporáneo
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ANEXO

ELEMENTOS ESENCIALES DEL CONCEPTO
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ESTADO
INDIVIDUOS
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REQUIRENTE

REQUERIDO

Elaboración: El autor
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CEREMONIA DE CLAUSURA DEL AÑO LECTIVO 2011 DE

LA ACADEMIA DIPLOMÁTICA DEL PERÚ

“JAVIER PÉREZ DE CUÉLLAR”

LIMA, 16 DE DICIEMBRE DE 2011

Clausura del Año Lectivo 2011 de la Academia Diplomática del Perú
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PALABRAS DEL SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, OLLANTA HUMALA

TASSO, EN LA CEREMONIA DE CLAUSURA DEL AÑO LECTIVO 2011 DE LA
ACADEMIA DIPLOMÁTICA DEL PERÚ “JAVIER PÉREZ DE CUÉLLAR”*

Señores Ministros de Estado;
Señor Embajador Javier Pérez de Cuéllar;
Señores Embajadores;
Ex Cancilleres de la República;
Distinguidas personalidades;
Familiares de nuestros nuevos profesionales de las relaciones
internacionales y que  van a representar al país en el mundo entero.

La Academia Diplomática del Perú, una de las más antiguas de
Latinoamérica, hoy día está de fiesta, porque estamos ante el
alumbramiento de nuevos profesionales de la diplomacia, nuevos
Secretarios que se incorporan para renovar institucionalmente nuestra
querida Academia Diplomática, nuestra querida Cancillería y –en ese
sentido– quiero augurarles todos los éxitos del mundo en la carrera que
se les viene a ustedes por delante, una carrera que es llevada con disciplina,
con lealtad al país, que es llevada con abnegación y sacrificio, y que
parte de ese sacrificio lo han tenido que llevar los familiares al apoyar a
los hijos, a las hijas, para que cumplan con este ideal de servicio al país.

* Documento proporcionado por la Oficina General de Comunicación del
Ministerio de Relaciones Exteriores del Perú.
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En mi vida personal algo conozco de lo que es la carrera
diplomática, ya que tuve el honor de servir bajo las órdenes del Embajador
Javier Pérez de Cuéllar en París, Francia, y he podido vivir de cerca el
esfuerzo, el profesionalismo de los diplomáticos de hoy día, un esfuerzo
que nos hace ver desde el principio, la performance profesional que hoy
día sale con el grado de Maestros en Relaciones Internacionales, habiendo
llevado una serie de cursos y asignaturas de primer nivel, de primer orden,
con el dominio de idiomas que es fundamental en el mundo para poder
enlazarnos, para poder relacionarnos.

La diplomacia peruana es una profesión muy prestigiada y que ha
sabido darle lauros al país. Hoy día tenemos el gran reto de llevar una
causa nacional en La Haya y tenemos Embajadores de primera línea que
están defendiendo los intereses nacionales, y que estamos confiados
–por el derecho que nos asiste– a que el resultado será positivo y un
resultado que permitirá establecer una nueva relación de paz y de
integración con los pueblos hermanos de Latinoamérica.

De más está decir que en esta carrera donde se representa al país,
donde los profesionales tienen que permanentemente y coordinadamente
trabajar con Cancillería para saber cómo va cambiando el mundo, porque
el Perú no puede ser una isla y necesitamos trabajar temas como la
inclusión social, desde una óptica de experiencia de otros países, de las
cuales justamente son nuestras Embajadas las que nos informan
permanentemente y nos ayudan como Estado a tomar decisiones sensatas.

Hoy día el gobierno quiere poner énfasis en el fortalecimiento a la
carrera diplomática y estamos trabajando también con el Canciller para
la adquisición de nuevas Embajadas en el mundo entero, para que de esa
manera tenga una mayor tranquilidad nuestro Cuerpo Diplomático que
nos está representando en el exterior.

Quiero decirles a todos ustedes, que en este nuevo paso que dan
como profesionales, tienen que aprender de sus superiores; aprendan la
experiencia porque ustedes han tenido la teoría, pero ahora que entren al
trabajo en Torre Tagle, que van a servir en diversas partes del mundo,
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van a tener la práctica y eso creo que es fundamental para un diplomático.
Y aprendan –como les he dicho– no solamente de sus profesores y
maestros, sino también de esos Embajadores que están llevando, liderando
nuestras misiones diplomáticas en el exterior.

Es importante también que a la par que se forman como
profesionales, se formen como personas, hagan familia y demuestren que
todo esto que han aprendido, los valores, los conocimientos que han
aprendido en esta Academia Diplomática, no sólo sirvan para su carrera
en sí, sino como hombres de bien y mujeres de bien, como miembros de
una familia. Tengamos un trato humano con todo el personal que está en
las delegaciones diplomáticas, eso es importante. Es importante
relacionarnos cuando viajemos, es importante defender las causas
nacionales siempre con lealtad y con las reservas del caso, porque por
vuestras manos va a pasar información que muchas veces, dadas por su
carácter, requiere la reserva profesional, la reserva diplomática.

Por tanto, yo me siento congratulado de tener nueva sangre en
Torre Tagle, en esta Cancillería tan prestigiada en toda Latinoamérica.

Por lo tanto, no me queda más que declarar clausurado el año
académico 2011 y darles todos los parabienes a ustedes.

Muchas gracias.

* * *
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PALABRAS DEL SEÑOR EMBAJADOR HARRY BELEVAN-MCBRIDE,
RECTOR DE LA ACADEMIA DIPLOMÁTICA DEL PERÚ “JAVIER PÉREZ DE

CUÉLLAR”, EN OCASIÓN DE LA CLAUSURA DEL AÑO LECTIVO 2011 Y
GRADUACIÓN DE LA 49ª CLASE “PROMOCIÓN SOLÓN POLO”*

Señor Presidente de la República
Señor Primer Ministro
Señor Canciller
Señor Ministro de Cultura
Señores ex Cancilleres y ex Rectores de la Academia Diplomática
Señor Viceministro
Padres y familiares de nuestros graduandos
Señoras, señores y estudiantes:

Hoy se gradúa, señor Presidente, la cuadragésima novena
promoción de la Academia Diplomática del Perú Javier Pérez de Cuéllar.
Esta Clase del 2011 está apadrinada con el nombre de Solón Polo Vega,
diplomático que comenzó su carrera en el primer peldaño y que fue
ascendiendo por orden de méritos hasta las más altas funciones de la
profesión, siendo por cuatro veces Ministro de Relaciones Exteriores. Y
si bien su desempeño profesional despunta por haber sido el firmante del
tratado de límites entre el Perú y Bolivia, a mi juicio debe ser recordado
ante todo como el creador del Archivo de Límites de nuestra Cancillería,
obra perdurable y herramienta cardinal de trabajo para todas las
generaciones de diplomáticos.

* Documento proporcionado por la Oficina General de Comunicación del
Ministerio de Relaciones Exteriores del Perú.



245Acto Académico de Incorporación

Apreciados estudiantes o, más propiamente hablando, inminentes
colegas del servicio diplomático:

Ustedes egresan de un centro de estudios superiores próximo a
cumplir 60 años de vigencia. Así, han podido ser beneficiarios de una
educación especializada impartida a lo largo de dos intensos años por
profesionales de la práctica diplomática y por académicos de renombre,
entre los cuales se contó hasta hace pocos meses con el señor Canciller
Rafael Roncagliolo, que esperamos que regrese alguna vez a las aulas de
la Institución para seguir transmitiendo sus conocimientos y compartiendo,
acaso, las experiencias que habrán sido las suyas en el ejercicio práctico
de esta apasionante actividad que es la nuestra.

No he de hacer aquí un recuento del año lectivo que hoy concluye,
que se registrará en la memoria que entrego en estos días. Permítaseme
más bien apenas unas observaciones para acotar lo más perdurable en el
tiempo que pueda haberse realizado en la institución durante este año
2011, comenzando por su designación nominal pues, en abril pasado y
por recomendación del suscrito, la Academia Diplomática fue bautizada
con el nombre del Embajador Javier Pérez de Cuéllar, como justo
homenaje al diplomático peruano de mayor trayectoria internacional, y
el inmueble con el nombre del Embajador Igor Velásquez Rodríguez, en
merecido reconocimiento a su generosa contribución para la adquisición
de nuestra sede académica.

Como es sabido, esta casa de estudios es la única institución oficial
encargada, por ley, de formar y adiestrar a quienes devendrán en los
diplomáticos peruanos de mañana. Pero es poco lo que se sabe –por no
decir que mucho es lo que se ignora– que la Academia Diplomática no es
sólo un instituto de entrenamiento profesional sino que, siendo esa
naturalmente su tarea esencial, es también una entidad que capacita de
diversas formas a estudiantes de distintas disciplinas. En efecto,
aproximadamente 600 profesionales provenientes de otras carreras se
preparan anualmente en nuestra Institución, a través de una compleja
organización muy poco conocida incluso por el resto de la Cancillería.
Es así como, los que tenemos la fortuna de laborar en la Academia
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Diplomática, debemos asumir el honroso desafío de orientar, coordinar
y, a veces, hasta de apoyar en la elaboración de la capacitación permanente
de los colegas del Servicio Diplomático a través de la Plataforma Virtual,
en la que se dicta el Curso Superior y de Altos Estudios así como los
diplomados de especialización y las maestrías. Pero de igual forma,
debemos también atender la capacitación de oficiales de mandos medios
superiores de nuestras Fuerzas Armadas así como de otras instituciones
públicas e incluso privadas que, conocedoras del alto nivel académico de
la Institución, procuran nuestros servicios pedagógicos. Por estos y otros
motivos, agradezco entonces el decidido apoyo que he recibido de mi
grande y buen amigo Pedro Rey así como de Mary Ann Silva y de Juan
Manuel Tirado, los pocos pero tan eficaces y siempre dispuestos
colaboradores diplomáticos que me secundaron en este año académico.
Y, en cuanto que la valía de una institución académica se cuenta en buena
medida por el nivel de excelencia de su cuerpo docente, expreso asimismo
mi reconocimiento a nuestros profesores, por su dedicación y su elevada
preparación intelectual.

Si bien la formación profesional, con las variables señaladas que
enriquecen sus alcances, es el propósito esencial de la Academia
Diplomática, durante el presente año nuestra Institución ha estado también
dedicada a algo de la mayor trascendencia, ya no sólo para los estudiantes
sino para todos los miembros del Servicio Diplomático, lo que no sería
exagerado tildar como una tarea de alcance histórico. Efectivamente, a
los pocos meses de haber asumido como rector, iniciamos un proceso
acelerado de adaptación definitiva de la Academia Diplomática a la
totalidad de los requisitos que exigen las leyes educativas, para que los
títulos y grados que han sido otorgados por nuestra institución a los
diplomáticos peruanos a lo largo de casi cinco décadas, tengan finalmente
un valor universitario oficial, es decir, una validez debidamente reconocida
por la Asamblea Nacional de Rectores y, por ende, dentro del país y en el
exterior, como títulos y grados de legítimo nivel universitario.

Se trata, pues, del proceso concluyente de conciliación con la Ley
Universitaria y que debe culminar muy próximamente. El principal
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objetivo de este proceso es brindarles a los funcionarios diplomáticos
que cursaron estudios antes de 1994 y que ostentan el título de Licenciado
en Relaciones Internacionales, el grado de Bachiller en esta especialidad.
La obtención de este grado permitirá el registro inmediato y, por ende, el
reconocimiento automático del correspondiente grado académico de las
maestrías cursadas en la Plataforma Virtual. Y en cuanto a los funcionarios
que ingresaron a la carrera a partir de 1994, se está a punto de lograr que
se les otorgue sus correspondientes diplomas de Magíster en Diplomacia
y Relaciones Internacionales, y que esos diplomas queden registrados
conforme con la Ley Universitaria. Estos reconocimientos formales
significan que, ya dentro del primer trimestre del 2012, por primera vez
inscribiremos en el Registro Nacional de Grados y Títulos de la Asamblea
Nacional de Rectores, los títulos de Licenciado en Relaciones
Internacionales así como los grados académicos que confiere nuestra
Institución.

Su valioso tiempo, señor Presidente, no me permite detenerme en
las demás reformas de la malla curricular y de los sílabos, así como en la
elaboración efectuada de los distintos reglamentos internos y otras
innovaciones eminentemente prácticas, destinadas todas ellas a elevar la
valla de la exigencia académica, desde la postulación al ciclo de aspirantes
hasta la tesis de graduación. Pero le aseguro, Señor, que todas estas
reformas están bien encaminadas en simultánea con lo ya reseñado, pues
me he guiado por el prurito de resultados antes que de propensión teórica.
Así, acabamos de concluir un modelo educativo basado en principios
pedagógicos actualizados, en competencias profesionales específicas y
en el uso racional de las denominadas TICs o “Tecnologías de la
Información y la Comunicación”, además de otros referentes usados en
la educación superior que inciden en la formación profesional, facilitan
el intercambio internacional de titulados y mejora el nivel de
competitividad. Hemos presentado todo esto a la Asamblea Nacional de
Rectores hace dos semanas y me habría restado apenas sustentar oralmente
ese informe. Le ruego entonces al señor Canciller asegurarse que esa
tarea que queda pendiente se cumpla en el más breve plazo.

Clausura del Año Lectivo 2011 de la Academia Diplomática del Perú
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Junto con la dinámica educativa expuesta, también hemos
impulsado una mayor participación de la “Fundación Academia
Diplomática del Perú” en las tareas de la propia institución, con el fin de
involucrarla con mayor dinamismo en nuestro quehacer y para
incrementar, así una progresiva y creciente visibilidad pública de la
Academia Diplomática, abriéndola a la ciudad. Asimismo, hicimos que
la Fundación asegurara, mediante el otorgamiento de becas, la
participación de funcionarios diplomáticos en seminarios especializados
dictados en otras universidades. Pero lo que me parece más relevante de
cuanto se ha realizado con la Fundación durante el presente año, fue la
contribución pecuniaria para la adquisición, conjuntamente con la
Cancillería, de una amplia colección de microfilmes del Archivo Nacional
de los Estados Unidos, conteniendo la correspondencia histórica del
Departamento de Estado relativa a las relaciones con el Perú desde la
fundación de la República. Se tiene programado para el 2012 completar
esta colección y proceder, luego, a adquisiciones semejantes en Francia
y el Reino Unido y, en un futuro cercano, de los archivos diplomáticos de
España, Italia y la Santa Sede relativos al Perú.

Destaco finalmente que, a fin de ordenarnos también en otros
rubros,  hemos publicado tanto los dos números de la revista Política

Internacional correspondientes al año 2010 que, lamentablemente, no
aparecieron en su momento, cuanto un número doble del 2011 que
aparecerá en estos días. Con este número doble iniciamos una nueva era
de nuestra publicación institucional, al cumplirse este año el 40 aniversario
de la aparición de Política Internacional.

Padres y parientes de los graduandos:

Hoy se incorporan al Servicio Diplomático de la República estos
seres queridos suyos. Pero, ¿se han preguntado ustedes sobre el sentido
de esta actividad que ellos han de comenzar a desempeñar a partir del
primero de enero próximo, actividad que será, probablemente, la profesión
que ejerzan por el resto de sus vidas?

Intento responderles citando a uno de los diplomáticos peruanos
más emblemáticos de todos los tiempos, don José Luís Bustamante y
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Rivero quien, en sus palabras de despedida como Embajador del Perú en
Uruguay y próximo a asumir como Embajador en Bolivia, hizo esta
metafórica síntesis de nuestra común profesión: “Para el hombre de la
calle, el diplomático es un héroe de salón, capaz de todos los sibaritismos,
que pasea su apostura con astuta elegancia por los ambientes mundanos.
Para el analista y el filósofo, el diplomático es poco menos que un ser de
tragedia, condenado a tallar la felicidad de los pueblos con el martillo de
la trivialidad en la roca viva de los intereses. Y entre esos dos criterios,
frívolo el uno, teórico el otro, se desenvuelve, callada, la real y verdadera
labor nuestra. Labor de todos los días, que ausculta, intuye, investiga y
sugiere […] Labor ante cuya trascendencia pesa como un fardo de plomo
la responsabilidad de la investidura. Labor, en fin, en que se alternan
desgarraduras crueles y positivos deleites espirituales, pues cada nueva
etapa lleva consigo la tristeza de una despedida y el celaje de una
anunciación”.

Con este retrato paradigmático del diplomático profesional, deseo
apenas convencerles que estos familiares suyos han escogido una de las
actividades más estimulantes pero, al mismo tiempo, más incomprendidas
entre todas las profesiones. Porque la diplomacia, al decir de Hans
Morgenthau, uno de los clásicos teóricos de las relaciones internacionales,
es para las naciones un factor tan importante como la geografía o el grado
de desarrollo humano, aunque para muchos allá afuera el retrato del
diplomático sea su parodia y caricatura que se empecinan en promover.
Sin embargo, la importancia que reviste este oficio es inversamente
proporcional a la dimensión de los países. Digo esto porque siempre tuve
la convicción de que las grandes potencias no requieren necesariamente
de diplomáticos eficaces. Por cierto que los tienen –y muy sagaces– pero
no los precisan porque bien pueden suplir sus carencias diplomáticas
con su poderío económico y bélico. En contraste, la realidad de países
emergentes como el nuestro exige diplomáticos altamente capacitados, y
esa es la premisa con que se ha trabajado desde siempre en la Academia
Diplomática.

Apreciados alumnos integrantes de la Promoción Solón Polo:
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Aquí y ahora y delante de sus familiares les hago una última invocación:
siéntanse siempre orgullosos de esta profesión a la que hoy ingresan.
Manténganse unidos y cultiven el espíritu de cuerpo, desoyendo esas voces
insidiosas que les dirán que aquello es sectario. Sientan el privilegio de
pertenecer a una élite del Estado peruano, y que esa palabra tampoco los
intimide. Convénzanse que servir en un cuerpo tutelar del Estado deberá
siempre enorgullecerles, porque en el ejercicio de su noble oficio estarán
representando a una nación cada día más próspera y cada día más libre.

Termino mis palabras recordándoles, porque allí estuvieron ustedes,
que en un coloquio organizado el año pasado en nuestra Institución, el
Embajador Javier Pérez de Cuéllar les hizo una confidencia que citaré a la
letra: “Les voy a decir una cosa –apuntó–. Cuando era diplomático y estaba
en Torre Tagle… uno de mis sueños era ser Director de la Academia
Diplomática. Pero la Superioridad, como se dice, quería otra cosa y me
mandaron a no sé qué parte del mundo. Pero yo tenía ese sueño de ser el
Director de la Academia Diplomática y ayudar a la formación de mis jóvenes
colaboradores”. Pues bien; ahora yo les voy a confesar a ustedes algo: aquel
fue también uno de mis sueños y me siento agradecido de que sí pude
cumplirlo, fuere tan sólo por pocos meses, lo que me permitió seguir de cerca
y con afecto los estudios de ustedes. Pero ahora, por decisión de la Superioridad
–palabra de don Javier–, termino en este cargo académico y ajeno al retiro,
concluyendo de esta forma mi labor como Rector el mismo día en que ustedes
inician su carrera diplomática y también –por qué no habría de compartir
esta grata anécdota con todos ustedes– el mismo día de hoy en que he sido
elegido por votación miembro de número de la Academia Peruana de la
Lengua correspondiente de la española. Pero esta medida, señor Presidente,
jamás podría mellar mi reconocimiento a usted por haberme concedido la
tan emotiva oportunidad de acompañar a mis ex alumnos en esta hora en que
dan inicio a sus proyectos de vida. Les digo entonces a ellos: ¡Que el éxito
los acompañe siempre y que sepan retribuir a la patria lo que ella les confía a
partir de este momento!

Gracias, señor Presidente, por honrarnos esta tarde con su digna
presencia.
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DISCURSO DEL SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA,
OLLANTA HUMALA TASSO, DURANTE SU INTERVENCIÓN EN

LA 66° ASAMBLEA GENERAL DE LA ONU*

(New York, 22 de setiembre de 2011)

Señor Presidente.

Sean mis primeras palabras para felicitarlo por su elección como
Presidente del 66 Periodo de Sesiones de la Asamblea General, una tarea
en la que el Perú le ofrece su decidido apoyo.

También expreso mi satisfacción para hablarle al mundo en nombre
de mi pueblo y para hacerlo en esta alta tribuna del multilateralismo, la
paz, la solidaridad y la cooperación, principios que inspiraron el
nacimiento de esta organización y que el Perú suscribe plenamente.

El gobierno que presido inició sus funciones apenas hace unas
semanas, en las urnas el pueblo peruano nos ha confiado la tarea de una
gran transformación, buscaba fervorosamente durante buena parte de
nuestra historia.

Nuestro propósito es concretar ese compromiso con responsabilidad
y honor. Una nación mítica y vibrante, propietaria de un increíble pasado
y de un vigoroso presente, demanda poner fin a siglos de pobreza y de
exclusión. La gran transformación es un proceso de inclusión social, es
decir transformar el crecimiento económico en el que vivimos los peruanos
y peruanas desde hace 10 años en desarrollo; en otras palabras, que el
dinero se convierta en calidad de vida.

Nuestro ideal de la gran transformación es tan irrenunciable como
nuestra fe democrática. Mi gobierno se propone profundizar la democracia
de tal manera que pueda resolver los problemas y las necesidades, no

* Documento proporcionado por la Oficina General de Comunicación del
Ministerio de Relaciones Exteriores del Perú.
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solamente de una minoría sino de todos. Es decir, democratizar la
democracia.

La democracia es la base para la autodeterminación de un pueblo
y el Estado debe estar preparado para asumir esta voluntad con lealtad,
este es el fundamento de una democracia soberana. Para cumplir con
este compromiso, el Estado es la institución responsable de diseñar el
camino a la transformación a través de políticas públicas, tanto en los
ámbitos de la política como de la economía; el Estado debe responder a
los intereses de los pueblos.

Naciones Unidas es el máximo garante de la preservación de la
paz y justamente está conformada por nuestros Estados. Sin embargo,
hoy sabemos que existen corporaciones que tienen tanto o mayor poder
que muchos Estados, que reaccionan rápidamente a través de las redes
de Internet y del mercado bursátil, incluso para poner en el banquillo de
los acusados a los propios Estados. Esta situación debe ser tomada en
cuenta para salvaguardar políticas de Estado como la preservación del
medio ambiente, el respeto a la autodeterminación de los pueblos y el
derecho de las comunidades originarias y minorías sociales, entre otros.

No concebimos la transformación fuera del estado de derecho y
sus valores, no se trata de copiar modelos de otros, gobernamos a través
de la concertación en lo interno y lo externo, salvaguardando todas las
libertades con tolerancia y sobre todo escuchando a nuestros ciudadanos,
sin distinción de clase, género o raza.

Al asumir mi Mandato cité a Nelson Mandela: “no hay democracia
con miseria”; no hay democracia con asimetrías sociales. Nuestro gobierno
plantea un Estado que recupere la capacidad de desplegar políticas que
atiendan las necesidades y aspiraciones de todos sus ciudadanos. Es en
ese espíritu que renovamos nuestro compromiso con los Objetivos del
Desarrollo del Milenio.

América Latina es la región más desigual del mundo, su clase
política no puede decir que se haya cumplido el sueño de los iniciadores
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de la independencia y de los fundadores de las actuales repúblicas. Valores
como la libertad, la igualdad y la fraternidad han sido en la mayoría de
casos las banderas de nuestros fundadores. Sin embargo, interpretaciones
extremas de estos valores llevaron al mundo a grandes confrontaciones
sin que la libertad o la igualdad realmente hayan prosperado.

Reforcemos ahora el valor de la fraternidad, como camino hacia
un paz duradera. En ese sentido, valga la oportunidad para sumarme desde
este podio al reconocimiento del Estado palestino y su derecho a vivir en
paz y armonía con el conjunto de países de las Naciones Unidas.

La integración de un país geográficamente accidentado y disperso,
es posible hoy gracias al avance de las comunicaciones y obras de
infraestructura física. La inclusión social requiere asimismo de servicios
públicos de calidad y de igualdad de oportunidades.

Los ciudadanos requieren acceso a la salud, a la educación, a una
vivienda y a un trabajo digno; y a la seguridad social. Hablamos de
integración plena al interior de la sociedad peruana. Estamos promoviendo
decididamente los intercambios entre comunidades, reconociendo y
revalorando nuestra diversidad.

Queremos un Estado atento a las necesidades de los ciudadanos y
las comunidades. Éste es su rol prioritario. La explotación de recursos
soberanos no renovables, en los que el Perú es rico, debe servir al
desarrollo del país. Los proyectos de inversión deben respetar el entorno
humano y el ambiental, en el cual se desarrollan. Esto ya está siendo
comprendido por los inversionistas, en un proceso de negociación
emprendido por mi Gobierno, en el marco del Estado de derecho. Fruto
de estas negociaciones, el Estado y las comunidades contarán con mayores
recursos para proyectos de inversión social. Con esto favorecemos la
cohesión social y la estabilidad democrática, y al mismo tiempo un entorno
más favorable para las inversiones que el país necesita.

Una de las primeras medidas que hemos tomado ha sido la
promulgación, en la ciudad de Bagua, de la Ley de la Consulta Previa.
Así atendemos las demandas de nuestras comunidades indígenas,
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haciéndolas partícipes de decisiones que les conciernen. De esta manera,
afirmamos que todos los peruanos y peruanas son ciudadanos de primera
categoría, cumpliendo un compromiso asumido por el Estado peruano,
en mérito al Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo.

El narcotráfico constituye una de las más graves amenazas
mundiales. Es indispensable reconocer que este gran problema no ha
sido derrotado; peor aún, su poder e influencia aumentan día y día.
Reconocer esta realidad es un avance importante que permitirá restablecer
una política integral, concertando con los actores responsables y otorgando
igual importancia al control de la oferta como a la reducción de la
demanda. Para el Perú, dichos principios implican además el deber de
los Estados de actuar firme y coordinadamente para combatir todos los
eslabones de esta cadena delictiva.

La producción de hoja de coca es fuente de ingreso para decenas
de miles de personas, que no siempre cuentan con una alternativa viable
para su subsistencia. Mi Gobierno busca que la política antidrogas proceda
a la erradicación de cultivos ilegales de coca, y que contemple, al mismo
tiempo, la necesidad de incluir a los campesinos productores en programas
de desarrollo alternativo. Sin esto, la erradicación será simplemente
insuficiente para alcanzar nuestros objetivos.

Debemos combatir con mayor ahínco a las organizaciones
criminales transnacionales, que son las principales beneficiarias de este
negocio ilícito. Son organizaciones millonarias que se aprovechan de la
situación de pobreza y de debilidad del Estado en zonas de difícil acceso.

Al mismo tiempo, necesitamos mayores capacidades de inteligencia
financiera para detectar el lavado de activos, controles más efectivos sobre
los insumos y precursores; y en el plano de la seguridad necesitamos
controlar el suministro de armas con las que los carteles y pandillas atentan
a diario contra la seguridad ciudadana. Hemos convocado para el segundo
trimestre del próximo año en Lima, a una reunión de Ministros de
Relaciones Exteriores y jefes de organismos encargados de lucha contra
las drogas, para abordar estos asuntos y definir acciones concretas. Mi
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gobierno no escatimará esfuerzos en la lucha contra el narcotráfico y el
crimen organizado.

El Perú es un país multicultural, que está en proceso de reconocer
la riqueza de su propia diversidad. Por ejemplo, nuestro país vive una
revolución gastronómica, que demuestra que la diversidad contribuye a
la inclusión social y al desarrollo sostenible. La cocina peruana es el
punto donde todos los peruanos, desde el campesino y el cocinero, hasta
el pescador y el comensal, podemos aportar a un proyecto conjunto. Es
el resultado de un diálogo milenario entre muchas culturas, indígenas,
africanas, europeas, árabes y asiáticas que hoy se expresan en nuestra
comida. Por ello, hemos solicitado a la UNESCO el reconocimiento de
la cocina peruana como elemento representativo del patrimonio cultural
inmaterial de la humanidad.

El avance científico, tecnológico en los últimos 50 años ha tenido
un crecimiento exponencial; actualmente, sin embargo, se ha creado en
paralelo un fenómeno de exclusión mundial, que se expresa no sólo en la
falta de acceso a estas tecnologías, sino también se manifiesta a través de
los grandes movimientos migratorios en busca de mejores oportunidades
desde nuestros países; los llamados ilegales, son en realidad un puente
para la integración. Sin embargo, en muchos casos, las necesidades que
motivaron su éxodo dan pie a afectaciones de sus derechos humanos.

Quiero aprovechar este foro para invocar un trato más justo y digno
para personas emprendedoras que con su trabajo contribuyen a la
economía de sus países de origen y de residencia. Su marginación sólo
podrá favorecer a una mayor informalidad en la que campean las mafias
y las organizaciones criminales.

Siempre en la línea de la inclusión social, mi gobierno viene
priorizando la atención de las necesidades de los más frágiles y
desprotegidos, como los niños y ancianos. Pero también nos preocupamos
por la protección del derecho de la mujer y de quienes históricamente
han sido objeto de discriminación. Destacamos en este sentido, el acierto
de la creación de ONU Mujer. Exhortamos a la comunidad internacional
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a trabajar conjuntamente a favor de la igualdad de género y el
empoderamiento.

Asimismo, ratificamos nuestro compromiso con la declaración y
programa de acción adoptado en la conferencia mundial de Durban contra
el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas
de intolerancia, cuyo décimo aniversario hoy conmemoramos.

El cambio climático y el efecto invernadero, cuyos impactos se
amplifican en los sectores sociales más vulnerables; son problemas que
nos afectan a todos: ricos y pobres.

En esta causa mundial por la preservación del planeta debemos
estar todos comprometidos. En el Perú se está trabajando en la promoción
del uso de energías limpias, la reforestación, la educación medioambiental
y el reconocimiento de los derechos de acceso y participación de las
comunidades que poseen el conocimiento tradicional.

Pero todo ello demanda una gran cantidad de recursos y de
tecnología que se encuentran en mayor abundancia en el hemisferio norte;
de allí la necesidad de reafirmar una vez más el principio de
responsabilidad compartida pero diferenciada entre los países
desarrollados y aquellos en vías de desarrollo.

En tal sentido, la cooperación internacional debe incrementar la
ayuda financiera y técnica destinada a prevenir y mitigar los efectos del
cambio climático; los países industrializados deben asumir y cumplir con
el compromiso de reducir de manera sustantiva sus emisiones de carbón.

El pasado 28 de julio, en Lima, las jefas y jefes de Estado de UNASUR
llamamos la atención sobre los riesgos que se ciernen sobre nuestras economías
por situaciones originadas en los Estados Unidos, Europa y Asia, situaciones
asociadas al elevado nivel de deuda pública y al desempleo, a la lenta
recuperación del crédito y a los bajos niveles de inversión.

También, ciertamente, a los empeños belicistas que han desviado
ingentes sumas de dinero que bien pudieron utilizarse para evitar la crisis.
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Los países latinoamericanos estamos aprendiendo a superar la
vulnerabilidad crónica frente a estas crisis; hemos decidido actuar
concertadamente, coordinando políticas de fortalecimiento de los
fundamentos económicos y de supervisión de nuestros sistemas
financieros.

Hemos establecido un Consejo Sudamericano de Economía y
Finanzas que refleja nuestra capacidad de fomentar el diálogo y procurar
consensos en beneficio de todos.

América Latina no será ajena a estas tormentas que vienen del
norte pero estamos tomando previsiones; no basta que estemos conectados,
debemos estar unidos.

El siglo XXI puede ser la oportunidad de esta parte de nuestro
continente y de su gran mercado de más de 700 millones de habitantes;
nuestro compromiso con la integración, la paz y el progreso regional no
es retórico, para el gobierno peruano la integración con nuestros países
vecinos es una herramienta prioritaria para promover la seguridad y el
desarrollo conjunto de Sudamérica y de toda América Latina.

En concordancia de lo afirmado, el camino de la paz y la
reconciliación pasa por poner fin del bloqueo a Cuba; en palabras de
Víctor Andrés Belaunde, al asumir la presidencia de esta Asamblea en
1959, decía: «las pasadas centurias vivieron bajo el falso y presuntuoso
signo de la llamada voluntad del poder, hoy la humanidad no solo anhela
sino que necesita vivir bajo el signo de la voluntad de la justicia».

La interdependencia de nuestras sociedades es un hecho; no
necesitamos crear más divisiones sino aprender a dialogar e incorporar
en las decisiones el punto de vista de los diversos actores del sistema
internacional.

El Perú ratifica su apoyo a la ampliación del Consejo de Seguridad
para hacerlo más representativo e incrementar su legitimidad, urge avanzar
también en la reforma del Consejo Económico y Social para que se
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convierta verdaderamente en un foro fundamental para el desarrollo de
todos los pueblos del mundo.

Nuestro énfasis en la integración regional no implica en modo
alguno un regionalismo cerrado, esto sería anacrónico e inviable en un
mundo globalizado; si bien nuestra política exterior tendrá su núcleo en
la hermandad sudamericana y latinoamericana, no descuidaremos nuestras
relaciones políticas, comerciales y de cooperación con otras regiones del
planeta; por el contrario, nuestro regionalismo servirá de plataforma para
acercarnos de manera más articulada y proactiva a otras regiones del
mundo.

Señor presidente, nuestra participación en los foros multilaterales
ganará en coherencia, la estabilidad política global requiere de
organizaciones intergubernamentales y de grupos regionales fuertes
capaces de sostener el orden multipolar que hoy emerge en el planeta.

Muchas gracias a todos.

* * *
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DISCURSO DEL SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ, DURANTE
EL ALMUERZO DE LÍDERES DE APEC CON PARTICIPANTES DE LA CUMBRE

EMPRESARIAL CEO SUMMIT*

(Monarch Room, 11 de noviembre de 2011)

Ustedes conocen como buenos entendidos en la materia, conocen
el Perú, lo conocen en cifras pero no me conocen a mí.

Hablar de cifras puede resultar un poco aburrido, porque sabemos
que el Perú pertenece a una de las economías en desarrollo con un
crecimiento, que en la última década se ha triplicado y que hoy día en
plena tormenta del norte estamos en un crecimiento estimado del 7%.

Hoy día Standard and Poor’s o Fitch nos han dado una nueva
acreditación de BBB, acá está el ministro de Economía del Perú que le
he pedido que tiene que trabajar para sacar la AAA.

En fin, hay tareas que tenemos que hacer; pero el Perú es más que
eso, el Perú es más de 1.2 ó 1.3 millones de kilómetros cuadrados, 30
millones de habitantes, productor de recursos naturales, materias prima,
es decir el Perú tiene oportunidades, tiene fortalezas para mirar con
optimismo el futuro.

Por qué invertiría yo en el Perú?, por que no invierto en otros
países?, bueno; yo tengo como peruano que señalar por qué invertiría yo
mi plata en el Perú.

Primero porque las condiciones macro económicas están dadas,
hay estabilidad macro económica, hay una política monetaria estable, un
índice inflacionario bajo; vamos a acabar el año con un superávit fiscal,
tenemos aproximadamente 50 mil millones de dólares en Reservas

* Documento extraído de la página web de la Presidencia de la República del Perú:
http://www.presidencia.gob.pe/discursos-del-presidente/blog
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Internacionales y tenemos una política de seguridad jurídica basada en lo
que firmamos, lo respetamos.

En cuanto a mí es la primera vez que vengo a APEC, la primera
vez que soy presidente, y lo que quiero hacer es bien las cosas. Recibir
inversiones es lo que queremos nosotros pero queremos inversiones de
largo plazo, inversiones que se queden en el Perú 30 ó 40 años, que
respeten el medio ambiente, derechos laborales, porque fíjense, el
crecimiento económico sin inclusión social a la larga puede generar
problemas sociales; necesitamos que este crecimiento económico, que
en el Perú ya lleva más de una década, llegue para todos los bolsillos, no
solamente para unos cuantos , y eso nos va a permitir crear desarrollo y
eso es lo que queremos nosotros.

Estamos interesado en la paz social en el país, y la paz social se
logra cuando hacemos que los beneficios de las inversiones lleguen a las
familias más humildes del país y lo que queremos nosotros es que las
inversiones que vengan al Perú ayuden en la política de transferencias
tecnológicas, para mejorar la calidad de las mismas inversiones, para
mejorar la competitividad del país y de esa manera ustedes ganan y
también ganamos nosotros.

Para terminar quiero decirles que el Perú hoy día se constituye en
una oportunidad para invertir, somos dentro de la Cuenca del Asia Pacifico,
el país que permitiría el acceso a todo Sudamérica, a mercados como
Brasil, Argentina, Bolivia, Venezuela, Colombia, etcétera.

Hoy día podemos mirando las cosas a futuro, viendo el tema de las
incertidumbres que hay en el norte, podemos mirar con optimismo
América Latina, y saludar también al Asia; hoy día China se ha convertido
en el primer socio comercial del Perú, hoy día Asia se convierte en una
tierra también con la cual el Perú y América Latina puede comercializar
y eso es lo que estamos avanzando.
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Por eso estoy aquí en Hawai para saludarlos a todos ustedes y
decirles que en nuestro gobierno se van a mantener estos índices de
crecimiento a través del trabajo honrado, a través de mantener el principio
de autoridad y el orden jurídico en el país y además tender puentes de
comunicación con la población para que sea participe de que las
inversiones futuras que se viene a nuestro país, van a poder darles un
beneficio tangible a ellos.

Muchas gracias.

* * *
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DECLARACIÓN DE CARACAS, APROBADA EN LA I CUMBRE DE LA
COMUNIDAD DE ESTADOS LATINOAMERICANOS Y CARIBEÑOS (CELAC)

(Caracas, 3 de diciembre de 2011)

DECLARACIÓN DE CARACAS*

1. Las Jefas y los Jefes de Estado y de Gobierno de los países de
América Latina y el Caribe, reunidos en Caracas, República Bolivariana
de Venezuela, los días 2 y 3 de diciembre de 2011, en el marco de la III
Cumbre de América Latina y el Caribe sobre Integración y Desarrollo
(CALC) y la XXII Cumbre del Grupo de Río, y en el año de la
conmemoración del Bicentenario de la Independencia de Venezuela, y
en memoria y homenaje a la trascendental obra histórica de El Libertador
Simón Bolívar, acuerdan:

2. Reconocer la valiosa contribución del Mecanismo Permanente
de Consulta y Concertación Política –Grupo de Río– creado en diciembre
de 1986 en Río de Janeiro en los temas centrales de la agenda regional y
global y en favor de las más altas aspiraciones de nuestros países, así
como el impulso que ha otorgado a la cooperación, como a la integración
y al desarrollo de la región, la CALC, creada en diciembre de 2008, en
Salvador de Bahía, Brasil.

3. Reafirmar la declaración de la Cumbre de la Unidad de América
Latina y el Caribe (Riviera Maya, México, 23 de febrero de 2010) y, en
particular, la decisión de constituir la Comunidad de Estados
Latinoamericanos y Caribeños (CELAC) que comprende a los 33 Estados
soberanos de nuestra región.

4. Saludar la creación del Foro Unificado CALC y Grupo de Río
de composición abierta, Co-Presidido por Chile y Venezuela que impulsó

* Documento extraído de la página web: www.vive.gob.ve
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la excelente tarea de redactar el documento de procedimientos de la
CELAC, dando cumplimiento efectivo a la Declaración Ministerial de
Caracas del 3 de julio de 2010.

5. Reconocer los importantes logros y consensos alcanzados en
las reuniones de las Ministras y los Ministros de Relaciones Exteriores
realizadas en Caracas, durante julio de 2010 y abril de 2011, así como las
reuniones ministeriales especializadas de lo social, ambiental, energético,
financiero y comercial, en el marco de la Presidencia venezolana de la
CALC.

6. Conscientes de los desafíos que la crisis económica y financiera
internacional presentan al futuro de nuestra región y a nuestras legítimas
aspiraciones de inclusión social, crecimiento con equidad, con desarrollo
sustentable e integración.

7. Convencidos de que la unidad e integración política, económica,
social y cultural de América Latina y el Caribe constituye, además de
una aspiración fundamental de los pueblos aquí representados, una
necesidad para enfrentar con éxito los desafíos que se nos presentan como
región.

8. Conscientes de que la conmemoración del Bicentenario de los
procesos de Independencia en América Latina y el Caribe, ofrece el marco
propicio para la consolidación y puesta en marcha de nuestra Comunidad
de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC).

9. Decididos a promover y proyectar una voz concertada de América
Latina y el Caribe en la discusión de los grandes temas y en el
posicionamiento de la región ante acontecimientos relevantes en reuniones
y conferencias internacionales de alcance global, así como en la
interlocución con otras regiones y países.

10. Reconocer que nuestros países han avanzado en procesos de
Integración regional y subregional y en la conformación de diversos
mecanismos a lo largo de las últimas décadas, reflejo de su vocación de
unidad y su naturaleza diversa y plural, que constituyen un sólido cimiento
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a partir del cual edificamos la Comunidad que agrupa a todos los Estados
latinoamericanos y caribeños.

11. Conscientes de la aspiración común de construir sociedades
justas, democráticas y libres y, convencidos de que cada uno de nuestros
pueblos escogerá las vías y medios que, basados en el pleno respeto de
los valores democráticos de la región, del Estado de derecho, sus
instituciones y procedimientos y de los derechos humanos, les permita
perseguir dichos ideales.

12. Ratificar nuestro apego a los Propósitos y Principios enunciados
en la Carta de las Naciones Unidas, y el respeto al Derecho Internacional.

13. Destacando el camino trazado por los Libertadores de América
Latina y el Caribe hace más de doscientos años, un camino iniciado de
manera efectiva con la independencia de Haití en 1804, dirigida por
Toussaint Louverture, constituyéndose de esta manera en la primera
República Independiente de la región. De la misma manera recordamos
que la República de Haití liderada por su Presidente Alexandre Pétion,
con la ayuda prestada a Simón Bolívar para la Independencia de los
territorios que en el presente conocemos como América Latina y el Caribe
inició las bases para la solidaridad e integración entre los pueblos de la
región.

14. Inspirados en la obra de los Libertadores, y asumiendo
plenamente su legado como acervo fundacional de nuestra Comunidad
de Estados Latinoamericanos y Caribeños.

15. Conscientes de que han transcurrido 185 años desde que se
ensayara el gran proyecto de los Libertadores, para que la región se
encuentre hoy en condiciones de abordar, por la experiencia y la madurez
adquirida, el desafío de la unidad e integración de América Latina y el
Caribe.

16. Inspirados en el Congreso Anfictiónico de Panamá de 1826,
acto fundamental de la doctrina de la unidad latinoamericana y caribeña,
en el que nuestras jóvenes naciones soberanas plantearon la discusión de
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los destinos de la paz, el desarrollo y la transformación social del
continente.

17. Destacando la participación de los pueblos indígenas y
afrodescendientes en las luchas independentistas y reconociendo sus
aportes morales, políticos, económicos, espirituales y culturales en la
conformación de nuestras identidades y en la construcción de nuestras
naciones y procesos democráticos.

18. Reconociendo el papel histórico de los países de la Comunidad
Caribeña (CARICOM) en el proceso de liberación, desarrollo e
integración en Latinoamérica y el Caribe, y enfatizando el compromiso
permanente de CARICOM y los Pueblos Caribeños para contribuir con
el desarrollo integral y sostenible de la región.

19. Exaltando la conmemoración del Bicentenario de
Independencia, los países latinoamericanos y caribeños honramos la
memoria de nuestras luchas independentistas y reafirmamos el
pensamiento integracionista que enarbolaron nuestros héroes y heroínas.

Declaramos:

20. En el marco del Bicentenario de la independencia, nos hemos
reunido los 33 países de América Latina y el Caribe, luego de los esfuerzos
concretados en la Cumbre de América Latina y El Caribe (CALC)
realizada el 17 de diciembre de 2008 en Salvador de Bahía y la Cumbre
de la Unidad realizada en Cancún el 23 de febrero de 2010, para poner en
marcha la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños
(CELAC).

21. Que conforme al mandato originario de nuestros libertadores,
la CELAC avance en el proceso de integración política, económica, social
y cultural haciendo un sabio equilibrio entre la unidad y la diversidad de
nuestros pueblos, para que el mecanismo regional de integración sea el
espacio idóneo para la expresión de nuestra rica diversidad cultural y a
su vez sea el espacio adecuado para reafirmar la identidad de América
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Latina y El Caribe, su historia común y sus continuas luchas por la justicia
y la libertad.

22. Que teniendo en cuenta la diversidad en los procesos de
formación de la identidad latinoamericana y caribeña, la CELAC se
convierta en un espacio que reivindique el derecho a la existencia,
preservación y convivencia de todas las culturas, razas y etnias que habitan
en los países de la región, así como el carácter multicultural de nuestros
pueblos, y plurinacional de algunos de nuestros países en especial de las
comunidades originarias que promueven y recreen la memoria histórica,
los saberes y los conocimientos ancestrales.

23. Que reconociendo el derecho que tiene cada nación de construir
en paz y libremente su propio sistema político y económico, así como en
el marco de las instituciones correspondientes de acuerdo al mandato
soberano de su pueblo, los procesos de diálogo, intercambio y negociación
política que se activen desde la CELAC deben realizarse tomando en
cuenta los siguientes valores y principios comunes: el respeto al Derecho
Internacional, la solución pacífica de controversias, la prohibición del
uso y de la amenaza del uso de la fuerza, el respeto a la autodeterminación,
el respeto a la soberanía, el respeto a la integridad territorial, la no
injerencia en los asuntos internos de cada país, la protección y promoción
de todos los derechos humanos y de la democracia.

24. Con fundamento en los valores y principios del párrafo anterior
y recogiendo la práctica del Grupo de Rio, la CELAC promoverá el
desarrollo de instrumentos para garantizar el cumplimiento de los mismos.

25. Que es necesario continuar unificando esfuerzos y capacidades
para impulsar el desarrollo sostenible de la región, concentrando los
esfuerzos en el creciente proceso de cooperación e integración política,
económica, social y cultural para así contribuir con la consolidación de
un mundo pluripolar y democrático, justo y equilibrado, y en paz,
despojado del flagelo del colonialismo y de la ocupación militar.

26. Que es necesario profundizar la cooperación y la
implementación de políticas sociales para la reducción de las
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desigualdades sociales internas a fin de consolidar naciones capaces de
cumplir y superar los Objetivos de Desarrollo del Milenio.

27. La necesidad de avanzar sobre la base de nuestros principios
en el fortalecimiento y consolidación de la cooperación latinoamericana
y caribeña, en el desenvolvimiento de nuestras complementariedades
económicas y la cooperación Sur-Sur, como eje integrador de nuestro
espacio común y como instrumento de reducción de nuestras asimetrías.

28. Que la CELAC, único mecanismo de diálogo y concertación
que agrupa a los 33 países de América Latina y El Caribe, es la más alta
expresión de nuestra voluntad de unidad en la diversidad, donde en lo
sucesivo se fortalecerán nuestros vínculos políticos, económicos, sociales
y culturales sobre la base de una agenda común de bienestar, paz y
seguridad para nuestros pueblos, a objeto de consolidarnos como una
comunidad regional.

29. Que la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños
(CELAC), teniendo presente el acervo histórico del Grupo de Río y de la
CALC, impulsará planes de acción para la implementación y el
cumplimiento de los compromisos plasmados en las Declaraciones de
Salvador de Bahía y de Cancún, en el Plan de Acción de Montego Bay y
en el Programa de Trabajo de Caracas.

Enalteciendo el proceso histórico vivido, las Jefas y los Jefes
de Estado y de Gobierno de los países de América Latina y el Caribe
deciden:

30. Adoptar, con base en los principios de flexibilidad y de
participación voluntaria en las iniciativas las declaraciones y documentos
adoptados en las reuniones ministeriales especializadas sobre Desarrollo
Social y Erradicación del Hambre y la Pobreza, celebrada en Caracas, 24
y 25 de marzo de 2011; reunión de seguimiento y evaluación de los avances
del Foro de Ministros de Ambiente, Caracas, 28 y 29 de abril de 2011;
reunión Ministerial sobre Energía, Caracas, 12 y 13 de mayo de 2011;
reunión Ministerial sobre la Crisis Financiera Internacional y Comercio
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Exterior, Caracas 18 y 19 de mayo de 2011; reunión entre Mecanismos
regionales y subregionales de integración en América Latina y el Caribe
en el marco de la CALC, Caracas 25 y 26 de Octubre de 2010; reunión
entre mecanismos regionales y subregionales de integración en América
Latina y el Caribe en el área económico-comercial, Montevideo, 6 y 7 de
abril 2010; Reunión entre mecanismos regionales y subregionales de
integración en América Latina y el Caribe en el área productiva, Caracas
5 y 6 de mayo de 2011; reunión entre mecanismos regionales y
subregionales de integración en América Latina y el Caribe en el área
social e institucional, Caracas, 10 y 11 de junio de 2011; reunión de
conclusiones entre mecanismos regionales y subregionales de integración
en América Latina y el Caribe, Caracas, 11 de junio de 2011; reunión de
coordinación de las iniciativas regionales en las áreas de infraestructura
para la integración física de transporte y telecomunicaciones e integración
fronteriza, realizada el 24 y 25 de marzo de 2011 en México; Reunión
Regional de Mecanismos Latinoamericanos y Caribeños sobre Asistencia
Humanitaria, realizada el 30 y 31 de mayo de 2011 en Panamá; reunión
regional sobre protección a los migrantes, Perú 26 y 27 de junio de 2011.
Dando cumplimiento al Programa de Trabajo de Caracas para la
implementación de los mandatos de la CALC plasmados en las
Declaraciones de Salvador de Bahía y de Cancún, así como en el Plan de
Acción de Montego Bay, en el período 2010-2011 acordado por los
Cancilleres el 3 de julio de 2010.

31. Poner en marcha la CELAC, como mecanismo representativo
de concertación política, cooperación e integración de los Estados
latinoamericanos y caribeños y como un espacio común que garantice la
unidad e integración de nuestra región.

32. Reafirmar que el propósito común de integración, unidad y
cooperación dentro de la CELAC se sustenta en los acervos heredados
por los principios compartidos y consensos adoptados en la Cumbre de
América Latina y el Caribe sobre la Integración y Desarrollo (CALC) y
el Mecanismo Permanente de Consulta y Concertación Política Grupo
de Río, que luego de fructífera labor cesan formalmente en sus acciones
y dan paso a la CELAC.
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33. Incorporar el Plan de Acción de Caracas 2012 como parte
integral de esta Declaración, con el objetivo de llevar a la realidad nuestro
compromiso político de defensa de la unidad y la integración, la
cooperación, la complementariedad y la solidaridad.

34. Aprobar el “Estatuto de Procedimientos de la CELAC”, como
parte integral de la presente Declaración, poniendo así definitivamente
en marcha su organización y funcionamiento.

35. Invitan a la Presidencia Pro-Témpore de la CELAC a que en el
ejercicio de su Presidencia implementen el Plan de Acción de Caracas
2012 en especial lo relativo a los ejes temáticos en las áreas social,
ambiental, energético, económico, cultural y otras áreas prioritarias
determinadas en el Plan de Acción de Caracas. Asimismo, encomendar a
los Ministros de Relaciones Exteriores a que formulen propuestas para
destinar los recursos materiales y financieros necesarios, sustentados en
los criterios de máxima efectividad y austeridad establecidos en el
documento de procedimientos de la CELAC.

36. Comprometer la voluntad de nuestros gobiernos para instruir a
los mecanismos y organismos regionales, a que promuevan entre ellos la
comunicación, cooperación, articulación, coordinación, complemen-
tariedad y sinergia, cuando corresponda y a través de sus respectivos
órganos directivos, para contribuir a alcanzar los objetivos de integración
planteados en esta Declaración, asegurando el óptimo uso de los recursos
y la complementariedad de esfuerzos.

37. Reafirmar la invitación para celebrar la Cumbre de la CELAC
en la República de Chile en el 2012.

38. Celebrar en la República de Cuba la Cumbre de la CELAC en
2013.

39. Acoger la realización de la Cumbre de la CELAC en el año
2014 en la República de Costa Rica.

40. Dado en Caracas, cuna de El Libertador Simón Bolívar,
República Bolivariana de Venezuela, el 3 de diciembre de 2011.
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INFORME FINAL DEL DIÁLOGO SOBRE LA EFICACIA DE LA APLICACIÓN DE LA
CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA*

(Aprobado por el Consejo Permanente durante la sesión
celebrada el 14 de diciembre de 2011)

INTRODUCCIÓN

El presente Informe surge en cumplimiento de un mandato de la
Asamblea General de la Organización de Estados Americanos plasmado
en la AG/RES. 2555 (XL-O/10), por medio del cual, se encomendó al
Consejo Permanente organizar y celebrar un diálogo sobre la eficacia de
la aplicación de la Carta Democrática Interamericana (CDI).
Expresamente se solicitó que el Informe reflejara los resultados o avances
logrados en el marco del diálogo multilateral realizado en el seno de la
OEA y que el mismo fuera presentado con motivo de la conmemoración
de los diez años de la adopción de la Carta Democrática. El mandato fue
reiterado en la AG/RES. 2694 (XLI-O/11).

A lo largo del 2011, y en congruencia con el mandato establecido
por la Asamblea General, el Consejo Permanente llevó a cabo el diálogo
en torno a la Carta Democrática Interamericana en cinco sesiones
diferentes. El cierre de ese ciclo de diálogos tuvo lugar el lunes 21 de
noviembre en una Sesión Ordinaria del Consejo Permanente en donde
los Estados Miembros tuvieron la oportunidad de realizar comentarios
finales sobre el intercambio de ideas, posiciones y propuestas que tuvo
lugar a lo largo del año.

En balance, se registró un elevado compromiso de los Estados
Miembros con la Carta Democrática Interamericana, y con la promoción
y defensa de la democracia en la región; se mantuvo un fructífero nivel
de intercambio caracterizado por reflexiones de alta calidad y propuestas

* Documento extraído de la página web de la Organización de los Estados
A m e r i c a n o s - O E A : h t t p : / / w w w. o a s . o r g / e s / c e n t r o _ n o t i c i a s /
comunicado_prensa.asp?sCodigo=C-1014/11
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enriquecedoras; y se alcanzó un entendimiento generalizado de no
reformar el texto de la Carta Democrática Interamericana durante este
proceso de diálogo dado que la misma recoge consensos y equilibrios
fundamentales en torno a ideales, valores, principios y prácticas
democráticos compartidos. Por ello, este diálogo llevado a cabo durante
el 2011 estuvo inspirado por un espíritu constructivo, tendiente a mejorar
la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana.

Asimismo, respondiendo al mandato de la Asamblea General AG/
RES. 2555 (XL-O/10), reiterado en la resolución AG/RES. 2694 (XLI-
O/11), el Consejo Permanente, en cumplimiento de la CP/RES. 759 (1217/
99) “Directrices para la Participación de las Organizaciones de la Sociedad
Civil en las Actividades de la OEA”, celebró el 30 de noviembre una
Sesión Extraordinaria con organizaciones de la sociedad civil. El propósito
de dicha reunión fue el de conocer los aportes al fortalecimiento de la
cultura democrática realizados por las organizaciones de la sociedad civil
e incluir sus recomendaciones a los esfuerzos de la OEA en ese ámbito.
Se incluyó una síntesis de las propuestas presentadas por las
organizaciones de la sociedad civil así como también de las reacciones
de los Estados Miembros en los Anexos del presente Informe (Anexo
II.3).

Con la finalidad de preparar el informe final, se encomendó a la
Presidencia del Consejo Permanente, la elaboración del borrador. Los
contenidos del mismo fueron desarrollados a partir de las cinco actas de
las sesiones del Consejo Permanente sobre la CDI celebradas entre mayo
y septiembre de 2011. Se adjuntó una copia de las mismas como parte de
los Anexos (Anexo II.1). También fue utilizada la matriz elaborada por la
Presidencia del Consejo Permanente en la que se sistematizaron y
consolidaron todas las intervenciones y comentarios realizados por los
Estados Miembros en las cinco sesiones anteriormente mencionadas.
Copia de dicha matriz también se encuentra en los Anexos del presente
Informe (Anexo II.2). Finalmente, fueron consideradas las intervenciones
finales de los Estados Miembros realizadas en la Sesión Ordinaria del
Consejo Permanente del 21 de noviembre.
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El propósito de dicho Informe, en consonancia con el mandato
establecido por la Asamblea General, es presentar los principales
resultados del debate, especificando los avances alcanzados y, de esta
manera, brindar algunas pautas de cuáles podrían ser los próximos pasos
a seguir.

El Informe consta de tres partes. En la primera se presentan los
mandatos específicos de la Asamblea General que encuadran y guían las
actividades del Consejo Permanente respecto a la Carta Democrática. La
segunda parte provee una síntesis de los principales temas abordados y
debatidos en cada una de las cinco sesiones, incluida la sesión sobre
consideraciones generales de la Carta Democrática Interamericana,
organizadas por el Consejo Permanente. En esta parte se describen las
posiciones adoptadas por los Estados Miembros así como las propuestas
presentadas. La tercera parte, recoge y consolida los principales resultados
del ciclo de diálogos en base a los puntos de coincidencia y avances
logrados a partir de los aportes realizados por los Estados Miembros. De
esta manera, se identifican áreas concretas en las que se podría avanzar a
futuro, en aras de mejorar la eficacia de la aplicación de la Carta
Democrática Interamericana.

Cabe mencionar que en paralelo al proceso de diálogo realizado
por el Consejo Permanente en cumplimiento del mandato establecido
por la Asamblea General en las dos resoluciones de su autoría, se
realizaron varios eventos subregionales y regionales conmemorativos del
décimo aniversario de la Carta. Estos eventos, que tuvieron lugar en Costa
Rica (mayo de 2011), Trinidad y Tobago (junio de 2011), Chile
(septiembre de 2011), Perú (septiembre de 2011) y México (diciembre
de 2011), deben ser considerados como actividades diferentes e
independientes del diálogo oficial mandatado por la Asamblea General
al Consejo Permanente. Consecuentemente, el presente Informe no refleja
el intercambio ni los resultados alcanzados en los cinco eventos
anteriormente referidos. Sin embargo, dada la relevancia, la pertinencia
y la relación directa de los contenidos y conclusiones de dichos eventos
con el proceso de diálogo realizado por el Consejo Permanente, se
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incluyeron materiales de los mismos como parte de los Anexos del
presente Informe.

Las memorias del evento de Costa Rica “Diálogo Subregional de
los miembros del Sistema de la Integración Centroamericana y México:
«Democracia para la Paz, la Seguridad y el Desarrollo” (mayo de 2011)
constan en el Anexo III.1 de este Informe. Respecto al Seminario sobre
el décimo aniversario de la Carta Democrática Interamericana organizado
en Trinidad y Tobago (junio 2011), se adjuntó el informe final. (Anexo
III.2). Del evento de Chile (septiembre de 2011), se adjuntó la Declaración
del Ministro Alfredo Moreno Charme al cierre de la “Conmemoración
Hemisférica del 10Ú Aniversario de la CDI y Renovación del Compromiso
de las Américas con la Democracia” (Anexo III.3) así como también la
intervención del Secretario General de la OEA, José Miguel Insulza
(Anexo III.4). En el caso de Perú, de los “Diálogos sobre la Preservación
y Promoción de la Democracia en las Américas” (septiembre de 2011),
conmemorativos de los 10 años de la Carta Democrática Interamericana,
se agregó como parte de los Anexos una nota resumen del encuentro
(Anexo III.5). Del II Foro de la Democracia Latinoamericana “Política,
Dinero y Poder”, organizado en México (diciembre de 2011), se anexó el
programa (Anexo III.6).

PRIMERA PARTE

MANDATOS DE LA ASAMBLEA GENERAL DE LA OEA

El diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática
Interamericana se enmarcó dentro del mandato derivado de la AG/RES.
2555 (XLI-O/10) Promoción y Fortalecimiento de la Democracia:

Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana, aprobada en la
cuarta sesión plenaria del 8 de junio de 2010. En el párrafo 14 de dicha
Resolución, la Asamblea General encomendó al Consejo Permanente
organizar y celebrar un diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la
Carta Interamericana y presentar los resultados o avances del mismo
durante el 2011. Ello con motivo de la conmemoración de los diez años
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de adopción de la Carta Democrática Interamericana. Copia de la
Resolución fue incluida en los Anexos del presente Informe (Anexo I.1)

En el párrafo 13 de la Resolución arriba mencionada, también se
encomendó al Consejo Permanente convocar una Sesión Extraordinaria
con la participación más amplia de todos los sectores de la sociedad,
incluidas las organizaciones de la sociedad civil. El propósito del
encuentro fue examinar los aportes de estas organizaciones al
fortalecimiento de la cultura democrática en el hemisferio, según lo
establecido en el Artículo 26 de la Carta Democrática Interamericana.
Dicha sesión tuvo lugar el 30 de noviembre. Una síntesis de las propuestas
presentadas por las organizaciones de la sociedad civil así como también
las reacciones de los Estados Miembros se encuentra entre los Anexos
del presente Informe (Anexo II.3).

Al año siguiente, en la AG/RES. 2694 (XLI-O/11) Promoción y

Fortalecimiento de la Democracia: Seguimiento de la Carta Democrática

Interamericana, aprobada en la cuarta sesión plenaria del 7 de junio de 2011,
la Asamblea General se refirió al proceso de diálogo previsto en el párrafo 14
de la resolución AG/RES. 2555 (XL-O/10). Encomendó al Consejo
Permanente continuar con el diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la
Carta Democrática Interamericana. Más aún, encargó la elaboración de un
informe final con los resultados o avances derivados de dicho proceso de
diálogo. Consecuentemente, el presente informe responde al cumplimiento
de esa parte específica del mandato establecido por la Asamblea General. En
los Anexos se adjuntó copia de dicha Resolución (Anexo I.2).

SEGUNDA PARTE

SESIONES DEL CONSEJO PERMANENTE SOBRE LA
CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA

El diálogo encomendado por la Asamblea General sobre la eficacia
de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana se realizó a través
de cinco sesiones formales del Consejo Permanente. Cuatro de esas cinco
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sesiones fueron ordinarias y una extraordinaria. Finalmente, el cierre del
ciclo de diálogos encomendado por la Asamblea General tuvo lugar el
lunes 21 de noviembre en una Sesión Ordinaria del Consejo Permanente.
En esa oportunidad, Estados Miembros realizaron sus comentarios finales.

Las cinco sesiones del Consejo Permanente se estructuraron sobre
la base de los Capítulos de la Carta Democrática Interamericana. De esta
manera, el diálogo se inició con la primera Sesión Ordinaria del 4 de
mayo de 2011 en donde los Estados Miembros realizaron consideraciones
generales sobre la Carta Democrática Interamericana. Luego siguió la
Sesión Extraordinaria del 29 de junio que se concentró en el Capítulo I
sobre “La democracia y el sistema interamericano”. En la Sesión Ordinaria
del 2 de agosto, se abordaron los Capítulos II: “La democracia y los
derechos humanos” y el III: “Democracia, desarrollo integral y combate
a la pobreza”. Hacia finales de ese mismo mes, el 31 de agosto, la Sesión
Ordinaria del Consejo Permanente se concentró en el Capítulo IV sobre
“Fortalecimiento y preservación de la institucionalidad democrática”. La
quinta Sesión Ordinaria del 21 de septiembre se reservó para los Capítulo
V: “La democracia y las misiones de observación electoral” y VI:
“Promoción de la cultura democrática”.

Cabe mencionar que algunas de las ideas y propuestas presentadas
por los Estados Miembros durante el proceso de diálogo recogieron varias
de las sugerencias realizadas por el Secretario General en los tres informes
remitidos al Consejo Permanente en 2007, 2010 y 2011 sobre la Promoción
y Fortalecimiento de la Democracia: Seguimiento de la Carta Democrática
Interamericana. Copias de esos tres informes fueron incluidas como parte
de los Anexos (Anexo II.4, Anexo II.5 y Anexo II.6 respectivamente).

1. Sesión Ordinaria del Consejo Permanente del 4 de mayo de 2011:
Consideraciones generales sobre la Carta Democrática
Interamericana

La primera parte del diálogo sobre la eficacia de la aplicación de
la Carta Democrática Interamericana se desarrolló en una Sesión Ordinaria
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del Consejo Permanente celebrada el 4 de mayo de 2011. En esta primera
fase del diálogo encomendado por la Asamblea General, los Estados
Miembros hicieron consideraciones generales sobre la evolución de la
democracia en la región, el proceso que derivó en la adopción de la Carta
Democrática Interamericana, los principios y valores contenidos en la
Carta, los aciertos y desaciertos en su aplicación y los desafíos pendientes.

En términos generales, las intervenciones realizadas se refirieron
a la oportunidad que el décimo aniversario de la CDI ofrecía para
reflexionar sobre la experiencia de la OEA en la aplicación de dicho
instrumento en aras de mejorar la eficacia de su implementación. Varios
Estados Miembros valoraron la necesidad de mantener los consensos
alcanzados y plasmados en la Carta Democrática Interamericana en torno
a valores, principios y aspiraciones compartidos. Por ello se descartó la
opción de revisar sus contenidos y reformar su texto. En cambio, se planteó
la búsqueda de vías o el fortalecimiento de mecanismos existentes para
mejorar su aplicación y la efectividad de las respuestas colectivas en el
marco del principio de no-injerencia y respetando la soberanía nacional
de cada Estado.

Asimismo, se consideró que el diálogo y la reflexión en torno a la
aplicación de la Carta Democrática Interamericana en estos últimos diez
años transcurridos eran la mejor forma de conmemorar su adopción y
ofrecían el marco más idóneo para hacer un balance de su aplicación,
identificando los logros alcanzados y los desafíos pendientes, en busca
de su perfeccionamiento. El proceso de diálogo generó una oportunidad
para que los Estados Miembros reafirmaran la vigencia de la Carta
Democrática Interamericana así como también su compromiso con dicho
instrumento y con la promoción y defensa de la democracia a nivel
nacional y regional. Asimismo, habría sido encarado con la expectativa
de alcanzar entendimientos comunes e identificar conjuntamente áreas
de acción en las que fuera posible avanzar para mejorar la eficacia de la
aplicación de la Carta Democrática.

Entre las intervenciones realizadas, hubo un amplio reconocimiento
de la adopción de la Carta Democrática Interamericana como un hito
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histórico para la región y para la OEA en los esfuerzos colectivos por
sostener y defender los valores y principios de la democracia
representativa. Ese acontecimiento fue particularmente relevante en un
contexto donde las incipientes democracias presentaban debilidades
estructurales y amenazas que las volvían vulnerables. La adopción de la
Carta Democrática Interamericana fue caracterizada como la culminación
y síntesis de un largo proceso de evolución democrática en la región,
marcado por varios antecedentes claves que fueron dando forma y
sustancia al compromiso colectivo con la promoción y protección de la
democracia. Los Estados Miembros hicieron un repaso de ese largo
camino recorrido hasta su adopción. Se valoró reiteradas veces el hecho
de que la Carta Democrática Interamericana se haya originado como una
resolución aprobada por consenso.

La Carta Democrática Interamericana se ha constituido en un
elemento central de la identidad y del propósito de la Organización y en
un pilar básico del sistema y el accionar interamericanos en materia de
promoción y defensa de la democracia desde el plano multilateral. Fue
reconocida como el instrumento jurídico y político más completo con el
que cuenta la Organización en la actualidad para promover los principios
y las prácticas democráticas así como también para guiar las decisiones y
acciones de la Organización frente a situaciones de crisis y de ruptura del
orden democrático. El papel de la OEA en el marco de la Carta
Democrática Interamericana cobra relevancia en la consolidación de los
avances alcanzados y en evitar retrocesos, que aún pueden darse de la
mano de una serie de factores que perturban la estabilidad, el desarrollo
de la democracia y sus posibilidades de consolidación.

En referencia a los contenidos de la Carta Democrática
Interamericana, los Estados Miembros destacaron la visión amplia que
ofrece de la democracia, que va más allá de las elecciones democráticas
para incluir el ejercicio de la democracia. Algunos Estados destacaron la
importancia de la participación del pueblo en la formación, ejecución y
control de la gestión pública, a través de las vías institucionales
respectivas. Enumera, no taxativamente, los elementos esenciales de la
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democracia representativa. De esta manera, identifica un conjunto de
características comunes a todas las democracias pero sin por ello
establecer un modelo único de democracia.

Otra característica de la Carta Democrática Interamericana
enfatizada por los Estados Miembros, fue su enfoque integrador pues
establece una tríada virtuosa entre democracia, desarrollo integral
(económico y social) y derechos humanos, que se refuerzan mutuamente.
En la medida en que estos tres pilares se trabajen de manera conjunta, se
consolidan democracias más sólidas, equitativas, justas, inclusivas y
cohesionadas.

Se hizo un llamado a poner mayor atención en el vínculo entre
democracia y desarrollo económico y social, pues éste es uno de los
aspectos de la Carta Democrática Interamericana en donde se habrían
identificado menos logros y avances. Ello cobra aún más sentido si se
tiene en cuenta que en la región persisten elevados niveles de pobreza,
pobreza extrema, desigualdad, exclusión y bajas tasas de desarrollo
humano. Esta es una de las deudas pendientes y, a modo de contribuir a
su reducción desde el plano multilateral, se planteó la necesidad de aprobar
la Carta Social de las Américas, considerada como un complemento de la
Carta Democrática Interamericana.

De entre las áreas en donde los Estados Miembros identificaron
avances considerables respecto a la aplicación de la Carta Democrática
Interamericana en estos diez años desde su adopción, destacaron: la
organización de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el
sufragio universal y secreto como el único medio legítimo para llegar al
poder; los avances en materia de transparencia de la gestión pública, a
través del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la
Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC) y la creación
de una ley modelo sobre acceso a la información publica; la defensa de
los derechos humanos; y la implementación consistente y continua de
programas de promoción de la cultura democrática.
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Por otro lado, se resaltaron las áreas en donde aún queda un largo
camino por recorrer, incluyendo: el desarrollo integral, y el combate a la
pobreza y la desigualdad. También se identificaron deficiencias en los
aspectos preventivos y defensivos de la Carta Democrática Interamericana
para prever, anticipar e impedir rupturas del orden democráticas. Frente
a éstas se presentaron una variedad de propuestas, algunas de las cuales
recogen las ideas planteadas por el Secretario General en sus informes
sobre la Carta Democrática Interamericana, remitidos al Consejo
Permanente A pesar de haber señalado algunas de las limitaciones del
Capítulo IV, hubo un reconocimiento de que su aplicación había sido,
exceptuando algunos casos, efectiva, convirtiéndose en una salvaguarda
de las democracias.

Asimismo, se reconoció la necesidad de reforzar la labor de
promoción de la democracia a través del desarrollo integral, la promoción
y protección de los derechos humanos, la seguridad pública, el
fortalecimiento de la institucionalidad democrática y la promoción de
los valores y cultura democráticos. Se destacó también la necesidad de
extender el conocimiento de la Carta Democrática Interamericana entre
los ciudadanos y las ciudadanas, la clase política y los actores sociales,
así como también dar a conocer y difundir entre una audiencia más amplia,
el proceso de diálogo sostenido en el seno del Consejo Permanente.

Varios Estados Miembros se refirieron a la participación, aludiendo
a la visión integral que la Carta Democrática Interamericana también
ofrece sobre ella, yendo más allá del acto electoral. Participación de la
ciudadanía no sólo en el acto electoral de emisión del voto para elegir a
las autoridades y representantes de gobierno sino también en las decisiones
que atañen a su propio desarrollo. La Carta Democrática Interamericana
adopta un enfoque complementario entre democracia representativa y
democracia participativa y no excluyente. Algunos Estados argumentaron
que para comprender la evolución de algunos procesos democráticos de
la región, resultaba necesario adoptar el concepto de democracia
participativa no sólo como un componente esencial, complementario y
novedoso de la democracia representativa sino superador de ésta. En donde
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los ciudadanos y las ciudadanas son actores protagónicos en los procesos
de toma de decisiones publicas y están activamente involucrados en la
planificación y gestión de los asuntos públicos. Más aún, esa participación
también debería entenderse como la posibilidad de acceder a los beneficios
que genera la actividad económica y administra el Estado, como
mecanismo para reducir las brechas sociales y extender el bienestar.

Respecto a la relación entre el principio de no intervención y el
compromiso con la defensa colectiva de la democracia, algunos Estados
Miembros la caracterizaron como una relación de tensión mientras que
otros la definieron como una relación complementaria. Se indicó que el
principio de no intervención podía ser utilizado para blindar determinadas
situaciones internas. A los efectos de neutralizar la tensión entre estos
principios y buscar una posición intermedia entre posiciones extremas,
se propuso buscar fórmulas capaces de compatibilizar el compromiso
con la defensa y promoción colectiva de la democracia, con el principio
de no intervención.  Ello por cuanto mantener el equilibrio entre ambos,
es una pieza central del proceso de aplicación de la Carta Democrática
Interamericana.

Por su parte, otras delegaciones consideraron como preocupante
las acciones que van contra el orden internacional que provocan
distorsiones a la democracia a través de la ingerencia en los asuntos
internos de otros Estados por lo que insistieron que es esencial el respeto
a las normas y principios del derecho internacional; a lo establecido en la
Carta de las Naciones Unidas y la Carta de la Organización de los Estados
Americanos; el respeto a la soberanía de los Estados y a su
autodeterminación.  Por lo anterior, consideraron que no era necesario
reformar la Carta Democrática Interamericana, ya que la disyuntiva que
estaban planteando algunos países de reforzar la capacidad de la Carta
Democrática en una dirección determinada, tendiente a crear nuevos
mecanismos de acción en la Organización, irían en un curso de acción
encaminado a crear elementos de ingerencia y desestabilización sobre
los Estados y por el contrario, lo que debería de fomentarse son las
relaciones de amistad y cooperación  sin condiciones entre las naciones
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y entre los pueblos, que permita el desarrollo económico,  social y cultural,
y con ello se promueva la justicia social en los países de la región.

El contenido completo de las intervenciones realizadas por los
Estados Miembros puede encontrarse en el Acta de la Sesión Ordinaria
del Consejo Permanente CP/ACTA 1803/11 de la cual se adjunta una
copia en los Anexos de este Informe (Anexo II.1.a)

2. Sesión Extraordinaria del Consejo Permanente del 29 de junio de
2011: Capítulo I de la Carta Democrática Interamericana

En esta segunda fase del diálogo en torno a la Carta Democrática
Interamericana realizada en el marco de una Sesión Extraordinaria del
Consejo Permanente, los Estados Miembros enmarcaron sus alocuciones
en el Preámbulo y el Capítulo I. Este fue caracterizado como uno de los
Capítulos fundacionales de la Carta Democrática Interamericana pues
presenta los elementos constitutivos y centrales de la democracia
representativa. Los Estados Miembros hicieron referencia,
particularmente, a la importancia e implicancias de lo consagrado en el
Artículo 1 de la Carta Democrática Interamericana en donde los pueblos
de las Américas tienen derecho a la democracia, y los gobiernos están en
la obligación de promoverla y defenderla. Asimismo, destacaron los
elementos esenciales de la democracia representativa y los componentes
fundamentales del ejercicio de la democracia. Lo cual, en suma, refleja
una visión compleja, amplia e integral de la democracia que supera una
definición limitada, restringida únicamente al ámbito electoral. Más aún,
se hizo alusión a la idea de que la democracia no es un concepto pétreo ni
estático sino que, por el contrario, se encuentra en constante evolución y
que es promovido y fortalecido con diversas formas de participación.

Así, existen algunas delegaciones que han resaltado que es
importante el fortalecimiento de la democracia, en el entendido que ésta
pasa no sólo por el espectro de una democracia representativa sino que
va más allá, al campo de la democracia directa y participativa.  Indicaron
que es importante recordar que la democracia participativa viene a ser un
componente esencial y novedoso en el desarrollo de los esquemas
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democráticos conocidos tradicionalmente, reconociendo asimismo que
las amenazas a la democracia son producidos por un sinnúmero de factores
entre ellos, los elementos relacionados, con la exclusión social, la pobreza,
la mala distribución de la riqueza, la violencia, los desastres socio
naturales, el crimen organizado, el narcotráfico internacional, las pandillas
delictivas, entre otros son fenómenos que también  perturban el
fortalecimiento del desarrollo de la democracia en la región.

Nuevamente, algunos países hicieron referencia a la participación
ciudadana como una condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio
de la democracia representativa, pues ésta se refuerza y profundiza con
la participación permanente, ética y responsable de la ciudadanía. Dada
la centralidad de este principio para la democracia, algunos Estados
Miembros reconocieron la necesidad de garantizar la participación
ciudadana más allá del acto electoral e inclusive no limitarla a la aplicación
de mecanismos de democracia semi-directa. La democracia participativa
está asociada a la participación permanente y directa de los ciudadanos
en la formulación de políticas públicas, en los procesos de decisión y en
el seguimiento de la gestión pública. Para lo cual, se identificaron como
imprescindibles el libre y amplio acceso a la información pública, la
libertad de expresión y de prensa. También se planteó la conceptualización
de la democracia participativa como superior y comprensiva de la
democracia representativa por cuanto la primera reconoce todos los
elementos esenciales de la segunda pero reconoce y agrega la plena
participación popular a través de diversas formas y en diversos ámbitos.

El reconocimiento de que la promoción y defensa de la democracia
es una responsabilidad de los gobiernos llevó a que algunos Estados
Miembros sugirieran formas en que la OEA pueda acompañar en el
cumplimiento de dicha responsabilidad asumida para con los pueblos de
las Américas. La clara tipificación de los elementos esenciales de una
democracia representativa y de los componentes fundamentales de su
ejercicio, incluida en la Carta Democrática Interamericana, dio lugar a
que se presentara la posibilidad de que fueran tomados como referencia
y guía para realizar un seguimiento periódico del estado o evolución de
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la democracia en la región. Para tal fin, se presentaron una variedad de
propuestas: el intercambio de avances, experiencias y buenas prácticas
de gobernabilidad democrática; la elaboración de un compendio de buenas
prácticas; la entrega de informes regulares, sistematizados y actualizados
sobre el estado de la democracia; la conformación de un sistema de
revisión inter-pares; la creación de un Relator Especial, Ombudsman,
Alto Comisionado o Enviado Especial para la democracia que desempeñe
funciones y tareas preventivas; y la implementación de un barómetro
democrático. Frente a estas propuestas, otros países plantearon reservas
de índole políticas y técnicas, por ejemplo, en lo que respecta a la
posibilidad de establecer estándares universales o de calificar los actos
públicos, entre otros.

Algunos Estados Miembros, en sus intervenciones, hicieron
referencia explícita a los partidos políticos, apuntando a los Artículos 3 y
5 de la Carta Democrática Interamericana. Se registraron referencias sobre
la importancia de contar con sistemas plurales de partidos políticos así
como también posiciones de preocupación frente al financiamiento de
las campañas electorales y de la actividad político-partidaria. Más aún,
los Estados Miembros movilizados por el creciente rol del dinero en la
política, expresaron la necesidad de impulsar algún tipo de iniciativa
para regular, controlar y transparentar el financiamiento de la actividad
partidaria y electoral, particularmente para evitar la infiltración de dinero
ilícito. Se propusieron varias alternativas: un mecanismo que permita
establecer si el régimen de financiamiento existente es equilibrado y
transparente; la definición de directrices generales para promover normas
que regulen el origen de las fuentes de financiamiento de campañas
electorales y faciliten la fiscalización de los recursos utilizados en los
procesos electorales; y fomentar un mayor intercambio de experiencias
sobre el tema entre los países de la región.

En el marco de la discusión de este Capítulo de la Carta
Democrática Interamericana se introdujo la necesidad de contar con un
clima de seguridad como condición esencial para el pleno ejercicio de la
democracia. También se hizo alusión al impacto negativo que el
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narcotráfico, el tráfico de armas y la trata de personas tienen sobre la
estabilidad, la institucionalidad y el desarrollo efectivo de políticas
públicas por cuanto se genera un desvío de recursos para el combate de
dichas actividades delictivas en detrimento de la financiación de políticas
para combatir la pobreza, la pobreza extrema, la exclusión y la
desigualdad.

El contenido completo de las intervenciones realizadas por los
Estados Miembros puede encontrarse en el Acta de la Sesión
Extraordinaria del Consejo Permanente CP/ACTA 1809/11 de la cual se
adjunta una copia en los Anexos de este Informe (Anexo II.1.b).

3. Sesión Ordinaria del Consejo Permanente del 2 de agosto de 2011:
Capítulo II y Capítulo III de la Carta Democrática Interamericana

La tercera fase del diálogo se dio en el marco de una Sesión
Ordinaria del Consejo Permanente celebrada el 2 de agosto. En dicha
Sesión, los Estados Miembros se refirieron a los Capítulos II y III de la
Carta Democrática Interamericana. Algunos pocos países avanzaron sus
posiciones y propuestas en torno al Capítulo IV pero la mayoría prefirió
postergar la discusión de dicho Capítulo para la sesión planificada para
el 31 de agosto.

Con respecto a los Capítulos II de la Carta Democrática
Interamericana, los países destacaron que la democracia fuera considerada
como indispensable para el ejercicio efectivo de las libertades
fundamentales y los derechos humanos, siendo éstos, a su vez, concebidos
como elementos esenciales de la democracia representativa. Del Capítulo
III, se resaltó la vinculación e interdependencia establecida en la Carta
Democrática Interamericana entre democracia y desarrollo social y
económico. En varias intervenciones, se manifestó que la persistencia de
la pobreza, la pobreza extrema, los bajos niveles de desarrollo humano y
la desigualdad constituyen obstáculos y desafíos pendientes para la
consolidación de la democracia. La incapacidad de lograr ciertos niveles
mínimos de bienestar terminan afectando los niveles de apoyo y
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satisfacción con la democracia, y erosionando el apego hacia los valores
y principios que la sustentan.

La inclusión de estos dos Capítulos, uno sobre democracia y
derechos humanos, y el otro sobre democracia, desarrollo integral y
combate a la pobreza, fue identificada como el reflejo del concepto integral
sobre democracia que postula la Carta Democrática Interamericana.

A partir de las intervenciones se realzó la indispensabilidad de la
democracia para el ejercicio efectivo de los derechos humanos y las
libertades fundamentales. Varios países hicieron alusión al grupo de
trabajo especial creado con el fin de proponer medidas para el
fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos1, lo cual
podría ser considerado como una acción concreta congruente con lo
consignado en el segundo párrafo del Artículo 8 de la Carta Democrática
Interamericana. Las intervenciones registradas, reflejaron la necesidad
de apoyar la misión y las tareas de dicho grupo sin poner en riesgo, según
lo manifestado por algunos Estados Miembros, los principios de
autonomía e independencia bajo los que opera el sistema interamericano
de derechos humanos. Entre las intervenciones, también se identificaron
los siguientes puntos de convergencia: universalizar la jurisdicción del
sistema interamericano de derechos humanos, es decir, que todos los países
acepten los mecanismos del sistema interamericano de derechos humanos;
garantizar el flujo de fondos para el financiamiento sustentable del
sistema; y fortalecer las tareas de promoción y asesoría en materia de
derechos humanos.

Varios Estados Miembros se refirieron al compromiso asumido en
la Carta Democrática Interamericana de eliminar toda forma de
discriminación y las diversas formas de intolerancia pues la persistencia
de ambas fue señalada como contraproducente para el ejercicio pleno y

1 El Grupo de Trabajo de Reflexión sobre el Fortalecimiento del Sistema
Interamericano de Derechos Humanos, fue creado en sesión ordinaria del Consejo
Permanente de la OEA, el 29 de junio de 2011. El Consejo Permanente instruyó
al Grupo de Trabajo entregar sus recomendaciones finales durante la primera
sesión ordinaria que celebre el Consejo en el mes de diciembre de 2011.
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extendido de los derechos humanos, la participación ciudadana y para la
esencia misma de un sistema democrático. Se registraron también
iniciativas por adoptar instrumentos jurídicos vinculantes a nivel regional
para eliminar la discriminación y las diversas formas de intolerancia,
incluyendo la adopción de una convención interamericana. En el marco
del Artículo 9, específicamente respecto a la protección de los derechos
humanos de los pueblos indígenas, se mencionó la necesidad de avanzar
con el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los
Pueblos. Y sobre la protección de los derechos humanos de los migrantes,
se propuso la idea de contar con alguna disposición específica sobre el
tema. También se hizo referencia a la creación de un relator especial
sobre los derechos de las lesbianas, gays, trans, bisexuales e intersexo
como propuesta para combatir la discriminación que sufre dicho sector.

Se registró un diagnóstico común entre los Estados Miembros
respecto a la incidencia negativa de la pobreza, la pobreza extrema, la
desigualdad, la discriminación y los bajos niveles de desarrollo humano
sobre la consolidación de la democracia. Habiendo coincidido en lo
apremiante de la situación social y en su impacto nocivo para el pleno
ejercicio de los derechos humanos, la participación ciudadana y la
democracia, se evidenció una intención generalizada de pasar a la acción
concreta en el plano de la cooperación multilateral. En esa línea, los
países que hicieron uso de la palabra, convinieron en la necesidad de
acelerar el proceso de negociación en torno a la Carta Social de las
Américas y en proceder a su pronta adopción. La misma fue considerada
como complemento adicional y necesario de la Carta Democrática
Interamericana. Se mencionó también la necesidad de completar la Carta
Social de las Américas con un plan de acción. También se realizó un
llamado a todos los países a incorporarse al Protocolo Adicional a la
Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, conocido como Protocolo de San
Salvador.

Los Estados Miembros convergieron en torno a la necesidad de
avanzar en la implementación del Artículo 14 de la Carta Democrática
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Interamericana. Es decir, introducir algún mecanismo por medio del cual
los países puedan examinar periódicamente las acciones adoptadas y
ejecutadas por la Organización encaminadas a fomentar el diálogo y la
cooperación para el desarrollo integral y el combate a la pobreza. Se
valoró el intercambio de información y experiencias entre los Estados
Miembros como un mecanismo para que todos puedan beneficiarse de
las lecciones acumuladas en la región en materia de desarrollo y lucha
contra la pobreza. Algunos propusieron utilizar al Consejo Interamericano
para el Desarrollo Integral (CIDI) como instancia para llevar a cabo dicho
examen mientras que otros respaldaron el papel de la Red de Protección
Social como plataforma para el intercambio de experiencias y buenas
prácticas en la reducción de la pobreza, y se propuso considerar la
utilización de herramientas de medición para dar seguimiento al
desempeño y logros alcanzados en esa materia. También se introdujo la
propuesta de utilizar el examen periódico contemplado en el Artículo 14
para acompañar a los países en la implementación de la Carta Social de
las Américas, una vez dicho instrumento haya sido adoptado.

Las intervenciones realizadas por los Estados Miembros pueden
encontrarse en el Acta de la Sesión Ordinaria del Consejo Permanente
CP/ACTA 1813/11 de la cual se adjunta una copia en los Anexos de este
Informe (Anexo II.1.c).

4. Sesión Ordinaria del Consejo Permanente del 31 de agosto de 2011:
Capítulo IV de la Carta Democrática Interamericana

La cuarta fase del diálogo sobre la Carta Democrática
Interamericana se realizó en una Sesión Ordinaria del Consejo Permanente
sostenida el 31 de agosto. En esa oportunidad, las intervenciones realizadas
por los Estados Miembros se centraron en los contenidos del Capítulo
IV. Algunas intervenciones también abordaron los Capítulos V y VI.

Varios Estados Miembros identificaron al Capítulo IV como uno
de los más importantes, conocidos y visibles de la Carta, en gran medida,
por contener los aspectos más pragmáticos de dicho instrumento. Se lo
reconoció como el marco para guiar las acciones colectivas de la
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Organización en la protección y preservación de la democracia. Se valoró
positivamente la gradualidad con la que el Capítulo IV fue concebido y
se reconoció que, en la práctica, al aplicarlo, dicha gradualidad había
sido respetada.

La mayor parte de las intervenciones se concentraron en sugerir
formas para mejorar la capacidad preventiva de la OEA y, particularmente,
la del Secretario General. En esa línea, se generó un debate sobre la
activación de la Carta Democrática Interamericana ante situaciones de
riesgo y quiénes están autorizados para hacerlo. Un grupo de países
sostuvo la necesidad de que todos los poderes del Estado pudiesen invocar
la Carta Democrática Interamericana para ampliar el margen de acción
preventiva y diplomática de la Organización. Ello, particularmente, frente
a situaciones en donde el propio poder Ejecutivo es el que pone en riesgo
el proceso político institucional democrático o el legítimo ejercicio del
poder. También se registró la propuesta de abrir canales institucionalizados
a la sociedad civil para que puedan informar al Consejo Permanente sobre
potenciales amenazas al orden democrático. Otros países, en cambio,
apoyaron la concepción limitada de “gobierno”, es decir, únicamente atañe
al poder Ejecutivo. Y ello porque, la extensión de la capacidad de activar
los mecanismos de protección de la democracia a otros poderes, órganos
electorales y de control del Estado, traería aparejada una serie de
dificultades.

Otro concepto sometido a discusión entre los Estados Miembros
fue el de “alteración del orden constitucional que afecte gravemente el
orden democrático”. Algunos impulsaron la propuesta de definir con
mayor precisión qué se debería entender por dicha frase. La posibilidad
de contar con lineamientos más claros de cuáles son las circunstancias
que alteran el orden constitucional de tal forma de afectar gravemente el
orden democrático, delimitaría con mayor exactitud las situaciones en
las que se espera un accionar de la Organización en pos de la protección
de la democracia. Ello a su vez, contribuiría a mejorar la eficacia
preventiva de la Organización. Particularmente, algunos Estados
Miembros manifestaron su preocupación ante situaciones en donde las



291Acto Académico de Incorporación

amenazas al orden democrático emergen del propio gobierno
legítimamente electo. Mientras que otros puntualizaron la necesidad de
extender la obligación de mantener un comportamiento democrático hacia
el sector privado y la sociedad civil pues, bajo ciertas circunstancias,
pueden convertirse en factores de desestabilización. Se privilegió la vía
del diálogo para alcanzar definiciones colectivas. De otro lado, algunos
Estados Miembros argumentaron que la interpretación de “alteración del
orden constitucional que afecta gravemente el orden democrático” debería
realizarse caso por caso promoviendo, de esta manera, una mayor
flexibilidad y un mayor margen de acción.

Otro tema abordado por los Estados Miembros en el marco de las
discusiones para mejorar y ampliar la capacidad preventiva de la
Organización de los Estados Americanos, fue sobre la necesidad de contar
con el consentimiento previo del gobierno afectado para autorizar visitas
y otras gestiones del Consejo Permanente y el Secretario General. Los
Estados Miembros adoptaron una de dos posturas. Algunos impulsaron
la idea de que el Secretario General pueda actuar de oficio, es decir, que
sin el consentimiento o autorización previa del gobierno afectado pueda
activar mecanismos de diplomacia preventiva. Ello flexibilizaría la
activación de medidas preventivas y dotaría al Secretario General de
mayor margen y capacidad de acción. Otros sostuvieron la necesidad de
continuar requiriendo el consentimiento previo del gobierno afectado para
actuar preventivamente y señalaron que el texto de la Carta Democrática
Interamericana contempla las facultades, los medios, las herramientas y
el espacio necesarios para que el Secretario General pueda actuar
preventivamente, en la medida en que existan las circunstancias adecuadas
y voluntad política. Consecuentemente, no haría falta ampliar o fortalecer
su autoridad, ni flexibilizar su accionar. En el marco de esta discusión
volvió a surgir la idea de crear un Relator Especial, Ombudsman, Alto
Comisionado o Enviado Especial que cumpla tareas políticas y
diplomáticas preventivas.

Algunos Estados Miembros propusieron crear un sistema de alertas
tempranas o de detección temprana de problemas que le permita a la
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Organización anticiparse al estallido de crisis que pudieran poner en riesgo
el orden democrático y aumentar su capacidad preventiva. Para la creación
de un sistema de esa naturaleza, resulta necesario, previamente, decidir
cómo se generarían las alertas. Se concibieron varias ideas para el
funcionamiento de dicho sistema. Podría funcionar sobre la base de la
entrega de informes periódicos, sistemáticos y actualizados que permitan
identificar temprana y oportunamente las amenazas que acechan contra
los procesos de gobernabilidad democrática en los países, y las tendencias,
actos y circunstancias que atentan contra los elementos esenciales de la
democracia. También se lo planteó como un mecanismo de interacción
permanente con los Estados Miembros para darle un seguimiento
periódico a los procesos de fortalecimiento de la institucionalidad
democrática y detectar temprana y oportunamente cualquier problema
que tenga el potencial de convertirse en una amenaza para la
institucionalidad democrática. Las alertas tempranas podrían derivarse o
ser el resultado del trabajo realizado por el Relator Especial, Ombudsman,
Alto Comisionado o Enviado Especial o del mecanismo de revisión inter-
pares.  El sistema también podría ejecutarse a través de un seguimiento
permanente de aquéllas situaciones críticas a fin de prevenir su
agravamiento y eventual desenlace en una ruptura institucional del orden
democrático. Finalizada la fase de seguimiento y detección de riesgos,
de ser necesario, el sistema debería propiciar la acción, y para ello se
plantearon dos sugerencias: la primera, a través de un diálogo colectivo
entre los Estados Miembros y, la segunda, desde la misma instancia
responsable del sistema. Sin embargo, estas propuestas no contaron con
el favor de todas las delegaciones.

Se consideró necesario fortalecer la capacidad de apoyo de la
Organización en la promoción y consolidación de la institucionalidad
democrática cuando los Estados Miembros así lo requieran. En esa línea,
se sugirió la necesidad de reforzar los esquemas de cooperación regional
para el apuntalamiento de la institucionalidad democrática con base en
el intercambio de las buenas prácticas institucionales. Se mencionó
también la necesidad de brindar asistencia en la normalización y el
fortalecimiento de la institucionalidad democrática, particularmente a
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aquéllos Estados Miembros que hubieran experimentado una ruptura del
orden democrático. También se propuso fomentar desde la OEA una
discusión de los distintos mecanismos que los Estados Miembros podrían
considerar dentro de sus estructuras legales e institucionales para resolver
conflictos entre poderes del Estado y los de carácter institucional que
pudieran afectar el proceso político democrático o el legítimo ejercicio
del poder. Dicho ejercicio también serviría para valorar los mecanismos
ya existentes en algunos países, detectar los casos exitosos en la resolución
de conflictos de este tipo y, de ser posible, utilizarlos como modelos en
otras partes.

A la luz de algunas propuestas esbozadas para reforzar los aspectos
preventivos de la Carta Democrática Interamericana, algunos Estados
Miembros reiteraron la necesidad de resguardar los consensos y equilibrios
alcanzados y plasmados en la Carta pues recogen ideales, valores,
principios y prácticas democráticos compartidos que no conviene
arriesgar.

Las intervenciones realizadas por los Estados Miembros pueden
encontrarse en el Acta de la Sesión Ordinaria del Consejo Permanente
CP/ACTA 18014/11 de la cual se adjunta una copia en los Anexos de este
Informe (Anexo II.1.d).

5. Sesión Ordinaria del Consejo Permanente del 21 de septiembre de
2011: Capítulo V y Capítulo VI de la Carta Democrática
Interamericana

En esta quinta sesión, los Estados Miembros se concentraron en
abordar los Capítulos V y VI, algunos pocos también se refirieron al
Capítulo IV.

Las misiones de observación electoral (MOE) y los programas de
asistencia técnica, fueron identificados como uno de los instrumentos
más visibles y valiosos con los que cuenta la Organización para la
promoción y consolidación de la democracia. La experiencia y trayectoria
acumuladas en los procesos de observación, así como su sistematización,
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y el alto grado de profesionalismo alcanzados, han convertido a la OEA
en un referente en la materia, otorgándole prestigio y credibilidad. En el
plano doméstico, las misiones de observación electoral (MOE)
contribuyen a legitimar los procesos y los resultados que originan los
mandatos para gobernar o representar y, a través de sus recomendaciones
y el seguimiento de las mismas, las MOE también aportan al
fortalecimiento de la institucionalidad electoral de los países. Ante la
importancia que revisten, se registró un apoyo generalizado a favor de la
continuidad de las misiones de observación electoral. Para ello, algunos
Estados Miembros propusieron la creación de un fondo propio de la
Organización, que no dependa de recursos externos, asegurando el
financiamiento y la sustentabilidad de las misiones de observación
electoral. Otros insistieron en la necesidad de mantener dos características
esenciales de las mismas: primero, preservar el carácter técnico de las
actividades de observación y, segundo, contar con la invitación previa
del país en donde se llevará a cabo el proceso electoral a ser observado.

Los principales puntos de convergencia entre los Estados Miembros
fueron registrados en torno a las misiones de observación electoral. El
resto de la discusión en torno al Capítulo V estuvo marcada por propuestas
individuales de algunos Estados Miembros. Entre ellas, por ejemplo, se
propuso crear una Comisión Independiente de Observación Electoral,
compuesta por expertos, para realizar las tareas de observación. La
Comisión Interamericana de Derechos Humanos fue presentada como
modelo a seguir. Se planteó extender las misiones de observación electoral
hacia todos los países, incluyendo a aquéllos con una larga tradición
democrática. Hubo también una propuesta de introducir nuevas
tecnologías al proceso electoral y se sugirió un intercambio de experiencias
entre los países en ese ámbito. Se sugirió promover colectivamente la
adopción de criterios y de normas que garanticen que la organización de
elecciones recaerá bajo la responsabilidad de órganos independientes.
Otro Estado Miembro llamó a reflexionar colectivamente sobre cuáles
son las mínimas condiciones necesarias que deben estar presentes para
realizar eficazmente una observación electoral creíble y bajo qué
circunstancias la OEA debería rechazar una observación. A pesar del
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prestigio y alto reconocimiento alcanzados por la Organización en materia
electoral, se consideró que era necesario lograr una mayor y mejorar
difusión del trabajo realizado en observación y asistencia electoral.

Las intervenciones referidas al Capítulo VI de la Carta Democrática
Interamericana se caracterizaron por una valoración positiva del rol
desempeñado por la OEA en el apoyo brindado a los programas y
actividades dirigidos a la promoción de valores y prácticas democráticos.
Particular énfasis fue puesto en la educación de la niñez y la juventud
como estrategia para garantizar la continuidad de los valores democráticos
a futuro. Algunos Estados Miembros plantearon la necesidad de que la
Secretaría General revise el grado de cumplimiento con el compromiso
asumido de consultar y cooperar con los Estados Miembros y la sociedad
civil en el desarrollo de programas y actividades dirigidos a promover
los principios y prácticas democráticas y fortalecer la cultura democrática
en el hemisferio.

La promoción de los valores y prácticas democráticos fue identifica
como una de las formas de fortalecer, en el mediano y largo plazo, las
capacidades de la Organización en materia de prevención y de contribuir
a la consolidación de la democracia. La mayor eficacia en este plano
daría lugar a una cultura democrática más arraigada lo cual, a su vez,
debería reducir la necesidad de activar la Carta Democrática
Interamericana como mecanismo colectivo de defensa de la democracia.
La educación en valores y prácticas democráticas también fue considerada
como relevante para mejorar la calidad y eficacia de la participación. En
esa línea, se destacó el papel que el Estado, asociado con la sociedad
civil, tiene en promover ese tipo de educación. Algunos Estados Miembros
reconocieron la relevancia del Programa Interamericano sobre Educación
en Valores y Prácticas Democráticas. También pidieron que se incluyera
una visión integral de la democracia en los programas de fortalecimiento
institucional y de educación para la democracia, congruente con la
definición plasmada en la Carta Democrática Interamericana. Asimismo,
se impulsó la idea de mejorar el conocimiento y difundir los preceptos de
la Carta entre los ciudadanos y las ciudadanas del hemisferio con la
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finalidad de ampliar el diálogo sobre la promoción de la gobernabilidad
democrática en la región.

Lograr una participación continua y sustantiva de la sociedad civil en
el seno de la OEA, fue destacada por algunos Estados Miembros como un
aspecto positivo para el funcionamiento y la legitimidad de la Organización.
En esa línea, se propuso facilitar, consolidar y sistematizar la participación
de la sociedad civil en las actividades e instancias de la Organización. Para
ello, se abogó por mejorar y acelerar el proceso de inscripción de las
organizaciones de la sociedad civil. También se propuso crear mecanismos
de inserción para que éstas participen en las tareas de educación para la
democracia, observación electoral, promoción de la transparencia y rendición
de cuentas. Asimismo, se consideró necesario adoptar una estrategia de la
Organización dirigida hacia a la sociedad civil.

Otro tema que recibió especial atención en la discusión del Capítulo
VI fue respaldar la promoción plena e igualitaria de la participación de la
mujer en las estructuras políticas como un elemento clave de la
consolidación de la cultura democrática. Algunos Estados Miembros
manifestaron explícitamente su apoyo al trabajo desarrollado por la
Comisión Interamericana de la Mujer (CIM).

Todas las intervenciones realizadas por los Estados Miembros
puede encontrarse en el Acta de la Sesión Ordinaria del Consejo
Permanente CP/ACTA 1818/11 de la cual se adjunta una copia en los
Anexos de este Informe (Anexo II.1.e).

TERCERA PARTE

RESULTADOS Y AVANCES DEL DIÁLOGO DEL CONSEJO
PERMANENTE SOBRE LA EFICACIA DE LA APLICACIÓN DE LA

CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA
 

Esta última sección del Informe Final, intenta recoger y consolidar
los puntos de coincidencia y avances registrados a lo largo del proceso
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de diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática
Interamericana encomendado por la Asamblea General. Incluye,
especialmente, los comentarios finales realizados por los Estados
Miembros en la Sesión Ordinaria del Consejo Permanente celebrada el
21 de noviembre de 2011.

- Reconocimiento del diálogo como un ejercicio oportuno y positivo
para el intercambio de opiniones sobre la eficacia de la aplicación de la
Carta Democrática Interamericana tras diez años desde su adopción. Se
evidenció un compromiso generalizado entre los Estados Miembros con
el proceso de diálogo que, a su vez, se vio reflejado en la riqueza del
intercambio y la calidad de las propuestas presentadas.

- Hubo un acuerdo expreso en mantener el texto de la Carta
Democrática Interamericana –sin proponer reformas a la misma– durante
este proceso de diálogo sobre su eficacia, pues ésta recoge consensos y
equilibrios fundamentales en torno a ideales, valores, principios y prácticas
democráticos compartidos. En este sentido, en el 2011, se privilegió la
búsqueda de vías y mecanismos para mejorar la aplicación y la efectividad
de la Carta Democrática Interamericana con pleno respeto al principio
de no-intervención en los asuntos internos de otros Estados.

- Reafirmación de la vigencia de la Carta Democrática
Interamericana como documento de referencia que guía las decisiones y
acciones de la Organización en materia de promoción y protección de la
democracia. Reviste, por lo tanto, un valor político fundamental.

- Valoración positiva del concepto amplio e integral que ofrece la
Carta Democrática Interamericana sobre democracia, yendo más allá de
la sola realización de elecciones  e incorporando principios y valores
esenciales que guían el ejercicio democrático.  Algunos Estados destacaron
la importancia de la participación del pueblo en la formación, ejecución
y control de la gestión pública, a través de las vías institucionales
respectivas. Particularmente, se destacó el vínculo indisoluble e
indispensable establecido entre democracia, y libertades fundamentales
y derechos humanos, éstos dos considerados elementos esenciales de la
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democracia.. Otro ejemplo del enfoque integral de la democracia plasmado
en la Carta Democrática Interamericana fue reconocido en la
interdependencia entre democracia y desarrollo integral, ampliando el
concepto de ciudadanía más allá de los aspectos políticos y civiles para
abarcar también los derechos económicos, sociales y culturales.

Respecto al fortalecimiento del sistema interamericano de derechos
humanos, se resaltaron las siguientes propuestas:

- Universalizar la jurisdicción del sistema interamericano de
derechos humanos a todos los Estados Miembros.

- Asegurar la sustentabilidad financiera del sistema interamericano
de derechos humanos a través de las contribuciones regulares de los
Estados Miembros.

- Fortalecer e impulsar la función de promoción y de asesoría del
sistema interamericano de derechos humanos.

La persistencia de la pobreza, la pobreza extrema, la discriminación,
la desigualdad, la inequidad  y los bajos niveles de desarrollo humano
fue ampliamente identificada como unos de los principales desafíos que
enfrenta la democracia. Estos se erigen como obstáculos para la plena
vigencia y ejercicio de los derechos humanos y la participación ciudadana,
y son contraproducentes para la consolidación de la democracia en la
medida en que ésta no pueda garantizar un mínimo de bienestar para sus
ciudadanos. En ese sentido, se destacó la interdependencia y el mutuo
reforzamiento entre democracia y desarrollo económico y social
establecido por la Carta Democrática Interamericana. En la medida en
que la democracia garantice desarrollo integral, inclusivo y con equidad
social, se fortalece, se torna sustentable y encuentra arraigo entre la
ciudadanía. Por ello, teniendo en cuenta el panorama social de la región
y el hecho de que ésta continua siendo una de las más desiguales del
mundo, hubo un llamado generalizado para pasar al plano de la acción.
En ese sentido, destacan dos propuestas puntuales:

- Una mayoría de países coincidió en la necesidad de acelerar la
aprobación final de la propuesta de Carta Social de las Américas e impulsar
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su adopción, concibiéndola como complemento de la Carta Democrática
Interamericana y como un pilar fundamental de la actuación de la
Organización en el plano de la cooperación horizontal multilateral para
impulsar el ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales
de los pueblos.

- Varios países se manifestaron a favor de establecer algún
mecanismo para dar cumplimiento al Artículo 14 de la Carta Democrática
Interamericana. Ello permitiría que los Estados Miembros examinen
periódicamente las acciones adoptadas y ejecutadas por la Organización
encaminadas a fomentar el diálogo, la cooperación para el desarrollo
integral y el combate a la pobreza, y tomen medidas oportunas para
promover esos objetivos. Se evidenció cierta preferencia por idear algún
mecanismo que fomente y facilite el intercambio de información,
experiencias, buenas prácticas y lecciones aprendidas, y la cooperación
horizontal entre los Estados Miembros.

Se evidenciaron posiciones congruentes en torno a la necesidad de
fortalecer la capacidad, los mecanismos y la acción preventivos de la
Organización de los Estados Americanos a los efectos de fortalecer y
preservar la institucionalidad democrática; actuar a tiempo, adecuada y
oportunamente; y evitar crisis democráticas. Ello por cuanto un acción
sostenida y eficaz en el plano preventivo y de promoción de la democracia
evita la activación de los mecanismos de defensa y punitivos contemplados
por la Carta Democrática Interamericana y, por lo tanto, los costos que
acarrea una ruptura del orden democrático, no sólo para el Estado afectado
sino también para la Organización. En esa lógica, se realizaron varias
propuestas, algunas de las cuales fueron cuestionadas y se planteó la
posibilidad de continuar la discusión en torno a éstas en el futuro:

- Introducir algún mecanismo que sistematice y facilite la
elaboración de informes periódicos sobre el estado de la democracia en
la región, utilizando lineamientos o parámetros acordados por los propios
Estados Miembros, apegados a los elementos esenciales de la democracia
y componentes fundamentales de su ejercicio según lo plasmado en la
Carta Democrática Interamericana. Otros mecanismos sugeridos para
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facilitar la información sobre el estado de la democracia en la región
fueron: la revisión inter-pares, destacando su carácter voluntario; y el
armado de un compendio de buenas prácticas que fomente el intercambio
de avances, experiencias y lecciones aprendidas en materia de
gobernabilidad democrática.

- Estos mecanismos, a su vez, podrían ser la base para un sistema
de alertas tempranas y también podrían contribuir al fortalecimiento de
la Carta Democrática Interamericana como instrumento para la promoción
y consolidación de la democracia. En esa línea, sería necesario dar mayor
impulso al papel, mecanismos e instrumentos de la OEA para acompañar
a los países en sus procesos de fortalecimiento de la institucionalidad
democrática y brindar asesoramiento, asistencia y apoyo técnico cuando
éstos así lo requieran.

- Se resaltó la necesidad de apoyar un papel más dinámico, proactivo
y flexible del Secretario General en el ámbito preventivo, con criterio de
gradualidad. Algunos lo hicieron dentro de los parámetros establecidos
en los Artículos 17 y 18 de la Carta Democrática Interamericana, mientras
que otros llamaron a ampliar y fortalecer la autoridad del Secretario
General, facilitando la activación de medidas de diplomacia preventiva y
habilitando su actuación de oficio.

- Crear la figura de un Relator Especial, Ombudsman, Alto
Comisionado o Enviado Especial independiente o supeditado al Secretario
General. Esta figura realizaría un seguimiento sistematizado e informado
de los procesos políticos de cada país, y generaría espacios de diálogo y
canales de interlocución con diferentes actores políticos, sociales,
económicos en cada país, con criterio de prevención.

- Avanzar en lograr lineamientos más precisos de lo que constituyen
“situaciones que pudieran afectar el desarrollo del proceso político
institucional democrático o su legítimo ejercicio del poder” y “la ruptura
del orden democrático o una alteración del orden constitucional que afecte
gravemente el orden democrático en un Estado Miembro”. Una vez
alcanzadas definiciones más precisas y criterios comunes, se delimitarían
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más claramente las situaciones frente a las cuales se esperaría que la
OEA active acciones colectivas para la defensa de la democracia.

- Asimismo, se privilegió la vía del diálogo entre los Estados
Miembros como mecanismo para alcanzar definiciones más precisas y
criterios comunes.

Hubo un reconocimiento generalizado del papel positivo que las
Misiones de Observación Electoral (MOE) desempeñan en los procesos
electorales. Por un lado, contribuyen a la transparencia y legitimidad de
los procesos electorales y sus resultados y, por otro, a través de las
recomendaciones que presentan como conclusión de las tareas de
observación y el seguimiento de éstas, aportan sustantivamente al
fortalecimiento de la institucionalidad democrática. También se valoró
positivamente la experiencia y conocimientos acumulados en el plano de
la observación así como también el nivel de profesionalización alcanzados,
pues han contribuido al prestigio y reconocimiento de la Organización.
Frente a este balance sumamente positivo, varios países manifestaron la
necesidad de garantizar la continuidad de las MOE por medio de la
creación de un fondo propio de la Organización que asegure un
financiamiento sostenido de las actividades de observación.

Se examinaron propuestas de los Estados Miembros en torno a la
necesidad de impulsar alguna iniciativa que permita mejorar la
fiscalización y aumentar la transparencia del financiamiento de partidos
y de campañas electorales.

En sus intervenciones, la mayoría de los Estados Miembros se
refirieron a la necesidad de darle mayor relevancia a la promoción de
una cultura democrática en el hemisferio, particularmente a través de
programas de educación dirigidos hacia la niñez y la juventud. Ello por
cuanto una cultura democrática arraigada de forma inter-generacional
constituye un elemento esencial para la preservación y fortalecimiento
de la institucionalidad democrática. En tal sentido, fue reconocido el
trabajo realizado por el Programa Interamericano sobre la Educación en
Valores y Prácticas Democráticas. También fue avalada la Comisión
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Interamericana de la Mujer en sus esfuerzos por promover la plena e
igualitaria participación de la mujer en las estructuras políticas pues ello
constituye un elemento fundamental para la promoción y ejercicio de la
cultura democrática.

Varios Estados Miembros propusieron  la creación de un grupo de
trabajo para darle seguimiento y profundizar las propuestas recogidas a
lo largo del proceso de diálogo en el entendimiento de que la Carta
Democrática Interamericana es perfectible y que el diálogo sobre cómo
mejorarla no debiera agotarse con este ejercicio sino convertirse en un
proceso activo y continuo al interior del Consejo Permanente.

LISTADO DE ANEXOS

Anexo I: Resoluciones de la Asamblea General

Anexo I.1: AG/RES. 2555 (XL-O/10) Promoción y Fortalecimiento
de la Democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana.
Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010.

Anexo I.2: AG/RES. 2694 (XLI-O/11) Promoción y
Fortalecimiento de la Democracia: Seguimiento de la Carta Democrática
Interamericana. Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de
junio de 2011.

Anexo II: Informes y documentos del Consejo Permanente

Anexo II.1: CP/doc.4663/11 add.1: Sesiones del Consejo Permanente
sobre la Carta Democrática Interamericana. (Una compilación de las
presentaciones realizadas por los Estados Miembros durante el diálogo que
se realizó a través de cinco reuniones del Consejo Permanente -Textuales)

Actas de las sesiones del Consejo Permanente

- Anexo II.1. a. CP/ACTA 1803/11Sesión ordinaria celebrada el 4 de
mayo de 2011
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- Anexo II.1. b. CP/ACTA 1809/11Sesión extraordinaria celebrada el
29 de junio de 2011

- Anexo II.1. c. CP/ACTA 1813/11Sesión ordinaria celebrada el 2 de
agosto de 2011

- Anexo II.1. d. CP/ACTA 1814/11Sesión ordinaria celebrada el 31
de agosto de 2011

- Anexo II.1. e. CP/ACTA 1818/11Sesión ordinaria celebrada el 21
de septiembre de 2011

- Anexo II.1. f. CP/ACTA 1819/11Sesión ordinaria celebrada el 30
de septiembre de 2011

- Anexo II.1. g. CP/ACTA 1828/11Sesión ordinaria celebrada el 15
de noviembre de 2011

- Anexo II.1. h. CP/ACTA 1829/11Sesión extraordinaria celebrada el
21 de noviembre de 2011

Anexo II.2: CP/doc.4663/11 corr.2: Informe de avance del diálogo
sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana.
(Una compilación de las propuestas específicas presentadas por los
Estados Miembros durante el diálogo para considerar acciones adicionales
en torno a la efectividad de la implementación de la Carta Democrática
Interamericana.)

Anexo II.3: Síntesis de las propuestas presentadas por
representantes de organizaciones de la sociedad civil en la Sesión
Extraordinaria del Consejo Permanente realizada el 30 de noviembre de
2011, así como también de las reacciones de los Estados Miembros.

Anexo II.4: CP/doc.4184/07: Informe del Secretario General en
cumplimiento de las resoluciones AG/RES.2154 (XXXV-O/05) y AG/
RES.2251 (XXXVI-O/06).

Anexo II.5: CP/doc. 4487/10: Informe del Secretario General sobre
Cumplimiento del Resolutivo de la Resolución AG/RES 2480 (XXXIX-
O-09) “Promoción y Fortalecimiento de la Democracia: Seguimiento de
la Carta Democrática Interamericana”.
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Anexo II.6: CP/INF. 6222/11: Actualización del Secretario General
de la OEA a los Informes de la Carta Democrática Interamericana
presentados ante el Consejo Permanente en abril de 2007 y mayo de
2010

Anexo III: Eventos para conmemorar el décimo aniversario de
la Carta Democrática Interamericana

Anexo III.1: “Diálogo Subregional de los Miembros del Sistema
de la Integración Centroamericana” y México: “Democracia para la Paz,
la Seguridad y e Desarrollo”, Costa Rica: mayo de 2011.

Anexo III.2: Informe final del “Seminario sobre el décimo
aniversario de la Carta Democrática Interamericana”, Trinidad y Tobago:
junio de 2011.

Anexo III.3: Declaración del Ministro Alfredo Moreno Charme
al cierre de la “Conmemoración Hemisférica del 10Ú Aniversario de la
CDI y Renovación del Compromiso de las Américas con la Democracia”,
Chile: septiembre de 2011.

Anexo III.4: Intervención del Secretario General de la OEA, José
Miguel Insulza en la “Conmemoración Hemisférica del 10Ú Aniversario
de la Carta Democrática Interamericana y Renovación del Compromiso
de las Américas con la Democracia”, Chile, septiembre de 2011.

Anexo III.5: CP/INF. 6354/11 Nota resumen de los “Diálogos sobre
la Preservación y Promoción de la Democracia en las Américas”,
conmemorativo de los 10 años de la Carta Democrática Interamericana,
Perú: septiembre de 2011.

Anexo III.6: Programa del II Foro de la Democracia
Latinoamericana “Política, Dinero y Poder”, México: diciembre de 2011.

* * *
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NUEVOS MAGISTRADOS DE LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA*

(New York, 10 de noviembre de 2011)

La Asamblea General y el Consejo de Seguridad de la ONU
eligieron hoy a cuatro magistrados para servir por un período de nueve
años en la Corte Internacional de Justicia, el principal órgano judicial de
Naciones Unidas.

Tras rondas simultáneas de votación en la Asamblea General y el
Consejo de Seguridad, el juez italiano Giorgio Gaja, el japonés Hisashi
Owada, el eslovaco Peter Tomka y el chino Xue Hangin fueron electos
por mayoría absoluta para el mandato que comenzará el 6 de febrero
próximo.

Los jueces Owada, Tomka y Xue trabajan actualmente en la corte,
pero sus mandatos expiran en febrero.

Después de tres rondas de votaciones simultáneas para elegir el
quinto puesto vacante, continuaba la puja entre la magistrada de Uganda,
Julia Sebutinde, y el juez sierraleonés, Abdul Koroma.

Los jueces son elegidos por sus calificaciones, no por su
nacionalidad.

Desde su establecimiento en 1945, la Corte Internacional resuelve
disputas entre los Estados y ofrece opiniones y asesoría sobre cuestiones
legales remitidas a ella por otros órganos autorizados de la ONU.

* * *

* Noticia extraída del Centro de Noticias de la ONU:
http://www.un.org/spanish/News/fullstorynews.asp?NewsID=22190

Noticias
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CELAC RESPALDA LA PROPUESTA PERUANA PARA LLEVAR A CABO UNA
CONFERENCIA INTERNACIONAL PARA CONTRARRESTAR EL PROBLEMA

MUNDIAL DE LAS DROGAS EN EL 2012 
*

Nota de Prensa 150-11

En el marco de la reunión Cumbre que dio nacimiento a la Comunidad
de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC), las Jefas y los Jefes de
Estado y de Gobierno de América Latina y el Caribe respaldaron la propuesta
del Gobierno peruano de llevar a cabo, en el año 2012, una Conferencia
Internacional de Alto Nivel para analizar y comprometer medidas concretas
para contrarrestar el Problema Mundial de las Drogas.

La propuesta peruana fue vista por los jefes de Estado como un
evento que suma a las importantes iniciativas que en esta materia vienen
desarrollándose en la región y en el ámbito global en las Naciones Unidas.

Este anuncio forma parte del Comunicado Especial sobre el
Problema Mundial de las Drogas adoptado en la mencionada Cumbre, en
el cual también se reafirmó el compromiso de los países latinoamericanos
y caribeños en la lucha contra el problema mundial de las drogas, con un
enfoque integral y equilibrado basado en la vigencia del principio de
responsabilidad compartida.

El Comunicado Especial también señaló la importancia de la
cooperación regional para apuntalar los esfuerzos nacionales que realizan
estos países en su lucha contra la delincuencia organizada transnacional,
particularmente contra el narcotráfico, el tráfico de armas, el lavado de
dinero, el desvío de precursores químicos y otros delitos conexos.

La Cumbre de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC)
fue celebrada en Caracas, República Bolivariana de Venezuela el 3 de
diciembre de 2011.

Lima, 3 de diciembre de 2011

* Documento extraído de la página web del Ministerio de Relaciones Exteriores del Perú.
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